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DIÁLOGO EN TORNO A LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA: INTERVENCIONES GENERALES
La PRESIDENTA:  A very pleasant good afternoon to everyone!  As we commence a meeting of the Permanent Council for the second time for today, I’m very pleased to call the meeting to order to continue the dialogue on the effectiveness of the implementation of the Inter-American Democratic Charter.  This dialogue is being held in compliance with the General Assembly resolution AG/RES. 2555 (XL-O/10) of last year, “Promotion and Strengthening of Democracy:  Follow-up to the Inter-American Democratic Charter.”

Excellencies, you would have all received the schedule of the Permanent Council to comply with that resolution, document CP/doc.4546/11 rev. 1 add. 1 rev. 2 of April 8, as well as the notice of the same date convening this meeting.  This week, a reminder notice was also sent out in which there was a slight adjustment to the proceedings of this afternoon.

I wish, for clarification’s sake, to make reference to the actual work of the Council this afternoon.  Our discussions on the methodology for this dialogue resulted in what is in the schedule, which was that at the April 13 informal meeting of the Council to initiate the dialogue, delegations would have made general comments overall, and that at the formal meeting today, we would address Chapter I.  I did receive some queries as to that arrangement; therefore, I acquiesced and said that we could take general comments today, as well as comments on Chapter I.

Bearing in mind that there are 34 member states, and three hours may not allow each delegation 10 minutes to take the floor and address this issue, I suggest that we be mindful of that and share the time as much as we can with each other to allow all to participate.  We will try as best as we can to get through and hear all comments on Chapter I, as well as any other general comments delegations may wish to make.

This meeting is scheduled to conclude at 5:30 p.m.  The Chair would like to respect that timeframe, and if, at the end of the allotted time, we are not quite all concluded, we will resume and continue the dialogue, as is scheduled, on May 25.

With that, I am pleased to offer the floor to delegations that wish to make use of it.  The Ambassador of Ecuador is looking at me in an inquiring way.  Ambassador, good afternoon!  Would you like to have the floor and lead?  No?  Okay.  Then I recognize Ambassador Albin of Mexico.  You have the floor.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE MÉXICO:  Muchas gracias, señora Presidenta.


De conformidad con lo anunciado por el coordinador del grupo de países miembros de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) en la última sesión, y anunciado también por usted misma al inicio de esta sesión, mi Delegación hará un pronunciamiento de carácter general.

Hace diez años, cuando la OEA adoptó la Carta Democrática Interamericana, el nivel de madurez de nuestras democracias permitió el establecimiento de consensos en los valores y aspiraciones de la región, así como un acuerdo marco de apoyo mutuo en la preservación y promoción de la democracia.  Todo esto como un corolario a los principios y propósitos en materia de democracia que ya estaban contenidos en la Carta constitutiva.  Desde entonces, en el Hemisferio hemos avanzado y fortalecido los procesos democráticos, pero la tarea, por definición, es continua.  Se requiere un esfuerzo permanente para que los avances alcanzados se consoliden y no puedan revertirse.

En este contexto, la celebración de este diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana es pertinente.  Esta es una oportunidad para reflexionar sobre nuestra experiencia en la última década en cuanto a su aplicación e identificar áreas en las que conjuntamente podemos avanzar, siempre con el ánimo de consolidar y fortalecer nuestras instituciones y nuestras democracias.

Para México, la principal contribución de la Carta Democrática Interamericana es su visión integradora de la democracia con el desarrollo y con los derechos humanos.  No solo se tiene una visión amplia de lo estrictamente político, más allá de un mero régimen electoral, sino que se pone en pie de igualdad e interdependencia con la promoción y protección de los derechos humanos y con el desarrollo integral y el combate a la pobreza.  Solo trabajando en conjunto con todos estos aspectos tendremos democracias más sólidas.

Haciendo un breve repaso sobre la aplicación de la Carta en estos diez años, comprobamos que en el Hemisferio hemos registrado avances.

· 
La única metodología considerada válida en la región para la transferencia de poder son las elecciones periódicas, libres y justas con sufragio universal.  Las autoridades electorales encargadas de la organización y ejecución de los escrutinios son en su mayoría independientes.  Las misiones de observación electoral de la OEA se han consolidado como una de las entidades más fiables a nivel internacional y como elemento fundamental de credibilidad y legitimidad de los procesos electorales. 

· 
Continuamos con esfuerzos sólidos en materia de transparencia y combate a la corrupción como se desprende de los avances en el Mecanismo de Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción y los avances en la creación de una ley modelo sobre acceso a la información gubernamental. 

· 
El fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, si bien es un ejercicio continuo, ha abierto canales para avanzar en la promoción y protección de los derechos humanos en nuestras sociedades.

· 
Nuestros países llevan a cabo de manera consistente programas de promoción de la cultura democrática.

Es necesario que en estas áreas –es decir, electoral, transparencia, combate a la corrupción, derechos humanos y promoción de la cultura democrática– mantengamos el rumbo y sigamos vigilantes con miras a que nuestras democracias se perfeccionen cada día.

Al mismo tiempo, reconocemos que hay áreas en las que los avances han sido menos importantes.  En particular, el área de desarrollo integral y combate a la pobreza y la marginación.  Nuestra región continúa siendo la más desigual del mundo con una gran proporción de la población viviendo en condiciones precarias, con acceso limitado a servicios públicos básicos de calidad y con insuficientes perspectivas de empleo.  La desigualdad y las polarizaciones asociadas son elementos que generan tensión en la estabilidad y la convivencia.  Este es un hecho fundamental.  Debemos tener claro que nuestras democracias serán más fuertes en la medida que nuestras sociedades sean más justas, más equitativas y exista mayor cohesión social.

Otra área en la que aún tenemos pendientes importantes es en la cuestión, de discriminación.  Uno de los primeros fundamentos de toda democracia es la igualdad y nuestra región dista de alcanzarla.  Si bien contamos con logros importantes en materia de promoción de la igualdad de género, aún subsisten importantes rezagos, por ejemplo, en el ejercicio de la ciudadanía política y en el combate a la violencia contra las mujeres.  La discriminación en nuestra región no es solo de género, son muchas sus caras; es racial, por edades, por clase social y por orientación sexual, por mencionar unas cuantas.  En este contexto, quisiera tomar la oportunidad para hacer un llamado a todos los Estados Miembros para renovar nuestra voluntad colectiva para avanzar en el establecimiento de compromisos jurídicamente vinculantes en contra del racismo y de toda forma de discriminación e intolerancia.

La cuestión del fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática es quizá la parte más conocida de nuestra Carta Democrática; sin duda, es la que obtiene más titulares en la prensa de la región.  Para México se trata de un capítulo importante de la Carta, pero, por definición, solo puede ser aplicado por excepción, únicamente cuando existen riesgos a la preservación de la democracia.  Las situaciones excepcionales pueden ser más apremiantes, pero los esfuerzos cotidianos por mantener y fortalecer la democracia no son menos importantes.

Consideramos que la aplicación del capítulo IV ha sido en general efectiva.  En sus informes sobre la Carta, el Secretario General enumera algunos incidentes en que se ha recurrido al capítulo IV, a saber: Bolivia en 2008, Paraguay en 2009, Guatemala en 2009, Honduras en 2009, Haití en 2010 y Ecuador en 2010.  Con excepción del caso de Honduras, las demás crisis fueron superadas.  Acontecimientos recientes nos hacen confiar que pronto podremos tomar las decisiones que permitan que Honduras reasuma el lugar que le corresponda en el seno de nuestra Organización.

Señora Presidenta, en lo relativo a la tensión entre el principio de no intervención y de la defensa colectiva de la democracia, nuestra Delegación observa que el contenido de la Carta Democrática, en plena congruencia con la Carta de la OEA, es claro.  Nuestra Organización es una organización intergubernamental y no es una organización supranacional, sustentada en la soberanía nacional.  En apego a este acuerdo político fundamental, la Carta Democrática precisa los alcances de nuestra acción colectiva ante el riesgo del rompimiento del orden democrático, en los términos de los artículos 17 y 18, o frente a su ruptura, conforme a los artículos 19, 20 y 21.  De esta manera, la Carta Democrática no deja duda alguna sobre la alta prioridad que para nuestros países y para nuestra Organización reviste el fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática en el Hemisferio.

Consideramos que existe espacio para mejorar la efectividad de la aplicación de la Carta, particularmente a través de la cooperación entre los Estados Miembros para perfeccionar continuamente la democracia y progresar en el desarrollo.  Nuestras propuestas preliminares son tres:

1. 
El acento en la acción de cooperación de la OEA debe situarse fundamentalmente en su labor preventiva y de promoción, y no ser solo reactiva.  En este sentido debemos concentrarnos en la prevención a través del desarrollo integral, mejorando los niveles de vida y asegurando el acceso a la educación, la salud y el empleo; de la promoción y protección de los derechos humanos; y de garantizar la seguridad pública, mediante la aplicación de la ley y el combate a la delincuencia, violencia e inseguridad con un enfoque integral.

2. 
Las acciones que se produzcan para mejorar la efectividad de la aplicación de la Carta deben encaminarse fundamentalmente por la vía del diálogo y la concertación políticos y el fomento de la confianza. 

3. 
Conviene reforzar la apertura del Consejo Permanente para permitir, a los gobiernos que así lo soliciten, compartir información sobre los avances y retos de sus procesos democráticos, en apoyo a un útil intercambio de experiencias.

Para concluir, mi Delegación desea reiterar su adhesión a los compromisos asumidos en la Carta Democrática Interamericana.

Muchas gracias.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now offer the floor to the Ambassador of Chile.  Ambassador Paya, you have the floor.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE CHILE:  Gracias, Presidenta.  Buenas tardes.

Tal cual usted lo manifestara en su introducción, nuestra Delegación hoy día se va a referir a los hechos más salientes con motivo de la conmemoración del décimo aniversario de la Carta y, en la prolongación de este diálogo, en sesiones futuras nos referiremos, uno a uno, a los distintos capítulos de la Carta pues creemos que todos ellos son de importancia fundamental.

Agradecemos que se haya concretado el inicio de este diálogo en línea con lo que nuestros Estados acordaron en la última Asamblea General.  Chile le otorga la mayor importancia a la promoción y a la defensa de la democracia pues, como señalara nuestro Canciller Moreno en la Asamblea General, se trata de un elemento central de nuestra identidad como región y un pilar básico del sistema interamericano. 

Creemos que a diez años de la adopción de la Carta Democrática Interamericana, junto con conmemorar y repasar lo que ha sido su primera década de aplicación, también resulta oportuno reflexionar y debatir acerca de cómo podemos hacer que la Carta Democrática Interamericana y, en un sentido más amplio, esta Organización, pueda contribuir cada vez de mejor manera al perfeccionamiento y al fortalecimiento de los procesos democráticos en nuestra región.  Nuestros pueblos agradecerán que aprovechemos cada oportunidad para preguntarnos cómo elevar los estándares de exigencia y protección a una democracia de cada vez mejor calidad para nuestros ciudadanos. 

La adopción de la Carta Democrática Interamericana en Lima, Perú, el 11 de septiembre de 2001, fue la síntesis del trabajo de promoción y protección de la democracia realizado por la Organización de los Estados Americanos en la década previa.  Ese proceso tuvo un punto de partida en el Compromiso de Santiago con la Democracia y la Renovación del Sistema Interamericano, de 1991, expresado en la resolución AG/RES. 1080 (XXI-O/91); luego, mediante la Declaración de Quebec, en 2001 se adoptó una cláusula democrática y se  instruyó a la Asamblea General la preparación de una Carta Democrática Interamericana, proceso que culminó de manera brillante en Lima, Perú, y hoy celebramos y conmemoramos.

La adopción de la Carta fue el reflejo y fruto de una etapa de nuestra historia común.  De la misma forma, Chile cree que hoy es posible responder al desafío de apoyar en nuestros países el tránsito progresivo y virtuoso desde una democracia puramente electoral a democracias de mayor calidad participativa y estabilidad institucional, entre otros atributos. 

Celebramos y agradecemos el reciente informe “Actualización del Secretario General de la OEA a los informes sobre la Carta Democrática Interamericana presentados ante el Consejo Permanente”, pues contiene un análisis amplio y detallado sobre diversos aspectos del trabajo de la Organización en la materia y que contribuyen a este proceso de discusión que estamos iniciando.

Señora Presidenta, junto con los múltiples motivos para celebrar y conmemorar la existencia de la Carta en su primera década de aplicación, debemos ser francos al referir que constatamos que paulatinamente también cobra alguna fuerza la impresión de que, desde un punto de vista eminentemente preventivo, el instrumental ofrecido por la Carta Democrática Interamericana es relativamente más limitado y más débil si se le compara, por ejemplo, con la claridad con que se contempla el rol de la Organización en caso de quiebres consumados a la democracia.

Episodios recientes, como la crisis de Honduras, han puesto de relieve la necesidad de reforzar los mecanismos preventivos a fin de poder anticipar y lograr impedir rupturas del orden democrático o alteraciones del orden institucional que afecten los elementos esenciales de la democracia.  Conscientes de aquello es que nuestro Gobierno organizó en Santiago, en diciembre pasado,  el seminario internacional “La Carta Democrática Interamericana: Realidad y desafíos a 10 años de su adopción”.

En dicha oportunidad, y en múltiples otras instancias, hemos constatado que, junto con visiones naturalmente distintas y con matices y énfasis diversos, existe una multiplicidad de propuestas que tienen como común objetivo el perfeccionamiento del rol de esta Organización en la protección de la democracia.

Señora Presidenta, voy a referir algunas de las que hemos escuchado y estamos seguros de que ninguna de estas es perfecta, pero todas merecen ser discutidas.

Por ejemplo, algunos han planteado la posibilidad de crear lo que llaman un “Ombudsman para la Democracia”, centrado en una actividad preventiva y abierta al diálogo con autoridades, instituciones y sociedad civil de los Estados.

Otros prefieren hablar de un Relator Especial para la Democracia, siguiendo el ejemplo de instituciones que ya existen.

Otros proponen la figura de un Alto Comisionado para la Defensa de la Democracia, cuya principal virtud o característica sería la de no comprometer necesariamente a la Organización como un todo ni, por otra parte, debilitar las facultades del Secretario General.

Otros, pensando justamente en no debilitar el rol del Secretario General, plantean la posibilidad –en lugar de de tener una figura permanente con uno u otro nombre– de generar designaciones ad hoc por acuerdo o por resoluciones del Consejo Permanente para informar a este cuando se produzcan situaciones que lo ameriten.

Otra alternativa que hemos constatado que se plantea es la posibilidad de fortalecer directamente la capacidad de actuación preventiva del propio Secretario General.  Algunos plantean hacerlo dándole facultades para recabar información, llamar la atención del Consejo Permanente con criterios siempre de prevención y gradualidad en un marco de un multilateralismo moderno, pero que  en ningún caso constituye supranacionalidad.

Otros proponen la creación de una suerte de Enviado para la Democracia, sujeto a la Secretaría General, pero con el encargo de un actuar eminentemente preventivo, centrado en el diálogo discreto y de buenos oficios para la prevención de crisis institucionales.

La lista sigue, Presidenta.  Algunos han planteado la posibilidad de crear una comisión observadora permanente que monitoree periódicamente con parámetros objetivos y genéricos, acordados previamente por los Estados, la calidad y el estado de la democracia en cada Estado Miembro.

Otros sostienen, por ejemplo, que la sola confección del informe periódico sobre el estado de la democracia constituiría un avance preventivo de importancia por sí solo.  

Algunos Estados se han preguntado por qué si los Estados Miembros en este foro y en otros nos monitoreamos mutuamente mediante mecanismos de revisión entre pares en materias tan sensibles como en nuestras políticas de desarrollo, cooperación internacional, corrupción, tráfico y consumo de drogas, etcétera, no podemos contemplar mecanismos análogos en torno a cuestiones previamente acordadas y esenciales al devenir democrático institucional de nuestros países.


Señora Presidenta, no queremos abusar del tiempo y, por lo tanto, omito mencionar muchas de las demás ideas, inquietudes y propuestas que hemos escuchado.  Quisiera finalizar esta enumeración con una respecto a la cual queremos llamar particularmente la atención, puesto que queremos destacar que nuestro país, junto con los demás Estados Miembros de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), acordamos recientemente en Guyana un histórico Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de la UNASUR, que entregó a ese foro regional herramientas concretas para actuar no solo en casos de golpes de Estado, sino también cuando existen amenazas de ruptura del orden democrático o incluso simplemente del orden institucional o cualquier situación que ponga en riesgo el legítimo poder y la vigencia de los valores y los principios democráticos.  En todos esos casos contempla la posibilidad de una actuación de oficio de su Presidente pro témpore, equivalente en alguna forma al Secretario General de esta Organización, o a solicitud de cualquier Estado Miembro.

Señora Presidenta, como decíamos, seguramente ninguna de estas alternativas es perfecta, pero todas ellas merecen ser discutidas.  Del repaso de esta lista, lista que estamos seguros de que se va a incrementar durante este diálogo, surge con claridad una pregunta:  ¿Se puede sostener que no haya nada más que pueda hacer la OEA para perfeccionar la protección colectiva de la democracia?  ¿Podemos negarnos a intentarlo?  ¿Podemos marginarnos de un debate que de hecho ya existe y está instalado en nuestra región?

Creemos oportuno recordar que es la propia Carta de la OEA, no la Carta Democrática, la que nos señala que los altos fines que con ella se persiguen requieren la organización política de los Estados sobre la base del ejercicio efectivo de la democracia representativa y que esa es una obligación que los Estados hemos adquirido unos con otros y con la Organización.

Creemos que, con imaginación, pueden y deben buscarse fórmulas capaces de compatibilizar el valor de la protección de la democracia con el principio de no intervención.

En opinión de Chile, Presidenta, no hacerlo implicaría asumir el riesgo de debilitar progresivamente el rol de esta Organización en lo que constituye uno de sus pilares y, más aún, sería una omisión completamente contraria al impulso histórico de que la Organización es parte, de seguir profundizando la calidad de la democracia de nuestros pueblos.

Gracias Presidenta.


La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now give the floor to the Ambassador of Uruguay.

La REPRESENTANTE PERMANENTE DEL URUGUAY:  Muchas gracias, señora Presidenta.

Señora Presidenta, la efectiva defensa de la democracia se ha convertido en un elemento que caracteriza la acción interamericana.  Luego del triste período de los años setenta, que implicó un retroceso general de la democracia en nuestro continente, se fue produciendo una evolución.  La acción internacional regional fue un claro reflejo de ello.  A mediados de los ochenta nuestra Organización tenía una tímida actuación en cuanto a la defensa democrática.  Su Asamblea General se limitaba a recomendar adoptar o volver al sistema democrático, pero este enfoque cambió para llegar a exigir el imperio de la democracia, respetando la no intervención y la libre determinación.  Ello no fue el resultado de un solo factor, sino que múltiples elementos confluyeron en esta dirección.  

A través de sucesivas reformas de la Carta de la OEA se agregaron párrafos significativos que refieren a la democracia representativa como condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región.  Asimismo, se incluye entre los propósitos de la Organización el de promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al derecho de no intervención.

Con la jurisprudencia de los órganos del sistema y sus tempranas opiniones consultivas OC-1/82 y OC-2/82, que hacen referencia al respeto de los derechos humanos en el continente americano dentro del cuadro de la instituciones democráticas, se inicia un camino que se verá enriquecido y complementado, entre otros, por los casos Velásquez Rodríguez, de 1988, Godínez Cruz, Fairén Garbi y Solís Corrales donde se reafirma la relación entre democracia y derechos humanos, se señala el deber de los Estados Parte de la Convención Americana de organizar la estructura pública a través de la cual se manifiesta el poder público con la finalidad de capacitarla para el pleno ejercicio de los derechos humanos.

La experiencia ganada en los distintos casos de Haití, Perú, Guatemala, Nicaragua, Paraguay, donde se aplicaron en los tres primeros el procedimiento establecido para el Compromiso de Santiago y la resolución 1080 de la Asamblea General de la OEA de 1991, también colaboraron en un mismo sentido.

Con el retorno de los gobiernos democráticos, el triunfo de la ideología que los inspira y el respeto de los derechos humanos –sin perjuicio de continuar persistiendo condiciones económicas, sociales y culturales atentatorias del pleno goce de una vida democrática– se inicia un proceso de consolidación democrática.

Se suceden las declaraciones de Asunción de 1990 y de Santiago de Chile de 1991.  La primera afirmó que la democracia representativa es el sistema político que mejor asegura los fines y propósitos del sistema interamericano, señalando la importancia de la educación para la democracia y el respeto de los derechos humanos, al tiempo que declara la necesidad de consolidar las conquistas democráticas mediante el combate a la pobreza y la reducción de las desigualdades sociales.

Por su parte, el Compromiso de Santiago con la Democracia y la Renovación del Sistema Interamericano y la resolución 1080 establecen un sistema para defender la democracia en la región.  El procedimiento es aplicable en dos situaciones: cuando se dan hechos que ocasionan una interrupción abrupta o irregular del proceso político institucional democrático y en casos de hechos que ocasionen una interrupción del legítimo ejercicio del poder con un gobierno democráticamente elegido.

Al año siguiente, la Asamblea General aprobó la Declaración de Nassau, donde se reafirma la necesidad de complementar y desarrollar los procedimientos previstos en la resolución 1080.

En 1993 la Declaración de Managua es terminante al expresar que ningún problema que experimenten los Estados Miembros justifica el rompimiento del régimen democrático.  

De manera concluyente, en la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de Quebec, al tiempo de proclamarse al siglo XXI como el siglo de las Américas, se aprueba la cláusula democrática.

El dinámico proceso de elaboración del proyecto de Carta Democrática Interamericana abarcó la participación de Estados y sociedad civil, cuyos aportes fueron una clara expresión del interés por abordar soluciones frente a problemas que se daban en la región.  Fue el entonces Canciller del Perú, Javier Pérez de Cuellar, quien planteó esta iniciativa que resultó en un texto que se ha calificado de históricamente trascendente, verdadera carta política de las Américas.

En todo el proceso se percibe el compromiso determinante de la OEA con la preservación, promoción y defensa de la democracia, compromiso que se plasma en la Carta Democrática Interamericana adoptada el 11 de septiembre de 2001, documento que procura dar respuesta a los desafíos actuales dentro del marco jurídico existente.  

Su preámbulo hace referencia a los valores fundamentales sobre los cuales se edifica la Carta, enumerando a grandes rasgos los pasos que llevaron a su elaboración, para concluir en una mención al desarrollo progresivo del derecho internacional y a la conveniencia de precisar las disposiciones contenidas en la Carta de la OEA y otros instrumentos básicos relativos a la preservación y defensa de las instituciones democráticas, conforme a la práctica establecida.  De esta manera, a través de una resolución, se logra zanjar la discusión respecto a cual debía ser el instrumento a adoptarse, concluyéndose en que el mismo sería un instrumento de carácter interpretativo, sin llegar a requerir modificaciones a la Carta de la OEA.  Como bien lo ha señalado el Comité Jurídico Interamericano, disposiciones de esta naturaleza tienen generalmente por objetivo interpretar  disposiciones convencionales, constituir pruebas de la existencia de normas consuetudinarias, dar debida cuenta de principios generales de derecho o proclamar aspiraciones comunes y pueden contribuir al desarrollo progresivo del derecho internacional.  Ella constituye una contribución a la tendencia universal que ve a la democracia como una obligación internacional exigible.  

Su capítulo I proclama el derecho de los pueblos de América a la democracia, enumera en forma no taxativa sus elementos esenciales y los componentes fundamentales de la misma.  Dirime el supuesto conflicto entre democracia participativa y representativa, demostrando que no son incompatibles, sino complementarias.  

El capítulo II establece los criterios básicos en materia de derechos humanos y mantiene el compromiso de los Estados de fortalecer el sistema interamericano.

Su capítulo III aborda el problema de la exclusión, de la pobreza y su relación con la formulación de los derechos económicos, sociales y culturales.  Se alude a la necesidad de preservar un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado y se resalta el papel fundamental de la educación.

Su capítulo IV hace referencia al fortalecimiento y preservación de las instituciones democráticas.  En él se percibe el carácter progresivo de las normas adoptadas que van desde las hipótesis menos graves contenidas en el artículo 17 hasta hipótesis límites, como las previstas en los artículos 20 y 21.  Sin embargo, se contempla el modo de levantar la sanción una vez superada la crisis, ya que el objetivo no es el de sancionar, sino con espíritu solidario, contribuir a la democracia y estabilidad política en la región.

El capítulo V se refiere a la democracia y a las misiones de observación electoral en las cuales el papel de la OEA ha sido y continúa siendo de relevancia.

Por último, el capítulo VI se refiere a la promoción de la cultura democrática, siendo de destacar su artículo 28, donde los Estados se comprometen a promover la plena e igualitaria participación de la mujer en las estructuras políticas de sus respectivos países como elemento fundamental de promoción y ejercicio de la cultura democrática.

Señora Presidenta, con la adopción de la Carta Democrática Interamericana el derecho interamericano amplía su acción a nueva áreas e incursiona en conceptos como el de democracia, analizados y debatidos en extenso, pero que por su propia naturaleza escapan a definiciones únicas, sobre todo cuando se trata de su aplicación práctica en países individuales.  Como bien lo expresó el Secretario General en su informe de 2007 al Consejo Permanente, la Carta Democrática Interamericana es el instrumento más completo  con que se cuenta para promover las prácticas democráticas en nuestro continente.  Abarca un abanico de posibilidades específicamente para hacer frente a crisis, permite una diplomacia creativa para defender la democracia. Compartimos las observaciones en cuanto a sus limitaciones en lo que tiene relación a los alcances jurídicos, operativos y preventivos que han sido identificados en tres categorías: 

a)
carencia de precisión para definir cuándo y en qué medida se produjo una alteración democrática de un país; 

b)
la tensión aparente entre el principio de no intervención y la posibilidad  de proteger la democracia a través de mecanismos colectivos, y

c)
problemas de acceso para aquellos que intentan beneficiarse de los mecanismos de la Carta. 


El procurar dar respuesta mediante un análisis  y debate en este ámbito seria una importante contribución.

Por último, señora Presidenta, la Carta Democrática Interamericana no se agota en su capítulo IV, por lo que mi Delegación espera, a través de un diálogo fructífero, un tratamiento integral del instrumento, es decir, que se aborde el capítulo II, relativo a democracia y derechos humanos,  analizando las dificultades que plantea la falta de universalización de los instrumentos de derechos humanos del sistema interamericano; el capítulo III, referente a democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza, teniendo oportunidad para profundizar acerca de las inequidades en nuestro Continente, así como el capítulo VI, donde se contempla el mencionado tema de género. Este proceso de reflexión podrá servir no solo para conmemorar el décimo aniversario de la Carta, sino fundamentalmente para promover aportes que contribuyan a mejorar la calidad de la democracia en América.


Muchas gracias.


La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now give the floor to the distinguished Ambassador of Peru.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL PERÚ: Gracias, Presidenta.


El Perú tiene un profundo e indeclinable compromiso con la promoción y defensa de la democracia en las Américas.  Es por ello que nos alegra mucho que finalmente estemos teniendo este diálogo en el Consejo Permanente.  Lo entendemos como un diálogo en el cual vamos a hacer una evaluación analítica de la Carta Democrática Interamericana y, en ese sentido, pensamos que para hacer un análisis adecuado vale la pena recordar el largo proceso de evolución que ha tenido el tema de promoción y defensa de la democracia representativa, que en realidad se inicia cuando se creó la Organización.


Hay que recordar que en la primera versión de la Carta, en la versión de 1948, ya se decía que la solidaridad de los Estados americanos y los altos fines que con ella se persiguen requieren la organización política de los mismos sobre la base del ejercicio efectivo de la democracia representativa.  Hay otros hitos importantes en esa historia: está la Declaración de Santiago, de 1959, en la cual los Cancilleres, los de nuestros países, determinaron cuáles eran considerados los atributos la democracia.  Bien vale la pena recordarlo en este momento. En el año 1985, mediante el Protocolo de Cartagena de Indias, decidimos modificar la Carta de la OEA para incluir como uno de los propósitos esenciales de la Organización la promoción y consolidación de la democracia representativa dentro del principio de no intervención.  Ese mismo Protocolo amplió las competencias del Secretario General.


Luego, en 1989, hay una importante decisión de la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 991 (XIX-O/89), “Derechos humanos y democracia – Observación electoral”, una tarea que le ha dado muchas satisfacciones a esta Organización.  En el año 1990 se crea, y me complace reconocerlo, por iniciativa fundamentalmente de la Delegación del Canadá, la Unidad para la Promoción de la Democracia.


Más adelante, en 1991, se aprueba, como ya lo ha recordado entre otros, la Delegación del Uruguay, el Compromiso de Santiago con la Democracia y la Renovación del Sistema Interamericano, la famosa resolución 1080, “Democracia representativa”, que se aplicó en varios casos.  Luego, en el año 1992, por iniciativa esta vez de la Argentina, se modifica otra vez la Carta de la Organización con el Protocolo de Washington y se establece, mediante ese Protocolo, una decisión de extrema importancia para el caso de gobiernos derrocados por la fuerza, en esta Organización.

Pero estos avances no se producen solamente a nivel de la Asamblea General. También el Comité Jurídico Interamericano ha estudiado a fondo el tema.  En el año 1995, por ejemplo, el Comité aprueba una resolución titulada “La democracia en el sistema interamericano”, donde hace una serie de precisiones importantes sobre este asunto.  En la Cumbre de las Américas, de Quebec, en el año 2001, toman nuestros Presidentes la decisión de encargar a los Cancilleres que, en el marco de esta Organización, se prepare una Carta Democrática Interamericana.

Vemos, entonces, que es un largo proceso de evolución que nos lleva a que, felizmente, el 11 de septiembre de 2001 en Lima, en el Perú, se apruebe la Carta Democrática Interamericana.

He querido hacer este recuento, Presidenta, para hacer el análisis evaluativo en el contexto del progreso paulatino que hemos tenido sobre el tema de Promoción y Defensa de la Democracia en esta Organización.


Creo que hay algo que vale la pena resaltar en el tema de la Carta, y me refiero a una práctica que a veces distorsiona un poco las decisiones que tomamos en la Organización.  La Carta Democrática es una resolución, una resolución que se aprobó por consenso, que no tiene ninguna reserva ni pie de página; en consecuencia, su contenido fue objeto de interpretación unánime y coincidente por parte de todos los países miembros.  En el momento en que se aprueba la Carta Democrática todos estuvimos completamente de acuerdo en todos y cada uno de sus artículos, y pensamos que eso vale la pena resaltarlo.  


El hecho de que la Carta sea una resolución tiene también otro aspecto importante.  Por la estructura jurídica que tiene nuestra Organización, ello la convierte en un instrumento de aplicación obligatoria para todos los órganos de la OEA, inclusive, como es natural, para el Secretario General y para este Consejo Permanente.  No es optativa la aplicación de la Carta, es obligatoria, porque esa es nuestra estructura jurídica.


En ese contexto, Presidenta, hay que reconocer que evidentemente siempre hay la posibilidad de perfeccionar, de mejorar los instrumentos que tenemos en la Organización.  Y, en ese sentido, quiero agradecer el informe actualizado que nos acaba de presentar el Secretario General, que tiene algunas reflexiones muy valiosas.  Yo quería destacar dos o tres de ellas:

· 
Pensamos que, efectivamente, un tema que este Consejo debería discutir es la falta de definición de alguno de los términos empleados en la Carta.  Términos como alteración del orden constitucional y grave afectación del orden democrático no tienen una definición precisa y consideramos que realmente vale la pena hacer el esfuerzo para lograr una definición colectiva.

· 
También pensamos que vale la pena analizar el tema de la acción preventiva de la Organización.  En ese sentido, pensamos que la Secretaría General debería tener una actividad más dinámica en prever y prevenir amenazas al proceso democrático; deberíamos tener un diálogo más a fondo sobre la capacidad de esta Organización para actuar preventivamente. 

· 
Y esa capacidad debería referirse a los elementos que están en el artículo 3 de la Carta, fundamentalmente, donde están definidos los elementos esenciales de la democracia representativa. 


Vale la pena también conversar, en nuestra opinión, sobre la restricción que hay para activar la Carta Democrática, que está solamente referida a uno de los sectores del Estado, concretamente a los Poderes Ejecutivos; pensamos que es un tema que bien vale la pena discutir.


Por otra parte, Presidenta, pensamos que con una visión de mediano y largo plazo sería fundamental enfatizar, trabajar más a fondo en lo que son los aspectos de promoción de la democracia antes que en los aspectos de defensa de la democracia.  En ese sentido, y solamente a manera de ejemplo, tareas como:

· el fortalecimiento de las instituciones democráticas;

· la colaboración con instituciones gubernamentales, académicas y organizaciones de la sociedad civil en la generación y difusión de información y conocimiento sobre las instituciones democráticas; 

· la formación de recursos humanos; 

· el apoyo a instituciones y procesos legislativos;

· la cooperación interparlamentaria;

· la modernización legislativa; 

· la realización de investigaciones sobre desarrollo institucional; 

· el apoyo a procesos de descentralización de gobierno local y participación ciudadana; 

· programas de promoción, intercambio y capacitación de jóvenes líderes del Hemisferio; 

· procesos de apoyo a los poderes electorales; 

· reformas de los sistemas electorales;

· automatización de los procesos electorales; 

· bases de datos políticos de la región; 

· programas de estudios sobre la democracia regional, para mencionar unos pocos.


Debería ser un conjunto de tareas en las cuales esta Organización podría ser bastante más activa de lo que es.


Y por último, Presidenta, en cuanto a defensa de la democracia, yo quisiera resaltar, coincidentemente con lo mencionado por mi colega el Embajador de Chile, que efectivamente la UNASUR ha aprobado un compromiso con la democracia que contiene provisiones que son extremadamente importantes, extremadamente valiosas, porque se habla no solo de la ruptura del orden democrático, sino también de la amenaza de ruptura y tiene algo que en nuestra opinión  es de gran importancia:  la posibilidad de que la acción colectiva se inicie de oficio.  En consecuencia, se produce un problema y el mecanismo se activa.


Pensamos que con esto, Presidenta, tenemos varios temas por delante y ojalá este Consejo pudiera continuar en su diálogo para profundizar varios de estos aspectos, si no todos.


Muchas gracias.


La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now give the floor to the Ambassador of the United States.


La REPRESENTANTE PERMANENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS:  Thank you, Madam Chair. 

Madam Chair, we are here this afternoon to discuss implementation of the Inter-American Democratic Charter.  The Charter neither needs introduction nor praise.  It is the well-known document with which the OAS broke new ground in 2001.


Implementing the Charter remains very much a multilateral commitment for the United States.  Working together in a transparent manner and with political will, we must continue to act under the Democratic Charter to strengthen democratic institutions and ensure that the benefits of democracy are tangible for all sectors of our hemisphere’s population, particularly the poor and the marginalized.


As with many innovative ideas, implementation requires resolve, hard work, and clarity of vision.  Implementation of the Charter requires, inter alia, respect for constitutional order and legal frameworks, respect for fundamental human rights and freedoms, respect for the pluralistic system, respect for the rule of law, respect for political parties and separation of powers and independence of the branches of governments, transparency and probity in government, support for strengthening political parties, support for freedom of association and freedom of the press, and respect for democratic institutions.


This list of attributes, Madam Chair, of a democratic society is, of course, not exhaustive, but these attributes are all related one to the other.  They also are clearly stated in Chapter I of the Charter, which itself serves as the frame for today’s discussion.


No government can truly be understood as freely chosen by the people if it has, in the course of an election, suppressed freedom of association and freedom of the press.  Once in power, the temptations for an elected government to use the powers that modern societies everywhere apparently vest in them can lead to governments abusing the rights and legal protection of the societies that chose them, usually just to perpetuate their hold on power.  That trend, if unchecked, leads to authoritarian government.


We have seen some states in the Americas use the mechanisms of the state to attack the free press, to use the state to attack political parties or civil society organizations, and to use the state itself to suppress freedom of association, not necessarily through any clearly identifiable legal mechanisms but through intimidation, which drains the will of free people to exercise their democratic rights.


We have seen constitutions modified to remove safeguards that prevent governments from abusing their power.  We have seen private citizens jailed for exercising their right to free speech and to criticize the government in power.  We have seen families, civil society organizations, and individuals attacked because they posed political impediments to the exercise of raw government power.  We have also seen the separation of powers and independence of branches of government called for in the Charter challenged, undermined, and subverted by executive authority.


These problems are not isolated in a single country in the Hemisphere; they have occurred in several.  Some countries make no attempts to hide what their intentions are, but in some cases, the governments who violate the basic tenets of the Charter are not doing so without some attempts at self-justification.  Sometimes, governments claim to be righting old wrongs or to be addressing development needs.  

These claims ring hollow in the face of how other governments in the Hemisphere are also redressing old wrongs, but fully within a framework of constitutional procedures and law, and fully within a framework that needs no intimidation or drastic changes of the Constitution.  Moreover, if we look back at history, these justifications are the time-honored way in which authoritarians challenge constitutional order and the rule of law.  The Inter-American Democratic Charter set out a standard to avoid precisely these types of deviations from pluralistic, constitutional democracy.


Madam Chair, the United States has given much thought to mechanisms that could assist the democracies of our hemisphere to grow stronger on their own terms.  We have observed multiple ways in which the objective of supporting democratic governance might be advanced in a practical, constructive way, within the framework of the Democratic Charter and respectful of member states’ sovereignty.

In particular, the Secretary General’s recent reports, in addition to suggestions from various civil society and academic groups, provide us with a number of useful proposals which this Council should consider carefully.  One such proposal from the Secretary General involves “extending the forms of multilateral evaluation to each of the features which the Democratic Charter deems essential to the existence and survival of democracy.”  Another involves “the production of periodic reports––if possible, annually––on the main issues defined as essential for democracy in the Charter.”

For our part, Secretary Clinton has underscored the support of the United States for the development of a collaborative Plan of Action to better guide Charter implementation, as well as the creation of a Special Rapporteur for Democracy.

Madam Chair, we recognize that these ideas will require careful review and consideration.  This is why, as suggestions are presented and proposed in the course of our discussions within this Council, we propose that a working group of the Permanent Council’s members be formed to receive all suggestions and carefully consider options for a process of review and follow-up.  This working group, in effect, could assist the Council in its various discussions on the Democratic Charter over the coming months.

Madam Chair, we as OAS member states have an important opportunity before us today as we began to contemplate the successes and challenges of Democratic Charter implementation.  We must now work to commit ourselves to deepening this ongoing dialogue and to move forward with a concrete, timely, and effective course of action to make the Charter’s promise a tangible reality for all of our citizens.  

Thank you very much. 


La PRESIDENTA:  Thank you, Ambassador.  I am now pleased to give the floor to the Ambassador of Ecuador.


La REPRESENTANTE PERMANENTE DEL ECUADOR:  Gracias, señora Presidenta,


La Delegación del Ecuador desea, en primer lugar, felicitar el inicio del diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana, dispuesto por la Asamblea General en junio pasado.  Asimismo, desea agradecer al señor Secretario General por la actualización a 11 de abril de 2011 de los informes sobre la Carta de abril 2007 y mayo de 2010.  En ese marco deseo transmitir algunas consideraciones generales.


La caída del Muro de Berlín y el fin de la Guerra Fría permitieron que  nuevas relaciones internacionales se perfilen y consagren un proceso que se venía dando a nivel global, y de manera especial en el continente americano. Las dictaduras que gobernaban muchos de nuestros países en años anteriores a estos hechos históricos perdieron legitimidad y soporte interno y externo, fundamentalmente porque nuestros pueblos venían madurando propuestas basadas en los conceptos superiores de democracia y representatividad de la soberanía popular, buscando legitimar una nueva  institucionalidad sustentada en el Estado de Derecho.


El sistema interamericano supo entonces estructurar un debate respecto de esa naciente democratización del Hemisferio; se activaron procesos de integración subregional y regional, especialmente a nivel comercial y económico.  Habiéndose desarrollado esa agenda, se requería un instrumento que sirva de referente y soporte a las nacientes democracias en la región, pues en muchos casos se verificaban debilidades estructurales que hacían vulnerables a los nuevos Estados democráticos.


En este sentido, la adopción de la Carta Democrática Interamericana, hace ya una década, permitió disponer de una herramienta de defensa y consolidación de la democracia en nuestro continente.  Hoy por hoy, la Carta Democrática Interamericana es el instrumento jurídico y político del que disponemos los Estados Miembros de la Organización para utilizar en casos de riesgo y/o ruptura del orden democrático.  Sin duda, es un acervo sin parangón en otras regiones del mundo que fortalece el derecho interamericano.


Las reiteradas resoluciones de la Asamblea General de la OEA sobre la Carta Democrática Interamericana demuestran la importancia que otorgamos los Estados Miembros al cumplimiento de las normas y principios allí establecidos.  Al mismo tiempo, ratifican la convicción y la necesidad de dotar a la Organización de procedimientos que faciliten la cooperación para el cumplimiento de la Carta.  Por ello, el cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, realizado en Lima en 2010, mandató a este Consejo Permanente que dialogara sobre la eficacia de la aplicación de la Carta al cumplirse diez años de su vigencia.


En contadas ocasiones ha sido invocada la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.  Sin embargo, una que puede ejemplificar adecuadamente su relevancia y eficacia es aquella que se produjo alrededor de los acontecimientos del 30 de septiembre de 2010 en el Ecuador, cuando una revuelta policial, apoyada por intereses políticos desestabilizadores, unos ocultos y otros visibles, pusieron en inminente riesgo la estabilidad democrática en el Ecuador.  En dicha tentativa de golpe de Estado, la aplicación de la Carta como herramienta de prevención del rompimiento del orden constitucional fue  efectiva y eficaz por dos razones fundamentales:  por una parte, la oportuna y adecuada utilización de los mecanismos establecidos en la Carta para invocar la defensa de la democracia por parte de un Estado; y, por otra,  la inmediata acción unánime de todos los Estados Miembros que se convirtió en eficaz acción preventiva para evitar el ultraje de la democracia en mi país.  Es así que las herramientas de la Carta Democrática Interamericana utilizadas, adecuada y oportunamente, hicieron posible la acción hemisférica. Lamentablemente, quizás en otras ocasiones no se pudo actuar con la misma eficacia y efectividad por la falta de correcta utilización por parte de los actores correctos, en los tiempos correctos,  de los mecanismos establecidos en la Carta.  


Señora Presidenta, han pasado diez años desde la adopción de la Carta Democrática Interamericana y, sin duda, es motivo suficiente de celebración.  El Ecuador se une a dicha celebración.  Sin embargo, no debemos conformarnos  con congratularnos mutuamente por lo alcanzado hasta este momento.


Nuestras democracias han madurado, nuestras instituciones se han fortalecido, el enjambre jurídico que organiza a los Estados concede nuevos escenarios de mayor estabilidad en el marco del respeto a las constituciones políticas y leyes de nuestros Estados.  Este entorno obliga a pensar que es necesario dar pasos hacia adelante en la instrumentación y conceptualización de la Carta Democrática Interamericana para que vaya  de la mano del momento histórico que vive hoy nuestra región.


La Carta Democrática Interamericana fundamenta la defensa de la democracia representativa, y aunque menciona “el carácter participativo de la democracia”, claramente se enfoca en la participación social mediante la elección de sus representantes.  Sin duda, este elemento es fundamental y constitutivo de la democracia.  Sin embargo, hoy ya no es suficiente.  La filosofía política propuesta por los pensadores de la Revolución francesa sin duda inspiró el esquema básico donde se asienta el concepto liberal de democracia, también conocida como democracia formal.  Sin embargo, está claro también que no necesariamente los procesos de fortalecimiento de esa institucionalidad democrática han sido suficientes para resolver los grandes problemas que muchos de los países del Hemisferio enfrentan, especialmente en lo que atañe a la cohesión, la solidaridad, la inclusión y el desarrollo sociales.


De hecho, cuando se ha invocado la Carta Democrática Interamericana se lo ha hecho generalmente hacia la defensa de la representatividad democrática y la institucionalidad, pero se ha dejado de lado un capítulo fundamental que también está incluido en su articulado, el del desarrollo integral y el combate a la pobreza.  Justamente es ahí donde la democracia liberal está en deuda, es justamente ahí donde se comprueba que no es suficiente el sufragio, la democracia formal, como expresión de la voluntad popular. 


Señores Representantes de los Estados Miembros, no basta con elegir dignidades en votaciones directas, universales y periódicas y con fortalecer la institucionalidad democrática, si la institucional democrática no resuelve la desigualdad, la inequidad y la pobreza que persisten en nuestras sociedades.  Se dice y se repite con frecuencia que somos el continente con democracias mayormente instituidas; sin embargo, seguimos siendo el continente con mayores desigualdades.  Es por esto que la democracia representativa debe estar complementada por la democracia participativa donde los ciudadanos y ciudadanos sean activos actores en la toma de decisiones y en la gestión de los asuntos políticos.


Señora Presidenta, la Constitución Política del Ecuador, aprobada luego de un amplio proceso de participación de todos los estamentos de la sociedad ecuatoriana, dispone que:

Las ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán de manera protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, y en el control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, y de sus representantes, en un proceso permanente de construcción del poder ciudadano.  La participación se orientará por los principios de igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control popular, solidaridad e interculturalidad.  La participación de la ciudadanía en todos los asuntos de interés público es un derecho, que se ejercerá a través de los mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria.


Claramente, este precepto de nuestra Constitución rescata la representatividad en la democracia, pero va más allá al complementarlo con la soberanía popular expresada en la participación social en la gestión misma del Estado ecuatoriano. 


Por esta razón, señora Presidenta, creemos necesario en este décimo aniversario de la Carta Democrática Interamericana hacer un llamado a la reflexión y, sobre todo, a la acción hemisférica para el fortalecimiento de la democracia en una visión más integral e inclusiva como el mejor aporte para garantizar las propias democracias de los Estados y los derechos fundamentales de los ciudadanos y ciudadanas del Hemisferio, que se vean claramente reflejados en el verdadero desarrollo armónico y sostenido de sus pueblos en un ambiente de paz, seguridad, desarrollo social y equidad. 


Gracias, Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now have the pleasure to give the floor to the Ambassador of Canada.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL CANADÁ:  Thank you very much, Madam Chair.  

Canada welcomes this subject and the dialogue on the Inter-American Democratic Charter.  We strongly believe that the Charter is a reflection and a symbol of our common and shared values, the signing of which, in 2001, marked a landmark achievement in our collective efforts to uphold and defend the principles and values of representative democracy in the region.  This dialogue constitutes a pivotal moment in our hemisphere for respectful and constructive discussion about our values and practices regarding democratic governance.  We encourage all member states to seize this opportunity to examine and discuss how to promote and defend democracy, both domestically and collectively.  

The fact that we are engaged in this dialogue is a testament to one of the key strengths of the Charter:  its ability to bring the countries of the Hemisphere together to discuss views on democratic governance and work toward shaping policy to promote the principles of the Charter.

We welcome the Secretary General’s report on the Charter.  Canada feels that this paper has touched upon many of the sensitivities regarding the strengths of the Charter and its limitations.  Among other things, the Secretary General’s comments on the need to address violations beyond just coups d’etat and the need to act preventively are important.

The primary effect of the Charter is to enhance both the trust amongst our member states and the trust of our citizens in their systems of governance.  The Charter is most valuable as a living document that promotes democratic governance and shapes policy through dialogue.  We hope that, over time, member states will work together to further identify ways to build on its strengths through consensus agreement.

While there is widespread acceptance amongst our member states on the need for democracy as an expression of political will, we would now like to focus the discussion, going forward, upon the practice of democracy.  By the practice of democracy, I am referring to the day-to-day functions of our governments, as well as the way in which our institutions interact with our citizens.

For Canada, the practice of democracy includes many elements outlined in Chapter I of the Charter, including the balance of power among public institutions, freedom of expression, the existence of a vibrant civil society, the existence of a free media, the acceptance of the idea of a loyal opposition and, we would add, respect for minority rights and minority views.

In working to further these elements of democratic practice, this discussion today will serve to improve our application of the Inter-American Democratic Charter, and open debate on the practice of democracy, as practiced by the signatories, would be healthy for democracy in the Americas.

The Secretary General also referred to ideas that have been previously floated, although not formally considered, such as a peer review mechanism or a Special Rapporteur on Democracy.  We do believe that the idea of a peer review is one worth exploring.  As a starting point, however, we believe that the best approach to the debate on strengthening democratic governance in the Hemisphere is to share our experiences and best practices of democracy.  

Canada suggests that member states consider the creation of a compendium of good practices in which we could review and exchange information on what each member considers positive contributions to democratic practice.  Such a compendium could be kept up to date by regular reporting to the Permanent Council and the General Assembly and could one day become part of our peer review mechanism.

We believe that all countries in the Hemisphere, including Canada, stand to benefit from a formal exchange and dialogue on best practices related to democratic governance.  It is our hope that such a process would lead to strengthening the implementation of the Charter. We would, of course, welcome the sharing of experiences from throughout the Hemisphere.

We are pleased that a series of regional meetings are being organized throughout the Hemisphere to commemorate this tenth anniversary of the signing of the Charter.  It is our hope that these meetings will be focused and will result in concrete recommendations on strengthening the Charter that can be shared at events planned during the Inter-American Week of Democracy.

Canada believes that it is important that a North American regional meeting be held, and we are currently in discussions to make this a reality.  We also welcome the engagement of civil society in this process in order to deepen citizen participation in this important dialogue process.  Canada will ensure that representatives from civil society have a key role in the North American regional event.  It is our hope that other regional meetings will share this approach.

Madam Chair, our conclusions are as follows:  

· Canada is a strong supporter of the Inter-American Democratic Charter and is committed to working with the OAS and all member states to strengthen and fully implement the Charter.  

· We believe the Charter continues to provide the OAS, as an institution, and the Secretary General, in particular, with an effective range of tools to promote democracy in the Hemisphere.  

· We should not underestimate the value of the Secretary General’s statements, good offices, and missions, and the critical role played by the inter-American human rights architecture.  Member states also have an important role to play in supporting the Secretary General, the Secretariat, and the OAS human rights institutions and in signaling concerns when democracy is under threat.

· We believe in the importance of communicating more effectively with citizens across the Hemisphere on the purpose of the Charter, with the aim of fostering a broader dialogue on the promotion of democratic governance in the region.

· Finally, the existence of a peer review mechanism, as mentioned by other colleagues, to measure our performance against agreed upon standards of behavior and best practices, is one that we should explore as a collective.  

Thank you very much.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now give the floor to the Delegation of Brazil.

La REPRESENTANTE ALTERNA DEL BRASIL:  Muito obrigada, Senhora Presidente.

O diálogo que ora iniciamos sobre a eficácia da aplicação da Carta Democrática Interamericana foi encomendado por resolução da Assembléia Geral que contou com o co-patrocínio brasileiro.  Isso não é senão reflexo do compromisso do Brasil com a promoção, a preservação e o contínuo fortalecimento da democracia em nossa região.

As últimas décadas foram de progresso e consolidação da democracia nas Américas.  O que vimos foi um avanço notável dos ideais e das práticas democráticas – avanço que não se deu sem percalços, nem ocorreu de forma homogênea, mas que mudou, queremos crer que para sempre, o panorama político do nosso Continente.

No centro desse patrimônio jurídico, a Carta Democrática Interamericana materializa o compromisso dos Estados membros da OEA com a democracia e sua permanente defesa.  Em seu primeiro parágrafo dispositivo, a Carta declara que “os povos da América têm direito à democracia e seus governos têm a obrigação de promovê-la e defendê-la”.  No primeiro parágrafo preambular, fixa, ademais, que “a democracia é indispensável para a estabilidade, a paz e o desenvolvimento da região”.

Por esse enfoque, a democracia apresenta-se ao mesmo tempo como um fim em si mesmo e um meio para outros objetivos.  Sócrates, na República de Platão, distingue os bens que desejamos por si próprios, aqueles que desejamos por suas conseqüências e aqueles almejados por ambas as razões.  O filósofo grego situa entre os bens mais elevados aqueles que são em si desejáveis e pelas conseqüências que trazem.

Tal espécie de bem é a democracia.  Trata-se de um fim em si mesmo, porque acreditamos que a vigência das garantias legais, o respeito às liberdades civis e políticas e a participação de todos os cidadãos na escolha de seus governantes representam aspiração fundamental das mulheres e homens das Américas.  É também um bem desejável por suas conseqüências, porque contribui para consecução dos objetivos consagrados na Carta da OEA, que são a paz, a justiça, a cooperação, o desenvolvimento, os direitos humanos, a solidariedade e o respeito à soberania e à não-ingerência.

Como parte do sistema internacional, a Carta Democrática não pode ser vista de forma independente dos princípios do direito internacional e, mais especificamente, daqueles assegurados pela Carta da OEA.  Em particular, o fortalecimento e a defesa dos princípios democráticos hão de caminhar de mãos dadas com os princípios de autodeterminação e de não-ingerência.  O equilíbrio entre tais princípios é, assim, peça central no processo de aplicação da Carta.  Na base de todos eles está o objetivo comum de resguardar a liberdade dos povos para definir seus próprios objetivos e traçar seu próprio destino.

É significativo que hoje estejamos iniciando um diálogo sobre a aplicação da Carta Democrática Interamericana, e não sobre seu texto.  Isso mostra que o documento de que dispomos representa equilíbrio sólido, abrangente e atual sobre nosso entendimento de democracia, dos fatores que a compõem e do caminho geral que devemos seguir para promovê-la e defendê-la.  Ao mesmo tempo, esse equilíbrio não exclui a pertinência do exercício de exame e acompanhamento da aplicação da Carta Democrática.

Além de incorporar cláusula democrática adotada na Cúpula das Américas de Québec, de 2001, a Carta Democrática Interamericana destaca-se pelo caráter abrangente de seus artigos, que buscam tratar dos aspectos jurídicos, socioeconômicos e humanos fundamentais para a democracia.  Esse caráter abrangente da Carta mostra o quanto está avançada a nossa concepção de democracia.  Sabemos que esta não se limita à realização de eleições regulares e ao exercício de direitos civis.  Conforme consagrado na Carta Democrática Interamericana, “a democracia e o desenvolvimento econômico e social são interdependentes e reforçam-se mutuamente”.

É importante recordar, ademais, o pioneirismo da OEA na construção de um sistema de proteção e promoção da democracia.  Como já dito aqui por delegações que me antecederam, a Carta Democrática tem uma longa série de antecedentes no nosso âmbito, entre os quais podemos destacar:  a provisão contida na própria Carta da OEA de que a democracia representativa é base para a solidariedade entre os Estados americanos; a resolução AG/RES. 1080 (XXI-O/91) da Assembléia Geral, adotada em 1991, que prevê que a Organização deve tomar conhecimento imediato em caso de ruptura democrática; e o Protocolo de Washington, de 1992, que inclui na Carta da OEA a possibilidade de suspensão de um país-membro quando houver golpe de Estado.  A primazia dos valores democráticos tem contribuído para a ampliação e o reforço do patrimônio jurídico do Hemisfério, e cito aqui alguns exemplos. 

Além da própria Carta Democrática Interamericana, de 2001, foi adotada, já em 1998, a cláusula democrática do Mercado Comum do Sul (MERCOSUL), que estabeleceu a vigência de instituições democráticas como condição indispensável para a participação naquele sistema de integração.  Mais recentemente, a União das Nações Sul-Americanas (UNASUL), que desde sua criação esteve comprometida com a democracia, deu um passo substancial com a aprovação, em outubro passado, de sua própria cláusula democrática que prevê duras sanções no caso de golpe de Estado.

É igualmente significativo que, exatamente no ano em que a Carta Democrática Interamericana completa dez anos, o mundo esteja assistindo à irrupção de manifestações em prol da democracia no Oriente Médio e no norte da África.  Percebe-se, por contraste, o quanto evoluímos no plano político.  Enquanto em algumas partes do mundo a democracia representa uma promessa – em alguns casos, deve-se dizê-lo, incerta –, em nossa região é uma árvore que cresceu e frutificou, e para cuja preservação e fortalecimento estamos todos empenhados.  O diálogo que ora iniciamos materializa, a um só tempo, nosso compromisso com a plena realização dos ideais da democracia e nossa atenção para com o patrimônio democrático já construído.

Senhora Presidente, o Brasil abraça com entusiasmo o diálogo e participaremos ativamente na análise de cada proposta, capítulo por capítulo, e não apenas do capítulo IV, com a expectativa que ao final do exercício tenhamos alcançado entendimento que nos permita aplicar de forma mais efetiva a Carta Democrática Interamericana.  De uma perspectiva histórica, a região se democratizou, tem hoje democracia consolidadas e faz-se necessário, agora, que promovamos o aprofundamento democrático.

Muito obrigada.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Brazil.  I now offer the floor to the Ambassador of the Dominican Republic.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE LA REPÚBLICA DOMINICANA:  Gracias, señora Presidenta.

Este diálogo se celebra bajo unas prudentes condiciones que en la práctica todos acordamos:  que podemos resaltar el refuerzo que ha significado la Carta Democrática Interamericana de los instrumentos fundamentales de esta Organización para promover, defender y fortalecer el sistema democrático; que podemos señalar y quejarnos de sus limitaciones y de la falta de especificaciones en la definición precisa de situaciones que en el tiempo de su vigencia y de su aplicación se han puesto de manifiesto; que podemos, en fin, enumerar una por una las patas de las que cojea este importante instrumento.  Pero, que aún así, debemos renovar nuestra aceptación tal y como está, tal y como fue aprobada en Lima, Perú, en septiembre de 2001.  Por dondequiera que la enjuiciemos, esa fue una sabia decisión porque, por encima de nuestras opiniones y de nuestras quejas sobre la Carta Democrática Interamericana, reconocemos que su contenido, tal y como está, responde plenamente a consensos sobre ideales, aspiraciones y preocupaciones comunes.

¿Quién niega aquí que el sistema democrático goza de tal aceptación en nuestras naciones como el régimen que mejor garantiza el respeto a los derechos humanos y el que, por tanto, ofrece y tiene las mayores potencialidades para que nuestros pueblos puedan desarrollar sus economías, buscar la justicia social y permitir a sus poblaciones la búsqueda de la felicitad?  

La instauración del sistema democrática ha sido, a lo largo de nuestra historia republicana, la mayor aspiración de los pueblos de las Américas.  Así lo hemos hecho constar en nuestras constituciones, y por alcanzar esta aspiración política nuestros pueblos han luchado persistentemente, desafiando dictaduras y tiranías sanguinarias, enfrentando abusos de autoridades autocráticas que han querido una y otra vez imponerles su voluntad.

Esa aspiración, como hemos sido testigos, figuraba en nuestras constituciones pero, por décadas y décadas, no se plasmaba en la realidad.  O se conquistaba en un país y se perdía en otro, hasta un día.  Sí, hubo un día en que, mayoritariamente, las naciones de nuestro hemisferio estaban bajo regímenes colocados en el poder mediante la celebración de elecciones libres.  Y ese día fue aprovechado por los Representantes de los Estados Miembros para decidir que había llegado el tiempo de aprobar un instrumento como la Carta Democrática Interamericana.


Ya van a cumplirse diez años desde que ocurrió ese histórico acontecimiento.  Es auspicioso que lo conmemoremos con un diálogo como el que estamos iniciando hoy.  Es bueno que no dejemos pasar esa fecha memorable por debajo de la mesa, sino que reconozcamos que con la aprobación de la Carta Democrática Interamericana los miembros de esta Organización dimos un paso adelante.


En estos diez años de vigencia de la Carta Democrática hemos leído innumerables juicios sobre ella, sobre su contenido y sobre su aplicación.  Hemos leído alabanzas y críticas severas a su contenido; así como alabanzas y críticas severas a su aplicación.  Para los fines de este dialogo nos hemos comprometido a no sugerir que su contenido sea cambiado dado que, como ya lo he dicho, nos parece que está bien y responde perfectamente a las aspiraciones y a los ideales que nos son comunes.


En cuanto a su aplicación, los resultados que señalemos como exitosos, al igual que los que señalemos como fracasos, no tienen –a nuestro juicio– nada que ver con su contenido.  Si la OEA es lo que sus miembros quieren que sea, la aplicación de la Carta Democrática Interamericana se hará, en cada ocasión, como sus miembros quieran que se haga.


Queremos recordar la opinión cargada de un gran realismo político de un peruano prestigioso y distinguido, el doctor Javier Pérez de Cuellar, en la conmemoración del primer aniversario de la Carta Democrática Interamericana.  Lo cito:  “La aplicación de la Carta Democrática, dijo el doctor Pérez de Cuellar, su mayor o menor efectividad, dependerá ciertamente de las correlaciones de fuerzas que se presentan en la apreciación colectiva de cada situación.”


La Carta Democrática Interamericana fue elaborada siguiendo una directiva de los Jefes de Estado y de Gobierno de nuestras naciones, para que sirviera como refuerzo a los instrumentos de la OEA para la defensa de la democracia representativa.


Ese mandato figura de forma expresa y clara en la Carta Democrática.  Allí se establecen mecanismos precisos sobre cómo proceder a esa defensa en los casos en que se produzca una alteración del orden constitucional que afecte gravemente el orden democrático en uno de nuestros Estados Miembros. 


Así se ha actuado, de acuerdo con el protocolo de acciones que prescribe la Carta.  En ella, por ejemplo, se establece que esas acciones deben ponerse en marcha con el consentimiento previo del gobierno afectado.  Esta es una disposición, es bueno decirlo ahora, que está entre las más criticadas en el contenido de la Carta Democrática.  Claro que en la Carta Democrática pudo haberse estipulado que la OEA podía actuar sin ese consentimiento.  Pero cuál de nuestros gobiernos ha estado o está en disposición de aceptar que así sea.


Lo que figura en esta Carta Democrática es lo que nuestros Estados estuvieron dispuestos a aceptar que figurara en ella.  Esta Delegación cree que eso es lo que se correspondía con nuestro devenir histórico como naciones en este Continente.  Esta Delegación cree, asimismo, que la Carta Democrática sigue siendo un instrumento valiosísimo en el arsenal de instrumentos que tiene esta Organización para cumplir con los roles que sus miembros le han asignado para ayudar a fomentar, preservar, defender y fortalecer el sistema democrático.


Muchas gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now have the pleasure to give the floor to the Delegation of Venezuela.

La REPRESENTANTE ALTERNA DE VENEZUELA: Gracias, señora Presidenta.


Nuestra Delegación también quiere agradecer al Secretario General por la actualización de su informe. 


El Libertador Simón Bolívar, en su discurso de Angostura de 1819, dijo: “el sistema de gobierno más perfecto es aquel que produce mayor suma de felicidad posible, mayor suma de seguridad social y mayor suma de estabilidad política.”


¿A quien está dirigida la Carta Democrática Interamericana?  No es a los gobiernos.  Está dirigida directamente a los pueblos; al ser humano.  El mejor sistema político es la democracia.  Pero la gente debe sentir que además de ejercer el derecho a elegir, tiene el derecho a ver satisfechas sus aspiraciones básicas.  Aspiraciones políticas, sociales y civiles.  La gran deuda de la OEA con la democracia y con los principios que establece la Carta Democrática Interamericana es darle la relevancia que corresponde al ser humano.  El ser humano, el ciudadano, es el sujeto principal de la democracia.  El ciudadano tiene derecho a que el sistema democrático responda a sus necesidades.


No es solamente el derecho a elegir.  Es también el derecho a la salud, a una vivienda digna, a una buena educación, a un trabajo digno, decente y estable; a una justa y merecida recreación y a ser beneficiario de la riqueza de sus naciones.  Esto contribuye a la estabilidad de la democracia.  Hay gobiernos que se mantienen y se fortalecen porque atienden las aspiraciones de sus pueblos, especialmente, de los sectores más necesitados.


Por eso reiteramos la importancia de la pronta aprobación de la Carta Social de las Américas, único instrumento que establece un compromiso político contra la pobreza, a favor de la igualdad y de la inclusión social.


Venezuela reafirma que la democracia es un valor universal basado en la libertad libremente expresada de los pueblos de determinar su propio sistema político, económico, social y cultural, y su participación plena en todos los aspectos de su vida.


Venezuela reafirma que si bien las democracias comparten características comunes, no existe un modelo único de democracia y que éste no pertenece a ningún país o región.  Reafirmamos la necesidad de respetar debidamente la soberanía y el derecho de la libre determinación.  Reafirmamos, también, que la democracia, el desarrollo y el respeto de todos los derechos humanos son interdependientes y se refuerzan mutuamente.


Señora Presidenta, en el actual periodo de la historia hemisférica, el triunfo de la democracia no está definitivamente asegurado.  El fracaso de modelos económicos, la corrupción, el partidismo exagerado, el descontento popular frente a las terribles desigualdades e injusticias, la exclusión social y la ausencia de participación política ciudadana, la violencia y la desestabilización promovida por actores estatales y no estatales, perturban la estabilidad de nuestros gobiernos y de nuestras democracias.


Interesantes experimentos políticos democráticos que han surgido del voto pueden perder su legitimidad a causa del fracaso económico, político y la degradación ética.


Señora Presidenta, señoras y señores Delegados, Venezuela reafirma su compromiso con la Carta Democrática Interamericana y con la promoción y defensa de la democracia.  Reafirmamos también nuestro compromiso con los principios del proyecto de Carta Social de las Américas.  Reafirmamos también nuestro compromiso con el empoderamiento del pueblo como actor principal para la consolidación de la democracia.


Finalmente, señora Presidenta, el gran desafío de la Carta Democrática Interamericana es que recuperemos la confianza en la intencionalidad de nuestras preocupaciones.


Muchas gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Venezuela.  I now give the floor to the distinguished Ambassador of El Salvador.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE EL SALVADOR:  Muchas Gracias, señora Presidenta.


La Delegación de El Salvador agradece la convocatoria a la presente sesión, enfocada en un diálogo en torno a la Carta Democrática Interamericana, particularmente su capitulo relativo a la democracia y el sistema interamericano.


La consagración del derecho de los pueblos de América a la democracia, como reza el artículo primero de dicho instrumento cardinal en nuestro hemisferio, conlleva la obligación de los gobiernos de defender y promover la democracia como sistema de vida y de interacción positiva entre los diferentes sectores y actores sociales.


La Carta Democrática es un conjunto armonioso, progresivo y complementario de conceptos, convicciones, prácticas, pautas y acciones que en equilibrio dinámico sustentan los elementos esenciales y los componentes fundamentales de la democracia.


¿Cuál es el sentido ultimo y el valor agregado de propiciar el ejercicio de tales elementos y componentes, ya sea la independencia de los poderes públicos, elegir y gobernar democráticamente, la probidad y la libertad, expresiones estas, solo para citar algunos elementos, esenciales de los modelos democráticos?


La Delegación de El Salvador, con base en el conocimiento que comparte con los Estados Miembros y a partir de su propio proceso de identidad democrática, postula una necesaria y oportuna respuesta colectiva referida al hecho de que la democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y de los derechos humanos.


Señora Presidenta, el vínculo entre la democracia y el sistema interamericano en la Carta Democrática y, por extensión, en otros instrumentos de la OEA en materia de desarrollo y lucha contra la pobreza, refleja las siguientes premisas esenciales de la cooperación democrática en casos de riesgo, alteración o ruptura del orden democrático.


En primer lugar, la constatación de que para neutralizar esos escenarios extremos es necesario que los valores democráticos sean asumidos y asimilados como un reflejo colectivo; como la identificación de una cultura democrática en que la sociedad civil contribuya con su valioso apoyo y en virtud de que los grupos vulnerables no sean invisibilizados.  En ese sentido, por ejemplo, la participación histórica de la mujer constituye en sí una verdadera prueba del sustento democrático incluyente. 


En segunda instancia, el régimen democrático va de la mano con el Estado de derecho, el cual no constituye un fin en sí mismo sino el marco de promoción de los elementos y componentes de la democracia.  Es decir, consagrar el verdadero Estado democrático de derecho.


En tercer orden, podríamos decir, la Carta Democrática Interamericana es visualizada como un instrumento de cooperación; como un esquema en que la promoción democrática se da asimismo por la preservación de las instituciones y mediante la educación para el ejercicio de una ciudadanía democrática vivencial.


En conclusión, a nuestro juicio la Carta Democrática es un referente de los Estados Miembros; es un marco en que los componentes de participación y representación son ineludibles, a efecto de que los ciudadanos legitimen las políticas públicas que sustentan la evolución y los cambios en nuestras sociedades.


Señores Representantes, la Carta Democrática nos recuerda nuestro acuerdo en cuando a la puesta en marcha de una estrategia inspirada en la interdependencia y complementariedad de valores, como la democracia misma, la paz y el desarrollo.  Ello dependerá también de la capacidad de la Organización de contribuir a preservar y fortalecer las estructuras democráticas en nuestro hemisferio.


En ese y en otros muchos sentidos, la Carta Democrática es un instrumento vivo, en expansión permanente para complementar los esfuerzos propios de los Estados.  A los diez años iniciales de su vigencia y vivencia, es una reflexión que ha de alimentar la confianza mutua en el sistema interamericano.


Muchas gracias.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now give the floor to the Delegation of Argentina.

El REPRESENTANTE ALTERNO DE LA ARGENTINA:  Muchas gracias, señora Presidenta.

Señora Presidenta, la Argentina tuvo un papel particularmente activo en la concepción y elaboración de la Carta Democrática Interamericana, adoptada por la Asamblea General Extraordinaria de la OEA el 11 de septiembre del 2001.


Al cumplirse diez años de su sanción, el balance que surge de la evaluación que hace la Argentina es positivo.  La Carta no solo constituye un ícono que brinda sentido a la OEA, sino que representa asimismo una plataforma para una labor permanente y creativa; así como un esfuerzo permanente para prevenir y anticipar las causas mismas de los problemas que afectan el sistema democrático de gobierno, tal como lo expresa la Declaración de Managua para la Promoción de la Democracia y el Desarrollo.


Para la Argentina la Carta provee una sólida y valiosa herramienta para el resguardo de la democracia en el Continente, cuyo objetivo principal está dirigido al fortalecimiento y preservación de las instituciones democráticas, estableciendo que la ruptura del orden democrático constituye un obstáculo para la participación de ese gobierno en los órganos de la OEA.


En consecuencia, creemos que el verdadero homenaje no consiste sólo en reconocer sus aportes, sino en continuar mejorando los instrumentos de la Organización que coadyuvan a la calidad de la democracia y a consolidar sus instituciones.

En este sentido, sugerimos explorar la manera de reforzar la capacidad de la OEA a través de los mecanismos existentes para responder a los requerimientos de un Estado Miembro que solicite asistencia para consolidar su institucionalidad democrática.


Señora Presidenta, otro punto que merece señalarse es que entre las principales disposiciones de la Carta se encuentra la descripción de los elementos esenciales de la democracia representativa y el establecimiento de una relación directa e ineludible entre democracia y derechos humanos, por una parte, y entre democracia y desarrollo, por la otra.

En esa línea, para nuestro país, la democracia, los derechos humanos y el desarrollo económico y social constituyen tres ejes de su acción en el ámbito internacional que considera vinculados y que se refuerzan mutuamente, los cuales deben ser considerados de manera relacionada a fin de ver realizados el Estado de derecho, las libertades fundamentales y la justicia social. 

Por ello, favorecemos un aumento de los presupuestos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a través del Fondo Regular de la OEA, sin perjuicio de las contribuciones voluntarias a favor de dichos órganos.  El aumento presupuestario permitiría al sistema interamericano de derechos humanos cumplir cabalmente no sólo con su mandato de promoción y protección de los derechos humanos, sino con su rol de promoción de la propia democracia y de los objetivos de la Carta Democrática Interamericana, particularmente sus artículos 3, 4 y 7. En forma similar, promovemos el fortalecimiento presupuestario de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM).

Señora Presidenta, sería deseable, asimismo, estimular que los Estados Miembros de la OEA inviten a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a celebrar períodos de sesiones extraordinarias fuera de su sede en Washington, DC, práctica que desarrolló con éxito la Corte.

No podemos desconocer la posibilidad de que se produzca una alteración del orden constitucional que afecte gravemente a un Estado Miembro.  Frente a estos casos, la Carta Democrática Interamericana ha ofrecido las herramientas para permitirnos reaccionar.  Así, en el caso de Honduras, hemos adoptado las decisiones que marca la Carta y con  respecto a la normalización de la situación de Cuba en la OEA, hemos decidido que ella se hará como resultado de un proceso de diálogo iniciado a solicitud del Gobierno y de conformidad con las prácticas, los propósitos y principios de la OEA, tal como lo estipula la resolución AG/RES. 2438 (XXXIX-O/09), de la Asamblea General de la Organización que se celebró en San Pedro Sula, Honduras.

Finalmente, señora Presidenta, la Argentina considera de especial relevancia para promover y fortalecer la democracia en los países de la región, el garantizar que los procesos electorales se desarrollen con transparencia y libertad en la expresión de la voluntad popular.  Por tal razón, Argentina apoya, y contribuye financieramente y con expertos electorales, las acciones que desarrolla la Secretaría General de la OEA a través de las Misiones de Observación Electoral. 

Muchas gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Argentina.  I now have the pleasure to give the floor to Ambassador Charles of Dominica.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE DOMINICA:  Thank you, Madam Chair.  This statement is reflective of the thinking of the Caribbean Community (CARICOM) member states of the Organization of American States, and I’m very thankful to them for providing me with this opportunity to represent them at this meeting.

It is fair to say, Madam Chair, at the very outset of this debate, that democracy has taken root in our hemisphere.  It would be difficult, for example, to identify one country that does not subscribe to the view that state institutions must be subordinated to the civilian authority; and that civilian authority cannot be imposed on the populace but must be elected through transparent and properly organized elections that are deemed to be free and fair.  Additionally, Madam Chair, there is widespread acceptance of the view that the institutions of the state must be buttressed by civil society organs that allow people to engage in governance and to monitor the conduct of the state and its various organs.

The OAS Democratic Charter has been a key tool in the understanding and preservation of democracy in our hemisphere.  It goes a long way to encode our democratic commitment and provides the framework within which the adherence to democratic principles can be monitored.  This is the context within which the interventions of the Organization contained in the Secretary General’s report on the recent challenging situations in Ecuador, Honduras, and others must be understood.  This is the context, as well, in which we celebrate the strong commitment of the Organization to the monitoring of periodically held general elections.

It is important, however, that we recall that the Inter-American Democratic Charter does not restrict itself to challenges in the political realm.  In fact, the document is only partially concerned with representative democracy.  It is concerned with governance and public administration.  In Article 4, for example, it speaks to “transparency in government activities, probity, responsible public administration on the part of governments, respect for social rights, and freedom of expression and of the press.”  These elements, the Charter insists, are as essential to the exercise of democracy as representative democracy.

The Charter, Madam Chair, places great emphasis on the strong linkages that exist between democracy and social and economic development.  It actually regards them both as interdependent and mutually reinforcing.  We are of the view that these elements must be given significant attention in the process of monitoring the implementation of the Inter-American Democratic Charter.  

This linkage between democracy and the social and economic progress of the peoples of the Hemisphere makes the evaluation of the Charter somewhat challenging because those that are marginalized and are in need of concrete intervention to promote poverty alleviation or eradication, as you will, are usually voiceless.  As we review the progress of the Charter over the last ten years, we must take this into consideration.

Madam Chair, there has been much debate on the merits or demerits of amending the Charter.  Very likely, this debate will continue.  We need to take on board, however, the view that the decision to engage the member states in the negotiation of an Inter-American Social Charter is, for all intents and purposes, an admission that, notwithstanding the thoroughness of the Inter-American Democratic Charter, an additional framework, one that focuses on strengthening the commitment of the Organization to social change, to inclusion, to the eradication of poverty, to the elimination of racism, and to other aspects of fundamental social change, is required.  

To Caribbean member states of the OAS, the ten-year review of the Inter-American Democratic Charter is not an academic exercise.  It provides an opportunity to assess where we are on the path to democracy.  We have, over the years, committed ourselves to good governance and to the political and social rights of our people.  However, the youngest member states—and one of the oldest—within this venerable organization cannot claim to have reached the democratic nirvana.  In fact, our commitment to democratic and social progress continues undiluted, despite annual threats of hurricanes and earthquakes.

Recently, the valiant efforts of our leaders, workers, and private sector have been set back by the economic downturn, to which we are all subject.  We insist, though, that together, the Hemisphere has the capacity and the resolve to continue to consolidate democracy and to promote peace, social justice, and the essential rights of all citizens.

To conclude, Madam Chair, the review of the Inter-American Democratic Charter is not merely a call for reexamination of the language or the text of the Charter.  It is a call for reflection and introspection on our success in recruiting the democratic principles enshrined in our Charter towards the resolution and realization of the rights and potential of all citizens of our hemisphere.  

I thank you, Madam Chair.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now give the floor to the Delegation of Bolivia.

La REPRESENTANTE INTERINA DE BOLIVIA:  Gracias, señora Presidenta.

Hoy se nos convoca para dialogar y reflexionar sobre la eficacia de la implementación de la Carta Democrática Interamericana, conforme al mandato de nuestros Cancilleres y con el propósito de conmemorar los diez años de su adopción.


Recordamos que al aprobarse la Carta Democrática Interamericana, hace diez años, los Estados Miembros reafirmaron el principio de defensa de la democracia consagrada en la Carta de la OEA, donde se reconoce que la democracia es indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región.


En consonancia con la adopción de la Carta de la OEA, así como de la Carta Democrática Interamericana, las democracias en la región han madurado paulatinamente y han alcanzado su mayoría de edad, logrando en casi todos los casos su consolidación, pero igualmente su ampliación y profundización.


Quisiera resaltar dos dimensiones de la Carta Democrática Interamericana: su aplicación en casos de crisis de gobernabilidad, y su defensa y promoción de la democracia.  En cuanto a la intervención de la OEA en situaciones de crisis de gobernabilidad, no cabe duda que la Carta Democrática Interamericana, no obstante sus limitaciones, se ha constituido en una salvaguarda de nuestras democracias.  Y fue, efectivamente, una salvaguarda en Bolivia el año 2008, cuando el Gobierno elegido por una amplia e histórica mayoría se vio ante un golpe cívico prefectural que puso en riesgo la continuidad democrática.


En esa oportunidad se tuvo que invocar la aplicación del articulo 17 para solicitar la intervención oportuna de la OEA y conseguir su apoyo efectivo, logrando finalmente, que luego de un incierto y largo proceso se superara esa crisis que amenazó, inclusive, la unidad territorial de mi país.


Pero debemos recordar que la Carta no solo es reactiva sino proactiva.  Que la Carta Democrática Interamericana no debería ser exclusivamente concebida para actuar en situaciones de crisis sino también para promover y aumentar la calidad de la democracia.  Pues únicamente de esa manera los enunciados de la Carta Democrática Interamericana pasarán de lo nominal a lo real.


En este sentido, nuestros gobiernos tienen la obligación de garantizar la sustentabilidad democrática atacando la inequidad y la exclusión; la pobreza y el analfabetismo; la discriminación y los bajos niveles de desarrollo humano, pues estos factores inciden negativamente en la sustentabilidad democrática.  Eso significa que los gobiernos no solamente tienen que ser considerados democráticos por la forma de elección sino, y fundamentalmente, por su ejercicio, y la progresiva capacidad de responder a las demandas y expectativas de la sociedad.  Más democracia también debería implicar más y mejor sociedad; es decir, mayor participación de la ciudadanía y mayor bienestar colectivo.


Por otra parte, me permito hacer algunas reflexiones sobre el contenido y las implicaciones de la Carta Democrática Interamericana.  La primera, tiene que ver con la formulación de la Carta Democrática Interamericana sobre la participación ciudadana, consagrada como un valor y elemento esencial de la democracia.  Ciertamente lo es, y de esta manera la Carta Democrática Interamericana no solo toma en cuenta los aspectos institucionales de la democracia, sino el involucramiento de ciudadanía en los asuntos públicos que son de su incumbencia e interés.  Todo un avance sobre lo planteado en el pasado.  Pero adicionalmente, debemos tomar en cuenta que la participación no solo debe consistir en que la ciudadanía participe en la toma de decisiones respecto de los asuntos de la vida pública de un país, a través de múltiples mecanismos como el referéndum, la consulta ciudadana, la iniciativa legislativa ciudadana y otras, sino que también debe ser entendida como la participación de los beneficios que reporta la vida económica de un país y que administra el Estado.  Sobre todo en sociedades que tienen todavía altos niveles de pobreza, inequidad y exclusión.


Esta segunda dimensión de la participación también debemos considerarla pero, además, promoverla y fortalecerla porque generaría una mayor democratización social que redundaría en un acortamiento de las brechas sociales y la generación de bienestar colectivo, así como en el reencuentro de la política con el principio del bien común.  La participación de la ciudadanía sería buena para todos en la medida en que los beneficios sean también compartidos por todos.


La segunda reflexión.  La Carta Democrática Interamericana hace referencia a la cohesión social como un factor que redunda en la calidad de la democracia, pues fortalece su capital y tejidos sociales.  Pero adicionalmente, y sobre todo en sociedades que no son monoculturales sino multiculturales, donde la presencia indígena en unas regiones y afrodescendientes en otras es importante y relevante, plantean la necesidad de promover no solo el principio de la cohesión sino el de la interculturalidad, como la interacción entre diversos desde una situación de equidad y simetría de poder.  Si bien la democracia es un conjunto de procedimientos, normas y valores generales, cada país la operativiza según su idiosincrasia, dando como resultado democracias idiosincráticas que son las verdaderamente existentes.  Para que estas sean más auténticas y cohesivas no solo deben reconocer su multiculturalidad sino promover la interculturalidad; donde los diversos no solo estén unos al lado de los otros, sino que hagan su vida en una interacción humana y plena con los otros.


Gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much.  I now give the floor to the Delegation of Nicaragua.

El REPRESENTANTE ALTERNO DE NICARAGUA:  Gracias, señora Presidenta.  
La Delegación de Nicaragua también quiere sumarse a este ejercicio, en el cumplimiento del mandato otorgado por los Cancilleres, de iniciar una reflexión sobre la eficacia de la implementación de la Carta Democrática Interamericana.

Hemos escuchado diversos criterios y planteamientos de fondo de parte de los Estados, incluso sobre los méritos que presta o no actualmente tal como está planteada la Carta Democrática Interamericana.

Para Nicaragua es importante el fortalecimiento de la democracia, en el entendido que ésta pasa no solo por el espectro de una democracia representativa sino que va más allá, al campo de la democracia participativa, es decir, la democracia directa.  Es importante para Nicaragua tener claro que como valor fundamental para los pueblos del Hemisferio, también la democracia directa viene a ser un componente esencial y novedoso en el desarrollo de los esquemas democráticos conocidos tradicionalmente.

Sin embargo, los elementos relacionados con la violencia, la exclusión social, la pobreza y las amenazas a la democracia producidas por un sinnúmero de factores, entre ellos los desastres naturales, el crimen organizado, el narcotráfico internacional y las pandillas delictivas, entre otros, son elementos que también perturban el fortalecimiento del desarrollo de la democracia en el Hemisferio.

También es preocupante, y deberían tomarse en cuenta en el análisis que se hace, las acechanzas por parte de algunos Estados a la estabilidad democrática de las naciones, con acciones que van en contra del orden internacional al provocar distorsiones a la democracia a través de la ingerencia en los asuntos internos de otros Estados.  Ese es un elemento esencial que debe ser tomado en cuenta, de forma tal que la verdadera democracia pasa por la validez de los instrumentos internacionales: el respeto tanto de la Carta de las Naciones Unidas como de la Carta de la Organización de los Estados Americanos; el respeto a la soberanía de los Estados; la autodeterminación; el reforzar la capacidad –ese es el dilema que se presenta actualmente– de la Carta Democrática Interamericana o la disyuntiva que están planteando algunos países de buscar cómo reforzar esa capacidad y crear nuevos mecanismos de acción en la OEA que, obviamente, irían en un curso encaminado a crear elementos de ingerencia y desestabilización sobre los Estados.  Entonces, un elemento que realmente hay que analizar es si vale la pena entrar en esa dinámica.  Sobre todo cuando se va a tratar de aplicar esta tendencia en gobiernos que no gustan a algunos países.

Hay que tener claro que la democracia, el concepto de la democracia y la defensa de la democracia, no es monopolio de ningún Estado o grupo de Estados, sino que es una actividad que corresponde fundamentalmente a todos los pueblos del Hemisferio, que son los que determinan sus propios gobiernos y regímenes.  Y eso, obviamente, pasa por el respeto y el fomento de las relaciones de paz y cooperación entre los pueblos.

Realmente, en la celebración de este décimo aniversario de la Carta Democrática Interamericana, Nicaragua está por el fomento de las relaciones de amistad y cooperación entre las naciones y entre los pueblos, que permita el desarrollo económico, social y cultural, y con ello promueva la justicia social en el Hemisferio.

Solo de esta manera lograremos realmente conseguir los objetivos y los fines que nos hemos trazado en esta Organización en pro de la democracia.

Muchas gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Nicaragua.  I now give the floor to the Ambassador of Guatemala.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE GUATEMALA:  Muchas gracias, señora Presidenta.  Muy buenas tardes a todos.

Habíamos querido ser los últimos en hacer uso de la palabra porque nosotros sí acompañamos, en toda su extensión, el mandato de la resolución AG/RES. 2555 (XL-O/10).  Por eso agradezco, señora Presidenta, la convocatoria de esta sesión.  

Permítame empezar por recordar que la Republica de Guatemala norma sus relaciones con otros Estados de conformidad con los principios, reglas y prácticas internacionales, con el propósito de contribuir al mantenimiento de la paz y la libertad, al respeto y defensa de los derechos humanos y al fortalecimiento de los procesos democráticos.  Esta es una política de Estado que está consagrada en un artículo de nuestra constitución política.  De ahí que decía que guarda plena consonancia con los postulados de esta sesión, de la resolución 2555 y particularmente del Protocolo de Washington que se convirtió en artículo noveno de nuestra Carta Constitutiva y, por supuesto, por lo dispuesto por la Carta Democrática Interamericana.

Hemos escuchado, en este sentido, con sumo interés las exposiciones hechas por las distinguidas delegaciones que nos han antecedido en el uso de la palabra.  Y también tomamos muy en cuenta las importantes contribuciones que en el seno de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), tanto en este año como en el año pasado, hemos escuchado.  Entre otras, las muy relevantes decisiones, resoluciones 159 y 160 del Comité Jurídico Interamericano y otros antecedentes que la distinguida Representación del Perú también trajo a colación.

También tenemos, habida cuenta, los importantísimos informes del Secretario General de abril del 2007, como los dos recientes del 2010.  Y traemos a colación también las veces y la forma en que la Carta Democrática Interamericana ha sido invocada y aplicada.  Y recuerdo, por ello, con mucha gratitud la oportunidad cuando en mayo de 2009 mi país la invocó para defender precisamente su orden democrático institucional.

Señora Presidenta, es precisamente sobre la eficacia en la aplicación de la Carta Democrática Interamericana que tenemos hoy y ahora este diálogo y para ello partimos de los elementos que a la luz del derecho americano –es decir, esos instrumentos vigentes que informan a la democracia– indican que son esenciales para un sistema  político-democrático el Estado de derecho proveniente de un régimen legal y constitucional legítimo caracterizado por la observancia y respeto a los derechos humanos; por las elecciones periódicas libres, justas, efectuadas mediante sufragio universal y secreto; por un régimen pluralista de partidos políticos; por la separación e independencia de los poderes públicos que ejercen sus atribuciones con probidad, con transparencia, con rendición de cuentas y con subordinación a las instituciones estatales, a la autoridad civil legalmente constituida y, no menos importante por supuesto, con transparencia y con participación libre e informada de la sociedad civil en las decisiones que afectan su desarrollo y sus derechos.  

Traigo a colación esos elementos que todos conocemos porque son la premisa fundamental que informa  nuestra concepción, como se dijo, y nuestro entendimiento e interpretación categórica sobre lo que es una democracia.  De ahí, con base en el diálogo que tenemos hoy, nos llama la atención algo que creo que dijo el distinguido Embajador de Chile:  podemos mejorar la calidad y el estado de la democracia, por una parte, y por otra revisar cómo podemos perfeccionar el rol de la OEA en defensa y promoción de la democracia.

Voy a ser muy breve, pues mi Delegación quiere solo recordar que este Consejo Permanente recibió en marzo de 2003 al Ministro de Relaciones Exteriores de la República de Guatemala, quien expuso la necesidad de contar con un sistema de alertas tempranas.  Aquí se mencionó la posibilidad de contar con un relator de democracia, un ombudsman, lo que pueda ser.  Tal vez lo llamaríamos un “observatorio democrático” que mediante informes periódicos, sistemáticos y actuales pueda poner de relieve que el proceso de gobernabilidad democrática en un Estado puede estar amenazado, o advierta tendencias, actos y circunstancias que atentan contra los elementos que nos hemos permitido relacionar como premisa fundamental de lo que concebimos como democracia. 

En congruencia con el principio de no ingerencia, este ente puede actuar discretamente como consejero o como amigable componedor o facilitador de opciones, a fin de evitar la desestabilización o el rompimiento constitucional en un lugar –algo que ojala no volvamos a  ver en este hemisferio– y conjurar así las crisis que se puedan producir.  Crisis que a veces son de confianza, como lo mencionaba el Embajador del Canadá o crisis sobre la conducción política o de legitimidad política o bien una crisis mucho más profunda en el Estado.

En todo caso, quiero dejar planteada la opción de que tener un instrumento hábil, y lo discutimos informalmente la última vez, no quiere decir que se requieran nuevas atribuciones sino que la Secretaría misma pueda, con mucha prudencia, calibrar ese observatorio –y aquí está el señor Secretario Político que nos podría ayudar a terciar en el debate– para tener algo que nos alerte de manera preventiva y no de manera punitiva, como fue la última aplicación de la Carta Democrática Interamericana, a fin que podamos preservar, consolidar y defender la democracia.

Muchísimas gracias.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now give the floor to the Delegation of Paraguay.

El REPRESENTANTE ALTERNO DEL PARAGUAY:  Gracias, señora Presidenta.

El Paraguay celebra el inicio de este diálogo sobre la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.  Agradecemos especialmente los informes del Secretario General.

Como se ha señalado hoy aquí, el hecho de que en nuestra región hoy tengamos unanimidad de criterios y que no esté en cuestión el texto de este instrumento, es una muestra de la evolución y el avance que hemos hecho en esta última década.  Nuestro diálogo se trata de la aplicación de la Carta.

El Paraguay, señora Presidenta, puede dar testimonio de la vital ayuda que significa contar con ella.  Cuando en mi país surgieron graves intenciones de torcer el rumbo democrático, fue la Carta Democrática Interamericana, uno de los elementos centrales para mantener y salvaguardar el Sistema.  Por eso celebramos esta iniciativa y nos comprometemos a profundizar el análisis para perfeccionar la aplicación de este instrumento.

Claro que en una región donde la pobreza, la corrupción y la inequidad siguen siendo deudas pendientes, la aplicación de la Carta requiere que tengamos la capacidad de hacerla más robusta.  Y eso depende en gran medida del conocimiento que de ella tengan nuestros ciudadanos y lo valorada que sea por nuestra clase política, por los hombres y mujeres que se ocupan de la cosa pública.  

Esta es una tarea que nos corresponde desarrollar.  Por lo tanto, es fundamental que este diálogo no se quede en estas cuatro paredes.  Necesitamos que los actores sociales y nuestros pueblos la incorporen como parte de su vida cotidiana.  Necesitamos más democracia para superar nuestras debilidades.  Por eso estamos seguros que este proceso que hoy iniciamos tiene un sentido transcendental para la vida de nuestras sociedades y de su futuro.

Muchas gracias.

La PRESIDENTA:  Thank you very much to the Delegation of Paraguay.

I do not see any other requests for the floor, which is remarkable, so I wish to thank all delegations for their interventions, reflections, comments, and suggestions.  

Based on what we have heard, and in an attempt to charge our way forward and the continuation of this dialogue, I wish to request formally that each of the delegations that spoke this afternoon provide to the Secretariat a copy of the text of their interventions.  This will facilitate the Secretariat’s unenviable task of noting, with precision and accuracy, each and every one of the very concrete proposals that have been made.

The purpose, of course, is to feed today’s proceedings into to our future work.  As we have all said, this dialogue is not just for us to commemorate; it’s also for us to determine how we can improve the efficiency of our implementation of the Charter.  Some very valuable proposals have been put forward today, all of which are worth considering, and so it will help the Secretariat, the Chair, and all of us if we had your proposals in writing.  So, the texts of the interventions would be very welcome. I’m sure we’re all interested in having each other’s interventions so that we can reflect on them, build on them, and digest them with a little more time and care.  

Also, a synthesis of the concrete proposals that some delegations made would be welcome.  For example, the Delegation of the United States proposed the establishment of a working group of this Council as a way of continuing the examination of the proposals coming out of the dialogue.  I’m not putting any timeframe on it, but this Council will probably have to decide on it in the near future.

As you would have noted in the schedule of meetings, the next formal meeting on this topic is slated for May 25.  At that time, because of the proximity of the next regular session of the General Assembly, it is the Chair’s intention to have a very simple, short, to-the-point report to the General Assembly on our implementation of the mandate from last year to date.  I have asked the Secretariat to prepare a draft that we would like to circulate to all members so that you can have it to approve on May 25.  It’s not going to be a controversial or long report. You know what we’ve been doing so far to implement and respect the mandate, so we can certainly have a short, simple, uncontroversial report ready by then.

At the next meeting on May 25, we can continue the dialogue, and I would suggest we start with Chapter I.  I believe that all of the interventions this afternoon were of a more general nature––very profound, but overall, looking at the Charter.  We also have the report by the Secretary General, which we said would be the basis for our analysis of the implementation of the Charter so far.  So we have that to complement our perspectives.

The Delegation of Nicaragua has asked for the floor.

El REPRESENTANTE ALTERNO DE NICARAGUA:  Gracias, señora Presidenta.  

Solamente una pregunta de procedimiento.  Usted habló de una propuesta hecha por algún Estado; es decir, no sé si es una propuesta formal o es una propuesta que se ha circulado para todos los Estados y, si es así, si ella ya ha sido traducida a todos los idiomas.  

Gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  I beg your pardon if I wasn’t clear.  I was referring to the proposals that were made while delegations were intervening this afternoon.  As far as the Chair knows, there are no previously published proposals, only what was said this afternoon, and my request was to delegations to make those available, in writing, for the Secretariat and for the member states.  Does that answer your question?  Thank you.

If there are no other requests for the floor, shall we stand adjourned?  Ladies and gentlemen, thank you.
CP/ACTA 1809/11
ACTA DE LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL CONSEJO PERMANENTE
Celebrada el 29 de junio de 2011

DIÁLOGO SOBRE LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA,

CAPÍTULO I

La PRESIDENTA:  Thank you, colleagues.  We now move on to item 4 of our order of business, which is the dialogue on the Inter-American Democratic Charter, Chapter I, in accordance with General Assembly resolution AG/RES. 2555 (XL-O/10), “Promotion and Strengthening of Democracy:  Follow-up to the Inter-American Democratic Charter.” 

On May 4 of this year, that dialogue was initiated and general presentations were made by several delegations.  During that first exchange of views, we reflected on the effectiveness of the Charter; the lengthy process that led to the adoption of the Charter; and the opportunity to work now to strengthen the Charter, especially the role that might be assigned to the Organization with regard to an early warning mechanism to avoid conflicts in member states.  

These are some of the items mentioned during the interventions in that meeting:  

· the Council has been instructed, as we know, to continue the dialogue on the effectiveness of the implementation of the Inter-American Charter, and 

· in 2011, the year of the 10th anniversary of the adoption of said Charter, it should prepare its final report on the results or progress of same.  

As we embark on our dialogue on Chapter I today, I would urge us to bear that timeframe in mind as well.  

I now am very pleased to offer the floor to delegations that wish to address this issue.  I recognize the Ambassador of El Salvador. 

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE EL SALVADOR:  Muchas gracias.

Señora Presidenta, señor Secretario General, señores Embajadores Representantes y Observadores Permanentes:


La Delegación de El Salvador agradece la oportunidad de que el Consejo Permanente retome nuevamente el diálogo en torno a la Carta Democrática Interamericana, particularmente su capítulo relativo a la democracia y el sistema interamericano en la óptica de la eficacia de la aplicación de dicho instrumento histórico.


La consagración del derecho de los pueblos de América a la democracia, como reza el artículo primero de dicho instrumento cardinal en nuestro hemisferio, conlleva la obligación de los gobiernos de defender y promover la democracia como sistema de vida e interacción entre los diferentes sectores y actores sociales.


La Carta Democrática es un conjunto armonioso, progresivo, interactuante  y complementario de conceptos, convicciones, prácticas, pautas y acciones que, en equilibrio dinámico, sustentan los elementos esenciales y los componentes fundamentales de la democracia.  

¿Cuál es el sentido último y el valor agregado de propiciar el ejercicio de tales elementos y componentes, ya sea la independencia de los poderes públicos, elegir y gobernar democráticamente, la probidad y la libertad de expresión, por solo citar algunos?


La Delegación de El Salvador, con base en la experiencia que comparte con los Estados Miembros de esta Organización, y a partir de su propio proceso de identidad democrática, postula que la respuesta colectiva es referida al hecho de que la democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y de los derechos humanos. 


Más aún, se refiere a la interdependencia entre democracia y desarrollo económico y social, dinámicas que se refuerzan mutuamente.


En ese contexto, la resolución sobre seguimiento de la Carta Democrática Interamericana, aprobada por la Asamblea General de San Salvador, constituye parte intrínseca del proceso de promoción y fortalecimiento de la democracia, tanto a escala hemisférica como en el plano subregional y nacional.


Señora Presidenta, el vínculo entre la democracia y el sistema interamericano en la Carta Democrática y, por extensión, en otros instrumentos de la OEA en materia de desarrollo y lucha contra la pobreza, refleja premisas esenciales de la cooperación democrática en caso de riesgo, alteración o ruptura del orden democrático, así:  


En primer lugar, la constatación de que para neutralizar esos escenarios extremos los valores democráticos deben ser asumidos y asimilados como un reflejo colectivo; además, la edificación de una cultura democrática en la que sociedad civil contribuya con su valioso apoyo.  En ese sentido, la participación de la mujer constituye una verdadera prueba del sustento democrático incluyente.


En segunda instancia, el régimen democrático va de la mano con el Estado de Derecho, el cual no constituye un fin en sí mismo, sino el marco de promoción de los elementos y componentes de la democracia, es decir, el Estado democrático de Derecho.


En tercer orden, la Carta Democrática Interamericana es visualizada como un instrumento de cooperación, esquema en que la promoción democrática se da asimismo por la preservación de las instituciones y la educación para el ejercicio de una ciudadanía democrática vivencial.


En conclusión, la Carta Democrática es un referente de los Estados Miembros, marco en que los componentes de participación y representación son ineludibles, a efectos de que los ciudadanos legitimen las políticas públicas que sustentan la evolución y los cambios en nuestras sociedades.


Señores Representantes, la Carta Democrática nos recuerda nuestro propio acuerdo en cuanto a que la puesta en marcha de una estrategia inspirada en la interdependencia y complementariedad de valores como la democracia, la paz y el desarrollo dependerá de la capacidad de la Organización de contribuir a preservar y fortalecer las estructuras democráticas en nuestro hemisferio. 


En ese y en muchos otros sentidos, la Carta Democrática es un instrumento vivo, en expansión permanente para complementar los esfuerzos propios de los Estados.  A los diez años iniciales de su suscripción y vigencia, es una reflexión que ha de alimentar la confianza mutua en el sistema interamericano.  Es una estrella con luz propia y su órbita es permanente.  


Es precisamente de la buena marcha de los elementos esenciales de la democracia representativa y de los componentes fundamentales del ejercicio de la democracia de la que hemos de ocuparnos y preocuparnos los Estados día a día, con afán preventivo y de perspectiva.


En coherencia con lo anterior, esta Delegación desarrollará en futuras intervenciones el papel de la institucionalidad y la cooperación democrática, en tanto común denominador de los enfoques que se brinden a la asimilación de la Carta Democrática en los respectivos contextos nacionales, ya que cada uno de ellos presenta sus propias especificidades y comunes denominadores.  Es así un reto histórico que no debemos desestimar.


Muchas gracias, Presidenta. 

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now recognize the Ambassador of Mexico.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE MÉXICO:  Muchas gracias, señora Presidenta.


En esta segunda sesión de nuestro diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana, me voy a referir al capítulo I de la Carta.


El primer aspecto que mi Delegación desea destacar nuevamente es que, como postulado fundamental, la Carta Democrática establece el derecho de los pueblos de la región a la democracia y la consiguiente obligación de los gobiernos de promoverla y defenderla.  La concepción de la democracia es integral y con visión de futuro.  La Carta puntualiza que la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de nuestros pueblos y subraya que esta no se limita únicamente a la elección de representantes en votaciones justas y libres por sufragio universal y secreto, sino que también comprende otros elementos y componentes que le son consustanciales, incluyendo cuestiones tan importantes como el respeto a los derechos humanos,  resaltando en particular la libertad de expresión y de prensa; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de Derecho; la separación e independencia de los poderes públicos; la transparencia; la probidad; la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, y el respeto por los derechos sociales.


En este contexto, resulta especialmente importante que la Carta enfatice la participación ciudadana en la toma de decisiones como un derecho y una responsabilidad que fortalece a la democracia.  Además, aunque no aparece explícito en la Carta, México considera que otro aspecto sine qua non para el pleno ejercicio de la democracia es contar con un clima de seguridad que auspicie el desarrollo óptimo de cada individuo, tal como fue puesto de relieve en la reciente Asamblea General de San Salvador y en la Cumbre de Guatemala.


Señora Presidenta, nuestro continente ha registrado avances relevantes en los últimos veinticinco años en materia de democracia.  Sin embargo, debemos reconocer que existe cierta frustración y desencanto en nuestras sociedades porque esos avances todavía no han logrado traducirse en mejores condiciones de vida para grandes sectores de nuestras poblaciones. Debemos seguir profundizando el ejercicio democrático y la plena realización de los derechos de cada persona en un contexto de desarrollo sustentable, con equidad social.


A la luz de lo anterior, la Delegación de México desea reiterar en este foro la invitación expresada por la Secretaria de Relaciones Exteriores de México, Embajadora Patricia Espinosa, en el marco del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, celebrada en San Salvador, para que emprendamos un esfuerzo conjunto para perfeccionar la Carta Democrática Interamericana, particularmente fortalecerla en sus capacidades de prevención, de rupturas del orden interno y de apoyo para la consolidación democrática e institucional mediante la promoción de los valores y la cultura democráticos con un enfoque de conjunto.


Muchas gracias, señora Presidenta. 
La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now recognize the Delegation of the United States.

El REPRESENTANTE ALTERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS:  Thank you, Madam Chair.

“Considering that the Charter of the Organization of American States recognizes that representative democracy is indispensable for the stability, peace, and development of the region.”  These are the words we adopted on September 11, 2001.  They ring true today.  They, in effect, recognize the system in which stability and peace contribute to democracy, and vice versa.  Economic and social development sustain democracy; democracy is enabled by stability, peace, and development and enables those same things in a precious cycle.  It is precious because we all know that achieving and maintaining this rhythm is often hard and can require great sacrifice.

Together, we’ve agreed on some fundamental truths that join us in our diversity:  that sovereignty resides in the people; that governments as well as citizens must live under the rule of law and that laws must defend individual liberties; that human rights are to be enjoyed by all; that economic freedom is the key to prosperity and can end poverty; and that political and economic freedoms are the instruments of lasting peace.

We’ve resolved to work together to put these principles into practice.  Logically, to bear the cost of freedom, people must feel the benefits of its progress.  We must provide possibilities for both those able to grasp them and for those currently unable to grasp the possibilities of the future.  We must demonstrate a path that will provide expanded and equal opportunity.  In other words, our democracies must be inclusive and our economic systems must be open.  If we fail to provide this, it will be increasingly difficult to sustain the precious cycle.  

For that reason, the Charter reaffirms that the fight against poverty, and especially the elimination of extreme poverty, is essential to the promotion and consolidation of democracy.  For that reason, the Charter speaks of the American Declaration of the Rights and Duties of Man.  For that reason, the Charter insists that the promotion and protection of human rights is a basic prerequisite for the existence of a democratic society—not the human rights of some people, not the human rights of the privileged, not the human rights of the poor, but the human rights of all persons.  The Charter treats human rights of persons from different social and economic classes as being equal, because when the human rights or the liberties of one are injured, the rights and liberties of all suffer. 

Freedom is not merely about the rights of you and your neighbor, not even the rights of others in your city or province.  A citizen may live in a distant place and disagree vigorously with others on many things, and you may not know that person, but when a citizen’s freedom to pray as he or she wishes, to buy land, to speak out, or to associate or assemble with others is injured, all of us suffer.  No matter the distance, no matter the views, no matter the cause, when one’s freedom is injured, all suffer in some measure.

Consistent with that principle, the Charter provides for collective responses in cases where there is an unconstitutional interruption of the constitutional regimen that seriously impairs the democratic order, but that’s a subject we’ll discuss when we cover other chapters.

In its first chapter, the Inter-American Democratic Charter declares democracy to be the birthright of all the peoples of the Americas.  This is a breathtaking statement.  It is the sweeping undertaking we have made and one with which many of our governments now struggle.  It is the right of the people, and governments have an obligation to promote it and defend it.  

The promotion of democracy in societies wracked by poverty and inequality containing heretofore marginalized populations and historically privileged populations is not easy.  Were the obligation merely to promote equality, it would be relatively easy, but the obligation is more sweeping.  We most promote equality of opportunity and equality before the law while respecting the rights of all.  Democracy requires respect for the human rights of every individual.  

A vibrant, noisy and competitive civil society is vital for any democracy, for without people to criticize every government action and to call to the attention every error in justice committed by the government, the autocrats quickly gain ground against the democrats.  

It is precisely at this point that the first section of the Inter-American Democratic Charter must grip the road.  It calls explicitly and with marvelous clarity for transparency in government, for probity, and for respect for freedom of expression and the press so that the government can truly be accountable to the governed—all the governed.

The Inter-American Democratic Charter calls for the subordination of all institutions to legally constitute its civilian authority and respect for the rule of law.  In this way, it joins the need for promoting democracy and the welfare of all elements of society with human rights and the need to promote equality of opportunity without trampling on the rights of some for the opportunities of many, for in that way lies the ruin of democracy.

Implementation of the Inter-American Democratic Charter, therefore, requires resolve, hard work, and clarity of vision.  Supporting democratic governance can be advanced in a practical and constructive way within the framework of the Democratic Charter and respectful of member states’ sovereignty.  

The Secretary General’s recent reports, in addition to suggestions from various civil society and academic groups, provide us with a number of useful proposals this Council should consider.  One such proposal from the Secretary General involves extending the forms of multilateral evaluation to each of the features the Democratic Charter deems essential to the existence and survival of democracy.  Another involves the production of periodic reports, if possible annually, on the main issues to find as essential for democracy in the Charter.

For our part, Secretary Clinton has underscored the support of the United States for the development of a collaborative plan of action to better guide Charter implementation, as well as the creation of a Special Rapporteur for Democracy.  

In a practical vein, OAS member states should consider more precise guidelines for what constitutes an unconstitutional alteration, based upon the Charter’s essential elements of democracy as expressed in Article 3.  This will help us to better frame the parameters of OAS discussion on democratic development.  One way to support this needed effort in order to strengthen governance in a proactive manner would be to incorporate the essential elements within a more structured, thematic, OAS peer review process.  

We should also note there are already a number of related recommendations on this theme from civil society.  For example, several regional civil society organizations, including the Andean Commission of Jurists and the Carter Center, through the Friends of the Inter-American Democratic Charter, have observed that indicators based upon the essential elements could also assist in the implementation of the Charter.  This concept was further described in the 2007 and 2010 recommendation made by Secretary General Insulza in his reports on the Democratic Charter, in which he similarly proposed the development and release of issue-by-issue Charter implementation reports.  


Madam Chair, we recognize these ideas will require careful review and consideration.  This is why in suggestions presented and proposed in the course of our discussions within this Council, we reiterate our proposal made to the Council on May 4 that a working group of Permanent Council members be formed to receive all its suggestions and carefully consider options for a process of review and follow-up.  This working group, in effect, could assist the Council in its various discussions on the Democratic Charter over the coming months.


We must commit ourselves to deepening dialogue and moving forward concretely and effectively to make the Charter’s promise a reality for our hemisphere’s citizens.  We strongly support the parallel series of regional dialogues that have begun throughout the Hemisphere with civil society groups and would urge that at the end of our discussion of the individual chapters of this Charter, we conduct the summary session.


Thank you, Madam Chair.


La PRESIDENTA:  Thank you very much, United States.  Your proposal is also noted by the Secretariat.  I now recognize the Ambassador of Chile.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE CHILE:  Gracias, Presidenta.  Buenos días.


Chile celebra que podamos continuar este diálogo ahora con la presencia de Honduras, cuya experiencia en esta materia, sin lugar a dudas, resulta valiosa para todos.


Quiero iniciar esta intervención, Presidenta, reiterando a todos los Estados Miembros, a través de sus Embajadores acá, la invitación que el Gobierno de Chile y la Secretaría General han extendido para participar los próximos días sábado 3 y domingo 4 de septiembre en el acto "Conmemoración Hemisférica del Décimo Aniversario de la Carta Democrática Interamericana y Renovación del Compromiso de las Américas con la Democracia", que ha sido convocado a nivel de Cancilleres.  Esto fue comunicado a las delegaciones a través de una nota hace ya algunos meses y reiterada la invitación por nuestro Canciller durante la Asamblea General.  En estos días están llegando a las distintas delegaciones las notas respectivas, de la Secretaría General y, en Santiago, de nuestro Gobierno, por lo que aprovechamos esta oportunidad para reiterar a todos ustedes la invitación a que nuestros Cancilleres se hagan presentes en este acto de conmemoración y renovación del compromiso de las Américas con la democracia.


Se está distribuyendo en este instante, señores Embajadores, una copia digital de las intervenciones de un seminario que, como ustedes recordarán, tuvo lugar en Santiago de Chile en diciembre pasado, en el que el tema en discusión fue justamente una evaluación y una proyección al futuro de los desafíos de la Carta Democrática Interamericana.  Esta intervención, que se les está entregando a ustedes en formato digital, se les entregó también a nuestros Cancilleres durante la Asamblea General, pero como nos han hecho ver algunos de ustedes, nuestros Cancilleres manifestaron un gran interés y se llevaron la copia, como es natural.  Ese era el sentido de entregársela.  Creemos que puede ser de utilidad para este diálogo el que también sea fácil acceder a una de esas copias acá.


Justamente, de las cosas que ahí se plantearon es que queremos tomar una línea de discusión o de observaciones que han surgido y que tienen que ver con la parte preambular y el capítulo I que tenemos en la agenda hoy.  Solo una, puesto que, como hemos dicho, hay ahí múltiples observaciones y sugerencias de cambios, mejoras, ajustes, en fin, y como se hace ver, en al menos una de esas intervenciones con mucho énfasis, sin necesidad de modificar la Carta Democrática Interamericana en el marco de la Carta de la OEA, sigue siendo posible precisar mecanismos y la concreción de instrumentos para perfeccionar la protección de la democracia en el Hemisferio.


De manera que, aprovechando este diálogo, lo que Chile quiere hacer es compartir y difundir la mayor cantidad posible de estas propuestas o reflexiones, sin comprometer a priori el apoyo o la opinión de Chile con una de ellas, para estimular el diálogo.


Decía que nos vamos a detener en un punto.  El artículo 3 de la Carta enumera, entre los elementos esenciales de la democracia, la separación e independencia de poderes.  Este es un tema central y recurrente en muchas de las inquietudes que se plantean respecto de los mecanismos o alcances de la Carta en el siguiente sentido:  la independencia de poderes es muy fácil de reconocer cuando no existen y como concepto abstracto es muy fácil de describir.  Pero es en el límite, cuando alguien tiene la duda respecto de si esa independencia está amenazada o no, donde es necesario contar con mecanismos o criterios relativamente objetivos para que puedan ser parte de un instrumento compartido por todos.


La ausencia de estándares universales respecto de lo que es la separación de poderes óptima es el problema básico.  No hay recetas universales comunes para todos.  En cada país se da, con base en su historia, realidad y cultura política, la armazón institucional que le resulte más apropiada.  Para complicarse, si quiere, el problema, está el hecho de que es una realidad que en los países se producen de tarde en tarde situaciones de emergencia o catástrofes que justifican normas excepcionales de relativa concentración de poderes, con condiciones, plazos y circunstancias que varían de país en país.


De manera que es muy difícil tener estándares comunes universales.  Lo que es un hecho, una realidad concebible al menos, es que por mecanismos plenamente constitucionales se pueden proponer modificaciones institucionales que se traduzcan en el largo o en el mediano plazo en un debilitamiento de la separación de poderes al punto de concebiblemente hacer de esa separación una realidad efímera, virtual.


¿Cómo lidiar con un problema así?  Algunos han planteado la posibilidad de dar la capacidad de activar mecanismos de protección democrática, en esta Organización, a otros poderes del Estado.  Eso, naturalmente, produce otras dificultades: objeciones en la línea de cómo lidiar con la conveniente representación única y clara de los Estados Miembros en esta Organización, cómo compatibilizar eso con la posibilidad de dar lecciones ante la misma a otros poderes del Estado.  Habría ahí una contradicción y se generarían dificultades adicionales.


Frente a eso surgen soluciones distintas y quiero llamar la atención respecto de al menos una línea, ya que nuestra propia Carta, en su parte preambular, hace referencia al hecho de que las cláusulas democráticas existentes en mecanismos regionales y subregionales comparten los mismos objetivos que la Carta.  Comparten los mismos objetivos, pero no necesariamente los mismos mecanismos.  Por eso resulta ilustrativo conocer algunos de ellos.


Para lidiar con este tipo de situaciones y otras es que, por ejemplo, en un mecanismo regional que es el al Tratado Constitutivo de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), que se aprobó en los últimos meses del año pasado, se establece un mecanismo distinto al nuestro, distinto y más amplio en dos sentidos:  primero, en que se amplían los casos en que se puede activar el mecanismo de protección democrática.  La acción también es más amplia en cuanto a que, en lugar de dar acción o capacidad de activar el mecanismo a otros poderes del Estado, se le entrega la capacidad al Presidente Pro témpore, equivalente a nuestro Secretario General, de actuar de oficio, de activar de oficio los mecanismos de protección democrática cuando se verifique alguna de las hipótesis contempladas y también se da la capacidad de activar esos mecanismos a cualquier otro Estado Miembro.


Este es un mecanismo distinto al que se ha dado en la OEA y que tiene una inspiración que sentimos que vale la pena considerar y discutir en la búsqueda del mecanismo más eficiente que nos queremos dar en la OEA, para ir cumpliendo con la aspiración de nuestros pueblos de tener democracias cada vez de mejor calidad y dentro del marco de nuestra Carta buscar concretar mecanismos de protección democrática cada vez más perfectos.


Gracias, Presidenta. 

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador, and may I take the opportunity to extend, on behalf of the Council, our wishes for every success to your government on the holding of the conmemoración hemisférica del décimo aniversario de la Carta Democrática Interamericana y la renovación del compromiso de las Américas con la democracia, an event to be held in Valparaiso on September 3 and 4.  Thank you.

I now recognize the Ambassador of Costa Rica.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE COSTA RICA:  Gracias, señora Presidenta.

Creo que todos merecemos una felicitación, sobre todo los promotores de la idea de hacer estos diálogos, porque esto nos permite reflexionar serenamente sobre los contenidos y alcances de la Carta.  Aunque no es esperable y, tal vez diría, ni deseable que lleguemos a acuerdos totales en esto, es muy útil porque nos permite definir posiciones y poder contrastarlas; definir puntos de vista y ponerlos sobre la mesa para que todos contribuyamos a llegar a conclusiones compartidas o a reconocer las diferencias.  Todo eso es siempre útil y democrático.

Quisiera comenzar por informarles que del 11 al 13 de mayo tuvimos el gusto, en San José de Costa Rica, de realizar el primer seminario subregional de la OEA en conmemoración de los diez años de la Carta Democrática.  Lo hicimos en colaboración con otras entidades privadas de la sociedad civil y no solamente festejamos los diez años de la Carta Democrática, sino también los treinta años de haberse iniciado los procesos de pacificación en Centroamérica que permitieron el retorno de la región al sistema democrático.  En la sala se está distribuyendo un boletín que, aunque no es oficial, refleja lo que ocurrió en San José en esos días, los temas que se abordaron y los participantes en esas discusiones.

Hoy nos toca abordar el capítulo I de la Carta, pero me voy a retrotraer a la parte considerativa de la resolución mediante la cual se adoptó la Carta en el año 2001, para citar uno de los párrafos que me parece importante tener presente como contexto de lo que contiene el capítulo I.  Ese párrafo dice así:

CONSIDERANDO que en la Declaración de Managua para la Promoción de la Democracia y el Desarrollo, los Estados Miembros expresaron su convicción de que la misión de la Organización no se limita a la defensa de la democracia en los casos de quebrantamiento de sus valores y principios fundamentales, sino que requiere además una labor permanente y creativa dirigida a consolidarla, así como –y aquí viene la parte que me interesa destacar más –un esfuerzo permanente para prevenir y anticipar las causas mismas de los problemas que afectan el sistema democrático de gobierno.


Creo que es importante tener en mente este párrafo, como digo, al abordar el texto de la propia Carta.  Y me remito ahora entonces al artículo primero que dice, en su primer párrafo:  “Los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla”.


Creo que este artículo merece, aunque sea somero, un análisis porque es lo que marca la pauta de todo el contenido de la Carta.  No en vano es el artículo primero.  Aquí se establece algo muy interesante.  La arquitectura del sistema interamericano tiene como elementos componentes los Estados representados por sus gobiernos.  Aquí muchas veces se ha dicho, con razón, que la Organización de los Estados Americanos es una organización intergubernamental porque son los gobiernos los poderes ejecutivos.  Cuando digo gobierno lo hago en el sentido “poder ejecutivo”, los que están representados aquí, los que conducen la representación de su país y los que gestionan ante la Organización.  

Esto ocurre en virtud del principio de representación.  La Carta reconoce este principio en el artículo segundo cuando habla de “el ejercicio efectivo de la democracia representativa”, lo mismo que lo hace en el artículo tercero, en la primera línea también, cuando habla de que “son elementos esenciales de la democracia representativa” tales y tales.

Ahora, esto quiere decir algo:  el artículo primero lo que nos dice, y lo dice muy claramente, es que el titular de los derechos de la Carta y todos los relativos a la democracia es el pueblo.  Son los pueblos los titulares.  Y establece obligaciones correspondientes del representante, del apoderado.  Generalmente hay un triángulo que es el titular del derecho, que es el que otorga poderes; el apoderado, que recibe el encargo, y un tercero, frente a quien se obtienen o se pactan obligaciones o derechos.

Este artículo primero no configura el triángulo completo.  Le establece obligaciones al apoderado, al representante, no a terceros; ni siquiera a la Organización.  Entonces, siempre tenemos que tener presente, cuando interpretemos la Carta y los demás instrumentos de la Organización, que el verdadero titular, porque es el soberano, es el pueblo y el Gobierno no es más que un representante.

Esto, como digo, es importante tenerlo presente porque cuando se hable de quebrantamientos del sistema democrático, hay que tener claro que la víctima, que el sujeto pasivo no es el gobierno de ningún Estado, sino que es el pueblo, que es el titular de sus derechos.  Y que, por el contrario, ese representante puede, si ejerce mal su representación, quebrantar la democracia perjudicando los derechos del pueblo que se supone representar.

Este capítulo primero tiene mucha miga y da mucho para hablar y analizar.  Me voy a limitar a tocar dos o tres puntos muy superficialmente:  uno son el del artículo tercero que se refiere, como lo ha mencionado el Embajador de Chile, a la separación e independencia de los poderes, pero también al sistema plural de partidos y organizaciones.  El artículo tercero, en concordancia con el cinco, se refiere a los partidos políticos.  Ese es un tema álgido en nuestra América porque en algunos de los países el libre juego de los partidos políticos no es pleno todavía e, incluso, sufre retrocesos.

Quiero resaltar también el señalamiento de la necesidad de la separación e independencia de poderes.  Quisiera decirle al Embajador de Chile que el mecanismo que él menciona como de la UNASUR está ya en la Carta Democrática desde hace muchos años, desde que se adoptó la Carta hace diez años.  Ese mecanismo está ya en la Carta y puede ser activado por el más alto funcionario de la Organización o por otro Estado.  Pero yo no me voy a referir a eso porque eso está en el capítulo IV y cuando aquí nos volvamos a sentar a hablar sobre el capítulo IV, yo voy a tratar de hacer unos comentarios.  

Simplemente quería recalcar la importancia de la libertad de expresión y de prensa en el artículo 4, también en el sentido de que aquí, cuando hablamos de libertad de expresión, pensamos mucho en la prensa, pero la Carta recoge no solamente la libertad de prensa, y lo significativo es que lo cite separadamente, sino la libertad de expresión.  En los ciudadanos, que incluso muchas veces no tienen acceso a los medios de comunicación para expresar sus opiniones, en eso tenemos que pensar.  En esto tenemos que progresar.

Gracias.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now recognize the Ambassador of Dominica.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE COMMONWEALTH DE DOMINICA:  Thank you very much, Madam Chair.  Again, let me join the House in congratulating you on being an excellent representative of diplomacy in the Caribbean.  

I am pleased, Madam Chair, on behalf of the members of the Caribbean Community (CARICOM), to contribute to this debate on the Inter-American Democratic Charter (IADC), mandated by the General Assembly of the Organization of American States.

Chapter I of the IADC focuses on the place of democracy in the American system.  In fact, the chapter captures well the centrality of representative democracy in the Hemisphere and the obligation of governments of the states of the region to promote and defend it.  

Madam Chair, CARICOM member states are justly proud of their track record regarding the promotion and defense of representative democracy, which we regard as the bedrock on which our democratic infrastructure rests.  Throughout our history, two factors have emerged as crucial by way of explaining this track record:  ethical leadership and a knowledgeable and engaged populace.  

Of course, the constitutional orders of all CARICOM member states guarantee the right of participation on the basis of human rights and, in particular, adult suffrage.  Beyond the formal right to vote, however, we evince a situation in which people actually love the political game.  No formal qualifications are necessary to participate in this game.  We recognize, nonetheless, that education enhances the quality and effectiveness of popular participation in governance and accept that the state, in partnership with civil society, has a legitimate role in promoting that education.  

Speaking of civil society, we recall that in 1977, CARICOM heads passed a Charter of Civil Society for the Caribbean Community, underlining “their commitment to the rule of law, to good governance, and to the role of civil society in governance.”  

Of central importance, though, is the acceptance on the part of our governments that the obligation to ensure impartiality in the conduct of elections is central.  Thus, care is taken to ensure that the electoral commissions and similar bodies are empowered to the point where elections are conducted regularly and are seen to be free and fair.  

Of course, even though we hold the notion of representative democracy to be fundamental, it is not static.  Thus, in several states, including the Commonwealth of Dominica, Jamaica, and Haiti, participatory democracy has long been extended to a love for the elections of local government structures.

In Jamaica in 2003, Parliament granted the Parish of Portland the right to elect its mayor, and throughout the region, what is called “deliberative democracy”; that is, the regular organization of meetings to discuss and decide on ways of influencing decisions of the government of the day, is gaining support. 

What has been described as “electronic democracy,” the use of electronic means and media to enhance information, discussion, and even voting, is also now being discussed.

Madam Chairman, we hold the right to participate in free and fair elections periodically, and free and fair elections as sacrosanct.  However, our understanding of representative democracy goes well beyond periodic elections, either at the national or local level.  Thus, we insist that the rule of law and those traditions that value responsible public administration, as well as the respect for the right to freedom of expression and of the press, cannot be compromised.  

We recognize that the information age and, in particular, the Internet, has engendered widespread ventilation of views and opinions that are not always comfortable for those in authority.  Of course, in those instances where the Internet as a medium of expression is being abused, some regulation may be required.  However, in general, we view the Internet and its consequences as essential and wholly legitimate aspects of democratic expression in the Information Age.  In general, the Internet presents opportunities for innovative action on the part of the state to legitimize new forms of expression, participation, and response.

Is the Inter-American Democratic Charter, as presently formulated, adequate to enable states to undergird the traditional as well as the evolving forms of democratic rights and expression in our hemisphere?  We are firmly of the view that it is.  In fact, we believe that the capacity for recognizing and adhering to the core principles espoused in Chapter I must reside and be continually nurtured at the national level.  This capacity must be grounded in the willingness of leaders, institutions, and civil society organizations, and of course, the people, to fashion a political culture that demonstrates a commitment to continuing to work at consolidating the democratic practice at home and in partnership with other members of our organization.  To this long-term mission, CARICOM member states are fully dedicated.

I thank you, Madam Chair. 

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador, and to the countries of the Caribbean Community (CARICOM).  I now give the floor to the Ambassador of Peru.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL PERÚ:  Gracias, Presidenta.  

Quisiéramos hacer unos breves comentarios que se van a referir al preámbulo de la Carta y a su capítulo I.  Quisiera empezar, al hacer esos comentarios, por dejar en claro cuál es nuestro punto de vista, el objetivo de este ejercicio que estamos haciendo en el Consejo.  

Nosotros pensamos que este es un ejercicio de extrema utilidad para lograr precisiones, para profundizar el entendimiento común de cuál es el contenido de la Carta Democrática Interamericana.  Entendemos que ese es un ejercicio colectivo en el cual, obviamente, habrá puntos de vista diferentes, pero la idea, por lo menos desde nuestro punto de vista, es que a través de este diálogo logremos acrecentar la convergencia que existe sobre el contenido de la Carta, lograr algunas precisiones adicionales si fuera posible, lograr algunas definiciones precisas como ya se ha expresado en la primera sesión del Consejo en la cual iniciamos este diálogo.  Pensamos que esas precisiones, esos entendimientos son de gran importancia para que la aplicación de la Carta sea más efectiva.  

Ahora, en términos más específicos, en el preámbulo de la Carta y en su capítulo I hay un mensaje que tal vez no está precisamente dicho, pero que queda claro en su lectura, que es, evidentemente que la democracia es un concepto complejo, es un concepto que tiene un conjunto de elementos que están sintetizados en esta parte de la Carta.

La identificación de los elementos que están en el preámbulo y en el capítulo I, de manera colectiva, ha tenido un proceso de muy largos años.  La Carta es fruto de ese largo proceso de convergencia.  Ese conjunto de elementos están entonces sintetizados en el preámbulo de la Carta y de alguna manera decimos que todos esos elementos tienen que confluir, tienen que producirse para que haya democracia en la región.

Ese preámbulo nos recuerda, por ejemplo, que la democracia va más allá de la realización de elecciones periódicas, libres y justas; que los derechos humanos son fundamentales; que la educación, el desarrollo económico, la lucha contra la pobreza, la preservación del medio ambiente, entre otros factores, son de gran importancia para la concreción de la democracia.

En consecuencia, aproximaciones simplistas, parciales del tema de democracia no resultarían en su plena vigencia en la región.  Es, de alguna manera, obligación de esta Organización trabajar sobre los compromisos que están en el preámbulo y en el capítulo I y hacerlo de manera comprensiva, no trabajando, como muchas veces ocurre, los distintos elementos componentes de la democracia de manera aislada y, en algunos casos, hasta desordenada.  

Nosotros reconocemos que en la Organización, y particularmente en la Secretaría, se hace una serie de esfuerzos para trabajar este conjunto de elementos, pero, con toda franqueza, y este es un diálogo que es bueno para decir estas cosas, no vemos una visión de conjunto como la que tiene la Carta.  Tal vez sería útil que aquí en el Consejo, en la continuación, en la profundización de este diálogo, pudiéramos tal vez intercambiar puntos de vista que nos permitan tener esta visión colectiva de conjunto que, a su vez, oriente a la Secretaría en la realización de los trabajos específicos que tiene que llevar adelante en la aplicación del mandato.

En este contexto, Presidenta, reitero una vez más lo que ya dijimos en la primera etapa de este diálogo.  Somos profundos creyentes en que el acento en nuestros trabajos debe ponerse fundamentalmente en lo que son trabajos de promoción de los valores y de la cultura democrática.  Ello nos parece de fundamental importancia porque, si somos exitosos en este esfuerzo, no habrá necesidad de estar defendiendo la democracia, puesto que si somos sociedades que tenemos valores y cultura democrática fuertemente enraizados en nuestras sociedades, no habrá posibilidad de que se produzcan atentados contra la vigencia del sistema que todos queremos para nuestras sociedades.

En consecuencia, queríamos sugerir que tal vez en el Consejo Permanente sería útil profundizar el diálogo en ese aspecto, es decir, en hacer una suerte de programa de trabajo que la Secretaría podría desarrollar sobre la base de los consensos que podamos alcanzar en este proceso de diálogo sobre el conjunto de la Carta.  Estoy adelantando una opinión puesto que este ejercicio solamente podrá ser posible una vez que hayamos completado el diálogo sobre el conjunto de los capítulos de la Carta.  

Pensamos que hay que darle un sentido operativo a este diálogo, puesto que si bien es de altísima importancia el intercambio de puntos de vista sobre lo que es el contenido de la Carta, reflexiones como las que aquí se han hecho, es también por lo menos de igual importancia darle un sentido de trabajo práctico a estas reflexiones, de tal manera que nuestra Organización pueda hacer un aporte importante, decisivo para la profundización de la democracia regional.  

Muchas gracias, Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now recognize the Ambassador of Haiti.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE HAITÍ:  Merci Madame la Présidente.

C’est ma première prise de parole, je voudrais en profiter pour vous féliciter pour le travail de qualité que vous avez fait à la tête du Conseil permanent et je souhaite dire la bienvenue à mon collègue du Honduras, qui est mon voisin dans cette Assemblée, et aussi j’en profite pour remercier El Salvador pour son hospitalité à l’occasion de l’Assemblée générale qui a eu lieu à San Salvador.  Il est vrai que l’Ambassadeur de la Dominique a déjà pris la parole pour la CARICOM, Haïti fait partie intégrante de la CARICOM et probablement notre Président sera ce weekend à Saint-Kitts-et-Nevis pour participer à la réunion de la CARICOM, mais comme la situation en Haïti a certaines spécificités, je voudrais prendre le temps de partager avec vous quelques réflexions que nous avons au niveau de la Mission d’Haïti à l’OEA.

Je voudrais d’abord, au nom de la Mission, féliciter le Secrétariat général pour cette initiative qui consiste à ouvrir au sein du Conseil Permanent un dialogue autour de la Charte démocratique.  Aujourd’hui, il est généralement admis que malgré ses imperfections, cet instrument qu’est la Charte démocratique, marque une étape importante dans l’histoire de la construction de  la démocratie dans la région et du renforcement des institutions qui sont indispensables à l’épanouissement de la démocratie.

Depuis son adoption, la Charte a servi de référence légale à l’Organisation interaméricaine dans la définition et la mise en œuvre de ses lignes d’action dans les situations de crise qui ont secoué quelques pays de la région.  En effet, elle a permis à l’OEA de jouer un rôle déterminant dans le renforcement des institutions démocratiques en Haïti après la crise de 2004, de continuer de favoriser à travers ses missions d’observation, le déroulement d’élection libre et démocratique dans presque tous les pays de la région, de peser de tout son poids, d’une part dans la condamnation du coup d’état de Honduras et d’autre part, dans la recherche avec les leaders du Venezuela et de la Colombie, d’une solution qui privilégie avant tout, les intérêts du peuple de Honduras.

Ce matin, il nous est bien entendu demander de concentrer notre réflexion autour du chapitre I de la Charte: la démocratie et le système interaméricain.  Un chapitre dans lequel on retrouve tous les concepts clés en matière de promotion et de respect de la démocratie.  Nous nous félicitons des progrès réalisés dans la région durant ces dix années de mise en œuvre de la Charte démocratique.  Au cours de cette période, nous avons assisté à la tenue d’élections régulières dans tous les pays membres du système interaméricain et nous avons aussi enregistré de nombreux cas d’alternance politique qui démontrent que le processus de renforcement et de la maturation des institutions démocratiques dans la région est en bonne voie.

Récemment au Pérou, en Haïti, au Chili et dans d’autres pays de la Caraïbe, comme la Barbade, la Grenade, la Jamaïque, le Trinidad, on a vu le triomphe de représentants de partis de l’opposition à partir d’élections libres et démocratiques.  Nous devons reconnaître que grâce aux acquis démocratiques qui permettent à tous les peuples de la région de choisir leur propre dirigeant, nous sommes en train de construire entre nous une nouvelle forme de relation politique, diplomatique et économique.  Il faut se rappeler que durant les années 70, il était courant dans les cercles de réflexion de diviser la région des Amériques en pays du centre d’une part, et pays de la périphérie ou pays satellite, d’autre part, selon théorie de l’économiste Allemand Andre van der Zwan.  Aujourd’hui par contre, sous l’effet d’investissement venant de l’Asie, de l’Europe et de l’Amérique du Nord, on assiste de plus en plus à une profonde diversification de l’économie des pays en développement de la région.  

En définitif, nous voulons croire que le principe de l’autodétermination des peuples est en train de trouver sa vraie résonance au niveau de la région grâce aux conséquences positives du respect des normes démocratiques.  Issus d’élections démocratiques, les leaders des grands ou petits pays tirent leur légitimité du vote de leur peuple et n’ont plus besoin, comme par le passé, de la complicité de puissances externes. La mise en œuvre des normes démocratiques basées sur le principe du respect du vote populaire n’est-elle pas finalement la meilleure voie pour garantir la souveraineté des états de la région,  quelle que soit leur dimension géographique?

En guise de conclusion, tout en reconnaissant le bien-fondé de la Charte démocratique, nous pensons qu’il est tout aussi nécessaire que l’on commence à réfléchir sur les ajustements que nous devons y apporter.  Et enfin, nous voulons vivement, encourager le Secrétariat de l’Organisation de continuer à offrir une tribune aux parlements de la région dans le cadre de la préparation du prochain sommet des Amériques, car nous pensons que les parlements de la région peuvent pleinement nous aider à enrichir notre travail en faveur de la démocratie.

Merci.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now recognize the Ambassador of Canada.  

El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL CANADÁ:  Thank you very much, Madam Chair.

We’re certainly very pleased to participate in this dialogue on the Inter-American Democratic Charter.  We certainly welcome any ongoing dialogue on this important subject because we believe it provides a great opportunity to share views on how to strengthen the Democratic Charter.  

Today’s discussion on Chapter I is particularly important as this, in effect, is the foundational chapter of the Charter, and it outlines the core elements of representative democracy, as was agreed upon in 2001.  We believe that the principles that were outlined in Chapter I in 2001 are as relevant today as they were a decade ago.  

As we are all aware, Chapter I outlines what are considered to be the core elements of democratic practice.  We believe that these core elements provide a broad guidance to all of our countries in the Hemisphere on what constitutes democratic governance.  We firmly believe that democracy is built from within.   It can only take root if it is home grown, nurtured by local actors, and has a deep understanding of the local needs, traditions, and aspirations.  

Of course, the most direct way that citizens can influence decisions is through free and fair elections.  Free and fair elections are necessary but they are certainly not sufficient.  Beyond these elections, there are many other important ways to ensure citizen participation in the electoral process.  For example, Canada believes that the development of a vibrant civil society that can work and evolve in an environment free of restrictions is of key importance.  This is a main facilitator of citizen participation in decision making.

In addition, we believe that information is the lifeblood of democracy.  This is not just the existence of a free media, but the access of citizens to information of the Government and its deliberations.  

Also, political parties play an absolutely essential role in connecting citizens with the decision-making processes and aggregating these citizen preferences into real choices at election time.  Therefore, the presence of political parties and the plurality that they represent are essential to any healthy democracy.

While we recognize that there is broad acceptance amongst member states on the need for democracy as an expression of political will, we would like to focus the discussions going forward on the practice of these core democratic elements, and by practice, I’m referring to the day-to-day functions of our governments, as well as the way our institutions interact with our citizens.  

In Canada, the practice of democracy includes many of the elements that are outlined in Chapter I of the Charter, and these include the balance of power between public institutions, freedom of expression, a vibrant civil society, respect for minority rights and minority views, the existence of a free media, and respect for a loyal, political opposition.

As I noted in our previous dialogue on May 4, Canada proposes the creation of a compendium of best practices through which members could review and exchange information on what each member state considers positive national contributions to democratic practice.  This compendium could serve as a starting point for implementing the proposals put forward by the Secretary General to strengthen the Charter, such as the creation of a peer review mechanism or a special rapporteur on democratic governance.

It is our hope that the creation of such a compendium of best practices would permit all of our countries to share lessons that we have learned, in the hopes that it would provide an opportunity to learn from good practices in all our countries.  We believe that this would lead to a fruitful discussion that would help to strengthen democratic governance across the Hemisphere.
In conclusion, Madam Chair, democratic governance is an ideal that we all strive towards, and we believe that there is always room to improve.  We believe that the Charter should be viewed as a “living document” that promotes democratic governance and shapes policy through dialogue.  We believe that all countries of the Hemisphere, including my own, stand to benefit from a formal exchange and dialogue on best practices related to democratic governance.  

In this spirit, we would like to offer the following practical suggestions on how to go forward.
· The compendium of best practices, we feel, could make a contribution to our common understanding.  

· Further consideration of a special rapporteur on democracy would add value to the work of the Secretariat.  

· You mentioned in your opening remarks the possibility of a peer review mechanism.  This was also included in the Secretary General’s report. We believe that there is merit in considering some form of peer review mechanism.  

· We believe that it would be very useful to have an early warning mechanism, whether it be the result of the work of a special rapporteur or a peer review mechanism.

We look forward to engaging our partners on these and other ideas that may emerge from this dialogue.  I would like to emphasize that the Charter is most valuable as a “living document” that promotes democratic governance, and we hope that over time we can adopt such initiatives in order to strengthen what we believe is a fundamental document of the Organization of American States.

Thank you very much, Madam Chair.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  

If I may just make reference to your most recent comment, when, at the beginning of my remarks on this topic this morning, I mentioned an early warning mechanism to avoid conflicts in member states, I was referring to one of the suggestions that came out of the first discussions on the Inter-American Democratic Charter.  It’s not the Chair’s proposal.  I just wanted to make that clarification for the record.  Thank you.

I’m now pleased to give the floor to the Ambassador of Guatemala.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE GUATEMALA:  Gracias, señora Presidenta.  

Volvemos a saludar la conveniencia de un diálogo sobre la Carta Democrática Interamericana.  

El día de hoy, conforme a la agenda discutimos apenas el capítulo I, seis escasos artículos con un sentido enorme sobre nuestros pueblos.  Este primer capítulo es una parte dogmática, dijéramos, de la Carta, porque define el derecho y la obligación de la democracia.  También habla sobre la naturaleza de la democracia representativa cuyo elemento tipificante, y aquí me valgo de la intervención del distinguido Embajador de Costa Rica, es el Estado de Derecho, entendido este como el principio de legalidad en el cual todos los ciudadanos, todas las instituciones, están sujetas a la ley, nunca superiores a ella, sino igualmente tratadas respecto de ella.  Y esto tal vez es el elemento esencial del Estado de Derecho. 

Luego, en sus artículos 3, 4, 5 y 6, la Carta contempla los elementos esenciales, los componentes de lo que concibe como aquel esquema político llamado democracia.  Quiero referirme, entonces, a la intervención del distinguido Representante Permanente de Dominica, nuestro buen amigo el Embajador Charles, porque ciertamente la democracia no es un concepto pétreo, sino está en estado de flujo, de evolución.  Y él hablaba que en la Comunidad del Caribe  (CARICOM) practican la democracia deliberativa.  

Ciertamente, nuestra Carta habla de democracia representativa y la tipifica categórica y taxativamente, dice cuáles son sus elementos. Traigo a cuenta esta disquisición porque también hemos oído de la democracia electrónica o virtual –e-democracy– que ciertamente facilita la participación ciudadana, pero también hemos oído planteamientos sobre democracias monárquicas, parlamentarias, populares, plebiscitarias algunas, deliberativas o participatorias otras.  Aún así, nuestra Carta y la Carta fundamental de la Organización en su artículo 9 habla de democracia representativa.  Y aquí tenemos nada menos que el catálogo mínimo que tipifica ese concepto.  Para nosotros es un concepto que puede admitir diferentes interpretaciones, diferentes usos o modismos, mas no sus cualidades.  Estas son únicas, son inmanentes al concepto de democracia representativa.  Por eso quiero traer a colación apenas dos situaciones que merecen ser debidamente analizadas.

La primera la trajo el distinguido Representante de Chile a la mesa cuando se hace nugatoria la subordinación de poderes, porque una cosa es legislar legalmente y otra es hacerla legítimamente.  Esa pregunta la quiero dejar como tarea pendiente porque en ese análisis que hablaba también el Embajador del Canadá, el examen entre pares, sin caer en la injerencia, podríamos tener que calificar, como ya ha pasado aquí en otros debates, cuándo un acto de poder público no es necesariamente democrático.  Dejo eso como la primera interrogante.  

La segunda, al hablar de los partidos políticos, que también son inherentes al ejercicio democrático, tenemos presente no solo –como lo señalaba el Embajador de México– que una democracia requiere seguridad, también requiere desarrollo.  En ese desarrollo las campañas electorales han sido desfiguradas ya sea por un mercantilismo abusivo, porque se ha comercializado la política y el dinero parece que ha desbordado nuestras capacidades de ser buenos ciudadanos.

¿Por qué lo digo?  Porque lo veo en mi país y en otros donde la financiación de las actividades proselitistas de los partidos no tienen una debida transparencia ni una corresponsabilidad con la ciudadanía.  Es un insulto a las democracias que se gaste tanto en publicidad y no se haga nada por los pueblos.

Aquí también me quiero referir al dinero proveniente de fuentes ilícitas.  La Carta Democrática lo prevé, pero aquí nos falta un mecanismo para saber de un régimen equilibrado y transparente de financiación de los partidos.  Esa es la segunda interrogante que quería dejar sobre la mesa.

Finalmente, quiero decir que, en efecto, este es un debate enriquecedor.  Promueve, como bien lo ha señalaba el Embajador del Perú, un diálogo pedagógico, una contribución para ese proceso de convergencia, y un proceso de convergencia que debe estar encaminado a afinar nuestras percepciones, a tener criterios compartidos a fin de encontrar ideas y acciones comunes que adelanten los postulados de la Carta Democrática, puesto que ya hemos dicho y se ha dicho antes, que es un instrumento valiosísimo, es vivo, es único, es trascendente en nuestra función aquí que es temporal.

Los pueblos van a seguir reclamando la democracia y en la medida que podamos mejorarla, en esa medida prestaremos un mejor servicio a nuestra propia función.  

Gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now recognize the Delegation of Argentina.

El REPREENTANTE INTERINO DE LA ARGENTINA:  Gracias, señora Presidenta.  

Mi intervención va a ser de carácter general sobre la Carta.  Era el entendido de mi Delegación que se había acordado un diálogo general en estas dos primeras sesiones.

Señora Presidenta, si bien la Carta provee una sólida y valiosa herramienta para el resguardo de la democracia en el Continente, debemos continuar buscando las formas para reforzar la capacidad de la OEA a través del fortalecimiento de los mecanismos existentes para responder a los requerimientos de un Estado Miembro que solicita asistencia para consolidar su institucionalidad democrática.

Para la Argentina, la democracia, derechos humanos y desarrollo económico y social constituyen tres ejes de su acción en el ámbito internacional que considera vinculados y que se refuerzan mutuamente, los cuales deben ser considerados de manera relacionada a fin de ver realizados el Estado de Derecho, las libertades fundamentales y la justicia social.  En este sentido, la Carta conforma un verdadero instrumento de nuestra política exterior y una referencia permanente de su acción en el ámbito interamericano.  

Nuestro país no solo reconoció los aportes de la Carta, sino que señaló la necesidad de continuar reforzando y mejorando los instrumentos de la Organización a fin de fortalecer la calidad de la democracia y consolidar su institucionalidad democrática.

En relación con la propuesta para reforzar los mecanismos existentes en la Organización y la Carta Democrática Interamericana, nuestro país propuso a los Estados Miembros invitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a celebrar períodos de sesiones extraordinarias fuera de su sede en Washington, apoyar un aumento del presupuesto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a través del Fondo Regular de la OEA, cuyo aumento permitirá al sistema interamericano de derechos humanos cumplir no solo con su mandato de promoción y protección de los derechos humanos, sino con su rol de promoción de la democracia y de los objetivos de la Carta.

Gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much.  I now recognize the Delegation of Brazil.

La REPRESENTANTE INTERINA DEL BRASIL:  Senhora Presidenta, conforme já observado na primeira sessão dedicada ao Diálogo, a Carta Democrática Interamericana foi adotada por unanimidade e não contém notas de rodapé ou reservas. Nesse sentido, é de grande significado que o Capítulo I contenha caracterizações importantes sobre o regime democrático, a despeito das diferenças de matizes que encontramos entre os nossos países sobre o tema.

O Artigo 3 da Carta estabelece os elementos essenciais da democracia, como o respeito aos Direitos Humanos, a realização de eleições regulares, livres e justas, e o pluralismo. Hoje, essas exigências parecem óbvias.  Infelizmente a maior parte dos países da região conheceu, em algum momento, privação desses direitos fundamentais, e um dos objetivos centrais da Carta Democrática Interamericana é promovê-los e defendê-los. Conforme resolução da CALC, citada na Resolução 2555 e novamente evocada por ocasião da reintegração de Honduras, a prevalência do Estado de Direito e da normalidade constitucional é uma conquista que não admite retrocesso. É preciso ressaltar, no entanto, o caráter não exaustivo dos componentes fundamentais enumerados no Artigo 3, tendo em conta a diversidade de experiências e realidades na região. Assim, eventuais mecanismos de revisão deveriam ter caráter voluntário, proporcionando o intercâmbio de experiências entre os Estados membros na busca do fortalecimento da democracia.

Em linha com o já expressado pelo distinto RP da Guatemala, é preciso enfatizar, ademais, a relevância do Artigo 5 no atual contexto hemisférico. Certamente, a ênfase no fortalecimento dos partidos e de outras organizações políticas é aspecto prioritário para a democracia, sendo necessário dispensar atenção à questão dos altos custos das campanhas eleitorais e à necessidade do estabelecimento de um regime equilibrado e transparente de financiamento de suas atividades. Sem essas precauções, a pluralidade de idéias, tão cara ao processo democrático, pode ser negativamente afetada. Qualquer que seja a modalidade de financiamento partidário adotado - público, privado ou misto -, a regulamentação, a transparência e a fiscalização garantem a legitimidade do sistema e acreditamos que a maior troca de experiências entre os países do continente, sempre respeitando suas realidades específicas, em muito contribuiria para o fortalecimento da democracia.

En définitif, nous voulons croire que le principe de l’autodétermination des peuples est en train de trouver sa vraie résonance au niveau de la région grâce aux conséquences positives du respect des normes démocratiques.  Issus d’élections démocratiques, les leaders des grands ou petits pays tirent leur légitimité du vote de leur peuple et n’ont plus besoin, comme par le passé, de la complicité de puissances externes. La mise en œuvre des normes démocratiques basées sur le principe du respect du vote populaire n’est-elle pas finalement la meilleure voie pour garantir la souveraineté des états de la région,  quelle que soit leur dimension géographique?

En guise de conclusion, tout en reconnaissant le bien-fondé de la Charte démocratique, nous pensons qu’il est tout aussi nécessaire que l’on commence à réfléchir sur les ajustements que nous devons y apporter.  Et enfin, nous voulons vivement, encourager le Secrétariat de l’Organisation de continuer à offrir une tribune aux parlements de la région dans le cadre de la préparation du prochain sommet des Amériques, car nous pensons que les parlements de la région peuvent pleinement nous aider à enrichir notre travail en faveur de la démocratie.

Merci.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now recognize the Ambassador of Canada.  

El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL CANADÁ:  Thank you very much, Madam Chair.

We’re certainly very pleased to participate in this dialogue on the Inter-American Democratic Charter.  We certainly welcome any ongoing dialogue on this important subject because we believe it provides a great opportunity to share views on how to strengthen the Democratic Charter.  

Today’s discussion on Chapter I is particularly important as this, in effect, is the foundational chapter of the Charter, and it outlines the core elements of representative democracy, as was agreed upon in 2001.  We believe that the principles that were outlined in Chapter I in 2001 are as relevant today as they were a decade ago.  

As we are all aware, Chapter I outlines what are considered to be the core elements of democratic practice.  We believe that these core elements provide a broad guidance to all of our countries in the Hemisphere on what constitutes democratic governance.  We firmly believe that democracy is built from within.  It can only take root if it is home grown, nurtured by local actors, and has a deep understanding of the local needs, traditions, and aspirations.  

Of course, the most direct way that citizens can influence decisions is through free and fair elections.  Free and fair elections are necessary but they are certainly not sufficient.  Beyond these elections, there are many other important ways to ensure citizen participation in the electoral process.  For example, Canada believes that the development of a vibrant civil society that can work and evolve in an environment free of restrictions is of key importance.  This is a main facilitator of citizen participation in decision making.

In addition, we believe that information is the lifeblood of democracy.  This is not just the existence of a free media, but the access of citizens to information of the Government and its deliberations.  

Also, political parties play an absolutely essential role in connecting citizens with the decision-making processes and aggregating these citizen preferences into real choices at election time.  Therefore, the presence of political parties and the plurality that they represent are essential to any healthy democracy.

While we recognize that there is broad acceptance amongst member states on the need for democracy as an expression of political will, we would like to focus the discussions going forward on the practice of these core democratic elements, and by practice, I’m referring to the day-to-day functions of our governments, as well as the way our institutions interact with our citizens.  

In Canada, the practice of democracy includes many of the elements that are outlined in Chapter I of the Charter, and these include the balance of power between public institutions, freedom of expression, a vibrant civil society, respect for minority rights and minority views, the existence of a free media, and respect for a loyal, political opposition.

As I noted in our previous dialogue on May 4, Canada proposes the creation of a compendium of best practices through which members could review and exchange information on what each member state considers positive national contributions to democratic practice.  This compendium could serve as a starting point for implementing the proposals put forward by the Secretary General to strengthen the Charter, such as the creation of a peer review mechanism or a special rapporteur on democratic governance.

It is our hope that the creation of such a compendium of best practices would permit all of our countries to share lessons that we have learned, in the hopes that it would provide an opportunity to learn from good practices in all our countries.  We believe that this would lead to a fruitful discussion that would help to strengthen democratic governance across the Hemisphere.

In conclusion, Madam Chair, democratic governance is an ideal that we all strive towards, and we believe that there is always room to improve.  We believe that the Charter should be viewed as a “living document” that promotes democratic governance and shapes policy through dialogue.  We believe that all countries of the Hemisphere, including my own, stand to benefit from a formal exchange and dialogue on best practices related to democratic governance.  

In this spirit, we would like to offer the following practical suggestions on how to go forward.   

· The compendium of best practices, we feel, could make a contribution to our common understanding.  

· Further consideration of a special rapporteur on democracy would add value to the work of the Secretariat.  

· You mentioned in your opening remarks the possibility of a peer review mechanism.  This was also included in the Secretary General’s report. We believe that there is merit in considering some form of peer review mechanism.  

· We believe that it would be very useful to have an early warning mechanism, whether it be the result of the work of a special rapporteur or a peer review mechanism.

We look forward to engaging our partners on these and other ideas that may emerge from this dialogue.  I would like to emphasize that the Charter is most valuable as a “living document” that promotes democratic governance, and we hope that over time we can adopt such initiatives in order to strengthen what we believe is a fundamental document of the Organization of American States.

Thank you very much, Madam Chair.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  

If I may just make reference to your most recent comment, when, at the beginning of my remarks on this topic this morning, I mentioned an early warning mechanism to avoid conflicts in member states, I was referring to one of the suggestions that came out of the first discussions on the Inter-American Democratic Charter.  It’s not the Chair’s proposal.  I just wanted to make that clarification for the record.  Thank you.

I’m now pleased to give the floor to the Ambassador of Guatemala.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE GUATEMALA:  Gracias, señora Presidenta.  

Volvemos a saludar la conveniencia de un diálogo sobre la Carta Democrática Interamericana.  

El día de hoy, conforme a la agenda discutimos apenas el capítulo I, seis escasos artículos con un sentido enorme sobre nuestros pueblos.  Este primer capítulo es una parte dogmática, dijéramos, de la Carta, porque define el derecho y la obligación de la democracia.  También habla sobre la naturaleza de la democracia representativa cuyo elemento tipificante, y aquí me valgo de la intervención del distinguido Embajador de Costa Rica, es el Estado de Derecho, entendido este como el principio de legalidad en el cual todos los ciudadanos, todas las instituciones, están sujetas a la ley, nunca superiores a ella, sino igualmente tratadas respecto de ella.  Y esto tal vez es el elemento esencial del Estado de Derecho. 

Luego, en sus artículos 3, 4, 5 y 6, la Carta contempla los elementos esenciales, los componentes de lo que concibe como aquel esquema político llamado democracia. Quiero referirme, entonces, a la intervención del distinguido Representante Permanente de Dominica, nuestro buen amigo el Embajador Charles, porque ciertamente la democracia no es un concepto pétreo, sino está en estado de flujo, de evolución.  Y él hablaba que en la Comunidad del Caribe  (CARICOM) practican la democracia deliberativa.  

Ciertamente, nuestra Carta habla de democracia representativa y la tipifica categórica y taxativamente, dice cuáles son sus elementos. Traigo a cuenta esta disquisición porque también hemos oído de la democracia electrónica o virtual –e-democracy– que ciertamente facilita la participación ciudadana, pero también hemos oído planteamientos sobre democracias monárquicas, parlamentarias, populares, plebiscitarias algunas, deliberativas o participatorias otras.  Aún así, nuestra Carta y la Carta fundamental de la Organización en su artículo 9 habla de democracia representativa.  Y aquí tenemos nada menos que el catálogo mínimo que tipifica ese concepto.  Para nosotros es un concepto que puede admitir diferentes interpretaciones, diferentes usos o modismos, mas no sus cualidades.  Estas son únicas, son inmanentes al concepto de democracia representativa.  Por eso quiero traer a colación apenas dos situaciones que merecen ser debidamente analizadas.

La primera la trajo el distinguido Representante de Chile a la mesa cuando se hace nugatoria la subordinación de poderes, porque una cosa es legislar legalmente y otra es hacerla legítimamente.  Esa pregunta la quiero dejar como tarea pendiente porque en ese análisis que hablaba también el Embajador del Canadá, el examen entre pares, sin caer en la injerencia, podríamos tener que calificar, como ya ha pasado aquí en otros debates, cuándo un acto de poder público no es necesariamente democrático.  Dejo eso como la primera interrogante.  

La segunda, al hablar de los partidos políticos, que también son inherentes al ejercicio democrático, tenemos presente no solo –como lo señalaba el Embajador de México– que una democracia requiere seguridad, también requiere desarrollo.  En ese desarrollo las campañas electorales han sido desfiguradas ya sea por un mercantilismo abusivo, porque se ha comercializado la política y el dinero parece que ha desbordado nuestras capacidades de ser buenos ciudadanos.

¿Por qué lo digo?  Porque lo veo en mi país y en otros donde la financiación de las actividades proselitistas de los partidos no tienen una debida transparencia ni una corresponsabilidad con la ciudadanía.  Es un insulto a las democracias que se gaste tanto en publicidad y no se haga nada por los pueblos.

Aquí también me quiero referir al dinero proveniente de fuentes ilícitas.  La Carta Democrática lo prevé, pero aquí nos falta un mecanismo para saber de un régimen equilibrado y transparente de financiación de los partidos.  Esa es la segunda interrogante que quería dejar sobre la mesa.

Finalmente, quiero decir que, en efecto, este es un debate enriquecedor.  Promueve, como bien lo ha señalaba el Embajador del Perú, un diálogo pedagógico, una contribución para ese proceso de convergencia, y un proceso de convergencia que debe estar encaminado a afinar nuestras percepciones, a tener criterios compartidos a fin de encontrar ideas y acciones comunes que adelanten los postulados de la Carta Democrática, puesto que ya hemos dicho y se ha dicho antes, que es un instrumento valiosísimo, es vivo, es único, es trascendente en nuestra función aquí que es temporal.

Los pueblos van a seguir reclamando la democracia y en la medida que podamos mejorarla, en esa medida prestaremos un mejor servicio a nuestra propia función.  

Gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now recognize the Delegation of Argentina.

El REPREENTANTE INTERINO DE LA ARGENTINA:  Gracias, señora Presidenta.  

Mi intervención va a ser de carácter general sobre la Carta.  Era el entendido de mi Delegación que se había acordado un diálogo general en estas dos primeras sesiones.

Señora Presidenta, si bien la Carta provee una sólida y valiosa herramienta para el resguardo de la democracia en el Continente, debemos continuar buscando las formas para reforzar la capacidad de la OEA a través del fortalecimiento de los mecanismos existentes para responder a los requerimientos de un Estado Miembro que solicita asistencia para consolidar su institucionalidad democrática.

Para la Argentina, la democracia, derechos humanos y desarrollo económico y social constituyen tres ejes de su acción en el ámbito internacional que considera vinculados y que se refuerzan mutuamente, los cuales deben ser considerados de manera relacionada a fin de ver realizados el Estado de Derecho, las libertades fundamentales y la justicia social.  En este sentido, la Carta conforma un verdadero instrumento de nuestra política exterior y una referencia permanente de su acción en el ámbito interamericano.  

Nuestro país no solo reconoció los aportes de la Carta, sino que señaló la necesidad de continuar reforzando y mejorando los instrumentos de la Organización a fin de fortalecer la calidad de la democracia y consolidar su institucionalidad democrática.

En relación con la propuesta para reforzar los mecanismos existentes en la Organización y la Carta Democrática Interamericana, nuestro país propuso a los Estados Miembros invitar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a celebrar períodos de sesiones extraordinarias fuera de su sede en Washington, apoyar un aumento del presupuesto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a través del Fondo Regular de la OEA, cuyo aumento permitirá al sistema interamericano de derechos humanos cumplir no solo con su mandato de promoción y protección de los derechos humanos, sino con su rol de promoción de la democracia y de los objetivos de la Carta.

Gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much.  I now recognize the Delegation of Brazil.

La REPRESENTANTE INTERINA DEL BRASIL:  Senhora Presidenta, conforme já observado na primeira sessão dedicada ao Diálogo, a Carta Democrática Interamericana foi adotada por unanimidade e não contém notas de rodapé ou reservas. Nesse sentido, é de grande significado que o Capítulo I contenha caracterizações importantes sobre o regime democrático, a despeito das diferenças de matizes que encontramos entre os nossos países sobre o tema.

O Artigo 3 da Carta estabelece os elementos essenciais da democracia, como o respeito aos Direitos Humanos, a realização de eleições regulares, livres e justas, e o pluralismo. Hoje, essas exigências parecem óbvias.  Infelizmente a maior parte dos países da região conheceu, em algum momento, privação desses direitos fundamentais, e um dos objetivos centrais da Carta Democrática Interamericana é promovê-los e defendê-los. Conforme resolução da CALC, citada na Resolução 2555 e novamente evocada por ocasião da reintegração de Honduras, a prevalência do Estado de Direito e da normalidade constitucional é uma conquista que não admite retrocesso. É preciso ressaltar, no entanto, o caráter não exaustivo dos componentes fundamentais enumerados no Artigo 3, tendo em conta a diversidade de experiências e realidades na região. Assim, eventuais mecanismos de revisão deveriam ter caráter voluntário, proporcionando o intercâmbio de experiências entre os Estados membros na busca do fortalecimento da democracia.

Em linha com o já expressado pelo distinto RP da Guatemala, é preciso enfatizar, ademais, a relevância do Artigo 5 no atual contexto hemisférico. Certamente, a ênfase no fortalecimento dos partidos e de outras organizações políticas é aspecto prioritário para a democracia, sendo necessário dispensar atenção à questão dos altos custos das campanhas eleitorais e à necessidade do estabelecimento de um regime equilibrado e transparente de financiamento de suas atividades. Sem essas precauções, a pluralidade de idéias, tão cara ao processo democrático, pode ser negativamente afetada. Qualquer que seja a modalidade de financiamento partidário adotado - público, privado ou misto -, a regulamentação, a transparência e a fiscalização garantem a legitimidade do sistema e acreditamos que a maior troca de experiências entre os países do continente, sempre respeitando suas realidades específicas, em muito contribuiria para o fortalecimento da democracia.

O Artigo 2 da Carta estabelece que a democracia representativa "reforça-se e aprofunda-se com a participação permanente, ética e responsável dos cidadãos". Acreditamos que a participação cidadã prevista na Carta não significa apenas a realização de consultas diretas, na forma de plebiscitos ou referendos. A democracia participativa, no nosso entender, também se traduz na participação permanente dos cidadãos, por meio dos canais adequados, na formulação de políticas públicas e no acompanhamento atento da gestão governamental. É nesse espírito que o governo brasileiro procura manter interlocução constante com representantes de grupos da sociedade civil, em consulta permanente, buscando a transparência e o aprimoramento das políticas que atendam as necessidades de nossa população.

A possibilidade de que os cidadãos participem das decisões que afetarão suas vidas depende do amplo acesso à informação sobre as ações do governo. Esta é uma das razões pelos quais a liberdade de expressão e de imprensa e o pluralismo político são imprescindíveis para o regime democrático, como bem nota o Artigo 4. Para além de permitir o livre fluxo de informações, faz-se necessário, no entanto, que nossos governos tomem a iniciativa de tornar disponíveis dados sobre a gestão das contas públicas. Foi nesse espírito que o governo do Brasil criou, em 2004, o Portal Transparência, página da Internet onde todos os brasileiros podem encontrar dados detalhados sobre os gastos e despesas do Governo Federal. Estamos certos de que iniciativas similares estão sendo promovidas em outros países, e estamos prontos para compartilhar a experiência brasileira nessa área, refletindo os compromissos consagrados na Carta Democrática Interamericana. 

Senhora Presidenta, o compromisso do Brasil com a democracia e seu contínuo aprofundamento é irrestrito, representando a uma só vez conquista e demanda do povo brasileiro. A Presidenta Dilma Rousseff, refletindo esse compromisso inequívoco, ao estabelecer as treze diretrizes para seu Governo, indicou na primeira diretriz o compromisso de “expandir e fortalecer a democracia política, econômica e socialmente” e que “o fortalecimento da democracia política será consolidado por meio da continuidade da reforma do Estado; da preservação da autonomia dos poderes constituídos; da irrestrita liberdade de imprensa e de expressão da liberdade religiosa; do aprofundamento do respeito aos Direitos Humanos e incentivo à participação popular para que haja uma reforma política que fortaleça as instituições”.

La PRESIDENTA:  Thank you very much.  I now recognize the Ambassador of Venezuela.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE VENEZUELA:  Gracias, señora Presidenta.  

Antes de entrar en el tema quisiera ratificar a los señores Representantes y autoridades de la OEA la invitación para mañana a las doce del día, una breve ceremonia donde develaremos el busto del ex Presidente venezolano, un gran demócrata de izquierda y quizás el más importante escritor venezolano del siglo XX.  Eso será a las doce del día, Dios mediante.

Señora Presidenta, el conductor de un vehículo que no utilice el espejo retrovisor está condenado a morir más temprano que tarde.  Por eso siempre uno tiene que revisar la historia para afirmar el presente y procurar el futuro.  Es como una verdad de Perogrullo, pero no siempre funciona así.  

La Carta nació de manera casi clandestina, por una simple razón, coincidió con el horror terrorista del holocausto súbito del 11 de septiembre de 2001.  Posteriormente, como seis o siete meses después, debutó con plomo en el ala porque se produjo un golpe de Estado en Venezuela y en esta Organización hubo iniciativas, superadas afortunadamente por la brevedad del golpe, del exitoso por cuarenta y siete horas golpe para desconocer la representatividad del Embajador Representante Permanente de Venezuela, Jorge Valero; todo, por supuesto, en corredores y con un grupo de países selectos procurando el desconocimiento del Gobierno del Presidente Hugo Chávez.

Dos meses después de eso, me tocó a mí mi primer trabajo como Ministro de Relaciones Exteriores de Venezuela en Bridgetown, debatir y negociar, también en corredores y en muchos casos, sobre una suerte de iniciativa curiosa como para aplicarle la Carta Democrática a la Venezuela que ya había superado el golpe de Estado, expresando solidaridad con la democracia venezolana, pero con un empeño en no reconocer con nombre y apellido al Presidente constitucional de la República Bolivariana de Venezuela.  Esos son antecedentes curiosos de esos que le hacen mucho daño a esta Organización y no me voy  más atrás.
Quería reflexionar, porque posteriormente haremos una intervención más a fondo sobre esto, pero esto como un preámbulo de nuestra participación,  palabra muy bonita que se ha nombrado mucho; pero es curioso, tanto que hablamos de participación y cuánto cuesta a veces hasta en un modesto comunicado ocasional, casuístico o puntual, hablar de democracia participativa.  Y ocurre que en la evolución de los tiempos, las nuevas corrientes políticas y los nuevos liderazgos están en la práctica, cuando no en la legislación, asumiendo la democracia participativa, no como sustitutiva de la democracia representativa, sino como superior a ella y comprensiva de la democracia representativa, porque se reconocen todos los elementos, pero hay un elemento adicional, que es la participación popular a través de diversas formas para superar esa política del cheque en blanco que se le daba a un electo para que durante cuatro o cinco o seis años gobernase a su gusto sin recurrir a mecanismos de consulta popular.  Eso en nuestro caso lo hemos superado y tenemos muchos países en el Continente que van en ese rumbo. 

Entonces, esta visión dogmática de la democracia representativa creo que debe ser superada.  El Secretario General, en la presentación que hace del folletico este tan bonito de la Carta Democrática Interamericana, hace mención al término “democracia representativa” como algo prioritario.  Lo menciona en la primera línea y luego dice que esto nos une a todos los países.  Es verdad que nos une, pero también hay muchos países que nos estamos uniendo en torno del concepto de la democracia participativa a través de diversas formas de expresión, de participación y de acción popular, vigilando, acompañando, controlando y, al final, castigando o premiando a los gobernantes por su acción de gobierno. 

La Carta de la OEA tiene una contradicción importante, que la he mencionado varias veces, pero nadie parece interesarse en el tema.  En el artículo 2 se consagra la democracia representativa, está muy bien, pero en el artículo 3, creo que en el primer o segundo párrafo –no sé si es  párrafo u ordinal, habrá que verlos– se habla de que todo Estado tiene derecho a escoger su sistema político social sin interferencias, sin “injerencias”, es la palabra que usan, y eso está muy bien.

Dentro de esta reflexión nosotros queremos agregar lenguaje, por ejemplo, no en las expresiones que se usan menos o se han usado poco, aunque se ha hablado de derechos sociales, que está muy bien también.  Pero la palabra “justicia social”, mi Gobierno piensa que no puede haber democracia verdadera, completa, sin justicia social, porque cuando no hay justicia social se quiere decir que segmentos de una población, en general la mayoría, están desatendidos, están sometidos a la injusticia social.  Ese es un elemento político muy importante que tenemos que incorporar a todas nuestras reflexiones.  Y también se hace énfasis en nuestras consideraciones del poder del Estado, de los abusos que los gobernantes hacen y eso ocurre, ha ocurrido, y ojalá que no ocurra más.

Pero, dentro del concepto de democracia parece que no atribuyésemos ninguna responsabilidad a quienes desde posiciones del sector privado violan los derechos humanos, conspiran contra la democracia y se convierten en factores de desestabilización o de desinformación o de deformación, a veces de la mentalidad y de la conciencia de los pueblos como ocurre con el caso de la dictadura mediática.  Por eso es necesario que el comportamiento democrático sea extensible, sea enjuiciable y valorable también en los sectores privados cuando hay corporaciones o sistemas corporativos que violan la libertad o controlan la libertad de expresión.  Entonces, de esas cosas hay que hablar, no solamente de los Estados y, bien, hablemos de los Estados cuando sea necesario.

Cuando se violan los derechos humanos del lado privado, también hay que mencionarlo.  Los burócratas normalmente dicen que solo los Estados violan los derechos humanos, solo los Estados violan la libertad de expresión, eso no es cierto.  Precisamente la evolución de la democracia en nuestro continente rumbo a la democracia participativa está permitiendo ver esta situación desde una manera mucho más clara.

Bueno, está bien, el comportamiento democrático dentro de las sociedades nacionales es un objetivo muy importante, pero también tenemos que pensar en el comportamiento democrático de los Estados.  Se supone que en una comunidad democrática los Estados están obligados y comprometidos a respetar las vías democráticas y las opciones democráticas escogidas por los pueblos.  Entonces, ocurre que no se reconoce y no solamente no se reconoce, sino que se amenaza a la disidencia democrática de los Estados que no se someten a una sola línea o a una sola versión de la democracia cuando, repito, sin embargo, siempre se reconoce, en el caso de países como Venezuela, que la democracia representativa es un concepto, es una opción absolutamente válida y necesaria, pero ya a estas alturas contenida dentro de un concepto más amplio, que es la democracia participativa.

Lo otro que se mencionaba, lo del financiamiento.  No es que haya financiamiento bueno y financiamiento malo.  Lo de la transparencia que mencionaba el Embajador de Guatemala, eso es muy importante, es el financiamiento también de opciones por parte no solamente, y en general de manera discreta, por no llamarla secreta, de opciones dentro de los países, convirtiéndose en un factor de desestabilización.  A veces es el narcotráfico, a veces son organizaciones internacionales. 

Otra cosa sobre la cual hay que reflexionar es la opción de los partidos políticos.  Eso es consustancial a la democracia.  Ahora ocurre que con el tiempo han aparecido opciones que en algunos casos, cuando son legítimas y cuando son honestas, está muy bien, pero en otros casos cuando no son ni legítimas ni honestas, sino desestabilizadoras y deformadoras, entonces se hacen inaceptables.  

Podemos hablar del caso de las ONG.  Algunas ONG, sin la representatividad de los partidos políticos, sin la transparencia ni la legitimidad de los partidos políticos, sin procedimientos claros de elección interna, de rendición de cuentas, terminan siendo aceptadas por Estados como opciones equivalentes a las de un partido político o al de organizaciones nacionales legítimamente constituidas.  Pero hay una serie de ONG que han incorporado su experiencia y su voluntad de servicio en apoyo a la democracia e inclusive en apoyo a los esfuerzos hacia la justicia social.  

De estas cosas hay que hablar con mucha tranquilidad y me parece excelente la oportunidad de una reflexión no irritante como el ambiente de hoy lo ha permitido para que podamos cada uno de nosotros expresar nuestras preocupaciones.  

Muchas gracias, señora Presidenta.
La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador, and now I recognize the Ambassador of Honduras.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE HONDURAS:  Muchas gracias, señora Presidenta.  

Nos complace que en esta primera sesión del Consejo Permanente en la cual participamos tengamos la oportunidad de expresarnos en esta reflexión colectiva sobre la Carta Democrática.  Tal y como lo expresara la señora Presidenta del Consejo, el tema que tenemos frente a nosotros es el de la efectividad de la Carta Democrática referida en este momento al capítulo I. 

Para Honduras esto tiene por lo menos dos implicaciones.  En primer lugar, que los Estados que nos encontramos sentados alrededor de la mesa y que adherimos a los principios de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y también a la Carta Democrática Interamericana, estamos todos de acuerdo, como bien se dice en la Carta, en que la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas y que, por lo tanto, todos los Estados Miembros de la Organización adherimos a la democracia como el sistema de gobierno que hemos escogido.

En segundo lugar, quisiera señalar que en la discusión que estamos teniendo en este momento debemos indicar con claridad que la obligación principal de fortalecer y de respetar el régimen democrático la tienen nuestros gobiernos; es decir, que la Organización de los Estados Americanos coadyuva y fortalece el cumplimiento de esa obligación, pero que la obligación esencial la tenemos los gobiernos frente a cada uno de nuestros pueblos.

Por ello, algunas de las propuestas que se han hecho en la mañana de hoy en términos de cómo podemos cooperar para fortalecer los sistemas democráticos de gobierno en cada uno de nuestros países tiene mucho sentido porque se refieren, sobre todo, a cómo cada uno de nosotros está cumpliendo con esta obligación esencial con respecto a su pueblo.

Por otro lado, la Organización de los Estados Americanos puede sobre todo ayudar a nuestros países a responder la pregunta de cómo preservar el derecho a la democracia que hemos reconocido a nuestros pueblos.  Creo que para responder a esta pregunta debemos estudiar sobre todo, como lo ha sugerido la señora Presidenta, cómo se ha aplicado la Carta Democrática en sus diez años de vida, cuáles son las lecciones que hemos aprendido en esta década, si hemos encontrado algunas carencias, algunos vacíos y cómo podemos llenarlos, cómo podemos responder a ellos.  

En las experiencias recientes en las cuales ha sido invocada la Carta Democrática se destaca, a nuestro juicio, la importancia del papel preventivo que debe jugar la Carta, cómo evitar que se produzcan situaciones que pongan en riesgo los procesos democráticos.  

No creo, entonces, que podamos reflexionar sobre el capítulo I de la Carta sin meditar, al mismo tiempo, sobre los mecanismos que puedan permitirle a la Organización ejercer de una manera efectiva una diplomacia preventiva.  Esta diplomacia preventiva nos debe precisamente ayudar a evitar situaciones críticas y a que la Organización tenga que tomar decisiones extremas frente a hechos consumados.  Debemos respondernos la pregunta de cómo evitamos que en nuestros países se llegue a situaciones límites.  

Entonces, ¿cuál debe ser la capacidad de la Organización para apoyar a nuestros gobiernos en el cumplimiento de esa obligación esencial con cada uno de nuestros pueblos?  ¿Cuál debería ser la capacidad de la Organización de los Estados Americanos para seguir metódicamente las condiciones básicas del ejercicio efectivo de la democracia?  Nos preguntamos si podría haber una especie de barómetro democrático que nos permita ver cómo cada uno de nosotros está cumpliendo con esa obligación fundamental.

¿Qué rol preventivo podría jugar, como han sugerido el Secretario General y algunas de las organizaciones de la sociedad civil, un relator especial?  Deberíamos examinar, asimismo, el papel político que puede jugar el Secretario General frente a situaciones de riesgo.

La OEA ha cumplido, sin duda, una función muy importante en el campo electoral y en la protección de los derechos humanos.  En el campo electoral ha desarrollado una enorme experiencia y ha venido ofreciendo incluso asistencia técnica a nuestros países para poder fortalecer esa parte de nuestras instituciones democráticas.  Pero hay muchas otras sobre las cuales creo que nosotros debemos interrogarnos cuál debería ser el papel de la organización regional.  

Este día hemos adoptado la decisión de formar un grupo de trabajo para que se reflexione a profundidad sobre el rol del sistema de protección de los derechos humanos.  Pero también deberemos reflexionar en el curso de este diálogo cómo podemos contribuir a fortalecer nuestros partidos políticos, qué podemos hacer para apoyar la modernización de nuestros poderes legislativos, cómo podemos fortalecer la participación de nuestra ciudadanía en aquellos asuntos de mayor trascendencia nacional, cómo puede la Organización coadyuvar a la protección de la libertad de expresión.  Son muchas las interrogantes que esta reflexión sobre el capítulo I de la Carta nos provoca.  

En conclusión, esta mañana quisiera decir que para Honduras el respeto de los elementos esenciales de la democracia contenidos sobre todo en el artículo 3, pero no limitados a ese artículo, dependerá, por un lado, de cómo cada uno de nuestros gobiernos cumpla con su obligación con respecto a su respectivo pueblo, y cómo la OEA, a nivel regional, será capaz de ayudar a nuestros gobiernos a fortalecerse y a ejercer sobre todo un rol de diplomacia preventiva que salvaguarde, en suma, el derecho fundamental de nuestros pueblos a la democracia.

Gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now recognize the Ambassador of Panama.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE PANAMÁ:  Muchas gracias, Presidenta.  

Antes de entrar en materia quiero celebrar, como lo han hecho todos, el éxito de la Asamblea General en El Salvador.  Quiero celebrar también la presencia en este recinto, y escuchar su primer discurso, del Embajador Hernández Alcerro, de Honduras.  Quiero celebran también el éxito de su presidencia al frente del Consejo Permanente, así como el advenimiento de Jorge Skinner-Klée como nuestro nuevo Presidente a partir de mañana.  Quiero celebrar también el que mañana se instale en este edificio, en los predios de la OEA, un busto del fundador de Acción Democrática, el ex Presidente de Venezuela Rómulo Gallegos.

Voy a entrar en materia, señora Presidente.  Aplaudo el que estemos tocando estos temas, pero yo no sé si será diplomático lo que yo voy a decir, yo siempre digo que no lo soy, voy a hablar como latinoamericano que trata de interpretar las necesidades de nuestro pueblo.  Y cuando escucho y leo con detenimiento la Carta Democrática, que en su primer párrafo nos dice que uno de los propósitos de la Organización de los Estados Americanos es promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto del principio de no intervención, me pregunto si muchas de las cosas que nosotros hacemos como países, y no voy a particularizar en nadie, es cumplir con la Carta Democrática.  

La Carta Democrática, a mi juicio, se viola a diario en muchos de nuestros países y nosotros como Organización debemos ser responsables, debemos ser quizás menos retóricos en encontrar las cosas buenas que hacemos y mirar las cosas que a veces con cierta hipocresía, y perdonen la expresión, nos hacemos la vista gorda cuando ocurren en nuestros países, y eso es doloroso.

Una definición de democracia nos indica que el gobernado, los pueblos, es el titular del poder de nuestros pueblos, el poder para ejercer esa democracia.  Sin embargo, aquella visión del gobernado como mandatario –primer mandatario, lo dice exactamente el título que se le otorga– no va de acuerdo con ese mandato porque, en ocasiones, se presenta una confusión muy grande.  El primer mandatario deja de serlo desde el momento en que quiere convertir el país en su feudo particular, en el de sus amigos, en el de su partido, donde no hay transparencia, menos rendición de cuentas.  No hay solidaridad entre nosotros para que todos respetemos una democracia en el real sentido de la palabra y duele decirlo, porque estamos en la obligación de protegerla y estimularla, no solamente en nuestros países, sino en el resto de nuestros países hermanos, lo cual se evita con aquello del cuento de la no intervención.

Ayer, en esta ciudad de Washington –me encanta ir a todos esos eventos donde se tratan los problemas de nuestros países– se tocó la libertad de expresión en un país sudamericano –no voy a mencionar su nombre– y los peligros y las tendencias hacia su control absoluto por el Ejecutivo de ese país.  Antes se trataba de controlar la televisión y la radio con aquello de que las frecuencias pertenecen al Estado.  Sin embargo, hoy ya, quizás con aquello de esa teoría que nunca he entendido ni voy a entender de lo que llaman algunos la dictadura mediática, también quieren controlar los medios escritos y la Internet, como se está dando en otros países en regímenes totalmente intolerantes a la libertad. 
Si vemos la Carta Democrática nos haremos y tenemos que hacer esta reflexión.  Reconocemos, por ejemplo, el derecho de los trabajadores de asociarse libremente, pero en muchos de nuestros países, o en algunos de nuestros países, seguimos poniéndole cortapisas a la libertad sindical.  

Decimos respetar los derechos humanos. Sin embargo, impedimos que los organismos de derechos humanos visiten nuestros países.

Decimos, y aquí lo vemos en la Carta Democrática, que debemos gobernar con transparencia en las actuaciones públicas, pero se coarta toda libertad de información cuando se trata de temas que deben ser del común conocimiento de los ciudadanos, como lo es la enfermedad de un presidente.  Todo es especulación, todo es cuento, y no se sabe nada.  Eso no es democracia y eso es violentar la Carta Democrática.  

Seamos sinceros.  Algunos de nosotros estamos violando –y soy inclusivo, se dan cuenta– a diario la Carta Democrática.  Somos varios.  Hagamos un acto de contrición porque lo estamos haciendo en forma sistemática y en forma sistemática estamos burlándonos de algo que es ley de nuestras repúblicas, como es la Carta Democrática y los principios allí encerrados.  

Se ha hecho cada vez más importante para los gobernantes mantenerse en el poder y no gobernar por el pueblo y para el pueblo, y se ha hecho cada vez más importante ese lucrar del poder, ese no tener límites para ejercer la democracia que el pueblo espera de nosotros.  Debemos autocriticarnos, queridos colegas.  Estamos faltándole a la democracia y, al hacerlo, estamos traicionando las ansias libertarias y de justicia de nuestros pueblos.  Después lo único que oiremos serán lamentaciones.

Muchas gracias.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Ambassador.  I now give the floor to the Secretary General.

El SECRETARIO GENERAL:  Muchas gracias, Presidenta. 

En realidad, había pedido la palabra antes de que lo hiciera el Representante de Nicaragua, pero, naturalmente, pido excusas por eso, generalmente trato de no competir en esto, y la verdad es que ha sido una discusión muy grata.  Quería decir solamente un par de palabras.

Creo que tal vez lo que a mí me pasa –y no lo creo un defecto– cuando escucho estas discusiones, es que les encuentro parte de razón a todos, me niego a encontrarles toda la razón a todos, o toda la razón a algunos porque, finalmente, el concepto de lo que estamos hablando aquí tiene que ver más bien, un concepto aristotélico, en realidad, es más la política que la democracia, pero creo que son relativamente equivalentes ambos.

Es que esta es una forma de gobernar y de tomar decisiones en sociedades complejas, en que no todo el mundo piensa igual.  Piensen ustedes que la política o una forma democrática de gobierno sería innecesaria si todos pensáramos igual.  Si todos pensáramos igual, pues elegimos al que tenga un coeficiente intelectual más alto y lo dejamos gobernar para siempre, porque, finalmente, no necesitamos ningún mecanismo, ningún dispositivo.

Sin embargo, como partimos de la base de que todos somos muy distintos, es que ideamos algún mecanismo que, por lo menos, garantice una cosa, el que las opiniones de todos van a ser respetadas y que si no se llega a consenso, pues tendrán que decidirse a través de los mecanismos que mayoritariamente funcionen.

Yo estoy de acuerdo cuando alguien dice que existe en algunos países una dictadura mediática, yo estoy de acuerdo.  Creo que la libertad de expresión la violan tanto los Estados que impiden que sus ciudadanos hablen como los que se apropian de todos los medios de comunicación o los que por desgracia en nuestra América salen a matar a los que dicen determinadas cosas, opinan algo o dan noticias que no les gustan, cosas que al menos ocurren en nuestra región todavía.

Cuando a mí se me dice que es necesario respetar plenamente a las organizaciones no gubernamentales, yo también digo que es necesario respetarlas plenamente.  Pero, también, cuando alguna organización no gubernamental dice que va a opinar a nombre del pueblo, yo digo:  “Bueno, pero si el pueblo elige a sus gobernantes, ¿para qué va a elegir a sus gobernantes si al pueblo lo van a representar la organizaciones no gubernamentales?”  Este es un problema complicado.

Lo único que realmente a mí me interesa es que en esta discusión saquemos como mínima conclusión que en una democracia las opiniones de todos son igualmente válidas y todas tienen algo de verdad y algo de falso y que nos tenemos que dar entonces un método en el que nos respetemos de buena fe, de buena fe, nuestro derecho a opinar y a disentir.  Eso es lo que a mí me preocupa.  Me preocupa cuando alguien dice que habla a nombre del pueblo, porque yo también soy el pueblo y a lo mejor no estoy de acuerdo con él.  O me preocupa cuando alguien dice que determinado grupo está contra la patria, porque yo soy parte de la patria y determinadamente en este momento nos gustaría encontrarle también algo de razón a ese determinado grupo.

El problema son las dicotomías y los absolutismos, no son las opiniones.  Creo que el problema está cuando, en nombre de algún principio que pueda considerarse superior, se buscan mecanismos para que la opinión o la visión de alguien en la sociedad no sea considerada.

Creo que los mecanismos de representación son mecanismos.  No creo que exista una mejor representación que otra, y lo digo porque creo que en algunos países ese riesgo se corre cuando el pueblo no participa, cuando la gente ni siquiera va a votar, cuando nadie da su opinión.  Los mecanismos pueden ser muy perfectos, pero la democracia no es demasiado representativa sin participación; eso es obvio.  Me alegro de que no se haga aquí tampoco el antagonismo entre representatividad y participación.  No creo que todo se pueda decidir por plebiscito en una sociedad compleja.  De alguna forma hay que recabar la opinión de las mayorías.  

El problema que a mí me salta es que de pronto estamos hablando de las mismas cosas, pero cuando argumentamos en torno a ellas, damos todos los ejemplos que nos conviene y no damos nunca los ejemplos que no nos convienen.

Creo, entonces, que cuando se dice que el pueblo tiene derecho a la democracia, lo que se está diciendo en definitiva es que el pueblo tiene derecho a participar en todas las decisiones que se adoptan en una sociedad de alguna manera que se establezca y parezca razonablemente satisfactoria para todos.  Que ninguna opinión va a ser desechada, que ninguna opinión va a ser rechazada y, sobre todo, que ninguna opinión va a ser castigada, y que a nadie se le va de impedir que la diga de ninguna manera.  

Si de buena fe lo hacemos así, todos los problemas tienen solución, siempre llega el día de la decisión, siempre llega el día de la elección y, felizmente, en nuestra América se ha demostrado que las mayorías pueden pasar a ser minoría y las minorías pasar a ser mayoría y eso es una gran cosa.  Siempre habrá un mañana en toda democracia y en el mañana cada uno puede aspirar a que sus opiniones sean respetadas.

En suma, me alegro mucho de tener esta discusión, pero ojalá siempre se diga, como ha dicho recién a un señor Embajador, “en mi opinión” las cosas son así; …;  “a mi juicio, habría que hacer lo siguiente…”’; “algunos opinamos que …”; no que diga que “el pueblo representado por él opina que…,”, “la patria representada por él opina que…”, o “todos los ciudadanos representados por él, opinan que…”.

Creo que hemos cumplido hoy día bastante con ese mínimo requisito y que, en la medida en que nadie ha pretendido, por así decirlo, decir que su verdad es toda la verdad que hay, esta discusión del resto de los capítulos puede ir por buen camino porque este es el capítulo de los principios.  Y el principio básico, fundamental, de toda democracia es que la gente que no piensa igual y que, por lo tanto, se buscan mecanismos para que las opiniones de todos puedan ser vertidas en la decisión final que se adopte.

Muchas gracias, Presidenta. 

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Secretary General.  The Delegation of Nicaragua has the floor.

El REPRESENTANTE ALTERNO DE NICARAGUA:  Thank you, Madam Chair.  

Brevemente, hubiera preferido hablar antes del ilustre Secretario General.
Fundamentalmente, quería compartir algunas reflexiones muy breves.  Hemos visto que ha sido un intercambio de posiciones, un diálogo en el cual obviamente hay puntos de vista encontrados, sobre el tema, de la democracia.  Hemos visto que en el caso de Nicaragua hay una evolución y desarrollo de la democracia hasta el punto en que nosotros concebimos no solo la democracia representativa, sino también una democracia participativa, con efectos y acciones concretas dentro del cual la población, la ciudadanía, tiene una participación directa en la acción y la conducción y dirección de las políticas públicas del Estado.  Estos son elementos novedosos dentro del esquema democrático.

Sin embargo, estamos hablando del tema de la democracia, tal como lo concibe el artículo 1 de la Carta Democrática Interamericana, que los pueblos de las Américas tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y de difundirla.  Pero si bien esto es un principio básico y una obligación de los Estados de promoverla, nuestra región está y sigue amenazada por la extrema pobreza, la inequidad, la exclusión y la desigualdad.

Adicionalmente, nuestras democracias tienen que enfrentar la narcoactividad, el tráfico ilegal de armas, la trata de personas, provocando afectaciones a la estabilidad política, la institucionalidad democrática y el desarrollo efectivo de políticas públicas.  Y esto ¿por qué?  Por el desvío de ingentes recursos materiales, económicos y humanos en estas tareas, recursos que podrían ser utilizados para combatir la pobreza, promover el desarrollo social.  Esta es una de las grandes dificultades que debe de tomarse en cuenta en el abordaje de esta problemática cuando se hace un análisis de esta naturaleza.  Y no solamente referirnos a los aspectos meramente superficiales de lo que habla la Carta Democrática Interamericana relativa al espectro político.

Existe una interacción entre democracia, respeto a la soberanía de los Estados, desarrollo, combate a la pobreza, a la inseguridad ciudadana y la protección de los derechos humanos.  Decimos que esta región obviamente es la más desigual del mundo, por ello es importante que el desarrollo de las políticas públicas deba estar encaminado a combatir precisamente estos elementos que están afectando y generando una serie de situaciones conflictivas en la región que son la exclusión y la desigualdad social.

Si uno empieza a revisar los diversos fenómenos existentes, el fenómeno de las pandillas, el fenómeno de las gangas, etcétera, en el fondo va a encontrar estos elementos que subyacen como substrato, como una cosa que fermenta en la existencia de este tipo de situaciones.

Nicaragua, como nación soberana, como nación libre, respetuosa del derecho internacional y de las relaciones pacíficas en todos los Estados, sí está en contra de la intervención y de la injerencia en los asuntos internos.
Estamos precisamente en contra de cualquier tipo de intervención sobre los Estados.  Nicaragua conoce en carne propia lo que es la intervención por parte de países extranjeros.  Nicaragua ha estado intervenida en numerosas ocasiones.  Estuvimos intervenidos en 1909, en 1912, en 1927, durante toda esa época Nicaragua tuvimos la presencia militar de tropas extranjeras, por lo que conocemos en carne propia lo que es eso.  Por lo tanto, de ninguna manera puede aceptar ningún tipo de intervención extranjera.  Y eso es un principio para nuestro país.

Obviamente, los elementos centrales que Nicaragua quiere rescatar en esta mañana, están relacionados con la naturaleza y propósito de esta Organización que no debemos olvidar.  Sobre todo luego de haber escuchado algunos planteamientos un poco aventurados, por parte del algunos Representantes de gobiernos.  Y sobre todo recordar que lo que habla el capítulo I de la Carta, en la Naturaleza y Propósitos, al establecer que los Estados Americanos consagran en esta Carta la organización internacional que han desarrollado para  lograr un orden de paz y de justicia, fomentar su solidaridad, robustecer su colaboración y defender su soberanía, su integridad territorial y su independencia.  Esta la naturaleza y propósitos de la OEA.
Se contempla también que la Organización no va a tener más facultades que aquellas que expresamente le confiere la Carta.  Ninguna de cuyas disposiciones la autoriza a intervenir en los asuntos internos de los Estados.  Y hemos escuchado planteamientos que van reñidos con la naturaleza, propósitos y principios de la Organización.  Entonces, solo hay dos preguntas.

Se quiere que la Carta Democrática Interamericana sea un instrumento, para fortalecer la democracia, y la cooperación entre los Estados o queremos utilizarla para desestabilizar aquellos Estados que no nos gustan.  Así de sencillo es el cuestionamiento.  Entonces vamos a meterles ingredientes, para ver cómo ese Estado que no me gusta lo desestabilizamos a través del poder Ejecutivo.
Y menos mal que estamos a ese nivel de discusión, que no se está siguiendo la práctica que en África del Norte se sigue.  Que allá se trata de imponer una democracia a través de bombas.  Hay una pandilla internacional lanzando bombas sobre Libia y obviamente en abierto desacato, y extralimitación de lo que fue el mandato de la ONU.

Retomo lo expresado por el Secretario General, en el sentido de que la buena fe debe de regir las relaciones de los Estados entre sí.  Yo creo que eso es un punto importante de partida, que entre nosotros haya y exista esa buena fe, destinada a fortalecer la cooperación, la coexistencia pacífica.
Obviamente van a haber puntos de vista encontrados y diferentes de ver las cosas, pero todos estamos de acuerdo en que debemos de fortalecer la democracia en nuestro hemisferio.  

Muchas gracias, señora Presidenta.

La PRESIDENTA:  Thank you very much, Nicaragua.  

Colleagues, there being no further requests for the floor, we have concluded the dialogue on Chapter I of the Inter-American Democratic Charter.  We have certainly had a rich exchange of views and reflections, and even some concrete proposals for future action on strengthening the implementation of the Charter.  The Secretariat has taken due note of them.  However, in order to properly inform the record of this meeting, the Secretariat intends to compile all the presentations that were made and to circulate them among us all, so I would kindly request that all delegations that made interventions kindly pass their written copies to the Secretariat as soon as you possibly can.  Thank you.
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DIÁLOGO SOBRE LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA:

CAPÍTULOS II, III Y IV


El PRESIDENTE:  Pasamos la consideración del tercer tema del orden del día.  Como es del conocimiento de las señoras y señores Representantes, el 4 de mayo de este año el Consejo Permanente inició el diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana para dar cumplimiento así a los mandatos contenidos en la resolución AG/RES. 2555 (XL-O/10) llamada “Promoción y fortalecimiento de la democracia:  Seguimiento a la Carta Democrática Interamericana”, así como a los mandatos reiterados por la resolución AG/RES. 2694 (XLI-O/11) del mismo nombre, aprobada por la Asamblea General en junio de este año, diálogo que continuó durante la sesión extraordinaria celebrada el pasado 29 de junio.


Las delegaciones recordarán también que las presentaciones realizadas el 4 de mayo fueron de carácter general, mientras que las presentadas durante la sesión del 29 de junio se centraron en el contenido del capítulo primero de la Carta Democrática.  

Corresponde ahora continuar el diálogo y, de conformidad con el orden del día acordado, las presentaciones harán referencia, idealmente, a cualquiera de los dos capítulos que siguen: segundo y tercero, y yo había puesto en la agenda del día que incluyéramos el cuarto.  Puede ser que no estén las delegaciones en posición de poder ventilar debidamente las posiciones sobre ese capítulo, en cuyo caso centraríamos la discusión del día de hoy sobre los capítulos II y III de la Carta Democrática.  He señalado la inclusión del capítulo cuarto en esta sesión porque su discusión estaba planeada originalmente para el 10 de agosto entrante, pero dicha sesión ha sido cancelada a solicitud de varias delegaciones, particularmente a la luz de que para ese momento muchos Representantes Permanentes estarían tomando un receso ordinario de verano.  Pero quiero indicar, nuevamente, que la inclusión de la consideración del capítulo cuarto en nuestra agenda de hoy no significa ni implica que no podamos abordar tal capítulo en la sesión del próximo 31 de agosto.  

En consecuencia, proponemos incluir en el orden del día de la sesión del 31 de agosto la continuación de las consideraciones sobre el capítulo cuarto, si acaso hoy no pudiéramos concluir su consideración.


También queda entendido que si la temática exige más sesiones, esta presidencia no dudará en agendarlas, a fin de que las honorables delegaciones tengan oportunidad de presentar sus puntos de vista respecto a la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.


Con el acuerdo de ustedes iniciaríamos entonces las presentaciones de hoy y ofrezco la palabra, en primer lugar, a la distinguida Representación de Honduras.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE HONDURAS:  Gracias, señor Presidente.  Señor Secretario General, señor Secretario General Adjunto, señores Representantes Permanentes, señores Observadores, señoras y señores:


Mis reflexiones en este día van a versar sobre los tres capítulos que tenemos frente a nosotros pero voy a dejar con la Secretaría, por escrito, mis observaciones sobre los capítulos II y III para que sean adjuntadas como un anexo del acta correspondiente de la presente sesión, con el propósito de no alargar esta participación más allá de lo debido.
/ 


Simplemente quisiera decir o puntualizar algunas cosas en relación con el capitulo segundo.  No quisiera dejar de señalar que este capítulo tiene un contenido particularmente importante porque reconoce que democracia y derechos humanos son consustanciales y que para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y de los derechos humanos es indispensable la democracia.


En segundo lugar, quisiera destacar en relación con el artículo 9, la importancia que para nosotros tiene ese llamado y ese compromiso a la eliminación de toda forma de discriminación.  Este es un principio que debe ser observado fundamentalmente por toda democracia.


Para Honduras la tolerancia es indispensable y sin ella no puede existir realmente respeto a los derechos humanos.  De la misma manera que no se puede concebir la existencia de un sistema democrático que mantenga grupos marginados, con derechos limitados o excluidos de ellos.  Y es, precisamente, en reconocimiento de esta situación que el Gobierno del Presidente Porfirio Lobo Sosa ha creado un Ministerio de Pueblos Indígenas y Afrodescendientes como un reconocimiento a las particularidades de estos grupos y a la necesidad de darles instrumentos adicionales para hacer valer sus derechos.  

Este Ministerio, por su naturaleza y características es el primero que se crea en el mundo.  Esta demostración del Gobierno hondureño de la importancia que tiene la tolerancia dentro de una democracia, quedará igualmente plasmada con la próxima celebración en La Ceiba, Honduras, de la Primera Cumbre Mundial de los Pueblos Afrodescendientes, del 18 al 21 del presente mes de agosto y en atención a la resolución 64/169 de la Organización de las Naciones Unidas que declaró 2011 Año Internacional de los Afrodescendientes.  Naturalmente, están invitados a participar todos los países representados en esta Organización continental y las asociaciones civiles que así lo deseen.


En tercer lugar, y vinculado con este tema de la discriminación, quisiera señalar que es notoria la ausencia en el capítulo segundo de la Carta Democrática de una disposición que trate sobre los derechos de los migrantes en el territorio de los países del Continente.  Honduras considera que independientemente de la potestad de cada Estado de regular las condiciones de ingreso a su territorio, la Carta debería contener la obligación de todos los Estados americanos de proteger los derechos humanos de los migrantes, particularmente el derecho a la vida, el derecho a su seguridad personal y el derecho a no sufrir discriminación de ninguna naturaleza.


Quisiera pasar ahora, señor Presidente a dos temas particulares del capítulo cuarto.  Quisiera referirme a los artículos 17 y 18 del capítulo cuarto, referentes al fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática.  

Creo, naturalmente, que debería ser objeto este tema tan importante de una jornada especial de análisis, dada su complejidad y relevancia, pero hoy desearía referirme únicamente a algunos aspectos esenciales sobre los que creo vale la pena recapitular con la expectativa, como usted lo ha anunciado, señor Presidente, que en la próxima reunión de este Consejo podremos desarrollar algunas de estas ideas.


Sobre el artículo 17 quisiéramos hacer notar el gran vacío que se genera al autorizar únicamente “al gobierno de un Estado Miembro” para recurrir al Secretario General o al Consejo Permanente a fin de solicitar asistencia para al fortalecimiento y la preservación de la institucionalidad democrática.  

¿Qué debemos entender por “gobierno de un Estado Miembro”?  ¿Debemos entender únicamente el poder ejecutivo, o también los demás poderes y órganos de control del Estado?  Si “gobierno” se refiere únicamente al poder ejecutivo, cabe preguntarse: ¿qué recursos tienen los demás poderes y órganos del Estado frente a los riesgos de un poder ejecutivo que, alejado de su papel institucional, pueda poner en riesgo el proceso político democrático o el legítimo ejercicio del poder por parte de los demás poderes u órganos del Estado?


La OEA es una Organización de Estados.  No es una Organización de Gobiernos.  La OEA es, además, una Organización de Estados democráticos.  Por lo tanto, estas preguntas no son baladíes.  Son de la esencia misma de la preservación de la institucionalidad democrática en nuestros países.


Pensamos que la Carta debe ser aclarada en el sentido que “gobierno” incluya todos los poderes del Estado, los órganos electorales y de control del mismo, establecidos por cada país de acuerdo a su legislación nacional.  O, en su defecto, tendríamos que modificar la redacción del artículo 17 para incluir a estos de manera expresa.


El artículo 18, por su lado es, según nuestro criterio, muy limitante a las gestiones del Secretario General, ya que de acuerdo al mismo, se necesita “consentimiento previo del gobierno afectado”.  Este artículo erige, a nuestro juicio, una gran barrera para las gestiones preventivas que pudiera ejercitar el Secretario General, quien debería tener la facultad de visitar los países miembros o enviar delegados en gestiones diplomáticas reservadas, amistosas e imparciales.  Consideramos que el Secretario General debe ser el actor político por excelencia que represente la colectividad de Estados y debe tener la autoridad y la flexibilidad que le permitan hacer contactos con todas las partes interesadas para conocer, de un lado, personalmente la situación, y de otro, abrir los canales de comunicación entre las partes y la Organización o entre las partes entre sí.  Escuchar y acercar posiciones, proponer avenidas de entendimiento y solución deben ser tareas que nuestros Estados deben apoyar para que sean ejecutadas por el Secretario General.


Estimamos que es un defecto fundamental de la Carta Democrática no utilizar todo el potencial diplomático del Secretario General.  Se requiere que reconozcamos que su posición encarna los principios y objetivos de la Organización y que por lo tanto sus gestiones no pueden considerarse en ningún momento ni inamistosas ni intervencionistas.  Una muestra de ello sería el levantamiento de la barrera establecida por este artículo 18 de que se requiere una autorización previa del gobierno afectado o, en su caso, que el Secretario General solo puede actuar con autorización del Consejo Permanente.  Esta autorización no debería ser necesaria, a menos que uno u otro hicieran ver que no desean que se ejerzan tales gestiones, en cuyo caso cabría hacer una solicitud formal.  Fortalecer el rol político y flexibilizar los procedimientos para dejar que el Secretario General juegue un mayor papel deberían ser parte de la puesta en marcha de mecanismos de diplomacia preventiva por parte de la OEA.


La Carta Democrática es, a nuestro juicio, en este sentido muy rígida, demasiado solemne y jerarquizada y, en tal sentido, casi que obliga a la OEA a tomar decisiones de graves consecuencias frente a situaciones que pudieran resolverse por gestiones diplomáticas menos dramáticas como lo son, y cito: “la apreciación colectiva de la situación”, o decisiones de gran envergadura, y cito: “dirigidas a la preservación de la institucionalidad democrática y su fortalecimiento”.


Nada debería impedir que las gestiones políticas del Secretario General fueran acompañadas por gestiones igualmente discretas y amistosas de países, con particular interés en evitar situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder.

Otra consideración en el sentido de minimizar estos riesgos es la contribución que la OEA podría hacer para discutir los distintos mecanismos que los Estados Miembros debemos considerar dentro de nuestras propias estructuras legales e institucionales para resolver los conflictos entre poderes del Estado y aquellos de carácter institucional que pudieran afectar el proceso político democrático o el legítimo ejercicio del poder y los esfuerzos, además, que se pueden hacer por parte de la OEA en conjunción con los Estados Miembros para evaluar los mecanismos y las leyes existentes, así como los casos exitosos de resolución de este tipo de conflictos.


También creemos que es necesario reflexionar sobre cómo fortalecer la capacidad de la Organización para hacer un seguimiento metódico de las condiciones básicas del ejercicio efectivo de la democracia en nuestros países, estableciendo cuáles deben ser los temas y cuáles deben ser los parámetros para crear una especie de barómetro democrático de las Américas.


Para finalizar, deberíamos discutir también entre nosotros con mayor detenimiento si requerimos de un relator especial que pudiera acentuar ese rol preventivo de la OEA o si el mismo sería ejercido únicamente por el propio Secretario General dentro de las atribuciones que hemos sugerido anteriormente.


En conclusión, la Delegación de Honduras estima que la OEA debe desarrollar el contenido de la Carta Democrática hacia formas más abiertas de invocación de su accionar por parte de los distintos poderes, órganos electorales y de control del Estado; un rol político flexible, imparcial y acentuado del Secretario General para prevenir crisis; un papel de mayor cooperación de la Organización de los Estados Americanos para desarrollar sus mecanismos legales e institucionales internos de defensa y preservación de la democracia.  Estos cambios, señores Representantes Permanentes, señor Presidente, podrían resultar en una Carta Democrática Interamericana más preventiva, más constructiva y menos punitiva de la que tenemos actualmente.


Muchas gracias, señor Presidente.


El PRESIDENTE:  Gracias a usted por sus interesantes comentarios, señor Embajador.  Tiene la palabra el distinguido Representante Permanente del Perú, el Embajador de Zela.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL PERÚ:  Muchas gracias, Presidente.


Esta es una muy breve intervención en nombre de los países miembros de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) para informar que las delegaciones del Grupo ALADI no están en condiciones de referirse en el debate del día de hoy al capítulo cuarto.  En ese sentido coincidimos con usted, señor Presidente, en el sentido de que la oportunidad para hacerlo será en la sesión del día 31 de agosto.  Más aún, pensamos que dada la importancia del tema, la sesión del día 31 debería ser una sesión tal vez más larga y dedicada exclusivamente al capítulo cuarto.  Y así lo proponemos, señor Presidente.  

Muchas gracias.


El PRESIDENTE:  Gracias, señor Embajador.  Vamos a tomar nota de su petición.  Entiendo que reúne la solicitud de once países, al hacerlo así en nombre y representación de los países miembros de ALADI, y estaremos por atender esa petición.  Esta presidencia no tiene ningún impedimento para que la sesión del 31 de agosto pudiera ser doble —matutina y vespertina— y vamos a hacer los arreglos para que así pueda ventilarse el tema con toda la justicia y serenidad que necesita.


Habida cuenta de lo anterior, pregunto si habría más intervenciones respecto del capítulo II o III de la Carta.  La distinguida Embajadora Lomellin, Representante Permanente de los Estados Unidos, tiene el uso de la palabra.

La REPRESENTANTE PERMANENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS:  Thank you very much, and good morning to you all!

Mr. Chairman, Chapters II and III of the Inter-American Democratic Charter, which we are considering today, cover what my government sees as some of the most critical issues that we face in the world today—human rights, development, and combating poverty—all of which pose challenges but also opportunities for us all.

Chapter II of the Charter starts by promoting democracy as a form of government in the strongest possible terms: “democracy is indispensable.”  It goes on to state that democracy is indispensable “for the effective exercise of fundamental freedoms.”  The Charter is, in some ways, an explanation of our greatest hopes and aspirations.  No member state of the Organization of American States can be presumed to have the perfect democracy; neither can we state that one democracy has the answers for the others.  Our freedoms and the degree to which we are encouraging the exercise of fundamental freedom in each of our countries must be interpreted in the light of our unique cultures and histories.  

This, however, cannot be an excuse for denying or impeding the exercise of individual freedoms.  One of the more salient aspects of democracy is the degree to which the individual freedom of each person is the reflection of the individual freedoms of the whole.  If, for example, freedom of assembly is inhibited for one person, it is obviously inhibited for all.  If freedom of expression is inhibited for my neighbor, I do not get the benefit of his views, and my own freedom is inhibited.  I then live with the danger that my freedom of expression may be curtailed if and when I choose to speak out against authority.

It is important to recognize that society’s freedom is the summation of the individual’s freedom because the individual’s freedom reflects that of society.  This is a wonderful idea, widely agreed to in concept but difficult to put into practice because government inevitably sees those who criticize it as having an excess of freedom while the government itself must be more limited.  In other words, the democratic field is unbalanced in favor of the citizen.  Governments and those who lead them cannot exercise the same freedoms as they perform their official duties.  

Individuals must be free to criticize their governments, even if harshly.  They must be free to accuse their governments, even if the accusations have little merit.  Governments do not have the freedom to accuse citizens, however.  Democratic governments are bound to protect and defend the rights that the governments themselves do not have.  As long as there is no incitement to violence, the open discourse in the public plaza must be left unfettered.

To imprison, intimidate, or prosecute people who accuse political leaders of improper behavior is to threaten not only freedom of speech, but the basis upon which democratic governments are chosen, since, without unfettered discourse, it is impossible for the people to make a free decision on who should lead them.  

Freedom of expression and freedom of the press are among the fundamental freedoms without which no democracy can be fully functional.  We, as an organization, seeking to implement the Inter-American Democratic Charter, must reject any interference with those fundamental freedoms as an erosion of, if not as an assault on, democracy.

Chapter II of the Charter clearly states:  “The elimination of all forms of discrimination contributes to the strengthening of democracy and citizen participation.”  

The Inter-American Commission on Human Rights (IACHR) has taken important steps in this regard by focusing on individual rights.  The work plan on the rights of lesbian, gay, bisexual, and transgender (LGBT) persons is an example. 

In April, President Obama announced his support for the creation of a Special Rapporteur on LGBT to implement this work plan and proactively address the needs and concerns of a community that has traditionally been voiceless.

Our foreign ministers also took the important step of passing a resolution on this topic at the forty-first regular session of the General Assembly, further strengthening the commitment of the OAS to protecting the rights of the LGBT community.  

This is just one example of how the work of the OAS and its support for the Democratic Charter can help member states work towards their goal of developing strong and vibrant democratic societies that respect the rights of all people, including those who are marginalized or historically ignored groups.  Another example would be the resolutions on freedom of expression and freedom of association, and the mandate of the General Assembly to the Permanent Council to follow up on these issues.

Chapter II of the Charter also outlines a key role that the Inter-American Commission and the Inter-American Court of Human Rights play in the larger inter-American system by stating that “any person or group of persons who consider that their human rights have been violated may present claims or petitions to the inter-American system.”  The Commission is a powerful tool that gives the citizens of the Hemisphere an additional avenue for addressing perceived violations of their human rights once domestic remedies have been exhausted.

Right now, we are engaged in a process of reflection on how to strengthen the role of the Inter-American Commission on Human Rights.  This is an important process and one that we hope will lead to a more influential and vital commission.

On integral development and combating poverty, the Charter plainly states that democracy and social and economic development are interdependent and mutually reinforcing.  Open societies tend to be more prosperous by their very nature because they afford all an opportunity to work toward their own betterment.  They afford all an opportunity to pursue their own dream.  

Open societies, by their nature, also require that each member of society take responsibility for his or her own welfare while the society provides opportunities for those who are less fortunate.  However, in the real world, we all know that opportunity is not given to all equally.  Our goal should be to assure that every child has a chance to aspire to work towards his or her own dreams without restrictions based on race, gender, religion, or any other factor not related to a person’s ability.

This is the message of Chapter III of the Charter.  Our progress towards this goal has been halting, however.  Evidence of discrimination based on gender is still pervasive throughout our region.  The problems of race are all too obvious to require detailing, but issues related to equality of opportunity for indigenous people and afro-descendants are obvious to anyone who makes even the most superficial tour of our hemisphere.  Discrimination based on sexual orientation is an issue that we only now have begun to address.  

These issues clearly affect our progress toward a more prosperous hemisphere because discrimination, by definition, affects the productivity of large swaths of the population.  It retards full participation in the economic and political life of the country, thereby suppressing the ability of large segments of the population to contribute to their own welfare.

In recognizing the interdependent and mutually reinforcing nature of democracy and development, the Charter recognizes the need to address poverty and inequality so that they do not act as hindrances to democratic consolidation.  As the Charter correctly points out, illiteracy and low levels of human development are a critical component of this problem, and education is an essential part of the solution.  As Secretary Clinton said during her recent visit to Guatemala for the Central American Integration System (SICA) International Conference of Support for the Central American Security Strategy:

Education is the best way to empower citizens to take their own destinies in hand.  Education is perhaps the best tool that we, the nations of the Hemisphere, can employ to fend off autocrats and ensure that active democracy continues to be the norm throughout the Hemisphere.

Finally, it is clear that democracy survives fitfully in the midst of poverty and flourishes as people are given opportunities to succeed, but prosperity in the midst of authoritarian or antidemocratic governance is unsatisfying prosperity.  If universal human aspirations to be free are left unfulfilled, no amount of prosperity can be fully satisfying.  

Thank you very much.


El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señora Embajadora, por sus reflexiones, y tengo el gusto de darle la palabra al Representante Alterno de la distinguida Representación del Brasil.

El REPRESENTANTE ALTERNO DEL BRASIL: Obrigado, Senhor Presidente. Minha Delegação vai se referir aos artigos 2 e 3 da Carta.  

Nas declarações emanadas das duas últimas assembléias gerais da OEA, os chanceleres dos Estados membros reiteraram o reconhecimento de que a paz, a segurança, a democracia, os direitos humanos, o desenvolvimento e a cooperação são os pilares do Sistema Interamericano, vinculam-se entre si e reforçam-se mutuamente.

Os capítulos da Carta Democrática Interamericana, hoje objetos de consideração, realçam a inter-relação da democracia com os direitos humanos, o desenvolvimento integral e o combate à pobreza. Especificamente, põem em relevo que ações em favor da democracia têm impactos positivos sobre os direitos humanos e o desenvolvimento, e que da mesma forma, avanços em matéria de direitos humanos e desenvolvimento contribuem para reforçar a democracia.

Quando se observa a evolução das democracias nas Américas por esse enfoque abrangente, pode-se dizer que um dos seus principais desafios reside na melhoria dos níveis de desenvolvimento integral que contribuam para ampliar a inclusão social e aperfeiçoar a cidadania. Os contornos de tais desafios foram bem expressos pela Presidente Dilma Rousseff em recente mensagem ao Congresso. Passo a citá-la.

Para que a democracia seja exercida plenamente por todos, todos precisam ter oportunidades reais de crescimento pessoal, todos precisam ter assegurados – não apenas na letra da lei, mas no dia-a-dia – os seus direitos básicos de alimentação, moradia, emprego digno, educação de qualidade, acesso à saúde e cultura.

O nosso governo, este Parlamento, as instituições do Estado de Direito, a sociedade em geral têm a responsabilidade de ampliar e aprofundar a democracia, começando por aquela que é nossa missão mais básica: erradicar a pobreza extrema do país.

Fim da citação.

No âmbito da OEA, tal desafio realça a importância de dar cumprimento ao artigo 14 da Carta Democrática, pelo qual os Estados acordam examinar periodicamente as ações adotadas e executadas pela Organização destinadas a fomentar o diálogo, a cooperação para o desenvolvimento integral e o combate à pobreza no Hemisfério, e tomar as medidas oportunas para promover esses objetivos.

Atentos a tal imperativo, os Estados membros reiteraram nas declarações das duas últimas assembléias gerais da OEA, o compromisso em favor da cooperação hemisférica para o desenvolvimento integral e o combate à pobreza.

O Brasil considera, nesse contexto, que se deveria enfatizar cada vez mais a vertente de troca de informações e experiências sob o pilar de desenvolvimento da OEA, de tal forma que os Estados membros se possam beneficiar mais amplamente das lições acumuladas na região na luta pelo desenvolvimento e contra a pobreza, em espírito de respeito para as circunstâncias específicas de cada país.

Da mesma forma, outra maneira de a OEA lidar proativamente com o nexo democracia-desenvolvimento está na conclusão das negociações da Carta Social das Américas, que pode ser vista como complemento da Carta Democrática. Os compromissos que se deseja consagrar na Carta Social traduzem precisamente a aspiração de que, livres da exclusão social, da pobreza extrema e da discriminação e com acesso à saúde, cultura, moradia e alimentação, os cidadãos possam adquirir melhores condições para tomar parte do debate e das decisões sobre as questões públicas relevantes. Esperamos assim que a redação da Carta Social seja concluída até o final do corrente ano.

Em matéria de direitos humanos, a Carta Democrática faz referência específica ao tema da discriminação e da intolerância. É o reconhecimento de que a discriminação e o preconceito também constituem obstáculo à plenitude democrática, de que o exercício da democracia é incompatível com a existência de grupos marginalizados.

Por isso, o Brasil apóia a adoção de instrumento vinculante de caráter regional na matéria. Pode-se debater sobre a conveniência de ser criada uma convenção específica sobre o racismo ou um texto mais abrangente sobre todas as formas de discriminação, mas é fundamental que continuemos a avançar na criação de instrumentos dessa natureza.

A Carta também destaca a importância da luta pela igualdade de gênero, tema de especial importância para o Brasil. O Governo da primeira presidenta da história do Brasil confere prioridades ao tema da promoção da participação da mulher nos espaços democráticos de poder. 

Desde sua posse, a Presidente Dilma Rousseff anunciou sua intenção de intensificar os esforços do Governo brasileiro de promover o fortalecimento do papel da mulher na sociedade brasileira, enfatizando a perspectiva de gênero em todas as políticas sociais conduzidas pelo Governo Federal. 

Ademais, o Brasil tem buscado reforçar o debate interno sobre a necessidade de reforma do atual sistema de cotas para preenchimento de vagas em cargos eletivos por mulheres. No que tange à seleção de seu Gabinete, a Presidente nomeou dez mulheres para chefiar ministérios, em um total de 37, número igualmente inédito no Brasil. 

Assim, para o nosso país é fundamental inserir a questão do fortalecimento da mulher no debate sobre a democracia nas Américas. Apenas com uma participação ativa e em condição de igualdade das mulheres no jogo democrático é que podemos afirmar que nossos governos representam, de fato, conjugação de interesses diversos e plurais de nossas sociedades.

Senhor Presidente, concluindo, a Carta Democrática encerra, portanto, enfoque abrangente da democracia e a existência de capítulos específicos sobre direitos humanos e desenvolvimento integral e combate à pobreza é manifestação concreta desse enfoque, já que a democracia não aparece limitada à realização de eleições regulares e ao exercício de direitos civis.

Se o fortalecimento democrático exerce impacto positivo sobre os direitos humanos e o desenvolvimento, está claro também que a democracia passe igualmente pela promoção dos direitos humanos e o desenvolvimento com justiça social. Trata-se de noção que confere dimensão mais ampla às ações em cada um dos pilares da OEA, e reforça a importância de que se avance de forma equilibrada em cada um deles, e de que a questão democrática não seja debatida de forma isolada.

Muito obrigado.


El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señor Representante.  Tengo el gusto de ofrecerle la palabra al distinguido Representante Permanente de Haití, el Embajador Duly Brutus.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE HAITÍ: Merci Monsieur le Président.


Je voudrais d’abord vous remercier pour ce débat aujourd’hui autour de la Charte démocratique.


Ce matin notre Mission aimerait dire quelques mots sur les trois (3) chapitres:  chapitre II, chapitre III et chapitre IV et vraiment en quelques mots pour vous dire nos réflexions et nos réactions.


D’abord en ce qui concerne le chapitre 2, qui met l’accent sur la démocratie et les droits de la personne, nous estimons que les liens d’interdépendance établis entre le concept de démocratie et celui de la défense des droits individuels apparaissent comme un élément d’enrichissement des autres instruments des droits de la personne, telle que la Déclaration universelle des droits de l’homme des Nations Unies et la Déclaration américaine des devoirs et des droits de l’homme de l’OEA.


Conscient de l’importance pour la région de mettre sur pied des institutions stables et démocratiques en vue de protéger efficacement les droits et intérêts de ses citoyens, notre Mission tient à réaffirmer en la circonstance son attachement aux principes d’autonomie et d’indépendance de la Commission interaméricaine des droits humains dans le cadre des dispositions que nous souhaitions mettre en œuvre pour son renforcement.


En ce qui a trait au chapitre II de la Charte démocratique qui est consacré au développement intégré et à la lutte contre la pauvreté, nous tenons à souligner que malgré un climat d’essoufflement de l’économie de certaines puissances, nous sommes aujourd’hui réconfortés de voir, selon le dernier rapport de la CEPALC, que de nombreux pays de la région vont accuser à la fin de l’année 2011, un taux de croissance de 4.7.


Il va sans dire que plusieurs pays de la région ont su profiter des vertus de la stabilité démocratique pour mener avec succès une politique de restructuration de leur économie.


Ceci nous amène à reconnaître que d’autres pays ont des efforts énormes à faire pour raffermir leur structure économique, améliorer leur système éducatif, en vue de faciliter la mise en œuvre d’une politique de coopération régionale qui soit à même de réduire les inégalités sociales qui existent aujourd’hui dans la région des Amériques.  D’autant que la démocratie et le développement économique et social sont interdépendants et se renforcent mutuellement. 


Quant au chapitre 4, j’éviterai de faire un débat.  C’est peut-être le chapitre qui m’a demandé un long débat au sein de cette Organisation, car il met l’accent sur les voies et moyens pour arriver au renforcement et à la préservation de la démocratie institutionnelle.  J’éviterai d’entrer ce matin dans ce débat, mais toutefois je tiens à souligner qu’en cas de rupture de l’ordre démocratique dans la région, nous nous permettons d’encourager les différentes structures de notre Organisation à  faire montre d’une plus grande sérénité dans la manière d’aborder les crises, les situations de crise institutionnelles.


Nous devons réfléchir ensemble sur les meilleurs mécanismes à mettre en œuvre pour prévenir de potentielles crises institutionnelles dans la région.  Et je voudrais dire que je me retrouve dans plusieurs points qui ont été avancés par l’Ambassadeur du Honduras en disant que les marges de manœuvre du Secrétaire général sur le plan diplomatique sont trop limitées en cas de crises institutionnelles dans cette région.  Donc je pense que c’est extrêmement important pour nous d’y réfléchir là-dessus.


Et deuxièmement, il y a une question que j’ai tendance à poser souvent en réunion et non pas au sein du Conseil permanent, mais dans les réunions de Groupes, j’ai toujours eu le sentiment que cette Organisation est avant tout l’expression des gouvernements de la région et non pas l’expression des États de la région.  Et c’est là que je me retrouve tout à fait dans la préoccupation qui a été exprimée par l’Ambassadeur du Honduras. Il est important aussi qu’on fasse un effort pour que les autres institutions dans un pays dans la région soient aussi prises en compte au sein de cette Organisation.


Merci.

El PRESIDENTE:  Je vous remercie, Monsieur l’Ambassadeur.  Tiene la palabra la distinguida Representante Alterna de la República Dominicana.


La REPRESENTANTE ALTERNA DE LA REPÚBLICA DOMINICANA:  Señor Presidente, agradecemos la convocatoria a esta sesión ordinaria del Consejo Permanente para considerar los capítulos II, III y IV de la Carta Democrática Interamericana.  Este diálogo, sin dudas, es un aporte a la búsqueda de interpretaciones comunes de aquellos aspectos que han generado diversidad de enfoques en la aplicación de la Carta Democrática.  

Mi Delegación desea hacer unas breves reflexiones sobre cada uno de los capítulos de la Carta, objeto de consideración en esta mañana.


El capítulo segundo sobre democracia y derechos humanos reafirma el vínculo entre democracia, derechos humanos y libertades fundamentales, con lo cual queda claro que la democracia garantiza el ejercicio efectivo de estos últimos.  El vínculo al que nos referimos quedó claramente plasmado en el preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuando los Estados signatarios de la misma declararon que su propósito es consolidar dentro del cuadro de las instituciones democráticas un régimen de libertad personal y justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre.  

La vida en democracia ha otorgado a nuestros ciudadanos espacios sociales y políticos en los que estos pueden ejercer de forma plena sus derechos fundamentales, como son el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal, el derecho a la libertad personal, a la libertad de conciencia y religión, a la libertad de expresión y pensamiento, entre otros derechos y libertades no menos importantes.


En este Capítulo II, la Carta Democrática destaca el mecanismo de protección de derechos humanos que establece el sistema interamericano para los casos en que se aleguen violaciones a los derechos humanos de personas o grupos de personas.  En el artículo correspondiente a este tema se evidencia igualmente el vínculo del que ya hemos hablado, al otorgárseles a los ciudadanos de las Américas una herramienta que les sirva para hacer valer sus derechos y libertades consagrados en los instrumentos jurídicos interamericanos en materia de derechos humanos para ejercer acciones propias de la vida en democracia.


Nuestra Delegación considera que es oportuna la consideración de este tema al coincidir con el proceso de reflexión que adelanta el Grupo de Trabajo Especial para el Fortalecimiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Al mismo tiempo, deseamos destacar la reafirmación de los Estados Miembros en la Carta Democrática sobre nuestra intención de fortalecer el sistema interamericano de derechos humanos para la consolidación de la democracia en el Hemisferio.


En este punto deseamos destacar un tema al que hace referencia el Secretario General en su informe del 11 de abril del presente año, en relación a la labor de promoción que corresponde a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), de conformidad con la Convención Americana.  Como parte de este proceso de fortalecimiento, consideramos necesario buscar mecanismos que permitan que la labor de promoción de la CIDH se fortalezca y, en particular, el trabajo de asesoría que presta este organismo a los Estados, cuando estos lo requieran, en los procesos de reformas legislativas e institucionales, así como en otros aspectos vinculados a la promoción y respeto de los derechos humanos en los Estados Miembros.


Señor Presidente, respecto al capítulo tercero de la Carta Democrática sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza, la República Dominicana otorga una gran importancia al compromiso establecido en el artículo 12 para adoptar e implementar todas las acciones necesarias para la creación de empleos, la reducción de la pobreza y la erradicación de la pobreza extrema, así como la necesidad de lograr una mayor cohesión social y un mayor nivel de desarrollo humano.


En su artículo 14 la Carta Democrática establece que los Estados Miembros acuerdan examinar periódicamente las acciones adoptadas y ejecutadas por la Organización para promover el diálogo, la cooperación para el desarrollo integral y el combate a la pobreza en el Hemisferio.  En este sentido, valoramos los trabajos que ha venido realizando el Grupo de Trabajo para el Fortalecimiento del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral, así como el reinicio de los programas del Fondo Especial Multilateral de dicho Consejo.


Sobre el capítulo cuarto relativo al fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática, la Delegación dominicana considera que es necesario tener más constancia respecto a la evaluación de situaciones críticas para prevenir el agravamiento de situaciones que puedan conducir a una ruptura institucional del orden democrático.


Por último, aspiramos que este diálogo que llevamos a cabo en el Consejo Permanente y la reunión conmemorativa del décimo aniversario de la Carta Democrática Interamericana, que se celebrará en Chile el próximo mes de septiembre, arriben a conclusiones que nos sirvan para hacer más efectiva la aplicación de dicho instrumento.


Muchas gracias.


El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señora Representante.  Tiene la palabra el distinguido Representante Interino de México.


El REPRESENTANTE INTERINO DE MÉXICO:  Gracias, señor Presidente.


Este dialogo que tenemos el día de hoy es de la mayor trascendencia pues nos permite reflexionar sobre los avances y retos pendientes en torno a lo que la Carta Democrática Interamericana identificó como dos pilares fundamentales de una democracia efectiva: la promoción y protección de los derechos humanos y el desarrollo integral y el combate a la pobreza.


En los últimos diez años México ha brindado especial impulso a una política de pleno compromiso con los derechos humanos a nivel nacional e internacional.  Esta política reconoce la importancia de sostener un diálogo formal y constructivo con los organismos internacionales para la consolidación de una cultura de pleno respeto a los derechos humanos en el país.  Por ello, México decidió hacerse parte de todos los instrumentos internacionales de derechos humanos y acepta la competencia de todos los mecanismos y órganos que ahí se establecen, así como mantiene una invitación abierta para que realicen visitas al país.


Asimismo, desplegamos una labor diplomática comprometida con la consolidación de las instituciones internacionales de promoción y protección de los derechos humanos.  A nivel regional esta política ha implicado reconocer, como lo establece la Carta Democrática, la necesidad de fortalecer el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, para lo cual México anualmente ha realizado contribuciones voluntarias a la Comisión y a la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Hemos recibido visitas de diversos relatores de la Comisión.  Damos seguimiento a sus recomendaciones y establecemos los mecanismos para el cumplimiento de las sentencias.


Con esta convicción, México participa actualmente de manera activa y comprometida en el grupo de trabajo establecido por el Consejo Permanente para que, en el marco del pleno respeto a la autonomía e independencia de la Corte y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, se estudien alternativas para el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos.


El Gobierno de México también ha promovido iniciativas tendientes a dar un impulso político a temas tan relevantes como es el reconocimiento y protección de la labor de las defensoras y defensores de derechos humanos, el respeto de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo, así como el respeto de los derechos humanos de los migrantes, de los desplazados internos y de las personas privadas de su libertad, entre otras prioridades.


Asimismo, hemos participado activamente en las negociaciones de una declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas y de un instrumento para combatir el racismo y la discriminación.


A nivel nacional, en los últimos diez años hemos articulado importantes reformas legales a fin de asegurar la adopción e implementación de políticas públicas inclusivas con plena consideración de la transversalidad de la equidad de género y que eviten cualquier tipo de discriminación.  En esta oportunidad quiero destacar la promulgación el pasado 9 de junio de una reforma constitucional de amplia envergadura en materia de derechos humanos.  Con esta reforma se incorporaron como garantías constitucionales todos los derechos establecidos en los instrumentos internacionales de los cuales México forma parte y se prevé que todas las autoridades tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, independencia, indivisibilidad y progresividad.


Señor Presidente –conviene reiterarlo– la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente.  De ahí la importancia de nuestro compromiso colectivo con la creación de empleo productivo, con la reducción de la pobreza y la erradicación de la pobreza extrema, con la preservación y el manejo adecuado del medio ambiente, con la educación de calidad al alcance de todos y, en suma, con el desarrollo humano sustentable, en la acepción más amplia, en un marco de cohesión social.  No podemos cejar en este empeño.  Por ello, nuestro Plan Nacional de Desarrollo actualmente en ejecución integra como ejes rectores el Estado de Derecho y seguridad, la economía competitiva y generadora de empleos, la igualdad de oportunidades, la sustentabilidad ambiental, la democracia efectiva y una política exterior responsable.  Su premisa básica es justamente la búsqueda del desarrollo humano sustentable; esto es, del proceso permanente de ampliación de capacidades y libertades que permita a todos los mexicanos tener una vida digna sin comprometer el patrimonio de las generaciones futuras.  Nuestra cooperación en la región, en el marco de nuestra Organización, está orientada por estos objetivos.


Hacemos esta ocasión propicia para refrendar el compromiso de México con el fortalecimiento de los mecanismos y programas que se desarrollan en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), a fin de actualizarlos y adaptarlos para que respondan de manera efectiva a estas necesidades y desafíos en un marco de plena inclusión y corresponsabilidad.


Hacemos, igualmente, un llamado a todos los países a incorporarse al Protocolo de San Salvador, a fin de dar renovado impulso a nuestra cooperación hemisférica en pro del constante mejoramiento de los derechos económicos, sociales y culturales en nuestros pueblos.  Los invitamos, asimismo, a imprimir renovado brío a las negociaciones para impulsar la Carta Social de las Américas.


Señor Presidente, debemos seguir profundizando el ejercicio democrático y la plena realización de los derechos de cada persona en un contexto de desarrollo sustentable con equidad social.  Estas son las condiciones indispensables para avanzar en nuestros esfuerzos para perfeccionar la Carta Democrática Interamericana; particularmente para fortalecerla en sus capacidades de prevención de rupturas del orden interno y de apoyo para la consolidación democrática e institucional mediante la promoción de los valores y la cultura democráticos con un enfoque de conjunto.


Muchas gracias.


El PRESIDENTE:  Gracias, señor Representante.  Ofrezco la palabra al distinguido Representante del Perú, el Embajador Hugo de Zela.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL PERÚ:  Muchas gracias, Presidente.


Quería hacer un comentario inicial, que creo que es prudente hacerlo en este momento.  Como todos recordarán, el propósito de este diálogo está orientado hacia el análisis de la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.  En consecuencia, los comentarios que viene haciendo la Delegación del Perú, cuando interviene en estos diálogos, procuran orientarse hacia esa evaluación de la eficacia de la aplicación de la Carta; naturalmente, con el sentido de identificar consensos en este Consejo Permanente para ver cómo podemos mejorar la eficacia de la aplicación de la Carta.  Y es en ese sentido que oriento también en esta ocasión nuestros comentarios.


En cuanto al capítulo II de la Carta, es decir el capítulo que se refiere a la relación entre democracia y derechos humanos, queremos destacar, en primer lugar, la importante afirmación de que la democracia es indispensable para el ejercicio de los derechos humanos.  Nos parece una afirmación de carácter fundamental puesto que establece un vínculo indisoluble entre lo que consideramos los principales ejes de acción de nuestra Organización, esto es, la promoción y defensa de la democracia y la promoción y protección de los derechos humanos.  Pensamos nosotros que ahí está probablemente aquello que distingue a esta Organización de cualquier otra y es un aspecto central de su actuación.


En ese sentido, en el artículo 8 de la Carta Democrática hay un compromiso muy claro de los Estados Miembros en el sentido de fortalecer el sistema interamericano de protección de los derechos humanos como una forma de consolidar la democracia.  

Pensamos, en primer lugar, señor Presidente, colegas, que una aspiración fundamental que debemos tener siempre presente cuando hablamos del tema de derechos humanos es que debe haber una igualdad de obligaciones jurídicas de todos los Estados Miembros con respecto al sistema de derechos humanos.  Pensamos que la forma más firme de fortalecer ese sistema es que todos los Estados Miembros tengamos, con respecto a él, las mismas obligaciones jurídicas.  

En particular, Presidente, como es sabido estamos extremadamente interesados en que el Grupo de Trabajo que ha formado este Consejo Permanente para el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos tenga éxito en sus tareas.  Es nuestro punto de vista, tal como lo hemos dicho ya en varias ocasiones, que el éxito que pueda tener ese grupo se relaciona con nuestra capacidad para mantener una agenda breve, priorizando temas, y que en cada uno de esos temas seamos capaces de hacer recomendaciones específicas que permitan fortalecer el sistema interamericano de derechos humanos más allá de las declaraciones que siempre se hacen sobre el deseo de fortalecer el sistema, que son por supuesto perfectamente válidas y actuales.

Pero pensamos que la tarea de ese grupo no es la de hacer un nuevo análisis de carácter general sobre el sistema interamericano de derechos humanos sino identificar temas muy concretos en los cuales podamos hacer recomendaciones, también muy específicas, que se traduzcan en acciones que permitan un fortalecimiento rápido e inmediato del sistema interamericano de derechos humanos.  Ente otras acciones, aquella que se ha mencionado ya varias veces en los últimos tiempos, como es el fortalecimiento financiero del sistema interamericano de derechos humanos.  Considerando que el sistema tiene esa prioridad que todos le damos, sería importante que ella se refleje también en el aspecto financiero y que podamos paulatinamente ir superando la situación en la cual el sistema, en términos financieros, depende más de actores o países que no son miembros de la Organización que de los Estados Miembros.  En consecuencia, pensamos que esa es una tarea importante que hay que acometer a la brevedad.


En síntesis, el Grupo se encuentra en el proceso de definir una agenda y espero que podamos terminar esa tarea rápidamente.  En consecuencia, quiero aprovechar esta ocasión para pedir a los miembros del Consejo Permanente sus mayores esfuerzos para concretar esos trabajos del Grupo.


En cuanto al capítulo III, nos hemos referido en múltiples ocasiones a la importancia de trabajar en los aspectos de promoción de la democracia, de promoción y consolidación de los fundamentos democráticos que tienen que ver con los distintos aspectos de la vida de las personas y de las instituciones.  Es precisamente el capítulo III el que se refiere a la importancia de trabajar de manera integral en distintos aspectos de promoción de la democracia.  Yo diría muy claramente que pocas cosas son más peligrosas para la democracia que el descontento y la inestabilidad social.  Por eso queremos destacar de manera muy enfática al tratar este tema lo que dice el artículo 11 de la Carta en el sentido de que la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente.  

Para nosotros esa es un poco la esencia de lo que los países miembros hemos acordado en el capítulo III de la Carta.  Los sucesivos artículos ya se refieren a compromisos más específicos como, por ejemplo, el muy importante compromiso de combate a la pobreza y a la erradicación de la pobreza extrema; la elevación del nivel de desarrollo humano; la observancia de los derechos económicos, sociales y culturales; la preservación y manejo adecuado del medio ambiente y la educación.  

Todos esos son objetivos sociales de gran importancia y es por eso, pensamos, que es de gran importancia la discusión que tenemos en esta Organización sobre la Carta Social que es un tema en el cual el Perú desea trabajar muy intensamente; como lo dijo ya, si no me equivoco, la Delegación de Brasil, quisiéramos avanzar en este tema y estamos dispuestos a poner nuestro esfuerzo en ese sentido.  

En este contexto, quería destacar que en el Perú se acaba de reafirmar al más alto nivel nuestro compromiso con estos temas sociales.  El Presidente Ollanta Humala en su discurso de asunción del cargo hace pocos días, el 28 de julio, mencionó lo siguiente y lo cito: 

Dedicaré toda mi energía a sentar las bases para que borremos definitivamente de nuestra historia el lacerante rostro de la exclusión y la pobreza, construyendo un Perú para todos, atento siempre a los más frágiles de nuestros hermanos.  

En ese discurso, el Presidente del Perú anuncio la creación de un Ministerio de Desarrollo y de Inclusión Social que agrupará y articulará el conjunto de los programas sociales.  De esa manera hemos reafirmado una vez más nuestro compromiso con estos temas que me es grato reiterar en este diálogo que estamos llevando adelante.


Termino, señor Presidente, haciendo referencia al artículo 14 de la Carta Democrática en el sentido de que ahí hay un compromiso de hacer un examen periódico de las acciones adoptadas y ejecutadas por la Organización para fomentar el diálogo, la cooperación para el desarrollo integral y el combate a la pobreza en el Hemisferio, y para tomar las medidas oportunas para promover esos objetivos.  

Se ha hecho mención ya de ese artículo pero en mi opinión, Presidente, la verdad es que no lo estamos cumpliendo.  Esa evaluación no la estamos haciendo y, en realidad, tenemos que hacerla.  

En consecuencia, Presidente, pensamos que allí tenemos identificado un tema muy concreto que puede resultar de este diálogo y que puede convertirse tal vez en una de las recomendaciones que haga este Consejo Permanente, como es, precisamente, poner en practica el artículo 14 de la Carta Democrática y realizar este examen periódico.  Pensamos que ese es un tema importante y al que vale la pena que dediquemos nuestro esfuerzo.  

Sugerimos entonces, Presidente, que se tome nota del incumplimiento que estamos haciendo de ese artículo y que más adelante consideremos la posibilidad de que este Consejo lleve adelante esa tarea.  

Eso es todo, señor Presidente.  Le agradezco mucho.

El PRESIDENTE:  Gracias por sus interesantes observaciones, señor Embajador, y me complace ofrecerle la palabra al distinguido Representante Permanente del Canadá, el Embajador Allan Culham.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL CANADÁ:  Thank you very much, Mr. Chairman.  

We, too, are very pleased to participate in this ongoing dialogue on strengthening the Inter-American Democratic Charter.  Canada, as always, welcomes the opportunity that this process provides to share views with our regional partners on how to strengthen the implementation of the Charter and our collective commitment to maintaining and supporting democratic governance in the Americas.


Today’s discussion on chapters II and III is of particular importance.  Chapter II enshrines the respect and promotion of human rights and fundamental freedoms as an essential element of representative democracy, and Chapter III establishes the essential link between democracy and social and economic development.


Chapter II outlines what Canada considers a core element of democratic practice:  respect for human rights.  It calls for the elimination of all forms of discrimination, especially that based on gender, ethnicity, and race, as well as for the promotion and protection of workers’ rights.  As outlined in this chapter, the promotion and protection of human rights is a basic prerequisite for the existence of a democratic society.


Canada believes that democracy, human rights, and the rule of law are interdependent and mutually reinforcing values that enable citizens to make claims on their rights to hold their governments to account, to lead a life of dignity, and to participate in decision-making processes that affect their lives.  

Furthermore, the Charter underscores the importance of continuing to develop and strengthen the inter-American human rights system for the consolidation of democracy in the Hemisphere.  In this regard, Canada reaffirms the importance of the autonomy and integrity of the inter-American human rights institutions.


As we initiate a new process to strengthen the inter-American human rights system, we must work together to ensure that the deliberations of the Working Group to Reflect on Ways to Strengthen the Inter-American Human Rights System are positive, constructive, and balanced, that they take a long-term view of the system, and that the Group works to reinforce the system’s credibility and independence.


Canada recognizes that great strides have been made with respect to improving human rights in the region.  Despite these accomplishments, there is still much work to be done.  Canada is dedicated to working with key partners in the region and with the Organization of American States to strengthen the rule of law, human rights, and democratic practice.


As an example of what Canada does to promote and protect human rights in our country, I would like to point to the work of the Canadian Human Rights Commission (CHRC), an independent body established by the Parliament of Canada in 1977.  It carries out its mandate at arm’s length from the Government of Canada.  The Commission administers the Canadian Human Rights Act and is responsible for ensuring compliance with the Employment Equity Act.  Both laws ensure that the principles of equal opportunity and nondiscrimination are followed in all areas of federal jurisdiction.  All Canadian provinces and territories have similar laws forbidding discrimination in their own jurisdictions.


The Canadian Human Rights Act inspires a vision for Canada in which “all individuals should have an opportunity equal with other individuals to make themselves the lives that they are able and wish to have,” free from discrimination.  The idea behind the Act is that people should not be placed at a disadvantage simply because of their age, sex, race, or any other ground covered by the Act.  That is discrimination, and it is against the Canadian law.


The Commission works with employers, service providers, individuals, unions, and governmental and nongovernmental organizations (NGOs) in the provinces and territories to foster understanding and commitment to achieving a society in which human rights are respected in everyday practice.


Chapter III focuses on the interconnections between democracy and social and economic development.  It properly affirms that strengthening democracy requires member states to work to alleviate poverty, eradicate extreme poverty, increase literacy, strengthen environmental stewardship, and extend education for all, including girls and women, rural inhabitants, and minorities.  We believe that this is a particularly important chapter of the Charter and strong agree that development and democracy are, indeed, closely related.  It is clear that democratic governance cannot flourish in a context of persistent poverty and social exclusion.


Achieving sustainable development requires strong public sector institutions that are effective, accountable, and transparent, along with the social and political conditions that enable citizens to participate in the development of their own societies.


Canada also recognizes that children and youth represent a tremendous opportunity to transform social attitudes and behavior and to break long-standing cycles of poverty and violence.  Many of Canada’s investments in the region with respect to development target the promotion and protection of the rights of children and youth and contribute to their enhanced safety and well-being, better employment, and more freedom to participate in civic processes.


A number of delegations have made mention of the draft Social Charter of the Americas and the importance that it provides.  Canada is currently the Chair of the Joint Working Group of the Permanent Council and CEPCIDI on the Draft Social Charter of the Americas, and I would like to reaffirm our commitment to work for the successful conclusion of the Social Charter, as has been identified by a number of my colleagues, within the next six months.


As we have noted in previous dialogue sessions, we have submitted for your consideration a proposal for the creation of a compendium of democratic best practices as a means of strengthening the implementation of the Charter and leading to a peer review mechanism.  The general examples from the Canadian context that I have outlined with regard to chapters II and III illustrate the kind of information that could be shared by member states if Canada’s proposal is accepted.  This process would allow member states to review and exchange information on what member states consider positive national contributions to democratic practice.


It is our hope that the creation of a compendium of best practices would permit Canada to share some of the lessons that we have learned with regard to the practice of democratic governance, as much as we hope it would provide an opportunity to learn from other countries with regard to best practices.  We strongly believe that this would lead to a fruitful discussion that would help strengthen democracy across the Hemisphere.  We believe that all countries in the Hemisphere, including Canada, stand to benefit from a formal exchange and dialogue on best practices, which is why we would like to begin discussions with our partners on how the mechanism of such a compendium could be established.


In conclusion, Mr. Chairman, I would like to reaffirm Canada’s strong support for the Charter, including the elaboration of key elements of representative democracy, as outlined in chapters II and III.  We are fully committed to working with the OAS and all member states to strengthen and fully implement the Charter.  We look forward to continued engagement with our partners on this subject, and we welcome views from across the Hemisphere.

Thank you very much.


El PRESIDENTE:  Muchas gracias a usted, señor Embajador.  Tiene la palabra el distinguido Ministro, Representante Interino de Chile.


El REPRESENTANTE INTERINO DE CHILE:  Gracias, señor Presidente.


Haciéndonos eco de lo planteado por el Coordinador de ALADI, nuestra Delegación se referirá en esta oportunidad a los aspectos contenidos en los capítulos II y III de la Carta Democrática Interamericana, reservándonos nuestra intervención y nuestros puntos de vista para la sesión del día 31, con respecto al capítulo cuarto, alusivo a la institucionalidad democrática.


Señor Presidente, la Declaración de Santiago de Chile de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en conmemoración del cincuentenario de su creación, expresó que la vigencia efectiva de la democracia en los términos definidos por la Carta Democrática Interamericana era una condición para el pleno goce de los derechos humanos de todos los habitantes de las Américas, sin discriminación alguna.


Creemos, al igual que todos los aquí presentes, que continúan vigentes los ideales del sistema interamericano de derechos humanos.  Se trata de un camino unívoco de asegurar el respeto por la dignidad de la persona humana para garantizarle una vida libre de temores y de miseria.  Para ello, resulta fundamental consolidar la institucionalidad democrática, de la que aquí han hecho mención muchas delegaciones, el Estado de Derecho y el desarrollo económico-social en toda la región.  No estamos sino hablando de los principios y valores que inspiraron nuestra propia carta fundacional.


Creemos en la democracia como sistema político que constituye el marco apropiado para el pleno respeto de los derechos esenciales de todo ser humano.  Los valores de la tolerancia, el diálogo, la igualdad de oportunidades, la inclusión y cohesión social que propugna esta Organización, así como el pleno ejercicio de las libertades fundamentales se encuentran mejor garantizados en un contexto donde impere el Estado de Derecho y donde las instituciones públicas actúen efectivamente.


Chile aprecia que los derechos de las personas en cuanto atributos inalienables de todo ser humano sean observados en toda circunstancia, tiempo y lugar.  De allí nuestra adhesión a los instrumentos y mecanismos internacionales de protección a los derechos humanos, los cuales deben ser complementarios a los sistemas nacionales y ejercerse cuando los recursos locales no existan o, existiendo, no sean eficaces.


Junto con el retorno a la democracia, nuestro país procedió a ratificar los instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos en lo que sería el inicio de un avanzar en su protección y promoción, y la consolidación de la democracia como un todo indisoluble.  La plena inserción del país en el sistema internacional de derechos humanos es hoy una realidad política.


Queremos reafirmar el contenido de la Carta Democrática Interamericana en su capítulo segundo porque, como país, entendemos lo que es contribuir y construir una nueva convivencia social, sobre la base de los pilares de verdad, justicia y reparación con que los gobiernos democráticos vienen construyendo su política en materia de derechos humanos.  Destacamos el carácter intergubernamental del sistema interamericano, espacio institucional que se han dado nuestros Estados para promover la cooperación multilateral y avanzar en ámbitos prioritarios de nuestras sociedades, como son la democracia, los derechos humanos, el desarrollo social y la seguridad multidimensional.  ¿No son acaso estas también las aspiraciones que hoy nos congregan como Organización?


Chile es un país que asigna una prioridad fundamental a la promoción y defensa a la democracia y los derechos humanos como elementos esenciales de su identidad:  Estado de Derecho, institucionalidad y políticas públicas que promuevan tanto los derechos civiles y políticos como aquellos económicos, sociales y culturales.  Fomentamos el diálogo y la cooperación multilateral como instrumentos para asegurar la plena vigencia de los derechos fundamentales tanto en un nivel universal como también a nivel regional.

Coherente con estos principios, nuestro país se ha destacado por un activo respaldo a la labor de los órganos del sistema, en especial de la Comisión, en un marco de irrestricto respeto de su autonomía e independencia.  Es así como día a día el Gobierno de Chile está dando pasos sustantivos para instaurar en el país una verdadera cultura de protección y fomento de la vida, la dignidad y los derechos humanos en todo tiempo, lugar y circunstancia.


En este sentido, queremos destacar importantes avances tanto en la institucionalidad como en la legislación chilena, pudiendo citarse a modo de ejemplo el reciente anuncio del Presidente de la República en orden a crear la Subsecretaría de Derechos Humanos como parte de un nuevo Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; o también importantes reformas al ámbito de la aplicación de la justicia militar; reformas a la denominada Ley Antiterrorista y un fuerte aumento a la inversión fiscal del año 2011 en relación a la del 2010, en un 21% de incremento, destinada a fomentar y proteger mejor los derechos humanos y reparar a víctimas del pasado, labor que se materializa a través de un Instituto de Derechos Humanos, el Museo La Memoria, las becas y pensiones de las comisiones Rettig y Valech, así como también los programas especiales del Ministerio del Interior.


Este año el Estado de Chile está destinando sesenta y nueve mil millones de pesos a los fines señalados.  Conscientes de la necesidad de colaborar con el fortalecimiento financiero de los órganos del sistema, Chile ha contribuido voluntariamente con su financiamiento.  Y por cierto, apoya la demanda de una mayor asignación de fondos por parte del presupuesto regular de esta Organización.  A diez años de su aprobación, reiteramos entonces la plena vigencia de los preceptos y principios contenidos en el capítulo segundo de esta Carta.


Con respecto al capítulo III, señor Presidente, en el sistema multilateral de hoy es claro que existe una indivisibilidad e interdependencia entre los derechos civiles y políticos y los económicos, sociales y culturales.  Es evidente también que una democracia de calidad es difícilmente posible con desigualdades, inequidades y extrema pobreza.  Latinobarómetro nos ha advertido que cuando la democracia no es capaz de garantizar niveles adecuados de bienestar en nuestros pueblos, puede producirse un peligroso proceso de desafección a sus valores fundamentales.  La clave está en traducir en acciones el carácter solidario de la cooperación para el desarrollo integral.  Creemos que en la OEA todos aportan y todos se benefician.


En el informe de abril de 2007, el Secretario General planteaba que para asegurar el futuro de la democracia y el papel de la Carta Democrática Interamericana, nuestros países requerían cambios estructurales en beneficio de la sustentabilidad democrática, los cuales deben incluir un ataque frontal a las condiciones sociales de inequidad que predominan en nuestras sociedades.  Han pasado ya cuatro años y los últimos estudios sobre nuestro hemisferio siguen confirmando las desigualdades existentes.  Diecisiete de los países más inequitativos siguen conviviendo en nuestra región.


¿Cómo hacer realidad, entonces, el capítulo III de la Carta Democrática Interamericana?  Entre otros, queremos referirnos en esta oportunidad a la puesta en marcha de instrumentos políticos y de gestión que coadyuvan a impulsar la denominada ciudadanía social.  Queremos detenernos brevemente en dos:  la Carta Social de las Américas y la Red Interamericana de Protección Social.  

Comenzaré con la segunda.  El artículo 11 del capítulo tercero de la Carta Democrática reitera que la democracia y el desarrollo económico-social son interdependientes y se refuerzan mutuamente.  En este contexto, son vitales para la democracia y el combate a la pobreza y la inequidad y, para ello, resulta prioritario el fortalecimiento de las capacidades institucionales, tal como lo viene propugnando nuestra Organización en el ámbito del desarrollo integral para llevar a cabo con éxito iniciativas de esta naturaleza.


La cooperación solidaria para el desarrollo cumple con este propósito y es en ese espíritu que la Quinta Cumbre de las Américas apoyó la creación de la Red Interamericana de Protección Social (RIPSO) que está en Reñaca, Chile, con ocasión de la Primera Reunión de Ministros de Desarrollo Social del Hemisferio.  Después de poco más de un año de su lanzamiento en Nueva York, en septiembre del 2009, RIPSO será presentada oficialmente en México los próximos días 10 y 11 de agosto, tal como sus componentes estratégicos y técnicos lo señalan.  

Por ejemplo, se analizarán, entre otros, el papel de la Red en el marco de la cooperación Sur-Sur; las alianzas estratégicas con organizaciones internacionales a fin de coordinar esfuerzos en iniciativas conjuntas de protección social que contribuyan al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio; el desarrollo de un sitio Web, acondicionado como una herramienta de conocimiento y aprendizaje en condiciones de complementar y reforzar los esfuerzos convencionales de asistencia técnica, tales como seminarios, pasantías y talleres; las alianzas público-privadas como espacio de articulación y trabajo en red con sectores clave para la implementación y evaluación de las políticas y programas de protección social (sector privado, sociedad civil, académica); y, finalmente, un enfoque intersectorial dada la naturaleza multidimensional de la protección social resulta por ello indispensable para facilitar la colaboración entre diversos sectores en la implementación de políticas públicas en materia social, fundamentalmente en tres áreas:  educación, trabajo y salud.


Señor Presidente, consideramos que es indispensable que avancemos en la negociación de la Carta Social, tal como ha sido reiterado aquí por muchas delegaciones, buscando convergencias que contribuyan a un mejoramiento efectivo de las políticas públicas y a generar condiciones que permitan el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio.  Sabemos que los derechos económicos, sociales y culturales que tienen que ver fundamentalmente con esta Carta están consagrados en diversos instrumentos.  Centrémonos entonces en acciones concretas, evitando debates jurídicos que, aun siendo legítimos, probablemente no contribuyan a la implementación de las redes y derechos sociales a los que aspiramos.  Debemos reconocer, y esto hay que decirlo, que el enfoque en derechos que algunos Estados proponemos genera dificultades, no porque se desconozca esta categoría sino por un problema de exigibilidad que está vinculado más bien a la diferencia de nuestros sistemas jurídicos.  

Mayor es el obstáculo cuando el tema social conduce a confrontaciones ideológicas que ciertamente debilitan nuestra necesaria unidad y nos distancian de las preocupaciones inmediatas de nuestros ciudadanos.


Es cierto que las políticas públicas que se podrían diseñar a partir de la Carta Social tienen una dimensión técnica, pero también ellas están inspiradas en principios y valores compartidos por todo el Hemisferio.


¿Cómo lo entendemos?  Entendemos a la Carta Social como una hoja de ruta, una carta de navegación social, consensuada, que dé cuerpo robusto a un conjunto racional y coherente de intenciones sociales para crecer, mantener y administrar nuestros avances sociales y, por cierto, el fin último, el combate a la pobreza.  Con esto crearemos, mantendremos y aumentaremos el capital social de nuestros pueblos, el humano, institucional, cultural y, por qué no decirlo, espiritual, fortaleciendo la competitividad social y, en definitiva, la gobernabilidad democrática de las Américas.  Creemos sinceramente que la trilogía virtuosa –paz, democracia y desarrollo– no estará concluida mientras no demos término a esa negociación.


Señor Presidente, la OEA debe continuar siendo un espacio de cooperación para el intercambio de buenas prácticas en materia de políticas públicas sociales y el reforzamiento de las instituciones nacionales en esta área.  Si la Organización es entendida en esa orientación, y no como una agencia de desarrollo, podremos contribuir a que la OEA utilice sus enormes ventajas comparativas y haga un aporte concreto al multilateralismo en el capítulo social.


Muchas gracias.


El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señor Representante.  Ofrezco la palabra a la distinguida Representante Alterna de la República Bolivariana de Venezuela.


La REPRESENTANTE ALTERNA DE VENEZUELA:  Gracias, Presidente.


Nosotros, más que una larga intervención, sí queríamos reflexionar sobre ambos capítulos y saludamos la coincidencia en su tratamiento.


Democracia, sí; derechos humanos, sí.  Libertad de reunión y libertad de asociación, sí.  Libertad de participación, sí.  Sí también a la libertad para soltar las cadenas de la pobreza, de la exclusión, de la discriminación.  Con hambre y pobreza y exclusión las personas pierden fuerza para expresarse.  El hambre es la mayor mordaza para la libertad de expresión.


¿Qué está haciendo la OEA? ¿Qué mensaje está enviando la OEA ante aquellos que favorecen los privilegios de los que más tienen en detrimento de los programas sociales?  Y preguntamos también: ¿qué mensaje está dando la OEA a aquellos que reconocen y priorizan los programas sociales?


El Embajador del Perú hablaba del impacto de revueltas sociales o el impacto que tienen todas estas revoluciones sociales y cómo afectan la democracia.  ¿Pueden ser denominadas estas revoluciones sociales, situaciones que afectan el desarrollo político e institucional de nuestros países?


El Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela está consciente que la democracia se fortalece con reconocimiento de la dignidad intrínseca de todo ser humano.  La democracia se fortalece con el mejoramiento de las condiciones de vida de las personas.  La OEA tiene una deuda con la democracia en su sentido amplio, con los principios que establece la Carta Democrática Interamericana, en el sentido de darle mayor relevancia al ser humano.  El ciudadano tiene derecho a que el sistema democrático responda a sus necesidades.  No es solo el derecho a elegir, sino a la salud, a una vivienda digna, a una buena educación, a un trabajo digno y estable y a una justa y merecida recreación.


En la Carta Democrática Interamericana, ya lo han mencionado algunos Embajadores de algunos países, se acuerda examinar periódicamente las acciones ejecutadas por la OEA, encaminadas a fomentar el diálogo, la cooperación, el desarrollo integral y el combate a la pobreza.


Tenemos una deuda pendiente y es la Carta Social de las Américas.  Siete años tenemos negociando la Carta y estamos todavía en un proceso que esperamos finalice antes de fin de año.  Existe alguna petición y, retomando el tema del vínculo del desarrollo integral y los derechos humanos, nosotros nos preguntábamos: ¿existe algún caso de petición o denuncia ante el sistema interamericano de derechos humanos por algún grupo de personas o personas de carácter individual que no hayan visto satisfechos sus derechos sociales, económicos y culturales?  ¿Cuál es el rol que deben jugar los órganos del sistema ante estas situaciones que se presentan en nuestro continente?  Todavía, si bien hemos avanzado en la consecución de los Objetivos del Milenio, hay mucho que hacer.

En ese sentido, nuestra delegación quiere pasar del plano discursivo a hacer las dos siguientes propuestas.  Una, definitivamente, que dejemos la retórica respecto al tema de la Carta Social y concluyamos sus trabajos; otra, que ese examen periódico, que en mandata del artículo 14 de la Carta Democrática Interamericana, ceda espacio para que examinemos los compromisos asumidos con la Carta Social de las Américas. 

Gracias, señor Presidente.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señora Representante.  Tiene la palabra el distinguido Representante Permanente de Dominica, el Embajador Charles.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE DOMINICA:  Thank you very much, Mr. Chairman.  

I am pleased to be able to reflect some of the thinking of Caribbean member states on the debate on chapters II and III of the Inter-American Democratic Charter.  I also want to take the opportunity to welcome the Caribbean Community (CARICOM) group Coordinator, who is back with us and who, I hope, will also join the debate at some stage.

The chapters on which we are focused during this meeting, Mr. Chairman, build on the strong commitment to the consolidation of democracy demonstrated in the earlier chapters.  We recall, for example, the fundamental message of Chapter II that democracy is fundamental to the characterization of the societies to which we aspire in this hemisphere.  We feel the point needs repeating:  democratic culture and practice must continue to reside at the very core––one can also use the word “soul”––of our region.

Additionally, Chapter II links democracy with another principle, human rights and its preservation, that is fundamental to Caribbean societies.  Of course, this should be no surprise, given our history as slave societies or, let’s put it accurately, societies that had an experience of slavery, discrimination, and marginalization.  This is why—and I am referring here, again, to the human rights nexus—we are anxious to ensure that the inter-American democratic human rights system receives the financial support that it needs in order for it to supplement the work currently being done at the national level to promote human rights in all its guises.

Mr. Chairman, Caribbean member states wish to reiterate the view of Chapter II that development and democracy are conjoined.  Simply put, we suggest that the region’s democratic aspirations are possible only if a policy and program mix is put in place that focuses not simply on the consolidation of democratic practice and institutions, despite their importance, but on human development.  In essence, since the nexus between social and economic development and democracy is clearly stated in Chapter III, the key question that we need to answer is:  to what extent is our implementation of those stipulations on track?

It is true that the Organization designs and implements programs, with and in the interest of its member states, that are meant to systematize the fight against poverty; the promotion and observance of social,  economic, and cultural rights; and the protection of the environment.  But the casual observer could be forgiven for concluding that these appear to be peripheral.  It is likely that when we talk about Chapter IV, we will see that that chapter is much more effective in terms of stipulating action that needs to be taken in response to threats.  We simply wish to observe at this stage that the effectiveness that we see in Chapter IV is not reflected, or does not reflect, concern for threats to the economic integrity of all member states. 

I actually think Chapter IV is the best known of our chapters because it can be characterized as an action chapter.  It stipulates all the actions that need to be taken when it comes to threats to democracy.  

We wish to see and we call for greater attention to responses on the part of the Organization of American States when it comes to threats to our economic capacity.  This is why we wish to reiterate the importance of returning to and dynamizing the action needed to finalize the draft Social Charter of the Americas, which is a key document in terms of filling the gaps that the Democratic Charter hints at, but does not sufficiently satisfy.  

I thank you, Mr. Chairman.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señor Embajador.  Ofrezco la palabra al distinguido Representante Permanente de Colombia, el Embajador Hoyos.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE COLOMBIA:  Gracias, Presidente.  De manera muy breve quiero hacer dos tipos de comentarios:  uno sobre lo que ha pasado en este diálogo desde mayo hasta hoy y, dos, sobre algunas secciones puntuales que están en nuestras manos y en manos de nuestros Estados para lograr la eficacia; tal como lo ha mencionado el Embajador del Perú, es la esencia de este diálogo.

Primero sobre lo que ha pasado.  Desde las reuniones que hemos tenido en el mes de mayo hasta hoy, encontramos un altísimo consenso en la importancia de la Carta, y como lo hemos nuevamente evidenciado hoy, en la interdependencia entre la democracia y los derechos humanos, su plena vigencia entre el sistema democrático y el desarrollo social, la inclusión y la lucha contra cualquier tipo de discriminación.

Es más, salvo algunas discusiones que puedan darse sobre el capítulo IV, podríamos decir que, en general, la Carta tiene consenso muy claro en todo su deseo, en su significado y en su importancia.  Lo vimos en la discusión general en mayo, luego en la discusión sobre el capítulo I, hoy en las conversaciones sobre los capítulos segundo y tercero y, muy seguramente, veremos lo mismo en el quinto y en el sexto.  Algunas diferencias en cómo hacer mejor los mecanismos sobre prevención y acción inmediata como reacción al rompimiento de la Carta Democrática Interamericana podrían tener discusiones.  Pero simplemente para señalar que, como algunos lo han dicho aquí, en la retórica, en las palabras y en el discurso parecemos estar en consenso. 

Voy ahora al segundo tipo de comentarios.  Se nos convocó a estas reuniones para hablar mucho más de la eficacia y creo que hay una serie de temas que se han mencionado, que lo harían muy práctico.  Yo quiero referirme a aquellos que hemos detectado en la Delegación colombiana y sobre muchos de los cuales hay también consenso y se requiere avanzar en su aplicación.

Primero, en cuanto al tema de derechos humanos por su interrelación y la interdependencia con la democracia, es claro que todos tenemos que convertir el esfuerzo y el discurso de fortalecer el sistema de derechos humanos en acciones concretas.  Menciono aquellas que consideramos las fundamentales.

La primera, la universalidad. Aquí hay un conjunto de Estados, todos muy importantes, que todavía no están bajo la jurisdicción de la Corte.  Yo quiero reiterar la invitación que Colombia y otros Estados hemos hecho a los Estados aquí presentes, todos muy importantes de este continente, para que entren dentro de la jurisdicción de la Corte y hagamos este mecanismo también universal.

No creemos que solo sea importante que entren en la Comisión.  Es fundamental que lo hagan también en la Corte.  Y la forma de convertir el discurso político en compromiso, es con esa acción concreta.  Ojalá en los próximos meses veamos la vinculación del resto de Estados que han estado ausentes a la jurisdicción de la Corte.  

Segundo, los siguientes temas lo hemos mencionado en el grupo de trabajo de derechos humanos, pero creemos que es fundamental que los señalemos aquí.  Es obligación de los Estados de este hemisferio financiar el sistema interamericano de derechos humanos.  Es una vergüenza que para financiar el funcionamiento básico del sistema, la mitad de la plata provenga de afuera y no de las contribuciones regulares.  Por eso, si existe tanto consenso, si se dice en esta mesa todos los días que respetamos la autonomía y la independencia, y eso no lo convertimos, por lo menos, en financiar el funcionamiento básico, entonces se queda en la retórica que tanto nos critican como Organización.  Allí hay un paso en concreto y creo que una de las recomendaciones fundamentales del Grupo de trabajo que está haciendo sus reflexiones en este trimestre debe ser cómo en el mediano plazo, y ojalá en el corto, tenemos como Hemisferio la financiación completa del funcionamiento de nuestro sistema.

Y el tercer elemento en materia de derechos humanos, que aquí también lo han mencionado por lo menos cuatro delegaciones hoy, tiene que ver con cómo se fortalece el papel de promoción de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Fue el mandato fundamental que se le dio.  La Comisión ha hecho una labor muy importante en el Continente.  Hay una serie de ajustes, entonces, que hay que hacer ahora para tener más claridad jurídica, como se ha dicho en el seno de esa discusión.  Pero el papel de fortalecimiento, de promoción y de asesoría a los gobiernos, sobre todo en el tema de cómo se logra combatir la impunidad y su fortaleza en el aparato de la justicia, es fundamental. 

Esas tareas concretas que podemos hacer fortalecerían esta interdependencia y harían mucho más significativo el avance de la democracia.

Con respecto a la otra interdependencia, relacionada con el tema social de la inclusión, seguimos también mostrando que hay completo consenso.  No he visto más consenso en la historia de esta Organización que cuando se habla de esta materia, pero tampoco he visto más consenso cuando tenemos que constatar que seguimos siendo, por lo menos como América Latina, la zona más inequitativa del mundo.  Entonces, consenso en el discurso, cada vez más almibarado, más extraordinario, pero el hecho es seguir mostrando que somos absolutamente inequitativos.

Por eso creo que también aquí se ha mencionado que es necesario que demos algunos pasos.  Concretemos la Carta Social.  Siete años también discutiendo y hablando muy bonito, y no hacemos nada.  Completémosla con el plan de acción.  Lo han mencionado aquí varios Representantes, incluyendo al de Chile, tenemos una red de protección social, buscando compartir experiencias útiles de cómo se reduce pobreza, cómo se tienen buenas prácticas en materia de intercambio de experiencias.  Utilicémosla, crezcámosla y, sobre todo, midamos.  Todos sabemos que lo que no se mide, no se puede mejorar.  

Entonces, creo que aquí tenemos las tareas.  ¿De quién depende culminar la Carta Social?  De nosotros, como representantes de los Estados.  Fortalecer la red y ojalá podamos medirla muy bien.  Si tenemos una Carta Social con unos indicadores claros que conviertan la voluntad política en hechos concretos y con un plan de acción que permita mejorar esta red de protección social, que se lanzó ya hace dos años en Nueva York, y que permite aprender de esas experiencias, creo que podríamos avanzar más.  Si no, dentro de 10 años, podemos estar celebrando 20 años de la Carta Democrática Interamericana, en absoluto consenso, en casi unanimidad sobre la importancia de esta materia; qué maravilla de interdependencia.  Pero si no desarrollamos estas acciones concretas, creo que la retórica seguirá siendo parte de lo negativo de esta Organización que tiene tantos temas positivos.

Y, finalmente, si bien sobre el capítulo IV vamos a hablar en la próxima sesión, quiero retomar tres anotaciones que hizo el Embajador de Honduras porque recogen parte de lo que se ha discutido en el último tiempo y creo que nos ayuda a concretar mucho más la discusión.  Estamos buscando más mecanismos, no solo de reaccionar cuando se rompe el orden democrático, sino de prevenirlo.  Y por eso creo que vale la pena alimentar esa discusión y quiero señalar que Colombia no tiene una preferencia especial por uno y otro mecanismo.  Aquellos que encuentren mayor consenso en el Continente para fortalecer la democracia, para reaccionar cuando hay un rompimiento, pero sobre todo para prevenir que se den, serán aceptados por Colombia y estimulados.

¿Cuáles son esos tres temas, que muy bien trajo a relación esta mañana el Embajador de Honduras sobre unos elementos prácticos?  El primero, o un relator o mayor margen de maniobra para el Secretario General.  Lo que necesitamos es que haya más posibilidades de previsión, de buscar mecanismos de diálogo, de prevenir el rompimiento.  Hay un tema clave de discusión:  ¿cómo le podemos dar al Secretario General de la Organización, sin violar el principio de no intervención pero entendiendo que el respeto de la democracia, y la democracia, es un derecho de los pueblos, más mecanismos para actuar con las herramientas diplomáticas que tiene?  Allí está el punto clave.

El segundo, ¿qué pasa con los otros órganos distintos del ejecutivo?  ¿Qué pasa con los poderes judiciales, con los órganos de control, con el legislativo?  ¿Hay algún papel para jugar?  ¿Seguiremos restringidos a que solo sea un papel del ejecutivo?  Allí hay unas discusiones muy amplias.  Creo que no hay todavía ningún consenso en la materia pero vale la pena que lo discutamos a la luz de qué nos puede garantizar el fortalecimiento de la democracia y prevenir que se rompa el orden.

Y el tercero tema, es uno que genera mucha discusión, pero creo que el debate está abierto y experiencias en el Continente han mostrado que algo se puede trabajar en esa materia: ¿qué es lo que podemos medir para que nos pueda generar alertas?  Lo que se ha mencionado aquí, el barómetro de la democracia.  ¿Hay consenso o no sobre algunos temas claves que podemos medir?  Ya existen encuestas en el Continente, algunas hechas por organizaciones de estudio, grupos de pensamiento, distintos Estados.  Hay algunas herramientas prácticas.  ¿Nos servirán como Organización?  ¿Servirán para prevenir?  

Finalmente, quiero reiterar que celebramos, como Delegación de Colombia, este alto consenso que tenemos, y lo hemos visto en el diálogo de cuatro meses, en la importancia de la democracia y la interrelación con los derechos humanos y con la inclusión social.  Pero creemos que debemos ir mucho más allá, dando algunos pasos concretos, así sean pequeños, pero que nos permitan hacer realidad ese extraordinario consenso, tanto en materia de derechos humanos como en materia social.

Gracias, Presidente.

El PRESIDENTE:  Al contrario, gracias a usted señor Embajador por sus estimulantes reflexiones.  Me complace ofrecerle la palabra al Señor Secretario General.

El SECRETARIO GENERAL:  Muchas gracias, señor Presidente. 

Creo que ha sido una mañana muy ilustrativa y la verdad es que he podido escuchar todo el debate, estar en la sala y hacer algunas cosas ahí.  Creo haber escuchado casi todas las intervenciones.

Creo que el problema, ya se ha dicho varias veces, entre la retórica y la realidad es necesario enfrentarlo en algún momento.  Creo que es un problema que nos persigue, entre paréntesis, no es de la Carta Democrática Interamericana.  

Para empezar, lo primero que quiero decir aquí, el capítulo más largo de la Carta de la OEA se refiere al desarrollo integral.  Es más largo, mucho más largo, que el de seguridad y defensa, mucho más largo que cualquier otro, como el de derechos humanos.  Quiero solamente referirme a algunos temas que se han señalado aquí.

Hay un artículo, el 34:

Los Estados miembros coinciden en que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo, son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral.  

Luego enumeran las metas básicas:  el incremento sustancial y autosostenido del producto nacional; la distribución equitativa del ingreso nacional; sistemas impositivos adecuados y equitativos; la modernización de la vida rural; la industrialización; la estabilidad de los precios; los salarios justos, la erradicación del analfabetismo; la ampliación de las oportunidades en el campo de la educación; la defensa –para ir más rápido–; la salud, la nutrición; la vivienda; las condiciones urbanas que hagan posible una vida sana, digna y productiva; la promoción de la iniciativa y la inversión privada en armonía con la acción del sector público, y la expansión y diversificación de las exportaciones.

La verdad es que no sé que más podamos poner en una Carta Social que todos esos objetivos, y es solamente uno de los veintiún artículos que la Carta de la OEA le dedica al tema social.  ¿A qué quiero aludir con esto? ¿A que no es necesaria la Carta Social?  Bueno, la verdad es que no vamos a entrar a discutir eso ahora, simplemente que la terminemos luego.  O sea, esta Organización tiene una cantidad enorme de documentos en el tema social.  Y este va a ser uno muy importante, uno fundamental, uno más al día, pero no va a ser superado ni mucho menos, es decir, va a ser superado seguramente la próxima vez que se fijen objetivos del milenio, etcétera.  ¿Y cuál es la verdad?  La verdad es que este es un continente que ciertamente ha crecido, no cabe ninguna duda, que vamos a ver nuevos objetivos, pero es que la distribución equitativa del ingreso nacional, por ejemplo, y los sistemas impositivos adecuados y equitativos no existen mucho, no están muy presentes.

Tengo francamente dudas de que por la vía declarativa vayamos a avanzar mucho.  Mi llamado es a que terminemos este documento, porque creo que lo peor que pasa en este momento es que estamos esperando ya casi diez años para sacar este documento.  O sea, cuando salga va a dejar muchas insatisfacciones, va a ser comparado con muchas cosas y, además, se va a volver a decir que la OEA se demora mucho.  Que cualquier cosa que entra a  la OEA se demora diez años.

Se ha hablado aquí también de algún otro tema parecido.  Quiero decir que, ciertamente, los derechos económicos, sociales y culturales están incluidos en la Carta Democrática Interamericana y en los considerandos se hace alusión al Protocolo de San Salvador.  

Pero recordemos que nos demoramos, señores Embajadores y Delegados, dos años en poner los nombres para el Comité de Expertos para el Protocolo de San Salvador y que el Comité de Expertos, a pesar de todo, ya lo formamos finalmente, ha trabajo con gran entusiasmo, ha entregado un montón de recomendaciones, y la verdad es que no hemos tenido mucho tiempo de verlas, sobre todo no hemos tenido mucho tiempo de financiar la actividad del Comité, labor que nosotros esperábamos llevar a San Salvador y no pudimos hacerlo porque no había recursos para hacerlo y ya no había tiempo tampoco en nuestra agenda para tratar las propuestas del Comité de Expertos del Protocolo de San Salvador.

Entonces, otra conclusión tendría que ser que si realmente se quiere que la Carta Democrática se cumpla en su integridad, pues metamos este asunto en la agenda como un tema muy central y echemos a andar el trabajo nuestro en el cumplimiento del Protocolo de San Salvador, que, repito, está fundamentalmente parado, no por falta de voluntad de los expertos, sino por falta de recursos para echarlo a andar.

Lo que estoy diciendo es que si en algo somos carentes es en la capacidad de terminar con las cosas en un momento oportuno.  Hemos hablado aquí de la discriminación.  Creo que discriminación, pobreza y desigualdad van de la mano, lo he dicho muchas veces.  Por ejemplo, los pueblos indígenas de nuestra región son más pobres que el promedio de la población, así como los pueblos afroamericanos.

Por lo tanto, hay un tema ahí que del lado que lo miremos es un tema de primera prioridad, pero llevamos diez años y no lo hemos concluido.  Cuando yo llegué a esta Organización había más artículos aprobados de la declaración sobre los pueblos indígenas que los que hay aprobados ahora.  Esa es la realidad.  Y cada vez que se reinicia la discusión, ella parece retroceder en lugar de avanzar, a pesar de la aprobación por parte de las Naciones Unidas de una declaración similar. 

Entonces, de pronto podemos mirar la declaración de las Naciones Unidas a ver si nos vamos a quedar con esa.  Lo que yo urjo, señor Presidente, es a que sobre estos tres temas, por lo menos, se nos podrían ocurrir otros,  tomemos decisiones, saquemos conclusiones, pongamos fechas y lo hagamos.  De lo contrario, la existencia de los temas nos está haciendo más daño que si no los hubiéramos inventado nunca.  Esa es la realidad.  

Muchas gracias, Presidente.

El PRESIDENTE:  Gracias por sus acotaciones, siempre tan válidas y que interpretan las deficiencias que acusa nuestra actuación.  Claro está que el multilateralismo, a veces, tiene sus propias mecánicas y engranajes.  

No sé si las delegaciones quisieran intervenir más en este punto del orden del día.  Sin perjuicio del registro detallado de las intervenciones registradas el día de hoy en el acta correspondiente a la presente sesión del Consejo, respecto de la eficacia en la aplicación de la Carta Democrática Interamericana se advierten algunos puntos mínimos de consenso.  

En primer lugar, que la democracia es indispensable para la libertad y para los derechos humanos.  Ambos son elementos esenciales y fundacionales de la democracia representativa, y el Estado de Derecho es posiblemente la mejor garantía para el ejercicio precisamente de esas libertades individuales.

En segundo lugar, el reto, el desafío más acuciante respecto de la consolidación y perfeccionamiento de nuestras democracias es la pobreza, la exclusión y la discriminación.  Ellas son un obstáculo no solo a la democracia sino al ejercicio pleno de la ciudadanía.

En tercer lugar, apuntar que la democracia y el desarrollo integral son las dos caras de la misma moneda y que ellas aseguran a nuestros pueblos una existencia plena, digna, en paz y con bienestar.  Por lo tanto, promover el desarrollo humano es fortalecer la democracia y es construir más democracia.

Queda pendiente, como se ha advertido, la realización de evaluaciones periódicas de las acciones adoptadas y ejecutadas por este Organización, como dice la Carta Democrática Interamericana, a desarrollarse posiblemente en el ámbito de este Consejo, como fue sugerido.  

Ciertamente, las delegaciones advirtieron en varias ocasiones la necesidad de convenir ya una Carta Social, siempre y cuando no sea otro cúmulo de textos, de intenciones, sino que ella nos pueda facilitar la acción; no se trata solo de convenir un propósito, sino de alcanzarlo efectivamente.

Son tareas pendientes que el señor Secretario General señaló, con mucha precisión, ese artículo 34 de la Carta Constitutiva, el Protocolo de San Salvador y la discusión que tenemos que terminar sobre la Carta Social.

Finalmente, hubo un comentario respecto de las condicionantes, dijéramos, a la actuación, tanto de este Consejo como del Secretario General, respecto de acciones diplomáticas, los buenos oficios o cualquier otra gestión de buena voluntad para prevenir, dijéramos, los desbordes que puedan dar lugar  a un quiebre institucional democrático o que impidan el legítimo ejercicio del poder.  Para ello se ha señalado a manera de barómetro democrático la necesidad de mantener una observación permanente sobre la realidad en el terreno.

Finalmente, hubo alguna intervención que quería precisar el concepto sobre formas más abiertas para aplicar la Carta, específicamente la legitimación para invocarla.  Ciertamente, por ahora pareciera la interpretación que estamos escuchando, y ojalá fuera leal en mi interpretación de lo que he podido apreciar esta mañana, que la legitimación corresponde esencialmente a los propios Gobiernos y aquí hay una disquisición, porque hay constituciones, particularmente que yo recuerde en América del Sur, que definen gobierno como todos los demás poderes del Estado, y ciertamente el ejecutivo por excelencia es el que lleva a dar representación del Estado a nivel internacional, por lo cual queda casi cerrado el espacio a otras instituciones.  Pero esto es algo que es todavía muy primitivo y preliminar pero, sin embargo, se ha tomado nota sobre la necesidad de abrir esa legitimación para que quien vea amenazado su derecho o la sobrevivencia democrática de sus libertades pueda invocar la Carta.

Con esa pequeña reseña quisiera recordar a las delegaciones que vamos a continuar el debate el próximo 31 de agosto, agradeciendo, por supuesto, las reflexiones presentadas que serán ciertamente incluidas en el acta de la sesión. Quisiera solicitar de manera vehemente, si fuera posible, que las delegaciones nos facilitaran los textos de sus intervenciones, eso hace el trabajo de Secretaría más eficaz y la lectura del acta mucho más fehaciente.
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DIÁLOGO SOBRE LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA. 

CAPÍTULOS IV, V Y VI


El PRESIDENTE:  Como es del conocimiento de las distinguidas delegaciones, el pasado 4 de mayo de 2011 el Consejo Permanente inició el diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana para dar cumplimiento a los mandatos contenidos en la resolución AG/RES. 2555 (XL-O/10) de la Asamblea, titulada “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento a la Carta Democrática Interamericana”, mandatos reiterados en la resolución AG/RES. 2694 (XLI-O/11) del mismo nombre y aprobada por la Asamblea General en junio de este año; diálogo que continuó durante la sesión extraordinaria celebrada el 29 de junio pasado.


Las delegaciones recordarán, igualmente, que durante las sesiones celebradas el 4 de mayo, el 29 de junio y el 2 de agosto de este año, hemos tenido oportunidad de reflexionar sobre los temas que cubren los capítulos I al III de la Carta Democrática Interamericana.  Durante la sesión de esta tarde corresponde continuar este diálogo y, de conformidad con el orden del día acordado esta mañana, las presentaciones idealmente harían referencia a los capítulos IV, V y VI de la Carta Democrática Interamericana.  Sin perjuicio de que si no pudiéramos abarcar el contenido de todos los capítulos, ciertamente este Consejo se abocaría a otra sesión para conocer el resto de la agenda que tuviera pendiente la Carta Democrática Interamericana.


Como fuera indicado el pasado 2 de agosto, la Presidencia espera concluir con el diálogo en esta sesión, pero hemos hecho la observación de que queda entendido que si la temática exige más sesiones esta Presidencia no dudará en agendarlas a fin de que las honorables delegaciones tengan oportunidad de ventilar sus puntos de vista respecto de la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.  

Con el acuerdo de las distinguidas delegaciones iniciamos, entonces, las presentaciones de hoy y, al efecto, me permito ofrecerle la palabra a las delegaciones que quisieran intervenir.


La distinguida Delegación de México, presidida por su Representante Permanente, tiene el uso de la palabra.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE MÉXICO:  Gracias, señor Presidente, y muchas gracias por su amabilidad en ofrecer futuras sesiones para seguir examinando los capítulos restantes de la Carta Democrática Interamericana.


En razones del tiempo y para ajustarme a los diez minutos reglamentarios del cual usted es un juez muy estricto, vamos a referirnos al capítulo IV.  Queremos utilizar los diez minutos para referirnos al capítulo IV y posteriormente, si usted lo permite, si hay otra oportunidad, podríamos hablar de los capítulos V y VI.


El capítulo IV de la Carta Democrática Interamericana, que se refiere al fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática, es quizá la parte más conocida de este instrumento.  Se centra en la premisa de que un régimen democrático es indispensable para participar en la Organización y, en consecuencia, que la Organización apoyará al orden democrático de nuestros países, siempre con pleno respeto a la soberanía de los Estados.  Pero la exigencia de un régimen democrático no debe ser vista meramente como un requisito para ser miembro de esta Organización, sino como una condición sine qua non de todo Estado americano.  La Carta Democrática en su artículo 1 prescribe que “la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas”.  Es precisamente por ello que uno de los propósitos principales de la OEA es promover y consolidar la democracia.


El capítulo IV debe servir de base para fortalecer y preservar la institucionalidad democrática desde una perspectiva integral; es decir, no solo reinstaurando el orden constitucional en caso de un quebrantamiento, sino en una etapa temprana fortaleciendo el Estado de Derecho y las instituciones a fin de preservar situaciones de riesgo y, cuando se ha reinstaurado el orden constitucional después de una ruptura, consolidando las instituciones para que no vuelva a surgir una crisis.  

Observamos que el capítulo IV está desarrollado sobre la base de cuatro principios que deben estar siempre presentes que tenemos que fortalecer:   primero, el consentimiento previo del Estado para la adopción de medidas; segundo, la prevención de los conflictos; tercero, la gradualidad en las medidas; y, cuarto, la adopción de sanciones solo como último recurso.


Para México resulta fundamental el principio del pleno respeto a la soberanía de los Estados, que entraña el consentimiento previo de los Estados para la adopción de medidas.  Esta premisa básica permite que se mantenga en todo momento la comunicación y el acompañamiento de la Organización, ampliando así su margen de acción para la instrumentación del capítulo IV.  De esta manera, cuando se dan condiciones que ponen en riesgo la preservación del orden institucional, los gobiernos pueden otorgar su consentimiento para el despliegue del capítulo IV como un acto plenamente soberano que los fortalece internamente y que muestra su compromiso con el ideal democrático de la Organización.


Uno de los principales aciertos del capítulo IV es el énfasis que pone en las medidas para prevenir el quebrantamiento del orden, contenido en los artículos 17 y 18.  Sin embargo, consideramos que esos artículos solamente proporcionan las bases para la prevención.  A nuestro juicio, una de las áreas que permite y requiere un mayor desarrollo es la labor preventiva que puede desarrollar la Organización.


Como recordaremos, la Secretaria de Relaciones Exteriores de México, Embajadora Patricia Espinosa, en el marco del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, celebrada en San Salvador, realizó una invitación para que emprendamos un esfuerzo conjunto para perfeccionar la Carta Democrática Interamericana, particularmente por lo que respecta al fortalecimiento de sus capacidades de prevención de rupturas del orden interno y de apoyo para la consolidación democrática institucional.


Desde nuestra perspectiva, el marco general de prevención debe ser apuntalado por políticas robustas en dos grandes vertientes:  primero, la promoción y protección de los derechos humanos; segundo, el desarrollo integral y el combate a la pobreza.


Conviene también impulsar una estrategia regional de reforzamiento de nuestros esquemas de cooperación regional para el apuntalamiento de la institucionalidad democrática de nuestros países con base en el intercambio de las buenas prácticas institucionales.  

Quiero esbozar, solamente para la reflexión colectiva, algunas medidas que esta Organización podría estar desplegando para fortalecer las capacidades de prevención:


Primero, la Organización debe desplegar sus recursos para contribuir con los Estados Miembros a la consolidación del Estado de Derecho y al fortalecimiento de las instituciones que lo hagan efectivo.  Instituciones sólidas y un régimen jurídico que contenga los pesos y contrapesos del poder público fortalecerán las capacidades del Estado para enfrentar crisis.


Segundo, la educación para la democracia a todos los niveles debe ser vista como una vía privilegiada para construir una más sólida cultura democrática.


Tercero, igualmente es menester ampliar la capacidad de gestión diplomática preventiva de la Organización, con base en el respeto al principio del consentimiento previo del Estado, con la flexibilidad requerida para llevar a cabo acciones según las particularidades de cada caso.  Creemos que la Organización puede desarrollar mecanismos de alerta temprana que le permitan anticiparse a las crisis.  En el momento políticamente oportuno el despliegue de buenos oficios en una etapa temprana permitirá una acción efectiva antes del surgimiento de una crisis.


Cuarto, a tal efecto, sugerimos alentar diálogos de alto nivel, tanto en el ámbito de la Asamblea General como de este Consejo Permanente, orientados a apuntalar los marcos de confianza y entendimiento compartidos sobre los alcances y aportes positivos de los buenos oficios que nuestra Organización ha probado que puede brindar cuando así sea requerida por los Estados concernidos.


Señor Presidente, los informes que nos ha presentado el Secretario General describen situaciones en las que se ha recurrido al capítulo IV de la Carta.  Observamos que la aplicación más exitosa ha sido cuando las medidas se han puesto en práctica de manera gradual, agotando cada etapa descrita en la Carta.  Por ello, consideramos que es imperativo procurar la gradualidad en su aplicación.  Esto permite generar un ambiente de mayor confianza en el cual la Organización puede desplegar su labor de manera más efectiva y sólida.


Desde luego, no podemos descartar situaciones en donde la gravedad de los hechos exija una respuesta punitiva inmediata, pero consideramos que esto debería ser verdaderamente excepcional.  

En los diez años transcurridos desde la adopción de este instrumento fueron contados los casos en los que se recurrió a la Carta.  El Secretario General describe seis hechos en sus informes.  Con excepción del caso de Honduras, las demás crisis fueron superadas haciendo uso de las medidas preventivas y no de las punitivas.  La sanción solo puede ser una herramienta de último recurso.  Debemos tener presente siempre que el fortalecimiento y la preservación del orden democrático requieren un esfuerzo cotidiano de nuestros gobiernos y de nuestras sociedades y que en caso de existir un quebrantamiento habrá que priorizar y agotar todos los esfuerzos diplomáticos y políticos a nuestro alcance.


A lo largo de este diálogo hemos escuchado diversas propuestas, tanto del Secretario General como de otras delegaciones, para hacer más efectiva la implementación de la Carta.  México agradece estas propuestas.  Consideramos que son válidas; animan a la reflexión y merecen un estudio cuidadoso.  Debemos ahora abrirnos el espacio para examinar con detenimiento y en igualdad de circunstancias cada una de las propuestas ya presentadas y otras que lleguen a formularse.


Por lo pronto quisiera simplemente apuntar que nuestros debates deben guiarse por la importancia de desarrollar conceptos que tomen en cuenta las potencialidades de la Organización, pero también el hecho de que la institucionalidad democrática está ligada al orden constitucional de nuestros países.  Únicamente tendrán posibilidades de prosperar aquellas propuestas que se inserten en el marco jurídico de los Estados y de la OEA.


Reiteramos nuestra disposición para hacer más efectiva la implementación de la Carta y para continuar con este importante diálogo.  Casi le atino a los diez minutos, señor Presidente; me he excedido por unos segundos.


Muchas gracias.


El PRESIDENTE:  Gracias, Embajador.  En este diálogo cualquiera puede excederse en abono a un intercambio más fructífero de ideas y las suyas, sus observaciones, las de su Gobierno, muy interesantes.


Me complace ofrecerle la palabra al Embajador Louis, Representante Permanente de Santa Lucía.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE SANTA LUCÍA:  Thank you very much, Mr. Chair.  

I’m offering brief remarks directed to Chapter IV of the Inter-American Democratic Charter.  Article 17 states that:

When the Government of a member state considers that its democratic political institutional process or its legitimate exercise of power is at risk, it may request assistance from the Secretary General or the Permanent Council for the strengthening and preservation of its democratic system.  

The remainder of the chapter, Mr. Chair, outlines what the Permanent Council, the Secretary General, and the General Assembly, which are all organs of the Organization of American States, can do to attempt to influence diplomatic initiatives to restore democracy, using their good offices for the restoration of such.  Of course, if no satisfactory conclusion arises with the ultimate sanction—that of suspension—then Article 23 describes how the suspension can be lifted.


It appears to me that the glaring omission in this formula, which the framers perhaps did not envisage or consider at the time, is the important role by nongovernmental organizations (NGOs) in the preservation of the Democratic Charter and democratic order.  Let me explain very briefly.  

There seems to be a basic assumption here that the Government of a member state—and I’m not saying that this assumption is incorrect—is not only the legitimate institution charged to preserve democracy but is also the one to determine when the democratic political institutions become at risk.  Inherent in this assumption is the belief that only governments have an interest in preserving the democratic institution in a state.  

However, we need to remember that democracy is not just an ideal for the ordinary person.  For the everyday life of ordinary citizens, democracy means the freedom to utter their views, the freedom to belong to a group or political party of their choice, the freedom to protest and object to the dictates of government in a peaceful manner, and the duty of government to heed the will of the people as expressed through free and fair elections.  Yet, Chapter IV remains silent on the role of any other groups or institutions in making a determination that the preservation of the Democratic Charter is at risk.


Because this is not an exercise to seek any changes or amendments to the Charter, there is little one can offer by way of how we should go forward, except to say that we would urge that we place some emphasis on Article 18 and urge that both the Permanent Council and the Secretary General, in seeking to intervene, not only wait on the request of the Government but perhaps sometimes we should be a little more proactive, having determined that actions that are taking place are, in fact, threatening the democratic process.  

As our Charter mandates us now, we have to do it with the permission of the state, but I have not found anything in the Charter that prohibits us, having seen the actions in a particular state, from being proactive and communicating with the government or state concerned in terms of suggesting that the Secretary General or any other organ of the OAS might wish to intervene.


Mr. Chair, knowing what we know now in terms of how changes have taken place in the democratic process in governments in other parts of the world, we need to be mindful that if we were only to wait until governments call on the Permanent Council to determine a threat to democratic order, some of these changes might never take place.  What we need to state—and I don’t think I’m saying anything that is not known here—is that every government has a vested interest in preserving itself.  As long as it is not in the interest of a particular government, it may not wish to bring its woes to the attention of the Council.  


Article 18 was written some years ago, but the 21st century has brought in a number of new strategies, new forms, and new ways that people are getting into the democratic process.


Let me make my last point.  The OAS recognizes a number of legitimate groups in society––nongovernmental groups, youth, and the business sector.  We need to broaden our vision to encompass these groups, to find a way to receive information from them to help to make our decisions, instead of the 1950s, 1960s, 1970s view of the world in which the only source of legitimate information was the Government.


These are a few remarks I wanted to make on Chapter IV, and I thank you for this opportunity to make them.  Thank you.


El PRESIDENTE:  Gracias, Embajador Louis, y tomamos nota de que su Delegación estaría pendiente de hacer comentarios sobre el capítulo V o VI.


Me complace ofrecerle ahora la palabra a la distinguida Representante Permanente de los Estados Unidos, Embajadora Lomellin.

La REPRESENTANTE PERMANENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS:  Thank you, Mr. Chairman.

As we approach the 10th anniversary of the adoption of the Inter-American Democratic Charter, it is well worth noting the unique and seminal nature of the document.  It is another instance of the nations of the Western Hemisphere extending the formal, collective commitment to democracy beyond where others had gone.  Much as the nations of our hemisphere led the way in San Francisco after World War II in insisting that human rights had a universal aspect that needed to be recognized in a global organization, now, we are leading the international community in demonstrating how that commitment translates into governance.

In 1948, in the American Declaration of the Rights and Duties of Man, we collectively defined the rights and obligations and, in effect, implied a definition of democracy by stating that “All men are born free and equal in dignity and in rights. . .” and further, in Article 1, stating that “Every human being has the right to life, liberty and the security of his person.”  

Half a century later, Article 9 of the OAS Charter authorizes the suspension of a member state “whose democratically elected government has been overthrown by force,” lending additional impulse to the declaration in Article that the “solidarity of the American States . . . require[s] the political organization of those States on the basis of the effective exercise of representative democracy.”  

And ten years ago, the Democratic Charter gave new force to our commitment to defend democracy, giving us a framework to guide our collective action where democracy is threatened.  This is reflected in our decision to insist in Article 19 of the Democratic Charter that “an unconstitutional interruption of the democratic order constitutes an insurmountable obstacle to a government’s participation” in the OAS.   

 This was a momentous step forward; something to be celebrated.  Our response to the crisis in Honduras is evidence of the power of this decision.  But I will return to that point.

It is vital we understand that democracy is not self-sustaining.  It is not inevitable that once a country becomes a democracy, it will remain democratic forever.  Democracy must be cherished, nourished, and supported.  Each state’s citizens must guard and support their own democracy.  The international community must also remain vigilant.  

Democracy can be undermined from within, as a once vibrant oak can be eaten away from within and eventually fall.  This is why we must work ever harder to strengthen the underpinnings of our democratic societies––good governance, responsive institutions, respect for human rights and fundamental freedoms, and the rule of law.  Those are essential elements of democracy and founding principles of this, our organization.  

Where democracy is weak, the international community has a responsibility to support it, and where it fails, the international community has a responsibility to support its restoration.  We all joined as sovereigns in adopting the Democratic Charter.  Support for democracy does not compromise our sovereignty; it expresses and safeguards it.  

No longer can we say that what happens in other countries is not our concern.  As the Democratic Charter clearly states, “the peoples of the Americas have a right to democracy and their governments have an obligation to promote and defend it.”  We have an affirmative responsibility not to turn our back when democracy is attacked anywhere in our global village, but especially in our own hemisphere.  This is part of our commitment to protect––to advance the cause of human rights and fundamental freedoms despite the natural friction presented by national sovereignty.  The establishment and strengthening of the inter-American human rights system, through the Inter-American Human Rights Commission (IACHR) and the Inter-American Human Rights Court, represent a recognition of this ideal.  

Our response to the coup in Honduras was further recognition of this ideal.  Our weakness was that we collectively had allowed conditions in Honduran democracy to deteriorate to a point where a coup was thought by some to be a solution.  In effect, we did not proactively utilize the tools of the OAS––of the Inter-American Democratic Charter––early enough to avert a crisis.  

The effort it took to promote the restoration of democratic rule in Honduras was far more costly and traumatic than the effort it would have taken to support the maintenance and strengthening of democracy.  This is a key point to consider as we think about how to better protect democracy in the region.  

When will the inter-American community, freely assembled at the OAS, lend a hand to its members in upholding the commitments freely undertaken in the Democratic Charter before a constitutional crisis erupts?  As we move forward, we will answer this question, either explicitly by our actions or implicitly by our failure to act in the face of threats to democracy.  

The cost of a lost democracy is severe.  As democracy fades, violations of human rights and fundamental freedoms become more commonplace, press freedom suffers, independent civil society is challenged, the rule of law is undermined, and governments take away private property without due process––all on the excuse that this is for the greater good when the reality is that it benefits the few in power.   When the system fails completely, the international community may step in to help restore order and democratic governance, but as Honduras proved, much suffering occurs in the meantime, and the cost of restoration is high.

It would be far better to maintain and support democracy in the first place.  Action, however, is not easy.  Article 18 of the Charter gives the Secretary General or––and the “or” is very important––the Permanent Council the authority to arrange for “visits or other actions” when situations arise that may affect the democratic process.  It empowers the Permanent Council to undertake a collective assessment and “adopt decisions for the preservation of the democratic system.” 

Articles 18 and 20 of the Democratic Charter provide tools that the member states, the Secretary General, and the Permanent Council must consider using as early as possible to respond to the deterioration in democratic governance.  For failing the preservation of democratic order, a member state can be suspended.  But this is far too late, too costly, and too traumatic; in such cases we would collectively have failed to use the tools at our disposal to attempt to preserve democracy in a member state.  

Our failure in the case of Honduras had another important aspect.  Having failed to act to prevent an “unconstitutional alteration of the constitutional regime” in the words of the Democratic Charter, we acted rapidly, but perhaps precipitously, since we did not consider how we would recognize that constitutional order had been restored.  Perhaps this was inevitable, because we could not anticipate all eventualities, and attempting to do so may have delayed our action or divided us, leading to paralysis.  But not doing so allowed the return of Honduras to full participation to be unduly delayed and held hostage to political considerations quite separate from the question of whether its constitutional democracy had been restored.  This protracted exclusion of Honduras from participation was contrary to the spirit of the OAS Charter and the intentions of the Democratic Charter, and it harmed our ability to support constitutional, democratic governance in Honduras.   

We cannot tolerate foreign interference in the legitimate exercise of legal authority by a democratic government, but neither should we turn a blind eye as democracy begins to deteriorate, even when the deterioration is countenanced or encouraged by a freely elected government that proceeds to undermine the very democratic process that brought it to power.  That road leads to the old ways of failed democracies turned into dictatorships that were so common in Latin America in the 1960s and 1970s.  

By working together to integrate our steadfast commitment to democracy with real and sustained effort, we can make tremendous progress.   The OAS is central to this narrative.  As Secretary Clinton has said, “the OAS has a vital role to play as the most important forum of our community of nations.”  Our challenge, ladies and gentlemen, is to ensure that our various efforts support this role.


El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señora Embajadora.  Me permito darle la palabra a la distinguida Representante Alterna de la República Dominicana.

La REPRESENTANTE ALTERNA DE LA REPÚBLICA DOMINICANA:  Gracias, señor Presidente.

Sean mis primeras palabras para saludar la incorporación del Embajador Joel Hernández a este Consejo Permanente y ofrecerle la colaboración de la Delegación dominicana en sus funciones.

Señor Presidente, reiteramos nuestro agradecimiento por convocar esta sesión para continuar el análisis de la efectividad de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.  Hoy solo nos referiremos al capítulo IV. 

Como dijimos en la sesión pasada, este diálogo es un aporte a la búsqueda de interpretaciones comunes de aquellos aspectos que han generado diversidad de enfoques en la aplicación de este importante instrumento interamericano.

El capítulo IV es, a nuestro juicio, el que contiene los aspectos más pragmáticos de la Carta; por lo tanto, la efectividad de su aplicación puede ser evaluada de mejor manera. Su contenido y la interpretación de algunos de los conceptos de dicho capítulo han generado discusión e interés, no solo por parte de este órgano político, sino también por parte de otros actores del Hemisferio.

Hemos visto en los últimos años a la Organización actuar y aplicar, de manera directa o indirecta, las disposiciones contenidas en los artículos del 17 al 22 de la Carta.  Sin embargo, en algunos casos nos preguntamos si la aplicación de estas disposiciones ha tenido un efecto positivo en la solución de crisis o si han sido bien aplicadas.

¿Cómo podríamos dar respuesta a estas interrogantes si las mismas nos llevan a otras relativas a la interpretación de varios de los conceptos del capítulo bajo análisis?  Se preguntan algunos a qué se refiere la Carta con “gobierno” de un Estado Miembro.  ¿Se debe interpretar de forma restrictiva, es decir, que “gobierno” solo se refiere a la representación que ejerce el Poder Ejecutivo?  O más bien,  ¿se trata de hacer una interpretación amplia de “gobierno” que abarque a los tres Poderes del Estado, Ejecutivo, Legislativo y Judicial? y que, por tanto, estos podrían mover la acción hemisférica prevista por la Carta Democrática cuando consideren “que está en riesgo su proceso político institucional democrático o su legítimo ejercicio del poder”.

Sobre este punto hay diversidad de interpretaciones.  A nuestro juicio, los redactores de la Carta con “gobierno” se refirieron únicamente a la representación que tiene el Poder Ejecutivo.  La OEA es una organización de Estados cuya representación es ostentada por un Representante Permanente designado por el Jefe del Ejecutivo de cada país.  Por lo tanto, en términos prácticos, en principio, es la representación del Ejecutivo la que se ejerce ante los órganos políticos de la Organización, y sería también, en principio, este el que podría mover la acción de dichos órganos políticos con base en la Carta Democrática.

Otro tema que ha generado atención es el relativo a la interpretación de “situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder”. Tal como plantea el Secretario General en su informe sobre la Carta Democrática Interamericana del año 2007, la falta de precisión de los criterios para definir cuándo se ha alterado la institucionalidad democrática de un país es una de las críticas que con más frecuencia se hacen a la efectividad del capítulo IV.
¿Cuáles son las situaciones que podrían causar estas alteraciones?  ¿Sería recomendable, para evitar diversidad de interpretaciones, dedicarnos a elaborar una lista de aquellas situaciones que podrían causar el efecto del que hablan los artículos 17 y 18 de la Carta?  ¿O cada gobierno, o la Secretaría General, o el Consejo Permanente serán los llamados a definir los criterios para determinar cuáles situaciones podrían afectar la institucionalidad democrática de un país?  Está claro que se pueden presentar situaciones o síntomas que de forma precisa evidencian una amenaza al proceso democrático de un país.

La OEA, a través del Consejo Permanente, por un lado, y la Secretaría General, por otro lado, cuenta con los mecanismos y la capacidad de análisis necesarios para detectar aquellos indicios que pudieran generar en una crisis política.

Es por esto que deseamos reiterar, como una forma de fortalecer la capacidad de acción preventiva de la Organización, la necesidad de hacer un seguimiento permanente a aquellas situaciones críticas a fin de prevenir el agravamiento de situaciones que puedan conducir a una ruptura institucional del orden democrático de nuestros países.

En ese sentido, coincidimos con algunas de las propuestas del Secretario General para fortalecer la efectividad de la Carta Democrática Interamericana, aumentar la capacidad de la Secretaría General para prevenir crisis y asistir a los Estados en los procesos que anteceden a estas o con posterioridad a una crisis, así como la elaboración de informes periódicos sobre los aspectos esenciales para la democracia definidos en la Carta Democrática.  Finalmente, consideramos de mucha importancia que este órgano político realice un diálogo dirigido a definir las situaciones que pueden ser identificadas como alteraciones graves o interrupciones del proceso democrático.

A nuestro juicio, estos elementos serían de gran ayuda para hacer más efectiva la aplicación y seguimiento de la Carta Democrática Interamericana.

Muchas gracias.
El PRESIDENTE:  Gracias a usted por sus interesantes observaciones.  Me complace darle la palabra a la distinguida Delegación argentina.

El REPRESENTANTE ALTERNO DE LA ARGENTINA:  Gracias, señor Presidente.

En esta sesión dedicada al diálogo sobre la Carta Democrática Interamericana, la Argentina se congratula con la Conmemoración Hemisférica del Décimo Aniversario de la Carta Democrática Interamericana y Renovación del Compromiso de las Américas con la Democracia, cuya celebración se realizará los días 3 y 4 de septiembre de 2011 en Valparaíso, Chile.

La República Argentina ha tenido un papel particularmente activo en la concepción y elaboración de la Carta adoptada por la Asamblea General de la OEA en su vigésimo octavo período extraordinario de sesiones el 11 de septiembre de 2001.  La evaluación, luego de diez años de sancionada la Carta, es positiva y entendemos que se trata de un instrumento que provee una sólida y valiosa herramienta para el resguardo de la democracia en el Continente cuyo principal objetivo se orienta al fortalecimiento y preservación de las instituciones democráticas.

Consideramos que este no es el momento adecuado para llevar a cabo modificaciones en la Carta Democrática Interamericana, dado que por la coyuntura histórica regional esta instancia podría derivar en más perdidas que ganancias en torno a los puntos centrales que la Argentina considera necesarios que se mantengan.

Los debates conceptuales sobre el tema no debieran dar lugar a promover modificaciones de facto a la interpretación de la Carta, sino más bien, al cumplirse diez años de la adopción de la misma, entendemos que el mejor homenaje que podemos rendirle es continuar en el camino de reforzar la capacidad de los mecanismos de la OEA para dar una respuesta colectiva ante los requerimientos de un Estado Miembro que solicita asistencia para consolidar sus instituciones democráticas.

Las actividades específicas que lleva adelante la Organización a través de diferentes mecanismos constituyen el reto para mejorar la capacidad y efectividad de respuesta colectiva para fortalecer los contenidos democráticos establecidos en el capítulo IV “Fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática”.

Por último, y en cuanto a eventuales intentos por promover la necesidad de dotar a la Carta de mayores elementos prácticos para impulsar sus objetivos, incluyendo el aumento de la autoridad del Secretario General para actuar de modo preventivo, entendemos que no se encuentra prevista en la Carta Democrática que la OEA adopte medidas sin pedido expreso o consentimiento de algún Estado Miembro o en defensa del gobierno legítimo del Estado afectado.

Muchas gracias, señor Presidente.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señor Representante.  Me complace ofrecerle la palabra al distinguido Representante Permanente de Chile, Embajador Paya.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE CHILE:  Gracias, Presidente.  Buenas tardes a todos.

Esta sesión de diálogo sobre la Carta coincide casi perfectamente con la fecha del aniversario que ya se avecina el próximo 11 de septiembre; en particular, hoy somos convocados a dialogar respecto de uno de sus capítulos, el IV.

Creo que la oportunidad muy claramente nos da cuenta del ánimo de conmemorar, de celebrar lo que es una conquista notable.  No puede simplemente darse por descontado cuando se logra un compromiso continental en una materia tan importante como esta y es eso, ni más ni menos, lo que se consiguió con la suscripción de la Carta en aquel feliz día en Lima hace casi diez años.


Por otro lado, junto con esa merecida celebración y conmemoración surge, al contemplar el capítulo IV y la experiencia de su aplicación, la constatación de que la Carta, el capítulo IV, como toda obra humana, no es perfecta, admite comentarios y visiones de cómo mejorarla o complementarla.

Existen, desde la perspectiva tanto del mundo académico como de la sociedad civil, incluso en las expresiones de muchos Estados, visiones de cómo avanzar a un sistema, un esquema, o a mecanismos de protección colectiva de la democracia, complementarios o más perfectos que los que contempla la propia Carta.  Naturalmente que sabiendo el valor que tiene y el sutil equilibrio que representa la Carta, sin jamás cometer la imprudencia de arriesgar la vigencia de los consensos que en ella están reflejados, es que creemos que el debate respecto de cómo perfeccionar la protección democrática es muy valiosa en el sentido de que nuestros pueblos, nuestras gentes agradecen y agradecerían que esta Organización en general, los Estados, estemos siempre considerando la búsqueda de fórmulas cada vez más perfectas y exigente de estándares cada vez más altos para una mejor democracia, una democracia de mejor calidad, con más estabilidad institucional.


Por eso Chile ha constatado la existencia de muchas de estas propuestas y no siente la urgencia por suscribir decididamente ni en forma especial y particular, descartando el resto, ninguna de ellas, porque todas recogen y reflejan elementos y matices distintos.  Todas apuntan en una dirección común.  Lo que sí siente Chile es que la existencia de los planteamientos que vienen desde el mundo político, desde el mundo académico, desde la sociedad civil y la multiplicidad de variantes y opciones que se han planteado, siempre buscando la compatibilidad con los principios, propósitos y mecanismos de la Carta, dan pie para creer que existe la ocasión de avanzar en ello.


Recordamos, tal cual lo hicimos en una sesión anterior, que, entre otras cosas, hay gente que ha planteado la posibilidad de crear una figura de un Ombudsman para la Democracia, alguien cuya actuación se centraría en la acción preventiva, abierta al diálogo con autoridades, instituciones y sociedad civil de los Estados Miembros de la OEA.  

Otros, con un matiz un poco distinto –porque no se trata solamente, entendemos, de un nombre distinto– han planteado la figura de un Relator Especial para la Democracia, siguiendo el esquema y práctica vigente en el sistema interamericano de derechos humanos en materia de relatores.  

Otros, entendemos que pensando en fórmulas que no comprometan a la OEA, han planteado una figura, ampliamente utilizada en el ámbito universal, como la de un Alto Comisionado para la Defensa de la Democracia.  

Otros inmediatamente reaccionan poniendo el énfasis en que la OEA no se margine, no tome un brazo de distancia respecto a esta materia; entonces  se van a la figura de una concepción contraria, la figura de un Relator ad hoc, nombrado por el Consejo Permanente, que rinda cuentas al Consejo Permanente; en fin, exactamente el ángulo contrario para buscar abordar el mismo tema.


En ese punto entendemos que otros dicen que no se trata de debilitar la autoridad de la Secretaría General de la OEA y, por lo tanto, todo lo que hay que visualizar es un Enviado Especial para la Democracia, que depende, que actúa con una suerte de delegación de facultades o con un encargo especial del Secretario General.  Alguien, al plantear una figura de este estilo, ponía mucho énfasis en que su acción debiera ser eminentemente preventiva, enfocada en el diálogo discreto y en la gestión de buenos oficios para prevenir crisis institucionales.  

Desde otra perspectiva, alguien ha planteado directamente el reforzamiento de las facultades de la Secretaría General. 

Las propuestas siguen, puesto que, desde la perspectiva del análisis de la calidad del instrumental preventivo del capítulo IV, desde las hipótesis que están contempladas para que se activen los mecanismos de protección de democracia contemplados allí, otros desde la perspectiva de quién tiene la acción, quién gatilla el mecanismo, es que surgen cuestionamientos diversos.  

Algunos han planteado directamente la posibilidad de ampliar las posibilidades de actuación de oficio del Secretario General.  Se ha traído a colación, lo hemos hecho nosotros, a modo de ejemplo, el criterio que se ha adoptado en el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), suscrito hace menos de un año, en el que al Presidente pro témpore de la organización se le han dado facultades para actuar de oficio o, a solicitud de otros Estados, no necesariamente aquel en que se está verificando una situación compleja, y con un rango de hipótesis un poco más amplio de las que existen en el caso de nuestra Carta Democrática.


En fin, a riesgo de agotar la paciencia de ustedes, me limito a mencionar un par de enfoques distintos.  Algunos han hablado de la creación de una Comisión Observadora Permanente, con el objeto de monitorear periódicamente con parámetros objetivos, genéricos, acordados previamente por los propios Estados, el estado de la democracia en la región.  

Otra propuesta es la elaboración de un informe periódico sobre el estado de la democracia en la región.


Algunos han recordado la existencia de mecanismos de revisión entre pares –entre nosotros mismos– en materias muy sensibles, nuestras políticas de cooperación en materia de corrupción, tráfico y consumo de drogas, violencia contra la mujer, etcétera.  Acaso se preguntan, ¿no se podría pensar en mecanismos análogos en torno a temáticas previamente acordadas, esenciales para el devenir democrático de cada una de nuestras naciones?


En una sesión previa alguien describió la posibilidad de configurar un manual de buenas prácticas que pueda ser compartido entre los Estados.  

En fin, Chile simplemente, al escuchar, al tomar nota de esta multitud de opciones y enfoques distintos en búsqueda de lo mismo, simplemente se plantea preguntas.

Después de escuchar esto, ¿se puede sostener que nuestros mecanismos de protección de la democracia no admitan perfeccionamiento alguno?  ¿Se puede sostener que no hay ideas de cómo abordar el tema, de  que hay carencias o un vacío de enfoques?  ¿Creemos que es imposible avanzar hacia la búsqueda de consensos en una materia tan difícil?  ¿Podemos negarnos a intentarlo?  ¿Podemos negarnos a participar de un debate que de hecho existe ya en la región? 


Por lo tanto, Presidente, Chile se felicita de tener el honor de haber sido seleccionado por la Organización.  Mejor dicho, la Organización ha aceptado el ofrecimiento de nuestro país de ser sede de la conmemoración de este décimo aniversario de la Carta, que tendrá lugar este fin de semana en la ciudad de Viña del Mar y en Valparaíso en el Congreso Nacional.  


Además de brindarnos la oportunidad de darles una bienvenida muy cálida y cordial a los señores Cancilleres y Jefes de Delegación, es una oportunidad muy valiosa para avanzar en la búsqueda de consensos en esta materia.


Gracias, Presidente. 

El PRESIDENTE:  Gracias, señor Embajador, por sus interesantes preguntas que no son retóricas.  Tengo el honor de darle la palabra al distinguido Representante Permanente del Perú, Embajador de Zela.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL PERÚ:  Gracias, señor Presidente. 

Quisiera también participar en esta sesión, haciendo algunos comentarios que van a estar referidos fundamentalmente al capítulo IV de la Carta Democrática, pero antes de eso quisiera hacer un par de comentarios de carácter general.

El primero es que ha sido no de ahora, sino de hace mucho tiempo, de siempre diría yo, nuestro punto de vista, que creemos que es un punto de vista, si no unánime por lo menos ampliamente compartido, que este tema de promoción y defensa de la democracia es probablemente el tema central en la Organización de los Estados Americanos.  Este tema, junto con el de derechos humanos, son los que singularizan a la OEA.  Son los temas en los cuales simplemente no existe otra institución, organización interamericana o internacional en la cual haya un compromiso del tipo que tenemos en esta Organización.  En consecuencia, cuando tenemos un debate sobre ese tema estamos hablando, estamos teniendo una discusión, una conversación sobre lo que es definitorio de nuestra Organización.  Creo que es importante reiterarlo, porque la medida del éxito de la OEA será la medida del éxito que tengamos en el desarrollo de nuestras tareas con respecto a ese tema.  

En ese sentido, la Carta Democrática, en términos generales, es un instrumento en el cual consta la percepción colectiva, el acuerdo colectivo de qué entendemos en este tema de manera unánime.  Así es como vemos la democracia, así es como la queremos promover y así es como la queremos defender.  En ese contexto, Presidente, lo que estamos haciendo en este ejercicio, lo digamos con este término o no lo digamos con este término, es una evaluación.

Estamos viendo, después de diez años, cómo ha funcionado aquello que escribimos en la Carta Democrática en el año 2001.  Hemos acordado de antemano que ese es un ejercicio que debemos hacer a nivel de este Consejo Permanente y que ese ejercicio va a ser reportado.  Creo que eso es algo que no debemos olvidar.  Al final de este ejercicio, y ya estamos bastante avanzados, estamos llegando al final, vamos a tener que hacer un reporte.  Repito una vez más lo que he dicho ya en intervenciones anteriores, la participación que estamos teniendo en este debate está siempre orientada, o tiene siempre presente ideas que podrían ser reflejadas en ese reporte que haremos.

Luego de esta introducción, quería recordar que en nuestra primera intervención cuando recién hablábamos en términos generales de la Carta, nos referimos a un tema que creo que está generando un consenso creciente, que es el tema de la acción preventiva.  No he escuchado hasta ahora ninguna intervención que no haya afirmado que la acción preventiva de nuestra Organización es importante.  Ahí tenemos un primer concepto en el cual estamos todos de acuerdo:  es mejor evitar que una crisis surja que desarrollar acciones colectivas para solucionarla.  La prevención es fundamental entonces.

En ese sentido, así lo hemos dicho y lo reitero ahora, pensamos que una de las mejores formas de prevención es precisamente la promoción, puesto que si la democracia es fuerte, estará en capacidad de resolver adecuadamente los conflictos que se produzcan y evitará que se produzcan interrupciones o rupturas del proceso democrático.

En consecuencia, pensamos, la mejor defensa de la democracia es una adecuada promoción.  Y ahí pensamos que esta Organización tiene un papel que jugar y ese papel es el de tener una interacción permanente con cada uno de los países miembros en esta tarea común de promoción de los procesos democráticos.  Tendríamos que ser capaces, Presidente, de encontrar algún tipo de mecanismo que permita que esas tareas, que esta interacción permanente nos permita, en ese proceso de promoción, detectar tempranamente cualquier problema que se pueda producir, de manera tal que ese problema no crezca y no se convierta en un peligro para la institucionalidad democrática.  

Hay toda una tarea importantísima de fortalecimiento institucional que desarrollar.  Ya lo hemos dicho en otras ocasiones, ese es un aspecto en el cual hay que reforzar la acción de la Organización en cuanto al tema de fortalecimiento institucional, fortalecimiento de la democracia, fortalecimiento de las instituciones, lo cual requiere, como es natural, un seguimiento periódico fluido de cómo están ocurriendo las cosas en cada país.  Eso es normal, esa es una cuestión de información y en el noventa y nueve por ciento de los casos es información pública.  En consecuencia, no estamos hablando de que vamos a poner a ningún país bajo vigilancia ni mucho menos, no se trata de eso.  Se trata simplemente de tener una información suficiente y eso nos parece importante.

En segundo lugar, esos mecanismos de detección temprana de problemas deberían ser objeto de un diálogo colectivo, de un diálogo en el cual podamos llegar a algunos consensos, a algunas aproximaciones comunes de cómo debe funcionar la Organización en esos casos.

El Embajador de Chile hacía referencia en su intervención a una multitud de ideas que se han puesto sobre la mesa para discusión.  Va a llegar un momento –por lo menos así lo espero– en ese diálogo en el cual deberíamos tratar de profundizar un poco más en esas ideas que se han soltado.  

Creo, Presidente, que estando a esa altura del diálogo donde ya casi, casi hemos llegado a una revisión completa de toda la Carta, una primera vuelta de diálogo, ya está llegando el momento en el cual vamos a tener que empezar a pensar en qué vamos a reportar.  Y de repente, para facilitarnos la tarea, le podríamos pedir a la Secretaría, que me imagino que ha estado tomando nota con gran atención de los planteamientos que hemos ido haciendo acá, que vaya preparando algún primer papelito que nos permita, por lo menos, tener una recopilación de las ideas que aquí se han vertido, de tal manera que podamos en una siguiente etapa, sobre esa primera base, tener ya una conversación un poquito más puntual orientada al informe que tenemos que hacer de todo este importantísimo intercambio de experiencias.

Por ahora es eso, Presidente.  Muchas gracias.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señor Embajador.  En efecto, sí se está tomando debida nota de todas las ideas vertidas.  Me complace darle la palabra al distinguido Representante Alterno de la República Federativa del Brasil.

El REPRESENTANTE ALTERNO DEL BRASIL:  Obrigado, Senhor Presidente.  Minha Delegação vai se referir ao Capítulo IV nesta oportunidade.  

A Carta Democrática Interamericana constitui referência a partir da qual podemos preservar e fortalecer a democracia nas Américas.  Ao examinarmos a eficácia da aplicação do seu Capítulo IV, que dispõe sobre a defesa da ordem democrática nos Estados membros, cumpre fazê-lo à luz dos princípios e compromissos contidos na Carta Democrática e na própria Carta da OEA.

Quando respeitamos esses elementos, fortalecemos a democracia e favorecemos as condições para promovê-la no plano interno.  A Carta reflete o entendimento de que as crises político-institucionais devem ser prioritariamente equacionadas a partir dos processos internos em cada país, com respeito à soberania e ao princípio de não-intervenção, para os quais a experiência e a estrutura da OEA contribuem de forma importante.

Nesse sentido, o Capítulo IV, talvez mais do que qualquer outro dispositivo da Carta Democrática, corporifica equilíbrio alcançado após intensas negociações entre as posições e visões dos Estados membros da Organização sobre a democracia e sobre a função a ser desempenhada pela OEA.  O fato de se ter estabelecido como premissa para o presente diálogo não modificar seu conteúdo revela que aquele consenso permanece vigente e que tentativas de alterá-lo seriam contraproducentes e poderiam trazer o risco de retrocessos.  Há que cuidar, portanto, para que o diálogo atualmente em curso não extravase o âmbito em que se enquadra a própria Carta.

Nesse marco, refletir sobre a eficácia em sua aplicação não se harmoniza com proposição de mecanismos que fujam ao espírito e ao escopo do documento que aprofundem na prática seus preceitos, ou que implique interpretação elástica de seus dispositivos.  Acreditamos, por exemplo, que cabe apenas ao Executivo invocar as medidas contidas no instrumento interamericano.

Do mesmo modo, faz-se necessário preservar seu enfoque equilibrado que guarda sintonia com o diversificado quadro político existente em nossa região.  O Capítulo IV constitui naturalmente a face mais visível deste importante documento regional, mas é apenas um dos seus elementos.  A Carta materializa tratamento abrangente da promoção e defesa da democracia com grande atenção às suas inter-relações com os campos de desenvolvimento integral, da educação, dos direitos humanos e da igualdade de gênero e raça, entre outros.  

É certo que a atuação da OEA nos casos de ameaça e de ruptura da ordem constitucional tem grande importância para demonstrar o compromisso efetivo dos países das Américas com o regime democrático, mas esta é uma das vertentes do trabalho de promoção e defesa da democracia nas Américas com o envolvimento da OEA.

O combate à pobreza e à desigualdade, o adequado funcionamento dos órgãos do Sistema Interamericano de Direitos Humanos, o labor das missões de observação eleitoral, a capacitação institucional e o fortalecimento dos valores democráticos, todos esses elementos colaboram para a consolidação da democracia.

O Brasil não é contrário a eventual exercício de reflexão sobre possíveis mecanismos de fortalecimento da democracia em complementação à Carta Democrática, desde que não sirvam de pretexto para singularizar determinados países, ou busquem consolidar paradigma único de democracia que desconsidere a multiplicidade de experiências nas Américas.

Senhor Presidente, a Delegação do Brasil deseja chamar a atenção para aspecto que considera fundamental.  Por sua natureza e sensibilidades políticas, as situações de instabilidade democrática têm que ser necessariamente avaliadas caso a caso, à luz das especificidades do sistema político e das circunstâncias em tela.  

Uma das importantes virtudes do Capítulo IV é o reconhecimento do papel privilegiado das gestões diplomáticas na superação de crises, na medida em que confere ao instrumento a flexibilidade e a capacidade de adaptação necessárias para auxiliar os países da região segundo a exigência de cada situação.  

A moldura estabelecida no Capítulo IV é tal que permite que se encontre o equilíbrio entre o esforço de diplomacia preventiva e o devido respeito ao princípio de não-intervenção.  O ponto de equilíbrio entre os dois elementos pode variar e será sempre encontrado a partir de uma dosagem política.

Ainda, a atuação do Secretário-Geral, com base nos poderes mencionados no Capítulo IV e na Carta da OEA, sempre será relevante para a ação da Organização para a construção de confiança, a promoção do diálogo interno e o fortalecimento institucional.  A própria natureza do cargo de Secretário-Geral é propícia para uma atuação rápida e flexível, e a Carta Democrática Interamericana tira o máximo proveito dessa qualidade.

Dentro dos marcos da Carta da OEA e da Carta Democrática, o Secretário-Geral pode realizar gestões discretas, quando assim a situação exigir, e também levantar informações sobre uma crise interna e dar conhecimento delas ao Conselho.  Pode agir pessoalmente ou designar enviados especiais; pode mediar uma crise sozinho ou juntamente com países membros.  Durante esses anos, quando assim foi exigido pela Carta, a atuação do Secretário-Geral Insulza mostrou-se sempre prudente e extremamente eficaz.

Acreditamos que a previsão do consentimento do país afetado, previsto nos artigos 17 e 18, foi fundamental para criar a atmosfera favorável que permitiu ao Secretário-Geral ter êxito em suas gestões à luz do Capítulo IV.

Senhor Presidente, o Brasil acredita que eventual busca de parâmetros detalhados, objetivos e previamente definidos para as ações de prevenção e correção de crises democráticas não parece ajustada à Carta e à própria natureza da matéria de que trata, e poderia trazer resultado oposto ao esperado:  em vez de prevenir ou corrigir, poderia dificultar consensos, levar à paralisia da ação coletiva ou constituir elemento agravante de situações políticas internas.

O essencial é que se preserve o marco amplo de defesa e promoção dos valores democráticos que compartilhamos todos e que a Carta Democrática soube recolher com grande felicidade.

Muito obrigado.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señor Representante.  Tiene la palabra la distinguida Delegación de Honduras.

El REPRESENTANTE ALTERNO DE HONDURAS:  Muchas gracias, señor Presidente.

Quiero empezar dando las gracias y felicitando a cualquier persona que haya tomado la decisión de hacer esta edición de la Carta Democrática en este formato.  Para mí ha sido sumamente útil.  Y como con la despedida del Embajador de la República Dominicana hoy echamos la imaginación a volar, pensé en que, dentro unos años, podríamos tener en este mismo formato un librito que podríamos llamarse algo así como “Manual de procedimientos preventivos para la defensa de la democracia de la Secretaría General”.

Señor Presidente, yo no iba a referirme al Capítulo IV de la Carta.  Sin embargo, en el curso de las intervenciones de las distinguidas representaciones cambié de opinión.  Eso era porque nosotros ya lo habíamos hecho en ocasión anterior, pero he decidido remarcar un poco algunas de las cosas que manifestó el Embajador Jorge Hernández Alcerro en la intervención anterior, algunas cosas muy puntuales.  Quizás las presente de manera un poco desordenada, pero pido disculpas anticipadas.

Una de ellas es el vacío que decía el Embajador que abre el artículo 17 cuando autoriza únicamente al gobierno de un Estado Miembro a solicitar a la OEA la asistencia para el fortalecimiento y la prevención de la democracia.

He oído algunas intervenciones referidas a este punto hoy aquí y preguntamos en qué situación quedan los otros poderes del Estado distintos del Ejecutivo.  ¿En qué situación quedan, por ejemplo, los Consejos Electorales que, en algunos países, son considerados como un cuarto poder, un Poder Electoral?

Otro punto para reflexión era el referido al artículo 18 y que calificábamos como una barrera para las gestiones del Secretario General, ya que impone el requisito previo del consentimiento del gobierno afectado y limitando así las gestiones preventivas que pudiera efectuar.  Tampoco deberían limitarse las funciones del Secretario General a informar al Consejo Permanente de alguna situación de riesgo inminente para que sea este el que tome las medidas que crea convenientes.

Un punto más era la posibilidad de una contribución que podría efectuar la OEA discutiendo los mecanismos que los Estados Miembros deberían considerar dentro de su propia estructura legal e institucional para resolver los conflictos entre poderes del Estado y de carácter institucional que pudieran afectar el proceso político democrático o el legítimo ejercicio del poder.  Este ejercicio serviría también para valorar los mecanismos ya existentes en algunos países y destacar los casos exitosos de que se tuvieran noticia y quizás usarlos como modelo en otras partes.  Eso también ya lo he oído aquí de alguna otra representación.

Un punto más era la necesidad de que la OEA desarrollara el contenido de la Carta hacia formas más abiertas de invocación de su accionar por parte de los distintos poderes del Estado, órganos electorales y de control del Estado.

Queríamos destacar también la importancia que tendría un rol político flexible y acentuado del Secretario General para prevenir crisis, y un papel de mayor cooperación de la Organización de los Estados Americanos para desarrollar mecanismos institucionales internos de defensa y preservación de la democracia.  Reafirmamos, una vez más, que la obligación de defender y preservar la democracia pertenece a cada Estado; que el papel de la Organización es coadyuvar con los órganos competentes de ese Estado en la consecución desde esos propósitos.

Yo traía desarrollado el capítulo V referente a la observación electoral, pero después del informe que escuché sobre la observación electoral en el Ecuador, más bien deseaba compartir alguna experiencia que podría ser más útil y que tal vez hemos vivido quienes, por alguna razón, hemos sido observadores electorales en algún proceso, y es el gran prestigio que tiene la observación electoral de la OEA.  El informe que escuchábamos de la observación electoral del Ecuador habla muy bien de eso.  La OEA ha avanzado mucho, ha estructurado un procedimiento coherente de observación electoral y todos los demás observadores que se presentan a distintos comicios más bien toman de ejemplo a la Organización para sus propias conclusiones.

Sobre el último capítulo, después de escuchar algún comentario del señor Embajador de México y de la señora Embajadora de los Estados Unidos, creo que habría que reflexionar con más detenimiento, sobre todo cuando, por ejemplo, el Embajador de México mencionaba la educación para la democracia.  Eso es esencial.  La democracia se aprende.  Hay que educar para la democracia.  Ese es un proceso largo y sobre eso podríamos hablar abundantemente.  

Había mencionado la Embajadora de los Estados Unidos la educación para los derechos humanos.  Quería también comentar la experiencia que hemos tenido en Honduras durante cerca de veinte años educando para los derechos humanos, que ha sido una lucha incesante y con distintos resultados, pero que al final está produciendo frutos positivos.

Estos temas tienen materia para una discusión muchísimo más amplia y yo quisiera que esto lo pudiéramos ver más adelante.

Muchas gracias.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señor Representante.  Me complace darle la palabra al distinguido Representante Permanente del Canadá, Embajador Culham.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL CANADÁ:  Thank you very much, Mr. Chairman.  

I’m going to remark on Chapters IV, V, and VI in one presentation, rather than confine my remarks to one single chapter, as I think has been largely the practice around the room.  I’m also going to focus my remarks less on the interpretation of those chapters, which many of my colleagues have been doing, and more on the importance of some of those key chapters on which the Organization of American States needs to focus.

This is our third session with respect to our dialogue on strengthening the Inter-American Democratic Charter, and we have been very pleased with the quality of the presentations to date.  We look forward to continuing this dialogue in the months to come as we follow up on some of the very good ideas that have been put on the table.  

We also are a looking forward very much to going to Valparaíso and Viña del Mar, Chile, this weekend to celebrate the 10th anniversary, and we feel that this would be a very important milestone in our hemispheric path.  I would like to thank our colleagues from Chile for organizing what I think is going to be a very impressive and important session in Valparaíso.

Chapter IV, “Strengthening and Preservation of Democratic Institutions,” is probably the most important chapter of the Charter, as it outlines the key tools at our disposal for strengthening and preserving democratic institutions.  We recognize that great strides have been made in recent decades in the region with respect to strengthening democratic institutions.  

For Canada, the content of this chapter reaffirms the continued relevance and prime necessity of representative democracy in the Hemisphere and underlines the commitment of our countries to avoid democratic crises by working to strengthen and preserve our key institutions.  

At the core of this chapter is what we believe is a very strict requirement for the clear separation of powers within the branches of government as a basic prerequisite for the preservation of democratic governance.  In a properly functioning democracy, the judicial and legislative branches must have the ability to perform their important constitutional functions free from interference from the executive.  It is thus crucial that states in the region avoid initiatives aimed at concentrating power in the executive, as this imbalance causes instability in the democratic order over the long term.

Along with the clear separation of powers, there is an enduring requirement for the impartiality and independence of critical national institutions, including the legislature, the courts, the electoral commission, the armed forces, and the police, and, indeed, the executive itself.  Under whatever definition of democracy you choose, we believe that these are essential elements for the healthy functioning of every democratic system.   

An often overlooked element of crucial importance to a healthy, democratic system is the need for an apolitical and professional civil service, which is a key player in the development of national policy.  Its accountability and impartiality, therefore, play a crucial role in the strengthening and preservation of our democratic institutions. 

As part of their role within the Canadian democratic system, public servants are expected to give honest and impartial advice; to loyally implement ministerial decisions, lawfully taken; to support both individual and collective ministerial accountability; and to provide Parliament and Canadians with information on the results of their work.  This function assists the Government of Canada in maintaining peace, order, and good government. 

With respect to Chapter V, “Democracy and Electoral Observation Missions,” we believe that electoral observation missions (EOMs) have played a key role in engaging citizens in decision-making processes that affect their lives.  Elections that are conducted in line with national and international democratic standards enable citizens to freely voice their preferences and choose their representatives; create legitimate, accountable, and inclusive governments; protect human rights and freedoms through the rule of law; and contribute to building sustainable peace by offering viable means of channeling social conflict through public dialogue and political debate.

Election observation is one of the most transparent and comprehensive ways to promote democracy and human rights.  It involves gathering information on electoral processes; impartially and professionally assessing this information in accordance with international standards and domestic law; and providing recommendations for improving the integrity and effectiveness of electoral processes.  The two reports that we heard this morning were excellent contributions to a healthy, democratic system throughout the Hemisphere.

We recognize the value and relevance of EOMs and their key contribution to the progress of democracy in our hemisphere. As the Secretary General indicated, these missions should not be viewed with suspicion; rather, they should be welcomed by all countries throughout the Hemisphere in the spirit of openness and transparency.

Canada places tremendous value on electoral observation, and we are pleased to continue our contributions in this regard across the Hemisphere.  Canada has strongly supported the election observation fund, and we will continue to do so in the future. 

Chapter VI, “Promotion of a Democratic Culture,” touches upon some key issues, such as the crucial importance of reinforcing civil society organizations and sustainable development, and empowering women and children, as part of the ongoing efforts of the OAS to strengthen the region’s democratic culture.

Canada prioritizes protection and promotion of women’s and children’s rights, which we see as an essential component of sustainable development, social justice, peace, and security. Securing the future of our children and our youth is a key priority and will set the stage for peaceful, democratic governance in the future. 

In conclusion, Mr. Chairman, I would like to reaffirm Canada’s strong support for the Charter and our continued commitment to working with the OAS and all its member states to further strengthen the implementation of the Charter.  While this might be the last of these formal dialogue sessions, I am confident that over the coming months and at the commemorative event in Chile this weekend, we can build upon some of the ideas that have been offered. 

To this end, I would like to reiterate a concrete proposal that we made at an earlier session regarding the creation of a compendium of best practices of democracy, which we feel would be a useful tool for this organization in guiding our work.

As hemispheric partners, we must continue to strive towards building strong, effective, accountable representative democracies that respond to the needs and interests of our citizens, and we look forward to continued engagement with member states towards this collective and crucial endeavor. 

Thank you very much, Mr. Chairman.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted por sus interesantes observaciones y ciertamente, como se ha referido otra delegación, el manual de buenas prácticas puede ser algo muy relevante.  Tiene la palabra la distinguida Delegación de la República Oriental del Uruguay.

El REPESENTANTE ALTERNO DEL URUGUAY:  Gracias, Presidente.

Voy a ser breve y conciso sobre este capítulo IV de la Carta Democrática Interamericana que estamos comentando.  Nosotros consideramos que este capítulo es uno de los más importantes, si no el más importante, porque es un capítulo pragmático.  Establece un procedimiento muy práctico, un mecanismo, una herramienta para nada menos que prevenir los riesgos a cualquier menoscabo de la democracia o llegar a una solución de recomposición de esta cuando se produce su quebranto.

Nosotros consideramos, creo que al igual que otras delegaciones, que no conviene tocar ni un punto ni una coma en este capítulo porque está todo previsto.  Todos los mecanismos de arreglo, de composición, de actuación preventiva, de actuación posterior a una acción preventiva infructuosa están considerados en estos artículos.

Si ustedes leen atentamente, del juego de los artículos 17, 18 y 20 que mencionan los actores que pueden dar comienzo a un proceso de prevención o de solución a un quebranto institucional democrático, vemos que hay cuatro actores.  Uno es el Estado o el gobierno afectado, artículo 17; otro puede ser cualquier Estado Miembro, artículo 20; otro puede ser el Secretario General, artículo 20 también; y otro puede ser el mismo Consejo Permanente, artículo 18.  O sea, todos los medios están previstos en estos pocos artículos.  Todas las acciones que se quieran llevar para llegar a una composición del orden democrático, o a una prevención de la alteración del mismo, están todas estatuidas en estos pocos artículos.  No hay que agregar ni quitar nada.  

No es necesario crear tampoco más facultades de refuerzo al Secretario General, ni transformar a este en una especie de alto comisionado para la paz y la preservación institucional en las Américas, porque acá tiene todos los medios y todas las herramientas si quiere actuar en tiempo y con responsabilidad para evitar un quebranto institucional, o producido este para adoptar los medios necesarios para ponerle fin.

Si no lo hacemos, como no se ha hecho quizás en alguna circunstancia, entonces no será responsabilidad de esta Carta, sino responsabilidad nuestra, de los Estados Miembros, del Secretario General, del Consejo Permanente, etcétera.  Tengamos, pues, la responsabilidad de actuar previamente, en forma rápida, estar atentos y vigilantes.  No es necesario agregar más normas, más letra a esta Carta o por lo menos a este capítulo al que me estoy refiriendo, que consideramos bastante perfecto.

Muchas gracias.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señor Representante.  Tiene la palabra la distinguida Delegación de Venezuela.

La REPRESENTANTE INTERINA DE VENEZUELA:  Gracias, señor Presidente.

Nosotros pensábamos no intervenir en esta sesión.  Sin embargo, ha habido muchos planteamientos interesantes y las intervenciones de las Delegaciones de Brasil y Uruguay nos reforzaron la necesidad de reflexionar en voz alta.

Mirando la Carta Democrática Interamericana y los conceptos que hemos estado discutiendo, nos preguntamos ¿qué hace falta?  Nos percatamos de que ya el capítulo IV habla de una gradualidad y esa gradualidad establece los diferentes momentos y los diferentes actores, según la evolución de la situación, que podrían intervenir, pero, evidentemente, parte la Carta del reconocimiento de la institucionalidad del Estado y una institucionalidad donde el gobierno de ese Estado tiene el rol principal para activar la Carta Democrática.

Entonces, significa que no podemos con medidas, como  la acción colectiva, la alerta temprana desconocer los mecanismos internos.  En cualquier decisión deben agotarse los recursos internos.  Hay una institucionalidad en los países y corresponde a esa institucionalidad ejercer todas sus funciones para preservar la institucionalidad y el orden democrático 

Nos preocupa que estemos dejando de lado esa existencia de órganos internos.  Eso nos lleva también a reafirmar que la OEA es una organización de Estados y que los Estados o los Representantes que estamos acá representamos a los gobiernos.  Repetimos que corresponde a los gobiernos, y no a otros poderes que tienen otras competencias, ejercer esa invocación.  Esa invocación o esos arreglos deben darse en el orden interno, porque eso nos podría llevar a una deformación como la que se está dando en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, cuando, sin agotar los recursos internos, los peticionarios vienen directamente a la Comisión y es allí donde se produce esa anarquía.

Ahora, cuando hablamos de mejores prácticas, de riesgos para la democracia, lo primero que tendríamos que afirmar, por lo menos desde el punto de vista de esta Delegación, es que ninguna democracia es perfecta.  ¿Cuáles serían esos criterios para medir que una práctica es mejor que la otra o que una democracia es mejor que la otra?  Esto nos llevaría a pensar si no estaríamos intentando crear otro monstruo como el capítulo IV o capítulo especial del Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, para señalar países o acorralar países.

Nosotros sí percibimos que aquí hay un consenso y es que la Carta Democrática se logró bajo un delicado consenso.  Debemos evitar que se rompa ese consenso y que el resultado de este diálogo sea demasiado creativo en términos de recoger propuestas que definitivamente no gozan de consenso.

Se ha hablado del ombudsman, se ha hablado de un relator, pero son figuras que se les ocurren a estudiosos o seguidores del tema de la democracia, pero que en la Organización no gozan de consenso. Así que nosotros quisiéramos llamar la atención respecto a que la resolución mediante la cual estamos realizando este diálogo solo llama al diálogo y a que se presente un informe sobre avances o lo que hayamos conversado aquí.

Gracias.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señora Representante.  Le ofrezco la palabra al distinguido Embajador Charles, Representante Permanente de Dominica.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE DOMINICA:   Thank you, Mr. Chairman.  I, too, was a bit reluctant to make this presentation at this time because it focuses on Chapter VI.  If you do give me the assurance that we will have an opportunity to return to this exercise when chapters V and VI can be treated, then I will allow the Representative of Haiti to proceed.  If, on the other hand, there is not going to be another opportunity, then I would prefer to deal with it at this time.


El PRESIDENTE:  If you allow me, sir, my duty to you is to give you enough time. Therefore, given the interventions of some delegations, yes, Chapters V and VI will be addressed in another opportunity for those who don’t do so, so please proceed.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE DOMINICA:  Thank you, Mr. Chairman.  

I’m pleased, on behalf of the Caribbean member states, to present our views on the effectiveness of the Inter-American Democratic Charter, an instrument that resides at the very heart of our belief in ourselves as a people committed to democracy in this region.


The promise of Chapter VI, which focuses on the promotion of a democratic culture, is that the Organization of American States, through its core programs and through interventions by its member states, will work relentlessly towards the institutionalization of a democratic culture in our nations, as well as within the OAS.  The question that requires our attention is whether that chapter is sufficient to allow for the realization of this fundamental goal.   


On the surface, one could conclude, on the basis of the length of this chapter, that it is not likely to be the case.  We insist, however, that the Charter was never meant to be an instrument of closure, forcing member states towards the internalization of this or that behavior.  It is a statement of core principles and values, together with statements of commitment to the eventual internalization of these values and principles in the day-to-day existence of our societies and our supportive structures.  

In this regard, Chapter VI commits the Organization and its member states to actions and policies meant to ensure that a way of life that is “based on liberty and enhancement of economic, social, and cultural conditions” is established among the peoples of the Americas.  In essence, the Chapter implies the commitment of states, as well as the councils of the OAS, to:  

1. Put in place and sanction through law a democratic system that is based on universal human rights and the democratic standards accepted within the framework of both the United Nations Charter and our own OAS Charter;

2. Ensure that the education systems of the individual states, through their formal and the informal components, are recruited to assist in ingraining awareness of democratic values and principles in the psyche of the citizens of the Hemisphere; 

3. Ensure that civil society structures are encouraged, established, and empowered to assist with the monitoring of democratic practice;

4. Ensure impartiality and effectiveness in the judicial and administrative systems charged with promoting and protecting the rights of citizens and other constituents of the state; 

5. Ensure the conduct of free and fair elections at the general and municipal levels on a regular basis. 

6. Ensure, however, that the development and sustainability of political and governance traditions are based not just on regular general elections but on regular, ongoing, and informed engagement with the political and governances processes by the generality of the citizens, including those who are currently living on the margins of society; and 

7. Ensure the development of effective economic structures that give citizens an opportunity to contribute to the well-being of their families and of their nation through meaningful work and reasonable wages.  

In essence, Caribbean member states are of the view that Chapter VI is adequate as a statement of principles and as a reminder to national and subregional authorities of the commitment to establish a Democratic Charter in the region.

Does the Chapter provide adequate provision for monitoring and supporting the efforts of national and other authorities in the subregion along the march towards the Democratic Charter?  The Chapter does make reference to an obligation on the part of the OAS to “consult and cooperate on an ongoing basis with member states and take into account the contributions of civil society organizations working in those fields.”  The Secretariat will need to address the extent of its engagement with member states and with civil society in these areas.  

I wish, though, to reference the Charter of Civil Society for the Caribbean Community (CARICOM), through which CARICOM governments have committed “to respect and strengthening the fundamental elements of a civil society” in the subregion. 


It is important that we understand, however, that the Democratic Charter, and Chapter VI in particular, calls not for a superficial adoption of democratic values by our nations and peoples; it calls for the promotion of a democratic culture.  A culture is a set of ideals and behaviors that are adopted by a people at a fundamental level and valued by these people to the extent that they are transmitted across generations.  Once adopted, they are not easily affected or infected by fads and cursory ideas.


Mr. Chairman, Caribbean member states appreciate that the realization of the Democratic Charter will not happen overnight.  Though we must commit to the adoption of democratic practice and principles in the short term, we appreciate that the ingraining of a democratic culture among our citizens in the Hemisphere will require long-term commitment to the formulation of laws and the development of economic, political, and administrative structures that move us relentlessly toward the creation of a democratic culture.  

Of course, we hope that our current preference for short-term strategies and short-term approaches to the evaluation of strategies does not prejudice our commitment to an endeavor that is, by its very nature, long-term and, very likely, intergenerational.  This is not meant to lull us into inactivity; rather, it is meant to signal that the quest for fashioning a culture is not for the faint-hearted.  The struggle is long and must be waged relentlessly and on all fronts.  We in the Caribbean wish to underscore commitment to this worthy endeavor.  

Thanks, Chairman. 


El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señor Embajador.  Tiene la palabra la distinguida Delegación de Haití.


La REPRESENTANTE ALTERNA DE HAITÍ:  Merci Monsieur le Président.

À l’approche de la commémoration des dix (10) ans de la Charte démocratique,  nous devons poursuivre notre dialogue sur les acquis tout en ayant un œil vigilant sur les mesures préventives pour éviter toute rupture de l’ordre démocratique.

La démocratie est un processus qui appelle à la cohésion, et un équilibre constant entre les pouvoirs exécutif, législatif et judiciaire.  Il est donc nécessaire de maintenir un dialogue continu entre les différentes composantes de la société en vue du renforcement de la démocratie institutionnelle.

Le pouvoir exécutif se doit de mettre en place des structures de facilitation de ce dialogue pour accompagner le processus de consolidation avec pour finalité le renforcement des capacités des acteurs institutionnels dépendant de leur importance.  L’intervention des partis politiques contribue notamment à  la recherche de la cohérence globale.  

La Charte démocratique ayant mis en place des balises devant freiner toute discontinuité dans la préservation et le renforcement de la démocratie institutionnelle, il nous appartient en tant qu’États membres de l’OEA de veiller au respect des engagements que nous avons pris pour le bien-être de nos populations et la stabilité dans la région.

Nonobstant, nous sommes portés à penser que le Secrétaire général devrait jouer un rôle beaucoup plus accru, qu’il devrait profiter d’une plus grande latitude dans les actes ou décisions à prendre en certaines circonstances, sans pour autant soustraire notre Organisation au bénéfice de la contribution des États membres dans les efforts de recherche de solutions à travers le Conseil permanent ou l’Assemblée générale.

Monsieur le Président, si le renforcement de la démocratie dans la région est un vecteur de paix, de stabilité et un élément essentiel pour la prospérité de nos peuples, les élections en sont une base fondamentale et permettent à nos populations, dans un acte d’autodétermination et de souveraineté, d’établir des gouvernements légitimes.  C’est dans ce contexte que mon pays apprécie le chapitre V de la Charte qui traite des missions d’observation électorale, un outil important de renforcement de la démocratie.

Ayant eu à bénéficier en maintes occasions de l’expertise de missions d’observation électorale, la République d’Haïti se trouve bien placée pour témoigner de leur efficacité.  Je voudrais saisir cette opportunité pour adresser mes remerciements à notre Organisation qui ne s’est pas départie de son rôle de facilitateur. 

Cependant, malgré les résultats encourageants et positifs enregistrés dans la région au fil des ans, il revient aux États membres d’envisager de concert avec notre Organisation d’améliorer ces missions afin que leur efficacité ne soit pas mise en doute et qu’elles servent de référence aux missions futures, car chaque pays a ses spécificités.
À ce propos, il nous semble en effet que le processus serait enrichi, si, premièrement, à côté des ressources pour les priorités de développement, l’Organisation dégageait graduellement de son budget ordinaire les ressources pour l’observation électorale; deuxièmement, l’observation électorale était menée par une Commission indépendante d’experts, à l’instar de la Commission interaméricaine des droits de l’homme; troisièmement et finalement, si l’observation électorale se faisait également dans les pays avec une longue tradition démocratique. Ceci pourrait permettre de vulgariser, le cas échéant, les meilleures pratiques en matière d’organisation d’élections libres, honnêtes et démocratiques.

Nous nous félicitons dans ce contexte de la contribution des pays de la CARICOM.

Quant au chapitre VI relatif à la promotion de la culture démocratique, nous pensons que le bon fonctionnement des institutions doit s’accompagner de la participation de la société civile et se manifestant par le biais des ONG et des médias.  Ce partenariat offre un espace de dialogue à tous les acteurs sociaux, contribuant ainsi au renforcement des institutions, à l’amélioration des conditions de vie de toutes les composantes de la société, notamment les enfants, la jeunesse, en matière d’éducation, de justice en général, ainsi que les femmes en raison de leur rôle prépondérant dans la famille et dans les associations à caractère politique.

Si nous ne plaçons pas notre confiance dans notre institution et si nous nous écartons des objectifs que nous avons-nous-mêmes fixés, notre Organisation ne mènera pas à bien sa mission et la Charte démocratique n’aura pas sa place, car,  et je cite : «la démocratie est un système fondé sur la liberté et l’amélioration des conditions économiques, sociales et culturelles des peuples. »

Je vous remercie.

El PRESIDENTE:  Muchas gracias, señora Representante.  El distinguido Representante Permanente de Costa Rica, Embajador Castillo, tiene la palabra.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE COSTA RICA:  Gracias, señor Presidente.  

Voy a referirme principalmente al capítulo IV, pero voy tangencialmente también a mencionar los tres primeros capítulos, dado que no tuve la oportunidad de participar en el diálogo en que se trataron esos capítulos.  Y voy a referirme alrededor de este capítulo IV a lo que yo llamaría los desafíos y oportunidades de la Carta.


La Carta Democrática Interamericana surgió como respuesta al desafío  histórico  que se configuró en la década de los años ochenta y noventa cuando los países de América Latina transitaron mayoritariamente hacia regímenes democráticos, dejando atrás décadas de presencia dictatorial en el Continente y, por lo tanto, en la propia Organización de los Estados Americanos.  El desafío se podría formular diciendo que consistía en cómo asegurar que ese proceso lograra cubrir a todos los miembros de la Organización de manera permanente.


Una mirada retrospectiva nos permite afirmar que la Carta ha sido un instrumento efectivo y que ese propósito ha sido plenamente logrado, pero la Carta así entendida como respuesta a un desafío, está hoy,  a su vez, expuesta a amenazas a las que debe responder.  En realidad, son amenazas indirectas para la Carta y amenazas directas para la democracia.

No me voy a referir a lo que Víctor Rico llama “amenazas erosionadoras”, tales como la corrupción, la pobreza y la desigualdad, el crimen organizado, el narcotráfico y otras.  Me voy a referir a las amenazas políticas que hoy se manifiestan en países que cumplen con el requisito mínimo de tener elecciones periódicas, pero que, bajo una apariencia de formalidad democrática, no llenan su práctica política con los contenidos que la Carta consigna.  Todavía se dan fraudes electorales; se dan también casos de hostigamiento a los militantes de partidos políticos adversos a los gobiernos impidiéndoles, por ejemplo, marchar y manifestarse en las calles; se persiguen y se cierran medios de comunicación colectiva; se transgrede la división de poderes manipulando el Poder Judicial o usurpando funciones del Poder Legislativo al tomar disposiciones por vía de decretos ejecutivos en materias que debieran estar sujetas al principio de reserva de ley, y algunas otras modalidades de conductas antidemocráticas.  Esos hechos no son del pasado, sino del presente: están ocurriendo en este momento.


Curiosamente, las amenazas actuales no suelen provenir de los movimientos o grupos subversivos como antaño, sino de los gobiernos. Esas conductas se transforman en desafíos para la Carta Democrática y para la OEA cuando su gravedad o frecuencia ponen a los gobiernos en el borde del rompimiento del régimen democrático y se convierten en un emplazamiento tácito a la Organización para que actúe y ponga en práctica las previsiones de la Carta Democrática Interamericana.  Establecer el límite de la gravedad de esos quebrantamientos para considerar que ponen en riesgo el “proceso político institucional democrático” o el “legítimo ejercicio del poder” o, peor aún, que configuren “la ruptura del orden democrático o una alteración del orden constitucional que afecte gravemente el orden democrático en un Estado Miembro”, como lo estipula la Carta, es una tarea de valoración ardua y altamente delicada, pero habrá situaciones que puedan ser calificadas, sin duda, de esa manera.  En esos casos, la inacción de la OEA puede traer consecuencias desastrosas para la democracia del país concernido y para la propia Organización.


Reconozco, además de la dificultad de establecer aquel límite de la gravedad, que hay otra dificultad mayor para poner en aplicación la Carta frente a aquellas amenazas.  En efecto, en el contexto político de la actualidad, no será fácil para la Secretaría General ni para los miembros de la Organización emprender las acciones preventivas que el texto de la Carta prevé, pero las dificultades señaladas, por más grandes que sean, no nos impiden afirmar que, al menos jurídicamente, la Carta contiene los instrumentos necesarios para conjurar esas amenazas mediante acciones preventivas.  Una interpretación sistemática de sus normas nos lleva a concluir que contiene todos los elementos necesarios.  


Por una parte, la Carta Democrática Interamericana hace, repartida en varios artículos, la enumeración de los elementos que integran una definición amplia, pero detallada de la democracia, particularmente en sus capítulos I, II y III.


Por otro lado, la Carta contiene también la previsión de los mecanismos apropiados para intervenir cuando el orden democrático de un país miembro esté amenazado.  Es así que el capítulo IV incluye varios artículos que tratan este tema.  Principalmente, el artículo 20 estipula que cuando “… en un Estado Miembro se produzca una alteración del orden constitucional que afecte gravemente su orden democrático, cualquier Estado Miembro o el Secretario General podrá solicitar la convocatoria inmediata del Consejo Permanente para realizar una apreciación colectiva de la situación y adoptar las decisiones que estime conveniente.”  De seguido, el mismo artículo prevé que el Consejo Permanente pueda realizar “las gestiones diplomáticas necesarias” o, incluso, convocar “… de inmediato un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General para que ésta adopte las decisiones que estime apropiadas….”.  Ese proceso puede conducir a que, en el peor de los casos, el Estado Miembro afectado pueda ser suspendido como miembro activo de la Organización.  Lo relevante aquí es señalar que ese procedimiento no requiere de la venia o el consentimiento del Estado Miembro afectado.  Para afirmar la tesis contraria, algunos invocan el artículo 18 de la misma Carta, pero dicho artículo es una norma especial que solo regula la ejecución de “visitas y otras gestiones” in situ, para lo cual sí es cierto que se requiere el consentimiento previo del gobierno afectado.


Por consiguiente, la capacidad de intervención preventiva de la OEA en aplicación de la Carta Democrática Interamericana, prevista en el artículo 20, no está sujeta a aquella limitación que solo afecta la posibilidad de visitar el país en cuestión.


La verdadera y principal amenaza a que está sometida la Carta en cuanto a su papel preventivo reside actualmente en la invocación que algunos pocos países podrían hacer de los principios de soberanía, autodeterminación y no injerencia.  Sin embargo, es lo cierto que esas defensas no son admisibles porque, desde que todos los Estados Miembros suscribieron la Carta de la OEA, y aprobaron unánimemente, mediante resolución de la Asamblea General, la Carta Democrática Interamericana, hicieron una cesión parcial de soberanía y están, en virtud del principio general pacta sunt servanda, obligados a respetar los compromisos adquiridos en esos instrumentos.  Si todos los pares se han comprometido recíprocamente a cumplir los requisitos mínimos de la democracia, todos están sometidos al cumplimiento y a los procedimientos que han aceptado.  Así progresa la civilización y se construye el derecho internacional.  En ese contexto, una violación del orden interno de un país es, al mismo tiempo, una violación del orden internacional. 


Quiero hacer una pequeña digresión para dar un ejemplo.  La Carta Social se ha trabado durante muchos años y estoy seguro de que es porque algunos países no están dispuestos a suscribirla adquiriendo compromisos que no pueden o no están dispuestos a cumplir.  Eso me parece correcto y es de buena fe.  Lo que no es de buena fe y de mala fe es suscribir un instrumento con la intención de que, en caso de que haya la aplicación de un mecanismo de seguimiento, invocar un principio de no injerencia y de soberanía para evitar sanciones.  


Quiero solicitar la venia de la Presidencia de unos minutos más para poder concluir.  Gracias, señor Presidente.  


Estoy de acuerdo con la observación que hace la Representante de Venezuela; primero, eso sí hay que agotar los recursos del régimen jurídico interno.  


En suma, en cuanto a la Carta Democrática Interamericana es preciso tener presente que, cuando son los propios gobiernos los que amenazan la democracia, no se pueden escudar en los principios de soberanía y autodeterminación para consolidar hechos que privan al pueblo del ejercicio práctico de su soberanía y de su derecho a la autodeterminación.


Esos son los desafíos del presente:  prestar atención a los desarrollos políticos de los países y estar alerta para brindar su respaldo y apoyo a los pueblos cuya libre determinación y soberanía son lesionadas por los propios gobiernos o por sectores que desbordan los cánones establecidos en la Carta Democrática Interamericana, tales como el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el Estado de Derecho;  la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas y la separación e independencia de los poderes públicos, según lo estipula el artículo 3 de la Carta, lo mismo que los demás requisitos o componentes de la democracia estipulados en los restantes artículos de esta, principalmente los del capítulo I.


Esos elementos que el texto de la Carta postula son, al propio tiempo, fuentes de oportunidad para los países del Continente.  Cada país que adopta la Carta como un programa mínimo para su desarrollo político e institucional abre la vía a tantos derroteros positivos como elementos consigna la Carta.  Por ejemplo, alentar y propiciar “la participación permanente, ética y responsable de la ciudadanía en un marco de legalidad conforme al respectivo orden constitucional” (artículo 2), abrirá un espacio de oportunidades para el mejoramiento de la vida de un pueblo.

Si los gobiernos se dedican a promover “el respeto a los derechos humanos y libertades fundamentales”, igualmente estarán ofreciéndoles a sus países una vía para potenciar el nivel de vida de sus habitantes.  Lo mismo puede decirse del régimen plural de partidos y organizaciones políticas y de la separación e independencia de los poderes públicos (artículo 3), para citar solamente algunos aspectos a los que se pueden agregar los de los artículos 4 y 5.

Los conceptos contenidos en el capítulo III sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza constituyen todo un programa político y socioeconómico.  Ello hace de la Carta Democrática Interamericana una avenida hacia un futuro de paz, progreso y bienestar.

Por ello, en este aniversario, lo apropiado es renovar el compromiso adquirido hace diez años por todos los miembros de la OEA al adoptar la Carta un 11 de septiembre del año 2001 en Lima, Perú.

Muchas gracias.


El PRESIDENTE:  Gracias, señor Embajador.  El distinguido Representante Permanente de México ha solicitado la palabra.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE MÉXICO:  Brevemente, señor Presidente, ha sido muy elocuente la reciente intervención del Embajador de Costa Rica, a quien mucho aprecio, por las luces que ha vertido alrededor de un concepto al que mi Delegación se había referido anteriormente y que tiene que ver con el consentimiento previo del Estado.  Y tiene razón el Embajador de Costa Rica al mencionar en donde aparece el requisito del consentimiento previo en los artículos 17, 18, pero no es el caso del artículo 20.  

Simplemente para propiciar la discusión, la reflexión en torno al sentido del artículo 20, quiero resaltar que el artículo 20 tiene que ver con la realización de gestiones diplomáticas, incluidos los buenos oficios, y en mi entender, un elemento esencial de los buenos oficios tiene que ver con el consentimiento previo de los Estados.  Si el consentimiento se otorga, la realización de la acción diplomática y de los buenos oficios tendrá que ser necesariamente más efectiva.

Estoy totalmente de acuerdo con usted en cuanto a que el mundo de hoy nos obliga a evitar interpretaciones muy rígidas de los conceptos, visiones de la soberanía rebasadas por la necesidad de que los Estados cooperen hacia principios que hemisféricamente hemos acordado, como el de la democracia representativa.  En mi entender, cuando surge una situación de crisis, un Estado debe otorgar su consentimiento para permitir la acción de la Organización.

Por una parte, eso significará un compromiso de ese gobierno con la democracia y con la Carta Democrática, pero, por otra parte, lo fortalecerá internamente y también hacia el resto de la comunidad internacional.  Entonces, el requisito existe para que ese Estado lo ejerza soberanamente en un momento de crisis dado, pero sí me quedo yo con la reflexión que usted atinadamente ha traído a mi atención de poder desentrañar el alcance del concepto de los buenos oficios.

Gracias.

El PRESIDENTE:  Gracias, señor Embajador.  La distinguida Delegación de Chile tiene la palabra.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE CHILE:  Gracias, Presidente.

Es para repetir una observación que escuchamos, puesto que la solidísima intervención que nos ha ofrecido el Embajador de Costa Rica dibuja con mucha claridad el instrumental disponible en la Carta en línea con lo que han manifestado varias delegaciones.  Lo que a nosotros nos ha llamado la atención, y por eso lo repetimos, es la siguiente observación:

Efectivamente, el artículo 20 permite que cualquier Estado Miembro o el Secretario General puedan solicitar la convocatoria, en el fondo da la sensación de que todas las herramientas están disponibles.  El problema estaría centrado en que el artículo 20 se refiere al caso en que en un Estado Miembro se produzca una alteración del orden constitucional que afecte gravemente su orden democrático.  Ya no hay prevención; el problema ya se produjo.  Producido un problema, efectivamente, todas las herramientas están disponibles para que, a petición de cualquier Estado o el conjunto de algunos o del planteamiento del Secretario General, se ejercite ese instrumental.

La búsqueda de un perfeccionamiento tiene que ver con el perfeccionamiento del instrumental preventivo al que no se refiere el artículo 20.  Es el artículo 18 el que habla de hipótesis en que se produzcan situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político; es decir, claramente la prevención.  Es en ese caso donde, por las razones que todos conocemos y que son todas razones validísimas y que tienen una tradición –en fin, no hay que desarrollarlas–, la activación de la acción de la OEA está circunscrita al planteamiento que haga el Estado directamente afectado.  Es ahí donde está planteada la cuestión de si se requeriría o no y si habría espacio o no para contemplar perfeccionamientos futuros; es de cara a la acción preventiva y no claramente cuando las catástrofes se han producido porque ahí, como bien se ha explicado, es muy claro el artículo 20 y el instrumental completo, para usar la expresión que se ha planteado acá, está efectivamente disponible.

Gracias, Presidente.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted.  El señor Embajador de Costa Rica tiene la palabra.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE COSTA RICA:  Gracias, señor Presidente.  

Una acotación muy breve, sin ánimo de entrar en polémica.  Nada más esto.  El artículo 20 efectivamente habla de un rompimiento del orden constitucional.  Lo que ocurre, me parece a mí, es que cuando leemos eso inmediatamente pensamos en un golpe de Estado, pero puede haber otros tipos de rompimiento en donde todavía sea pertinente una intervención preventiva, por ejemplo, un fraude electoral masivo.  Entonces, ahí cabría una acción preventiva porque ese fraude podría llevar a situaciones más graves.

Eso es todo, gracias.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted.  Tiene la palabra el señor Secretario General.

El SECRETARIO GENERAL:  En realidad, yo iba a decir algo muy parecido a lo que ha dicho el Embajador de Costa Rica.  

El tema no está en cuál es el momento en que pueda actuar el Consejo, sino en qué consiste una grave alteración del orden constitucional.  Lo tenemos muy claro en los dos casos que hemos tenido de alteración por golpe desde la Carta Democrática Interamericana.  No cupo ninguna duda de que este tema tenía que tratarlo el Consejo; lo trató el Consejo en el caso de Venezuela, desgraciadamente se demoró un poco en resolverlo, francamente, y lo trató en el caso de Honduras.  Ahí no había un gobierno que pudiera dar la autorización o el gobierno que estaba era el gobierno que se había instalado de facto.  Por lo tanto, la discusión no existió.

El problema está en el tema que hemos ya planteado en algunos informes, en qué es lo que se considera una grave alteración del orden constitucional, porque lo que queda muy claro es cuando hay un golpe de Estado.  Un golpe de Estado es un golpe de Estado, es una grave alteración del orden constitucional y algunos países incluso pueden opinar que tuvo lugar por distintas razones, etcétera, pero, finalmente, el Consejo tiene que conocerlo y tiene que discutirlo.  Ese es un hecho claro.

En cambio, hay otras alteraciones del orden constitucional.  El Embajador, futuro Canciller, lo ha reconocido así, lo ha señalado así y, además, está en el espíritu de la reunión de la ciudad de Quebec.  En la ciudad de Quebec, antes de redactar la Carta Democrática Interamericana, se habló de que existían otras amenazas a la democracia.  La pregunta es dónde están definidas esas otras amenazas, esas alteraciones, etcétera.

En mi informe yo daba algunos ejemplos y uno de ellos es el que más se planteaba el Embajador:  un fraude masivo, un cierre de todos los medios de comunicación; la disolución del Congreso.  Hay un país en el cual, antes de la Carta Democrática Interamericana, el Presidente disolvió el Congreso y llamó a elecciones de nuevo.  La disolución de la Corte Suprema de Justicia ocurrió en otro caso; hubo una reacción inmediata en el país mismo y el Presidente fue destituido.  

Ese es el tema.  ¿Hay otras violaciones del orden constitucional que ameriten decir que se habla de una grave crisis constitucional?  Para esto hay doctrina constitucional reciente, muy interesante, además, que señala precisamente que las constituciones, sobre todo nuestras constituciones –probablemente en la Constitución de los Estados Unidos, por ejemplo, que es muy breve, no es necesaria esa diferencia, pero en otras sí–, se refieren a algunos temas que son, por así decirlo, esenciales o constitutivos de la democracia:  los derechos humanos por sí, el libre ejercicio del poder, etcétera, todas las cosas de las cuales habla la Carta Democrática, y otras cosas que no son esenciales, que son de la política..  Las cosas de la política, ciertamente, son muy respetables, pero no nos metemos, no entramos a discutir a fondo si es legítima o no la reelección y cosas por el estilo.  Lo que estamos hablando fundamentalmente es del respeto a los principios fundamentales del orden constitucional y yo creo que esos son los que quiso proteger la Carta Democrática Interamericana.

Por lo tanto, aquí tenemos un problema.  Cuando planteé este problema en 2007, este problema fue discutido en el Consejo, lo recordarán algunos –no quedan muchos Embajadores de ese tiempo, por cierto–, pero alguien dijo:  “Mira, eso lo evalúa el Consejo caso a caso.  Es decir, si realmente hubo o no hubo una de esas cosas que usted dice, señor Secretario General, lo verá el Consejo caso a caso”.  Claro, pero hay que tener claro, entonces, que el artículo 20 sirve para eso, para que el Consejo diga, caso a caso, si considera o no que se ha producido una grave violación del orden constitucional.

Yo diría que este es el tema que está planteado, además de los temas que se han mencionado reiteradamente aquí de la necesidad de dar más calidad y afinar más nuestros instrumentos preventivos. Efectivamente, la Carta Democrática Interamericana conoce dos fracasos y esos dos fracasos fueron porque hubo golpe y no hubo prevención, digámoslo, está claro eso, en Venezuela y Honduras.  Entonces, uno es el de los recursos preventivos y el otro es este:  definir si realmente vamos a considerar otras formas de ruptura del orden institucional o solamente los golpes de Estado, que es aquello que hacen, por lo general, las cláusulas democráticas de algunos organismos internacionales que se refieren estrictamente al golpe de Estado y no a otras violaciones graves del orden constitucional, a mi juicio, tan importantes desde el punto de vista constitutivo como un golpe de Estado.

Muchas gracias, Presidente.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted.  El distinguido Representante Permanente del Perú, tiene la palabra.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL PERÚ:  Gracias, Presidente.  

La verdad es que traté de resistirme a intervenir a raíz de las últimas intervenciones, pero no pude vencer la tentación.  Entonces, quiero hacer un par de comentarios.

Los que saben de derecho dicen que la primera interpretación de un texto jurídico es la interpretación literal y en esta breve discusión que se está haciendo al final de la sesión creo que, de alguna manera, se está dejando de lado esa interpretación literal de lo que dice la Carta Democrática que, en mi opinión, es extremadamente clara.  

Lo que hacen los artículos 17 y 18, 19 y 20 es decir quien activa un proceso y donde se realiza ese proceso. 

El artículo 17 dice que activa el proceso el gobierno de un Estado Miembro y puede elegir para activarlo dirigirse al Secretario General o al Consejo Permanente.  Por supuesto que si decide activar ese proceso frente al Secretario General habrá un determinado tipo de acciones que se realicen y si decide activarlo frente al Consejo Permanente serán otras las acciones.  Pero está clarísimo en el artículo 17 que es el gobierno de un Estado Miembro el que activa el proceso y que ese se puede desarrollar a través del Secretario General o en el Consejo Permanente.

El artículo 18 se pone en otro supuesto.  Ahí se dice que los que activarían el proceso son el Secretario General o el Consejo Permanente porque se ha producido un problema en un Estado Miembro.  Ahí una de las cosas que se puede hacer es visitar ese país miembro para hacer gestiones y expresamente se dice que ahí se requerirá el consentimiento previo del gobierno afectado.  ¿Por qué?  Porque ese gobierno todavía está en control, porque ese gobierno está ejerciendo sus funciones y, en consecuencia, lo que se procura, en el supuesto del artículo 18, es ayudar a ese gobierno, que aún está en control, a superar las situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder, como dice el artículo 18, para lo cual, naturalmente, se requiere el consentimiento previo de ese gobierno afectado para desarrollar estas gestiones que incluyen una visita.

El artículo 19, ya sabemos lo que dice, es un artículo fundamentalmente declarativo; pero el artículo 20 se pone en otro supuesto, que es que la alteración del orden constitucional que se ha producido afecte gravemente el orden democrático.  ¿Ahí quién acciona?  Acciona ya no el Consejo, cualquier país o el Secretario General.  Ellos son los que accionan y ¿qué accionan?  Accionan al Consejo Permanente.  El tema viene al Consejo Permanente por pedido de un país o del Secretario General y es el Consejo el que decide la realización de gestiones diplomáticas, incluidos los buenos oficios, y en ninguna parte del artículo 20 se habla de consentimiento previo.  Simplemente no lo dice y desde el momento que no lo dice no puede ser un requisito.  Si fuera un requisito, estaría escrito como lo está en el artículo 18 y como lo dice el artículo 17 cuando es el gobierno del país miembro el que acciona el proceso.

Entonces, creo que esto, que entiendo que es la interpretación literal de lo que dice la Carta Democrática, es la interpretación más correcta porque simplemente se ajusta a lo que decidimos colectivamente en el año 2001.  Más aún, creo que esto se ve reforzado si nos tomamos el trabajo de leer –porque están escritos– todos los debates que tuvieron lugar en esa época y que se ponían en los supuestos que acabo de resumir.

Gracias, Presidente.

El PRESIDENTE:  Gracias, señor Embajador.  La distinguida Delegación del Uruguay tiene la palabra.

El REPRESENTANTE ALTERNO DEL URUGUAY:  Gracias, Presidente.

Una parte de lo que quería decir ya lo dijo en forma mejor y más clara el distinguido Embajador del Perú, así que eso no lo voy a volver a repetir, pero quiero insistir en la acción preventiva que está plasmada en el artículo 18. 

Nosotros seguimos insistiendo en que este capítulo IV de la Carta nos brinda todos los medios y todas las herramientas para ejercitar una acción preventiva, en cuanto esta corresponda, o ejercitar una acción de composición de remedio cuando el orden institucional se quebrante definitivamente.

De la lectura del artículo es fácil ver la iniciativa que tienen el Secretario General o el Consejo Permanente para iniciar la acción preventiva.  Acá dice  “con el consentimiento previo del gobierno afectado”, pero entendemos que este consentimiento previo es para disponer visitas o alguna otra gestión.  

La segunda parte del artículo, que tenía que haber sido en un párrafo separado dentro del mismo artículo y no a continuación para que quedara más claro, dice que el Secretario General puede elevar “un informe al Consejo Permanente, y éste realizará una apreciación colectiva de la situación y, en caso necesario, podrá adoptar decisiones dirigidas a la preservación de la institucionalidad democrática y su fortalecimiento”.  O sea, con esta segunda parte de este artículo que es muy importante, quizá pase desapercibida, está la Carta otorgando la facultad preventiva al Secretario General, conjuntamente con el Consejo Permanente, para adoptar las gestiones que estime pertinentes y, desde luego, se siga el procedimiento conforme a los demás artículos.

Simplemente quería subrayar esto.  Muchas gracias.

El PRESIDENTE:  Muchas gracias a usted.  El señor Embajador de Santa Lucía tiene la palabra.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE SANTA LUCÍA:  Thank you, Mr. Chair.  I will be very brief; in fact, I didn’t even intend to take the floor again.


When I made the point earlier about the article being silent on certain things, including nongovernmental groups—in fact, this is coming up in Chapter IV––it seems to me that we are dealing with two basic concepts:  (1) recognizing that a problem exists, and (2) having determined that the problem exists, what do you do about it.  

Let me take the latter point first; it’s clearer.  Articles 19 and 20––20 in particular––admit that there is a problem and that the constitutional government is no longer there; therefore, we can come in and do a, b, and c.  This is clear.  

What seem to me to be areas of interpretation would be articles 17 and 18.  Article 17 makes it clear that it is the Government that should recognize the problem.  The Government recognizes that there is a problem, and it comes to the Organization of American States.  

Article 18, however, speaks about getting the consent of the Government.  It leaves it somewhat unclear whether the Government recognizes the problem or whether there is no problem as far as the Government is concerned.  

In other words, there are numerous groups in the society, including civil society and the judiciary.  Let us assume that what is going on is not satisfactory.  There are protests, people feel that they are unable to protest, or people feel that their rights are … whatever.  Does that mean that if these groups have brought their grievances to the OAS, now the OAS says:  “Well, we have gotten reports that something is not right; can we get your consent to look at what is going on?”  

I don’t want to get into legal arguments; obviously, I’m not a lawyer, so I don’t want to go there.  However, as we go forward, we will have to be very clear as to whether or not, at all times, we will only recognize that a problem exists in the country when the Government of the country says to the OAS that it has a problem, or whether we will wait until the stage of Article 20––whatever has happened has happened––and now, of course, we take rearguard action in attempting to do something.


The debates that we are going to face will be about how we interpret these articles proactively; whether the OAS is attempting to defend democracy before the ship has sailed; or whether we are attempting, as it were, to suspend the member state and do all kinds of things.

El PRESIDENTE:  Gracias, señor Embajador.  El distinguido Embajador del Canadá tiene la palabra.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL CANADÁ:  Thank you very much, Mr. Chairman.  I, too, will be very brief and I, too, did not mean to intervene for a second time, but could not resist, like my colleague from Peru.


One of the criticisms that outside observers have of the Organization of American States is that it only acts after there has been a disruption in the democratic order.  We have been criticized that we do not take any action in the stages prior to the disruption and, as such, we don’t have the tools and the mechanisms to address undemocratic practices, wherever they are occurring, before there is a distinct break.  

The Secretary General referred to the use of preventative measures and the fact that these are not well developed in this organization.  I do believe it was our Honduran colleague, in his opening remarks, who said that the visit by the Secretary General should be seen as a friendly act by definition and that his or her role as Secretary General is to uphold the principles of this organization   enshrined in the Charter and the Inter-American Democratic Charter on to which we have all signed.  So, any efforts by the General Secretariat or the Secretary General to uphold those principles are, by definition, a friendly act in support of this organization.  It has always puzzled me that restrictions are put on the travel of the Secretary General or members of the Secretariat that require prior consent, as outlined in Article 17.


I would like to refer to a meeting upstairs in the other meeting room, in April or May, at which the Secretary General presented a report on views regarding the implementation of the Inter-American Democratic Charter over the last five or ten years.  I found that report very refreshing for its frankness, for raising uncomfortable issues, and for challenging the Organization to take another look at some of these tools at our disposal.  

I know that when we launched this process, one of the ground rules was that we were not going to reopen and renegotiate the terms of the Inter-American Democratic Charter.  We all agreed to that, and I can accept that.  But there are areas––and we have touched on them here at the very end of our session, such as preventative measures and prior consent––which we should seriously look at in the months to come.  

Thank you very much, Mr. Chairman.

El PRESIDENTE:  Gracias, a usted señor Embajador.  La distinguida Representante Interina de Venezuela, tiene la palabra.

La REPRESENTANTE INTERINA DE VENEZUELA:  Gracias, Presidente.

Solamente que aquí se está haciendo un ejercicio de interpretación de la Carta o del capítulo IV.  Nosotros no lo vemos como que el artículo 17 se aplica o el 18.  Nosotros entendemos que este capítulo, repetimos, fue diseñado pensando en una gradualidad de gestiones.  Nos preocupan, entonces, estas interpretaciones en términos de que un gobierno solicite la intervención o recurra a la Organización.  Ya lo vimos en el pasado. Vino Bolivia, presentó su caso, se iniciaron unas gestiones del Secretario General, pero una acción fue derivando en otra acción, y así en otros casos.  Así que nosotros no entendemos que el artículo 18 es en sustitución del 17, y el 19 en sustitución del 18.

En relación con el tema de las visitas, aquí dice que se requiere el consentimiento previo del gobierno para hacer visitas u otras gestiones.  Entonces, creo que, en definitiva, lo que  debemos plantearnos es a quién debemos fortalecer, qué es lo que vamos a fortalecer, a quién es que vamos a apoyar. ¿Al Estado, al gobierno de ese país que está amenazado?  ¿O sencillamente queremos crear una sensación de tensión, generar tensión en esa relación, tratando de imponer este aspecto que el Estado no ha autorizado?

A la Organización no puede venir un Estado que no sea parte de la Organización, bien sea como Estado Miembro o como Estado Observador; debe tener una aceptación.  Entonces, igual aplica en la relación con los Estados; a los países van quienes son invitados.  

En cuanto a las facultades del Secretario General, existen diferentes medios para que el Secretario General pueda comunicarse con los gobiernos, desde levantar un teléfono hasta propiciar conversaciones con los Representantes Permanentes.

Creo que lo importante es que tengamos presente la visión que se tuvo al elaborar la Carta Democrática Interamericana y habría que remitirse a toda la discusión, a toda esta motivación, porque fueron derivando unas cosas en otras.  ¿Quién va a definir qué es lo que son las amenazas?  ¿Corresponde al gobierno o corresponde a la Organización o a un grupo de Estados?

Podríamos terminar en una lista muy larga de lo que cada quien considera que afecta a la democracia.  Así que este ejercicio de interpretación es interesante, pero debemos manejarlo con mucho cuidado.  
El PRESIDENTE:  Gracias, señora Representante. 

Ciertamente podemos decir que la democracia es una obligación del derecho americano y, diría yo, una obligación perentoria de la cual nadie puede abstraerse como Estado.  En ese sentido, la Carta Democrática Interamericana es nuestro único arsenal y gobernar, vale decir, es precaver, es prevenir para responder a las aspiraciones de los pueblos con sujeción al derecho positivo y vigente.  Como lo dijo el Secretario General, eso es parte del campo de la política,  el arte de lo posible.

Por ello también solo quiero recordar, sin afán de sintetizar los amplios criterios e ideas que hemos escuchado hoy aquí, que las elecciones son imprescindibles para una democracia, pero también debemos advertir que el ejercicio del poder de manera democrática es mucho más importante.  Cuando existe la concentración del poder y no hay pesos ni contrapesos entre los poderes estatales, o cuando el ciudadano no es libre y, además, sus derechos carecen de protección, o cuando la opacidad en la gestión pública es la norma, entonces, la democracia se vuelve despótica.

Por ello también quiero reconocer y recordar que la democracia también depende de una economía sana y responsable, pues cuando esta es insuficiente no solo se dislocan recursos, no solo se pierden ventajas comparativas o se detiene la prosperidad, también se pierde el potencial humano y condenamos al ciudadano a la pobreza, a la exclusión, a la marginación, y con ello se destruye la cohesión y la estabilidad sociales inherentes a una democracia.  Sin ello se encuba el resentimiento que socava la gobernabilidad democrática, pues se pierde la esperanza en el sistema político, ya que este es incapaz de ofrecer al ciudadano respuestas.

El distinguido Representante de Nicaragua, el Embajador Moncada, tiene el uso de la palabra.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE NICARAGUA:  Para “Otros asuntos”, señor Presidente.

El PRESIDENTE:  Ahorita acabamos, señor Embajador.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE NICARAGUA:  Gracias.

El PRESIDENTE:  Agradezco, pues, las reflexiones presentadas en este rico y muy ilustrativo debate.  Fue, en realidad, un diálogo, con variadas hermenéuticas y con precisiones muy valiosas, las que serán incluidas, por supuesto, en el acta de esta sesión.  Por ello mucho encarezco a las delegaciones y les solicito que sus intervenciones sean suministradas a la Secretaría para su debida incorporación al acta de esta sesión.  

Asimismo, respondiendo al distinguido Embajador Charles, de Dominica y a las peticiones de las Delegaciones de Brasil y, recuerdo, otras dos más, oportunamente se señalará en la agenda de este Consejo otra sesión para poder discutir los temas contenidos en los capítulos V y VI de la Carta Democrática.

CONTINUACIÓN DEL DIÁLOGO SOBRE LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA.
CAPÍTULOS IV, V Y VI
CP/ACTA 1818/11

ACTA DE LA SESIÓN ORDINARIA DEL CONSEJO PERMANENTE DE LA ORGANIZACIÓN

CELEBRADA EL 21 DE SEPTIEMBRE DE 2011

El PRESIDENTE:  Corresponde ahora pasar a considerar el punto 8 del orden del día de esta sesión, que se refiere a la continuación del diálogo sobre la Carta Democrática Interamericana. 

Los señores y señoras Representantes recordarán que el 4 de mayo de 2011 el Consejo Permanente inició el diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana para dar cumplimiento a los mandatos de las resoluciones AG/RES. 2555 (XL-O/10) y AG/RES. 2694 (XLI-O/11), “Promoción y fortalecimiento de la democracia:  Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”; diálogo que continuó durante la sesión extraordinaria del 29 de junio y las sesiones ordinarias celebradas el 2 y el 31 de agosto pasados, durante las cuales las delegaciones hemos tenido oportunidad de reflexionar sobre los temas que cubren los capítulos I al V de la Carta Democrática Interamericana. 


Durante la sesión de esta tarde corresponde concluir el diálogo y, de conformidad con el orden del día acordado esta mañana, las presentaciones harán referencia a los capítulos IV, V y VI de la Carta Democrática Interamericana.

Con el acuerdo de las distinguidas delegaciones, iniciamos, entonces, las presentaciones de hoy.  Mucho me complace ofrecerle la palabra a las delegaciones que lo pidan.  Estoy seguro de que habrá presentaciones que dar.

Distinguido Embajador, Representante Permanente de Haití, tiene usted el uso de la palabra.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE HAITÍ:  Merci Monsieur le Président.


Je ne pense pas que je prendrai la parole sur les Chapitres IV, V et VI, pour une raison simple : notre Mission l’a déjà fait au cours de la dernière rencontre qu’on a eue autour de la Charte démocratique, mais quand même pour essayer d’encourager d’autres qui ne l’ont pas encore fait, je vais rapidement reprendre les grandes lignes de ce que l’on avait proposé pendant cette rencontre.


Par rapport au Chapitre IV, nous pensons qu’il y a deux (2) grands points qui sont extrêmement importants.  Il s’agit de  la nécessité qu’on arrive à donner  une grande marge de manœuvre au Secrétaire général pour lui permettre de jouer pleinement son rôle dans le cadre des initiatives diplomatiques qui sont prônées par la Charte démocratique.  Cela est pour nous la première chose importante, puisque, en fonction de notre expérience ici, nous pensons que lorsqu’il y a crise, l’espace réservé au Secrétaire général pour qu’il puisse faire preuve d’imagination est resté très restreint.  

Le deuxième élément sur lequel nous voulons mettre l’accent porte sur  l’importance pour nous qu’on arrive, au sein de cette Organisation à avoir un réflexe non pas d’organisation des Gouvernements.  Il est temps que cette Organisation commence à ouvrir ses avenues à d’autres institutions de la région, notamment le Parlement.  C’est la raison pour laquelle nous avons proposé la dernière fois qu’au niveau de la rencontre qui va avoir lieu en Colombie, c’est-à-dire, le Sommet des Amériques; il y ait une possibilité pour les parlementaires de la région d’avoir une rencontre lors de ce Sommet des Amériques pour qu’ils puissent commencer à mieux comprendre le fonctionnement de l’Organisation des États Américains.

Pour le Chapitre V, on avait essayé de faire quelques propositions.  Nous pensons qu’en matière d’observation électorale, il est extrêmement important que cette Organisation continue avec ce travail d’observation électorale dont nous, en Haïti, avons largement  profité.  Nous pensons qu’il est indispensable qu’on aide à dégager des ressources au sein de cette Organisation en vue de  financer les observations électorales.  

En deuxième lieu, après réflexion au niveau de notre Mission, nous disons qu’ici au niveau de l’OEA, c’est la Commission interaméricaine des droits de l’homme offre un bon exemple.  C’est une Commission très indépendante par rapport aux États qui la composent.  Pour permettre à la structure d’observation électorale de l’OEA de jouer pleinement son rôle, peut-être dans un avenir pas trop lointain, il serait intéressant qu’on envisage une formule, à savoir une Commission d’observation électorale totalement indépendante comme la Commission interaméricaine des droits de l’homme.

Voilà en gros les deux (2) propositions qu’on tenait à faire.

Merci.

El PRESIDENTE: Gracias a usted, señor Embajador, por sus muy interesantes apreciaciones.  Me complace darle la palabra a la distinguida Delegación de la República Dominicana.

La REPRESENTANTE ALTERNA DE LA REPÚBLICA DOMINICANA:  Gracias, señor Presidente.

Uno de los mecanismos para promover la participación y la representatividad de nuestra democracia es la celebración de elecciones.  La Carta Democrática Interamericana señala en su artículo 3, relativo a los elementos esenciales de la democracia representativa, que las elecciones deben ser “periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto”.  Esta forma de participación de la ciudadanía en los procesos de selección de sus representantes, tal como lo indica la Carta, es un derecho y una responsabilidad y, al mismo tiempo, una condición necesaria para el pleno ejercicio de la democracia.  

Al garantizar que las elecciones en nuestros países tengan las características señaladas, fortalecemos nuestras democracias.  De ahí la importancia de contar con un instrumento jurídico que coopere con nuestros Estados en la labor de preservar y fortalecer la democracia, en particular los procesos electorales.  Las misiones de observación electoral de la OEA han servido como instrumento hemisférico para este fin.  

Los Estados del Hemisferio, en su gran mayoría, no dudan al momento de celebrar elecciones en acudir a solicitar el asesoramiento y asistencia de la Organización.  Reconocemos y valoramos los importantes aportes que realiza la OEA para el perfeccionamiento de nuestros sistemas electorales.

Destacamos que las misiones de observación electoral de la OEA se han perfeccionado a través de los años.  Hoy día cuentan con un manual de procedimiento que norma el desarrollo de estas misiones y el actuar de sus miembros.  Valoramos que las misiones de la OEA se han caracterizado por su imparcialidad, objetividad y transparencia, así como su gran capacidad técnica.

La República Dominicana ha contado con el concurso de las misiones de observación electoral de la OEA durante gran parte de su vida democrática y en los últimos años no solo las misiones de observación electoral han servido al fortalecimiento de la democracia dominicana, sino que los dominicanos hemos contado con el apoyo y la colaboración de la OEA en la readecuación de la normativa electoral y de partidos políticos.

En los últimos cuarenta y seis años en nuestro país se han celebrado dieciséis procesos electorales continuos.  En todo ese tiempo todos nuestros gobiernos han sido escogidos mediante elecciones.  Si algo revela esto, es que la democracia dominicana es una democracia madura.  Es una democracia que ha echado raíces y está afanada en fortalecerse institucionalmente y en dar cada vez una mayor participación a los ciudadanos en el proceso político.  En ese sentido, valoramos grandemente el rol de la OEA en dichos procesos y aspiramos a seguir contando con la cooperación de los expertos calificados con que cuenta nuestra Organización en la materia.  

Igualmente, valoramos altamente el desarrollo de programas y actividades de la OEA para promover los valores y prácticas democráticas en el Hemisferio. La experiencia y capacidad de los funcionarios a cargo de estos temas han hecho aportes importantes al fortalecimiento de la cultura democrática en nuestros países.  

Cuando adoptamos la Carta Democrática nos comprometimos a promover una cultura democrática mediante la educación formal y no formal.  En el año 2005 los Ministros de Educación adoptaron el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, programa que tiene por objetivo promover los compromisos adoptados en la Carta Democrática y que sirve como referente y apoyo en el desarrollo de las iniciativas que sobre el tema se adelantan a nivel nacional y hemisférico en educación para la democracia.

En la República Dominicana existen programas de educación cívica a nivel básico y medio, así como otros programas de educación en valores, educación para la paz, educación para la diversidad, educación para la equidad y género, esta última se desarrolla de manera transversal a todos los niveles.  Todos estos programas, así como otras actividades, tienen por objetivo desarrollar valores, actitudes y capacidades en los ciudadanos.

Muchas gracias.

El PRESIDENTE:  Gracias a usted, señora Representante.  Tiene la palabra la distinguida Delegación de Chile.

El REPRESENTANTE ALTERNO DE CHILE:  Gracias, señor Presidente.  Buenas tardes a todos.  

Queremos agradecer la oportunidad de seguir analizando los aspectos vinculados al diálogo relativo a la Carta Democrática Interamericana y vamos a centrar, Presidente, en esta tarde, nuestro análisis en tres puntos de vista:

Uno, lo relativo al capítulo IV, “Fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática”, pero fundamentalmente ligado a lo que fue la conmemoración hemisférica en mi país recientemente.  Salvo el informe que la Presidencia tuviera a bien señalar en este ejercicio en la última sesión del Consejo Permanente, la verdad es que no hemos tenido oportunidad de compartir los alcances.  No todos los Representantes Permanentes tuvieron la oportunidad de concurrir a Santiago, de tal manera que pediríamos la indulgencia de la Presidencia y de los Estados Miembros para referirnos brevemente a lo que fueron los alcances de este evento, más que centrarnos en este momento en un autoanálisis crítico, que, por cierto, fue debatido en Santiago, centrarnos justamente en lo que fueron de alguna manera los consensos y creo que sería importante traer eso a colación.  En segundo lugar, quisiéramos hacer unos breves alcances relativos a los capítulos V y VI.

Presidente, la Conmemoración Hemisférica del Décimo Aniversario de la Carta Democrática Interamericana y Renovación del Compromiso de las Américas con la Democracia se llevó a cabo en Santiago, en Valparaíso, los días 3 y 4 de septiembre pasado y reunió prácticamente a la totalidad de los Estados Miembros de esta Organización.  Cancilleres, Viceministros, otras altas autoridades y Representantes Permanentes de la OEA debatieron e intercambiaron ideas en dos mesas redondas en torno a los siguientes temas:  “La Democracia en las Américas:  El Desafío de la Inclusión Social” y “El Futuro de la Democracia en las Américas:  Su Protección y Profundización”.

Al finalizar este encuentro, el Canciller Alfredo Moreno leyó una declaración al cierre de la Conmemoración Hemisférica en la que sintetizó los principales puntos que fueron abordados por las delegaciones. Queremos referirnos brevemente a este documento, resaltar algunos aspectos relevantes que creo que de alguna manera ilustran lo que nuestras respectivas autoridades debatieron en esa oportunidad:

Tal como la adopción de la Carta Democrática Interamericana fue el reflejo fruto de una etapa de nuestra historia común, al ofrecer ser sede de este encuentro lo hicimos desde la convicción de que hoy es necesario y posible buscar en común herramientas para apoyar en nuestros países la consolidación y transición progresiva y virtuosa desde una democracia puramente electoral a democracias cada vez de mayor calidad participativa y estabilidad institucional.

El propio Presidente Sebastián Piñera en la inauguración de esta reunión continental ratificó lo que la propia Carta Democrática Interamericana nos llama en su artículo 1:  “Los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla”.  

Fue en este espíritu que los Estados Miembros se convocaron para reflexionar sobre el fortalecimiento y protección de las democracias en el Continente y también los desafíos de la inclusión social para ellas.  Una vez más se puso de relieve que la Carta es el principal instrumento regional para la gobernabilidad democrática y un elemento central de nuestra identidad como región.

En cuanto al imperativo de la inclusión social, los Estados Miembros coincidieron en reafirmar que hoy sigue plenamente vigente lo indicado en el artículo 11 de la Carta, esto es, que la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente.  Tuvimos la oportunidad de referirnos latamente a este aspecto en la última reunión de análisis de este Consejo.  

Las fundamentaciones abarcaron distintos ámbitos y se evidenció en las intervenciones de varios Estados Miembros el firme convencimiento de que la democracia y la lucha contra la pobreza van siempre unidas.  En ese contexto se destacó que la única forma de combatir la pobreza y la discriminación es a través de una mayor participación ciudadana.

También hubo muchas voces que llamaron a un fortalecimiento en la participación de diversos grupos que no son siempre adecuadamente escuchados:  mujeres, jóvenes, indígenas, afrodescendientes y los diversos actores sociales y de la sociedad civil.  

La Carta Democrática ha visto muchos avances en esta última década, pero, ciertamente, los retos de la inclusión social aún no han sido superados.  Debemos seguir esforzándonos en la superación del analfabetismo, los bajos niveles de desarrollo humano y las limitaciones en la participación ciudadana para alcanzar los objetivos de desarrollo del Milenio.  En este sentido, se destacó la necesidad de reflexionar sobre el papel de la OEA y definir algunas líneas de acción general para que la Organización nos oriente a cómo lograr mayores avances en el ámbito de inclusión social.

Varias delegaciones, y así fue señalado en la última reflexión, expresaron la importancia de que se concluyan los procesos de negociación de la Carta Social de las Américas, de la Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia y la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.  Los que participamos en los trabajos de la Carta Social podemos señalar que los trabajos van demasiado bien encaminados y esperamos, a través de la Presidencia, traer este tema prontamente al Consejo.

La violencia, el crimen organizado, el narcotráfico y otras amenazas a la seguridad también fueron destacadas como afectando gravemente la democracia y la erosión a la cohesión social.  Se señaló que estos deben ser abordados de manera conjunta por todos los Estados Miembros. 

Asimismo, fue compartida la visión que, sin respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales, no hay democracia y es por ello que como Estados debemos continuar haciendo esfuerzos para fortalecer el sistema interamericano de derechos humanos.

En relación con la protección colectiva de la democracia, las deliberaciones dieron cuenta simultánea del enorme valor que constituye la Carta Democrática Interamericana, y la satisfacción por los exitosos casos de aplicación en su primera década, como de la existencia de un amplio consenso en la necesidad de contar con mejores herramientas para prevenir crisis o quiebres democráticos.

En esta línea se manifestaron, Presidente, diversos énfasis.  Algunos Estados pusieron de relieve que la Carta ofrece herramientas suficientes y amplias para la acción preventiva, sin ser necesaria una eventual complementación.  El fortalecimiento en la capacidad preventiva se lograría por la vía de una interpretación más amplia de las facultades que hoy confiere la propia Carta.  Se pusieron de relieve, asimismo, la responsabilidad y la voluntad de los Estados para aplicar la Carta como el factor decisivo para materializar una efectiva prevención de crisis de la democracia en la región.

Otros Estados propusieron también continuar con el desarrollo de la Carta mediante nuevos instrumentos que complementen y perfeccionen la capacidad de acción preventiva de la OEA, proponiendo diversas formas posibles de perfeccionamiento o complementación de la Carta en esta materia.  Ellos van desde el fortalecimiento de las facultades del propio Secretario General para actuar preventivamente, hasta la ampliación de los casos en que se pueden activar los mecanismos de protección democrática o los actores que pueden activar la protección preventiva.  Alternativamente también se propusieron mecanismos de evaluación del Estado de la democracia en la región, siguiendo modelos de revisión entre pares, diseñando indicadores objetivos y previamente acordados para evaluar las condiciones básicas institucionales y, por último, el establecimiento de un compendio de mejores prácticas, siempre teniendo como objetivo la prevención mediante instrumentos oportunos en el tiempo.  En este mismo sentido, se ofrecieron propuestas que podrán ser eventualmente consideradas y que plantean incorporar en esta tarea a figuras nuevas, siguiendo modelos como las de los relatores especiales, ombudsman o un comisionado para la democracia en el sistema interamericano.

En resumen, Presidente, se constató la existencia de variadas formas de avanzar hacia la meta común de fortalecer la capacidad de acción preventiva de la OEA para proteger y promover nuestras democracias.  Tal como lo señalara el propio Presidente Sebastián Piñera en esta materia, obviamente siempre será preferible prevenir que sanar, en el marco del pleno respeto al principio de la no intervención.  Para ello, por cierto, y lo hemos venido señalando ininterrumpidamente, se debe fortalecer la institucionalidad de la OEA, dotándola de los recursos necesarios.

En suma, Presidente:  todos los países reafirmamos en Valparaíso el compromiso con la democracia y la voluntad de que ella se extienda a todos los sectores de nuestra sociedad.  La democracia, aun con todas las limitaciones que pudiere tener, es el mejor y más justo sistema de gobierno.  Por eso, los Estados de las Américas renovaron su compromiso inalterable con ella y con su profundización.

Señor Presidente, la vocación de libertad y de paz en mi país, que hoy reiteramos en este foro, ha plasmado un sistema democrático estable, abierto al desarrollo y responde a lo que en Valparaíso fue calificado por el propio Presidente de Chile como la gran misión de nuestra generación:  ser arquitectos del futuro de este continente en un contexto de unidad e integración entre nuestros países, sus pueblos y sus autoridades.

Señor Presidente, por último, creemos que nuestra diversidad no debe ser nunca una amenaza cuando está encaminada hacia la búsqueda del bien común.

En relación con el capítulo V, “La democracia y las misiones de observación electoral”, reconocemos la importancia de las misiones de observación electoral, pues creemos que ellas constituyen uno de los instrumentos más valiosos con que cuenta esta Organización para la promoción y consolidación de la democracia en el Continente.  A través de un dedicado trabajo, el Departamento para la Cooperación y Observación Electoral de la OEA ha demostrado una labor encomiable de calidad, imparcial y transparente, que ha tenido la capacidad de realizar aportes concretos para el perfeccionamiento del proceso electoral.  En esta tarea es esencial que los procesos observados estén en consonancia, como lo ha sido hasta ahora, con las normas y estándares internacionales de legitimidad y transparencia establecidas en la propia Carta Democrática Interamericana para garantizar en definitiva procesos electorales libres y justos.  

Por ello, reafirmando nuestro compromiso con la democracia en el Continente, apoyamos firmemente la realización de las misiones de observación electoral en los distintos procesos de votación a lo largo de todo nuestro continente.  Este apoyo se viene materializando a través de contribuciones financieras voluntarias a diferentes misiones, destacándose en el último tiempo las elecciones presidenciales en Haití, en primera y segunda vuelta, las elecciones generales en Guatemala y el proceso de consulta popular y referente del Ecuador, entre otros.

Por último, con relación al capítulo VI, “Promoción de la cultura democrática”, creemos que la Carta reconoce que la educación es clave para fortalecer las instituciones democráticas, promover el desarrollo del potencial humano y fomentar un mayor entendimiento entre los pueblos.  Ello resulta esencial para que una educación de calidad esté al alcance de todos.

El Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas que lleva adelante la OEA constituye una de las herramientas para continuar justamente desarrollando programas y actividades dirigidas a promover los principios y prácticas democráticas y a fortalecer la cultura democrática en nuestro hemisferio.  Ello se materializa a través del desarrollo de iniciativas concretas en las que hemos participado para la educación de la niñez y la juventud como una forma de asegurar la permanencia de los valores democráticos que deseamos inculcar a las generaciones futuras.

Por último, estamos convencidos de que la consolidación de la democracia en nuestra región requiere de una cultura basada en principios y valores democráticos profundos y en la evidencia cotidiana de ellos, sin excepciones, pero también creemos que estos valores solo podrán fomentarse sobre la base del respeto mutuo, la tolerancia y la no discriminación.  

Gracias.

El PRESIDENTE:  Muchas gracias por su exposición.  Le ofrezco la palabra a la distinguida Delegación del Brasil.

El REPRESENTANTE INTERINO DEL BRASIL:  Muito obrigado, Senhor Presidente.

Minha Delegação já se referiu ao Capítulo IV na sessão anterior, então nesta sessão vai se referir aos capítulos V e VI.

Um dos elementos essenciais da democracia representativa consignado no artigo 3 da Carta Democrática Interamericana é a realização de eleições periódicas, livres, justas e baseadas no sufrágio universal secreto como expressão da soberania do povo.  O aspecto mais tangível da democracia para as nossas sociedades é justamente quando somos chamados a expressar formalmente nossas demandas e expectativas com relação à condução do futuro de nossos países.  É quando escolhemos entre um projeto de governo e outro, quando reafirmamos nossa confiança em um governo ou optamos por mudanças.  Subjaz ao rito eleitoral a necessidade de confiança na legitimidade do processo democrático, imperativa para a estabilidade e adequada fluidez do processo político. 

O Capítulo V nos recorda justamente a importância de assegurar que as consultas à população transcorram com lisura e transparência, alcançando a todos os cidadãos e cidadãs.  É de grande relevância, portanto, a atenção aos aspectos técnicos e operacionais às eleições, pois a garantia da integridade do pleito é essencial para a própria preservação da democracia.

Ao aprovarmos a Carta, é significativo que tenhamos dedicado um capítulo específico às missões de observação eleitoral e aos mecanismos de que a Organização dispõe para prestar apoio à organização de pleitos nos Estados membros.  As missões de observação eleitoral, juntamente com os programas de assistência técnica de modernização promovidos pela Secretaria Executiva de Desenvolvimento Integral e pela Secretaria de Assuntos Políticos, têm dado uma contribuição valiosa aos processos políticos internos e à consolidação da democracia no Continente.

Quando a Carta Democrática foi aprovada, as missões de observação eleitoral já tinham longa história e estavam em processo de consolidação e sistematização por parte da Organização.  No entanto, embora não tratasse de estabelecer uma nova forma de atuação da OEA no campo do fortalecimento da democracia, a Carta impulsionou uma nova geração de missões que consagrou e aprofundou uma prática bem-sucedida ao longo de quase 50 anos de experiência.  A partir da aprovação da Carta, as missões de observação eleitoral passaram a ser consideradas sob uma perspectiva integral de longo prazo, na qual se busca avaliar a atuação das instituições e o processo eleitoral como um todo, e não apenas o dia do sufrágio.

Pode-se ver, portanto, na regularização das missões, uma medida do grau de consolidação da democracia no Continente, para o que também contribuiu o desenvolvimento de uma metodologia de observação eleitoral pelo Departamento de Cooperação e Observação Eleitoral em 2006.  Hoje, sem dúvida, as missões de observação eleitoral são uma das atividades mais visíveis e com mais alto grau de especialização da OEA.

Senhor Presidente, não é apenas a realização de um grande número de missões que atesta nossa maturidade democrática, mas também o nível de aceitação com que contam.  Hoje nossos governos entendem que as missões de observação não são uma forma de interferência, mas sim de assistência.  Dois elementos parecem decisivos para a boa aceitação desse tipo de atividade:  seu caráter voluntário, por um lado, e a postura imparcial dos observadores, por outro.  Para que as missões continuem a ter o êxito que têm, é mister preservar tanto o caráter técnico da atividade quanto a premissa de que devem ocorrer por iniciativa do país observado e dentro do respeito das especificidades dos sistemas político-eleitorais.

Buscar novas tecnologias, Senhor Presidente, de acordo com as necessidades locais, é uma das estratégias a seguir.  O Brasil optou, desde a década de noventa, pelo voto eletrônico que dá mais segurança aos pleitos e permite a rápida consolidação e divulgação dos resultados.  Hoje essa modalidade de voto conta com amplo apoio da população brasileira que abraçou o uso da tecnologia com vistas a fazer o processo eleitoral mais acessível ao eleitor e mais confiável na contagem dos resultados.  Sabemos que o sistema de votação eletrônica tem despertado o interesse internacional e continuaremos a compartilhar a experiência brasileira com outros países.

Gostaríamos de ressaltar, nesse sentido, a assinatura, em outubro passado, do memorando de entendimento entre o Tribunal Superior Eleitoral do Brasil e a Secretaria-Geral da OEA para a prestação de cooperação em matéria eleitoral.  O próximo desafio já em fase de implementação é o da identificação biométrica do eleitor, tecnologia que se destina a avançar mais ainda na prevenção da fraude eleitoral.

Nossa região tem ainda o desafio de tornar o voto verdadeiramente universal e de fazer com que populações muitas vezes isoladas e excluídas tenham condições de participar do processo decisório.  Aprimorar o acesso aos locais de votação para indígenas, comunidades afastadas e/ou de difícil acesso, idosos, portadores de deficiências e encarcerados, constitui também uma política crucial de inclusão social e de promoção da cidadania e dos direitos humanos.  Precisamos assumir esse compromisso e, com o apoio da OEA, superar obstáculos diretos e indiretos à participação.

Senhor Presidente, o Capítulo VI da Carta, por sua vez, recorda que devemos ter uma visão abrangente e de longo prazo no fortalecimento democrático.  Se nos cinco primeiros capítulos tratamos da definição de democracia e de medidas para o seu fortalecimento e preservação, no capítulo final almejamos a difusão dos valores democráticos para todas as esferas da vida social e sua disseminação para as futuras gerações.  

Se a participação democrática pressupõe o acesso igualitário a direitos e deveres políticos, sociais, econômicos e culturais, a propagação de uma cultura democrática em nossa região depende também do respeito à diversidade e da proteção de minorias, da promoção da justiça social e da inclusão, do combate à corrupção e ao clientelismo, e da ampliação da transparência governamental e da educação de nossos povos.  É preciso que os programas de fortalecimento institucional e de educação para a democracia levem em conta a visão integral da democracia estabelecida na Carta, refletindo a indissociabilidade entre a democracia e os direitos humanos, o desenvolvimento, a inclusão e a não-discriminação.

É nesse espírito que merece consideração uma das propostas levantadas ao longo deste diálogo de divulgar às nossas populações os preceitos da Carta Democrática Interamericana.  Quanto mais informadas forem nossas sociedades, mais sólidas serão nossas democracias e maior será a demanda para que nossos governos atinjam patamares cada vez mais elevados de gestão.

Senhor Presidente, gostaria de assinalar ainda a prioridade conferida pelo Brasil à implementação do artigo 28 da Carta Democrática sobre a promoção plena e igualitária da mulher nas estruturas políticas de nossos países.  

A Presidente Dilma Rousseff, por ocasião de sua participação no Colóquio de Alto Nível sobre Participação Política de Mulheres, das Nações Unidas, realizada há dois dias, ressaltou o compromisso do seu governo com a ampliação da participação feminina nos espaços decisórios.  Dez ministérios, de um total de 39, são comandados por mulheres.  Infelizmente há ainda muito que fazer.  No Brasil, as mulheres compõem 58% do eleitorado brasileiro, mas ocupam apenas 10% do Congresso Nacional.

Em âmbito regional, precisamos valorizar e apoiar os trabalhos da Comissão Interamericana de Mulheres, em coordenação com a Secretaria de Assuntos Políticos e a Secretaria Executiva de Desenvolvimento Integral.

A organização do Primeiro Foro Hemisférico, “Liderança da mulher para uma democracia cidadã”, realizado em abril passado, é apenas um dos muitos passos a serem tomados.  O aumento da participação das mulheres nos problemas políticos regionais contribuirá para infundir ainda mais vitalidade à democracia nas Américas.

Finalizando, Senhor Presidente, é com satisfação que observamos que a OEA vem apoiando programas destinados a promover os princípios e práticas democráticos e fortalecer a cultura de democracia no Continente.  Estamos seguros que estes programas contribuirão no curto e no longo prazo para fortalecer nossas instituições.  Conforme assinalamos anteriormente, o aprofundamento da articulação entre a Secretaria de Assuntos Políticos e a Secretaria Executiva de Desenvolvimento Integral é primordial para contemplar a cooperação em matéria de promoção da democracia e esperamos poder colaborar com esse processo.

Muito obrigado.

El PRESIDENTE:  Muchas gracias a usted, señor Representante.  Tiene la palabra la distinguida Delegación de México.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DE MÉXICO:  Gracias, señor Presidente.  

Como lo hemos destacado a lo largo de estos debates y de manera muy puntual en nuestro tratamiento inicial del capítulo IV de la Carta Democrática Interamericana, México considera oportuno concentrar los esfuerzos sobre el fortalecimiento de la Carta en sus capacidades de prevención de rupturas del orden interno y de apoyo para la consolidación democrática e institucional, mediante la promoción de los valores y la cultura democráticos con un enfoque integral.

A este respecto, en el marco de su intervención en la Conmemoración Hemisférica del Décimo Aniversario de la Carta Democrática Interamericana y Renovación del Compromiso de las Américas con la Democracia, celebrado recientemente en Valparaíso, Chile, la Embajadora Patricia Espinosa Cantellano, Canciller de México, planteó algunas propuestas concretas para que la OEA asuma un papel más relevante en la prevención de crisis políticas y rupturas del orden democrático, con apego al derecho internacional y pleno respeto a la soberanía y al principio de no intervención.  Por su relevancia, mi Delegación desea compartir con este Consejo Permanente estas propuestas:

1. Precisar los criterios para definir cuándo y en qué medida se han alterado las instituciones democráticas en un país para determinar la acción que debe desplegar la Organización.

2. Establecer criterios claros que regulen las solicitudes de asistencia al Secretario General o al Consejo Permanente de la OEA, a fin de contribuir al fortalecimiento y la preservación de la institucionalidad democrática.

3. En materia de promoción y protección de los derechos humanos, impulsar el proceso de reflexión en curso, encaminado a lograr una acción más eficaz del sistema interamericano de derechos humanos.

4. La OEA puede contribuir a la inclusión social, fungiendo como apoyo técnico para impulsar políticas públicas en materia de salud, educación, vivienda, combate a la pobreza, entre otras prioridades, y como facilitador para acceder a fuentes de financiamiento y de asistencia técnica.

5. Los Estados deben promover normas que regulen el origen lícito de las fuentes de financiamiento de campañas electorales y faciliten la fiscalización de los recursos utilizados en dichos procesos.  Principalmente debe evitarse que la delincuencia organizada intervenga en el financiamiento de campañas electorales, para lo cual se podrían establecer directrices generales.

6. Los Estados deben promover colectivamente la adopción de criterios y normas comunes que garanticen la organización y calificación de las elecciones por órganos independientes.

7. Establecer un esquema permanente para revisar –y al mismo tiempo promover– los avances en el fortalecimiento de las instituciones democráticas en el Continente.  Lo anterior podría incluir la realización periódica de ejercicios de análisis o seguimiento efectuados entre pares.

8. La sociedad civil debe tener un papel más preponderante en la prevención de las crisis.  Los gobiernos deben crear los mecanismos de inserción de las organizaciones de la sociedad civil en las tareas de educación para la democracia, observación electoral, promoción de la transparencia y la rendición de cuentas.

La Secretaria Espinosa también destacó que, una vez que se ha desatado un conflicto político que amenace la vigencia plena de las instituciones democráticas, la respuesta de nuestra Organización debe ser mucho más activa y eficaz.  A este respecto, la Canciller hizo dos propuestas adicionales:  

1. La OEA podría actuar como facilitador o mediador, con atribuciones claramente definidas, en caso de crisis políticas o denuncias de irregularidades graves en un proceso electoral que amenacen la institucionalidad democrática de un país miembro.  En dichos casos, se podría convocar de inmediato a una sesión extraordinaria del Consejo Permanente para que con la aprobación del gobierno que corresponda se realice una misión de buenos oficios.

2. Establecer lineamientos para la integración de eventuales comisiones que realicen la tarea de mediación bajo el mandato de la Organización.  Dichas comisiones estarían encabezadas por personalidades con reconocido prestigio y peso moral, no necesariamente vinculadas a la Organización, con la participación de representantes de distintos ámbitos de la sociedad.

Al presentar las ideas anteriores, la Canciller de México señaló que constituyen sugerencias iniciales, sujetas naturalmente a discusión.  Cito sus palabras:  

Estas medidas –o cualquier otra que se decidiera adoptar a fin de fortalecer las instituciones democráticas en nuestra región– tendrán que ser resultado del consentimiento por parte de cada uno de nuestros países.  El apego unánime a principios democráticos que subyace al compromiso de todos y cada uno de nuestros Estados con los valores democráticos ofrece una base firme para alcanzar, mediante el diálogo, un acuerdo respecto de estos objetivos.  

Señor Presidente, el capítulo V de nuestra Carta Democrática Interamericana concentra su atención en las misiones de observación electoral de la OEA y su contribución a la democracia en nuestra región.  Sin duda, a partir de 2001, estas misiones se han consolidado como un importante instrumento de afirmación de la legitimidad democrática y como valiosa referencia para otras regiones.  Entre sus fortalezas debemos reconocer el desarrollo de una metodología sistematizada para la observación de los procesos electorales, con criterios, prácticas e indicadores precisos.

Como lo estipula el artículo 24 de la Carta, las misiones de observación electoral se llevan a cabo por solicitud del Estado Miembro interesado, es decir, se sustentan en el principio del consentimiento previo del Estado con pleno respeto a la soberanía nacional.  Cuando un Estado solicita el concurso de ese instrumento, lo hace como un acto plenamente soberano que lo fortalece internamente y que muestra su compromiso con el ideal democrático de la Organización.  En este contexto es significativo constatar que hoy por hoy son excepcionales las justas electorales en América Latina y el Caribe que no cuentan con una misión de la OEA.  Esto es un reflejo más de que el respeto a la soberanía es absolutamente compatible con la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.

Al propio tiempo, es motivo de satisfacción reconocer que desde la adopción de la Carta Democrática no ha sido necesario aplicar el artículo 25, el cual prevé que las misiones de observación electoral deberán informar al Consejo Permanente, por conducto de la Secretaría General, si no existiesen las condiciones necesarias para la realización de elecciones libres y justas.  Este es un positivo testimonio del avance democrático en la región.

Señor Presidente, el capítulo VI de la Carta, que versa sobre la promoción de la cultura democrática, destaca tres prioridades que nos interesa reiterar en este foro:  Primero, la importancia de la cooperación amplia de nuestra Organización en favor de la promoción de los principios y prácticas democráticas y el fortalecimiento de la cultura democrática, tomando en cuenta los aportes de las organizaciones de la sociedad civil; segundo, el valor estratégico de la educación de la niñez y la juventud como forma de asegurar la permanencia de los valores democráticos; y tercero, la participación plena e igualitaria de la mujer en las estructuras políticas como elemento fundamental para la promoción y el ejercicio de la cultura democrática. Es imprescindible que continuemos avanzando en estas tres líneas de acción para la consolidación y perfeccionamiento de la democracia en las naciones de nuestro hemisferio.

Señor Presidente, aprovecho esta oportunidad para reiterar la plena disposición de la Delegación de México para continuar contribuyendo de manera prioritaria al trabajo que despliega nuestra Organización para hacer más efectiva la implementación de la Carta Democrática Interamericana.

Gracias.

El PRESIDENTE:  Gracias, señor Representante.  Tiene la palabra la distinguida Representante Permanente de Estados Unidos, la Embajadora Lomellin.


La REPRESENTANTE PERMANENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS:  Thank you very much, Mr. Chair.  

Mr. Chair, at our last meeting, my delegation spoke at length on Chapter IV, which deals with strengthening and preserving democratic institutions.  I don’t intend to repeat what we said, other than to underscore our firm belief that under the Inter-American Democratic Charter, we have an affirmative responsibility not to turn our back when democracy is attacked.  This is part of our commitment to protect and advance the cause of human rights and fundamental freedoms, despite the natural frictions presented by national sovereignty.


Mr. Chairman, none of our countries have a perfect track record, but we remain convinced that we all share the duty to speak out, stand firm, and act with the clarity of our convictions in defense of democratic principles.  The Organization of American States is the right forum for these discussions, and the Democratic Charter should be our guide.


With that in mind, I would now like to turn to chapters V and VI, which address democracy and electoral observation missions and the promotion of a democratic culture.  Chapters 5 and 6 of the Charter present us with tools to deepen cooperation in support of democratic institutions.  These chapters offer us the programmatic mechanisms for the proactive use of the Charter, from special missions and the provision of advisory services to member states on electoral matters, to enhanced cooperation with civil society and civic education initiatives.


In Article 3, the Chapter makes clear that “the holding of periodic, free, and fair elections based on secret balloting and universal suffrage as an expression of the sovereignty of the people” is one of the essential elements of democracy.  Article 5 also underscores the importance of political party strengthening and transparent campaign financing.

But our obligations under the Charter clearly do not begin or end at the ballot box.  Member states, under Article 23, are responsible for organizing, conducting, and ensuring free and fair elections.  Governments must guarantee OAS electoral observation missions (EOMs) “conditions of security, free access to information and full cooperation” as the OAS undertakes its assessment of whether the Government in question has fulfilled its obligation to organize, conduct, and ensure free and fair elections.


Clearly, those three responsibilities—organizing, conducting, and ensuring free and fair elections—begin long before the voters head to the polls on election day.  They have to deal with up-to-date and inclusive voter rolls and registration, and a pluralistic system of political parties and organizations, as found in Article 3, that are allowed the space to campaign without harassment and to make their views known without intimidation.


Mr. Chair, the Democratic Charter also imposes certain obligations on the OAS, as well as in the second paragraph of Article 24.  OAS electoral observation missions must be carried out in accordance with the principles and norms of the OAS, and OAS missions must be effective, independent, and adequately financed.  Furthermore, they shall be conducted in an objective, impartial, and transparent manner, with the appropriate technical expertise.  These principles and norms are to be found in the Declaration of Principles for International Electoral Observation and Code of Conduct for International Election Observers, to which the OAS committed its adherence, along with nearly two dozen other organizations, in 2005.  Article 11 of this Declaration clearly speaks of the responsibilities of the Organization to avoid sending a mission “to a country under conditions that make it likely that their presence will be interpreted as giving legitimacy to a clearly undemocratic electoral process.


Furthermore, Article 12 of the Declaration calls on international organizations not to send an observer mission without sufficient time to allow analysis of all of the processes that are important to organizing genuine, democratic elections.  It goes on to speak of seeking guarantees, of impeded access and freedom of movement for the mission, freedom to issue public statements and reports about its findings, and assurances that it will not be subject to interference in any of its activities by the Government or its agents.


Mr. Chair, we must ask ourselves if the norms and principles of the OAS are being respected when the OAS considers whether or not to observe an election.  We must ask whether the necessary conditions are in place to effectively conduct a credible electoral observation and at what point can and should the OAS decline to observe elections.  

For example, do half measures, such as misiones de acompañamiento, truly serve the interest of the people or of the democracy, or of the Organization as an institution?  Is democracy truly defended when governments block their opponents from registering to vote?  Does freedom advance when governments publish electoral observation rules that seem specifically designed to limit the ability of observers to do their jobs?


Certainly, in these situations, the OAS must clearly articulate its role so that citizens are aware of the scope of the Organization’s effort and impact.  As the Declaration of Principles clearly observes, stand-alone, specialized, observation missions may be employed as long as such missions make clear public statements that their activities and conclusions are limited in scope, and they draw no conclusions about the overall election process based on such limited activities.


Mr. Chairman, I think this point merits further consideration and discussion.  As we consider how to more effectively implement the Charter, one of the questions worth asking is how the member states can ensure that electoral observation missions are fulfilling the noble purpose for which they are intended and how we can insulate the Secretariat from political pressures from member states to send a mission of either type, regardless of the circumstances.


Mr. Chairman, another of the tasks assigned to the OAS by the Democratic Charter is the implementation of programs and activities that promote democratic principles and practices and strengthen the Democratic Charter.  Let me begin by underscoring the importance the United States places on the implementation of OAS/EOM recommendations.  Following up on these recommendations is critical for improving further elections, thereby lessening the need for observation in the long term.  As a reflection of our commitment to support recommendation follow-up, President Obama pledged, during his recent trip to the region, to provide support for training governments, regional electoral management bodies, and civil society through the Hemisphere on electoral administration.  For us, the OAS serves as a key partner in this effort.


Mr. Chairman, Article 26 of the Charter states that “democracy is a way of life based on liberty and enhancement of economic, social, and cultural conditions for the peoples of the Americas.”  This is one of the many reasons my delegation has insisted on the inclusion of meaningful references to democracy and respect for human rights and fundamental freedoms as our governments address the enhancement of the economic, social, and cultural conditions in the Social Charter of the Americas.


Chapter VI is where the Democratic Charter reaches up beyond our governments and speaks of taking into account the contributions of civil society organizations, and Article 27 states that one of the objectives of OAS programs to foster a democratic culture is to strengthen civil society organizations.  We firmly believe in the value of ongoing and substantive engagement with civil society here at the OAS.

However, meaningful civil society participation in the OAS is regrettably a rare bird, indeed.  Rather than a couple of times a year, and usually after the fact, the United States hopes that one day, civil society participation in the OAS will be ongoing, routine, and as welcome as the participation of the permanent observers currently is.  We do need to revisit this issue.  

How is it that civil society organizations that fulfill all of the requirements placed on them by all of the members of the Permanent Council can be blocked by one member of the Permanent Council?  Why must member states subject their sovereign will to the domestic legislation of one or a small handful of member states, as is the case when considering the application of civil society organizations to participate in the OAS?  This is a very unfortunate situation, which is contrary to the legal opinion of the OAS Secretariat and deserves to be addressed more broadly.


At present, pending civil society applications remain in limbo between the Committee on Inter-American Summits Management and Civil Society Participation in OAS Activities (CISC) and the Permanent Council without recourse and without a final decision on the part of our organization.  All civil society groups that meet the requirements that we have established should be registered in a timely manner.  At the same time, Mr. Chairman, we also need to move forward and adopt an OAS civil society strategy, which has been languishing in the CISC for two years.


Finally, Mr. Chair, let us consider Article 28, the last article of the Inter-American Democratic Charter.  The history behind this article speaks volumes.  The drafters of this document, mainly men, originally made no mention of women.  It took a distinguished Ambassador of El Salvador, at the time, a woman, to rectify the omission almost at the last hour.  Let us never forget that the majority of the people the Democratic Charter speaks about are women.  Their inclusion in the democratic life of our countries and the integration of a gender perspective into all that we do is not just for their benefit, but for the benefit of all.  

Thank you, Mr. Chair.  

El PRESIDENTE:  Gracias por sus apreciaciones.  Le doy el uso de la palabra al distinguido Representante Permanente de Canadá, el Embajador Culham.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL CANADÁ:  Thank you very much, Mr. Chair.  

We had presented our comments on chapters IV, V, and VI at the earlier meetings, so I’m not going to repeat what was said at that time.  As such, I’m going to be very brief and will summarize the proposals that we made in Valparaiso, Chile, about a number of mechanisms which we feel offer a way forward to strengthen and promote democracy in the Hemisphere over the short and the medium term.  Many of these measures have been mentioned around this table, so I do believe that some commonality may be forming with respect to agreement.


First, of course, is the compendium of best practices.  We feel that the Charter is ready to define best practices of democracy and that we can achieve a form of consensus around this table about what those best practices should be.


Second is an enhanced role for the Secretary General.  I very much like the comments offered by our colleague from Haiti, who said that the Secretary General needs a special leeway with respect to diplomatic initiatives.  This is with the objective of preventing ruptures of democracy before they actually happen and identify weak spots within our hemisphere where we are experiencing backsliding with respect to democratic practices.


Third, we feel that there should be some form of a peer review mechanism, and we’ve heard the words commissioner, ombudsman, or special advisor to the Secretary General.  We feel that these are all worthy ideas that should be carefully considered by the Secretariat and the Permanent Council.


Mr. Chairman, we feel that these three points alone offer a solid and positive way to go forward as we approach the next 10 years of the Democratic Charter.  As our Minister said in Valparaiso, there is room for improvement in all of our societies, including our own, and these proposals are offered in a spirit of openness, transparency, and collegiality.  We look forward to working with all member states around this table in making these initiatives a reality because we feel this is a worthy and important way forward.  

Thank you very much, Mr. Chair.

El PRESIDENTE:  Gracias, señor Embajador.  Tiene la palabra la distinguida Delegación del Uruguay.

La REPRESENTANTE INTERINA DEL URUGUAY:  Gracias, señor Presidente. 

Agradecemos el trabajo y la continuación de este diálogo sobre la Carta Democrática Interamericana y la búsqueda de mecanismos para mejorar la protección de la democracia en la región.

La Carta analiza concretamente las amenazas tradicionales a la democracia en la región pero debe contemplar, igualmente, elementos novedosos como el abuso de la ley, el uso de la Constitución para fines políticos y la discrecionalidad administrativa, entre otros.

Respecto al capítulo V, en términos generales coincidimos en destacar que las misiones de observación electoral han desempeñado un papel clave en la defensa y mantenimiento de la democracia.  

Estamos de acuerdo en que la Carta, en sí, tiene todos los elementos y mecanismos apropiados para resolver situaciones críticas de la democracia.  Por eso importa, haciendo breve referencia al capítulo VI, destacar el espacio que corresponde a las organizaciones de la sociedad civil y la importancia de desarrollo de programas y actividades para la educación de la niñez y la juventud, a fin de asegurar el fortalecimiento de los valores democráticos hacia una mayor justicia social.

Nuestra Delegación comparte, pues es la posición de nuestro país, la importancia de una plena e igualitaria participación de la mujer en las estructuras políticas, como pieza clave para el ejercicio de la cultura democrática.  Por tanto, apoyamos todas las actividades que lleva a cabo la Organización en esta materia y agradecemos este proceso de reflexión que nos permite, en un diálogo abierto y constructivo, avanzar en la obligación de promover y defender la democracia, a la que todos nos hemos comprometido.

El PRESIDENTE:  Muchas gracias, señora Representante.  Tiene la palabra el distinguido Representante Permanente del Perú, el Embajador de Zela.

El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL PERÚ:  Gracias, Presidente.

En una sesión anterior mi Delegación se había referido al capítulo IV.  En consecuencia, vamos a hacer unos comentarios hoy sobre los capítulos V y VI.

En cuanto al capítulo V, relativo al tema de la democracia y la observación electoral, si hay algún tema en el cual esta Organización tiene ya una larga experiencia es precisamente en el tema de las misiones de observación electoral.  En esta etapa, empezaron ya hace poco más de veinte años y se ha ido adquiriendo una importante experiencia, puesto que se han ido paulatinamente corrigiendo vacíos o errores que había en las primeras etapas de observación electoral.  Y se ha creado, de alguna forma, una suerte de “jurisprudencia” de la OEA para las misiones de observación electoral.  Creo que es de enorme importancia que estas –por llamarlas de alguna forma– “reglas de la observación electoral” sean estrictamente aplicadas.  Es decir, el grado de credibilidad que ha alcanzado la Organización en los temas de observación electoral se debe a que, en general, la Organización ha sido rigurosa con las reglas que se ha impuesto para llevar a cabo estas misiones de observación.

Esas reglas las tenemos hoy por escrito.  Existen manuales y otros documentos del área correspondiente.  Y pensamos que el hecho de seguir esas reglas de manera estricta es fundamental para asegurar una continuada credibilidad de este tipo de misiones.  Ese es el primer aspecto que quería resaltar.

Como un segundo punto quiero mencionar que las misiones han evolucionado también en el sentido de que ya no es solo el proceso de observación del día de las elecciones el que se lleva adelante, sino que hay, en la mayoría de los casos, un proceso de observación que va un poco más allá del día mismo de las elecciones.  En esto hay un componente de gran importancia, como es la asistencia a los países miembros.  El mismo hecho de que la OEA acumule experiencia en algunos países permite que cuando se hagan las misiones de observación electoral, esa experiencia sea transmitida.  

Hay un ejemplo sumamente interesante que puso la Delegación de Brasil: el voto electrónico.  En el caso de mi país, tenemos la intención de que en las próximas elecciones generales, dentro de cinco años, se implemente el voto electrónico en todo el país.  En esto la OEA nos ha estado apoyando, nos ha estado ayudando y nos ha transmitido ideas muy importantes y el expertise que se ha ido acumulando.  Este ofrecimiento que ha hecho Brasil de compartir la experiencia que ellos tienen en este proceso de votación electrónica, más o menos larga y que yo he tenido la suerte de ver en persona, va a ser muy útil y seguramente será aprovechada por el Perú.

Pero pensamos, y eso es lo que quiero resaltar, que la labor de asistencia de la Organización, como parte del proceso de observación electoral, es importante y vale la pena tenerla en cuenta.

En síntesis, creo que se puede decir que, actualmente, las misiones de observación electoral son una de las mejores cartas de presentación que tiene la Organización, puesto que hay un bien ganado prestigio en este campo.

Sin embargo, Presidente, colegas, creo que no se hace lo suficiente para difundir esta tarea de la Organización.  Creo que todavía falta perfeccionar esto.  Creo que todavía hay que mejorarlo.  No sabemos, dicho en términos de marketing, vender nuestro producto de manera adecuada.  El prestigio que hay es un prestigio que existe más a través de lo que recogen algunos medios de prensa que por acción de la Organización.  Pienso que se podría trabajar más en difundir lo que se hace en observación electoral.

Finalmente, sobre este tema quiero resaltar algo que ya mi Delegación había mencionado en ocasiones anteriores.  Hace casi dos horas que estamos hablando del tema de observación electoral en el Consejo Permanente.  Sin embargo, este mismo Consejo Permanente, hace varios años, prohibió que se pudieran realizar aportes del Fondo Regular a las misiones de observación electoral.  Parece una incongruencia inexplicable que el mismo Consejo, que se dedica a analizar el tema, que está por cierto incluido en la Carta Democrática y que todos consideramos, porque nadie ha dicho lo contrario, que es una de las mejores cartas de presentación que tiene esta Organización, al mismo tiempo sea objeto de una prohibición tan absurda.

La verdad es que no hay ninguna justificación para que el Fondo Regular no pueda, por lo menos, tener una suerte de pequeña cantidad, una especie de fondo semilla, para las misiones de observación electoral.  Parece como que la Organización que las realiza no tuviera credibilidad en su propio sistema de observación.  Es una contradicción, como digo, que deberíamos superar.  Pienso que esta es una de las recomendaciones del Consejo Permanente que debería resultar de este diálogo, para que esa situación se pueda superar.

En cuanto al tema de promoción de la cultura democrática a que se refiere el capitulo VI de la Carta Democrática, es evidente que esta es una tarea fundamental.  Es evidente que esa es una tarea que hay que realizar.  En ese sentido, quiero resaltar la resolución AG/RES. 2683 (XLI-O/11) de la Asamblea General reunida este mismo año, que es una resolución que ya se viene repitiendo desde hace varios años.  Normalmente la presenta Colombia y el Perú es uno de los países que la copatrocina.  Esta es una resolución que se refiere al Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas.  La ventaja que tiene esta resolución es que pone en práctica lo que dice el capítulo VI.  Hay, específicamente, encargos que hace la Asamblea General sobre ese tema y lo hace destacando tres componentes:  el componente de investigación, el de desarrollo profesional y el de intercambio de información y experiencias, que son precisamente los componentes que vale la pena resaltar en la promoción de la cultura democrática.

En ese sentido quiero resaltar, la verdad es que no sé si se ha hecho todavía, el foro titulado “El rol de la educación en valores y prácticas democráticas en la sustentabilidad de la democracia en las Américas”, para lo cual hubo en el momento de la Asamblea un ofrecimiento de Panamá de ser sede de ese foro.  Creo que sería interesante, en el marco de este diálogo, tener alguna información sobre ese foro en particular, que fue resaltado en esta resolución de la Asamblea General.

También quisiera pedir que la Secretaría General nos informe sobre el encargo que se le hizo de apoyar al Consejo Permanente en el diseño y ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, sobre lo cual debía informar regularmente.  Hasta ahora, que yo recuerde, no ha habido ningún informe y creo que sería útil recibirlo, puesto que es parte de la ejecución de esta resolución.

Con esto termino, Presidente.  Como veo en la pantalla que soy el último orador, supongo que con esto terminaríamos la etapa de comentarios de las delegaciones en este proceso de diálogo que hemos llevado a cabo sobre la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.  Pero la parte final de este proceso, según dice la resolución que estamos ejecutando, es que se supone que este Consejo tiene que hacer un informe, ya sea un informe de avance, o un informe de conclusiones.  Como ya terminamos la revisión, Presidente, me permito solicitarle que nos oriente usted sobre cómo vamos a llevar a cabo esa última etapa del proceso.  Y si quiere usted, podemos también colaborar con algunas ideas.

Muchas gracias, Presidente.

El PRESIDENTE:  Muchas gracias, señor Embajador.  En efecto, si no hubiera más solicitudes para hacer uso de la palabra, quisiera traer a cuenta el párrafo undécimo resolutivo de la resolución AG/RES. 2694 (XLI-O/11), y lo voy a leer textualmente.  Dice:

Encomendar al Consejo Permanente que continúe el diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana, previsto en el párrafo 14 de la resolución AG/RES. 2555 (XL-O/10) y que en el 2011, año del décimo aniversario de la adopción de dicha Carta, elabore su informe final sobre los resultados o avances del mismo.


Y usted con buen tino, señor Embajador del Perú, nos ha señalado ahora la incógnita del procedimiento a seguir.  Esta presidencia quería recabar el autorizado criterio del Consejo, de todas y cada una de las delegaciones que lo componen, sobre cómo proceder, habida cuenta de que hoy, aparentemente, agotamos el diálogo.  Sin embargo, la Delegación del Perú sí trajo dos temas que podrían ser todavía objeto de discusión.  El último de ellos, por cierto, está encomendado a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) en la distribución de mandatos.


El tema es que se pida un informe final, número uno.  Y número dos, si hay resultados o avances, en criterio nuestro, y de verdad estoy tratando de auscultar lo que la Sala pida, la Secretaría nos presentaría un acopio textual de todas las intervenciones hechas sobre todos y cada uno de los capítulos de la Carta durante las sesiones que este Consejo ha sostenido.  Con base en las intervenciones, la presidencia, con la ayuda de todos los que quieran participar, para hacerlo verdaderamente transparente, podría identificar las áreas donde existe suficiente consenso de apoyo como para decirle después a nuestra Asamblea General: vea, aquí están los puntos de convergencia y lo que podríamos hacer.  A guisa de ejemplo, los tres que trajo el distinguido Embajador del Canadá; lo que señalaba la distinguida Embajadora de los Estados Unidos; o la Delegación suya, Embajador de Zela.


Una vez identificados esos puntos, serían decantados en el informe que se presente y la Asamblea ya vería, con base en ello, cómo avanzar en la efectividad de la aplicación, que es lo que nos interesa.  Para ello, creo que la mejor observación que oímos hoy fue del distinguido Embajador Duly Brutus, de Haití, que nos dijo que tal vez en la Cumbre de las Américas puedan nuestros Presidentes o Jefes de Estado afinar esos instrumentos.  Por ejemplo, precisar cómo y cuándo actúan los buenos oficios o la mediación del Secretario General; cómo y cuándo se disparan, dijéramos, los mecanismos previstos en la Carta; o, cómo se produce el consentimiento de los Estados para que sean asistidos, tanto por la Organización como por los Estados que la conforman.


Por eso, ruego a las delegaciones que nos ofrezcan su ilustración a ese respecto.  Así es, grosso modo, como lo percibe la presidencia pero no soy más que el instrumento de ustedes.  Tal vez el señor Secretario General tenga alguna ilustración que ofrecernos.  Señor Secretario.


La distinguida Delegación del Perú tiene el uso de la palabra.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DEL PERÚ:  Gracias, Presidente.


Quería coincidir con usted.  Yo creo que la primera etapa, que supongo que se puede llevar a cabo en muy corto plazo, es que la Secretaría nos proporcione por escrito, por medio electrónico, las intervenciones.  Y tal vez lo que podríamos hacer, Presidente, es trabajar por capítulos.  Es decir, hacer el ejercicio que usted mencionaba de identificar coincidencias por capítulos.  Y, de repente, al hacerlo así podríamos hacer una suerte de cuadro comparativo que nos permita hacer esa comparación de manera más fácil.


Yo me atrevería a sugerir, Presidente, que para facilitarnos el proceso, una vez que tengamos ese cuadro, tuviera usted la gentileza de convocar una primera reunión de carácter informal para poder tener allí una conversación tal vez más fluida, sobre cómo continuar este procedimiento.


Por ahora eso, Presidente.  Gracias.


El PRESIDENTE:  Gracias por su sugerencia.  Tiene la palabra la distinguida Delegación de Venezuela.


La REPRESENTANTE INTERINA DE VENEZUELA:  Gracias,  Presidente.


En relación a los últimos comentarios y a su propuesta, nosotros queremos llamar la atención que la resolución habla de informar sobre los avances o resultados del diálogo y, en ese sentido, nosotros somos más partidarios de que el Consejo Permanente presente un informe tipo relatoría sobre las diferentes visiones y perspectivas de los países sobre los diferentes tópicos o temas.


Nos parecería peligroso hacer propuestas de recomendaciones o conclusiones porque, en definitiva, no hay conclusiones.  Hay un grupo de países que piensan de una forma; otro grupo de países que piensan de otra manera.  Así que esto sencillamente ha sido un diálogo, un intercambio y en ese sentido se debería informar.  

Gracias.


El PRESIDENTE:  Muchas gracias, señora Representante.  Tiene la palabra la distinguida Delegación de Argentina.  Lamento que hasta ahora se la demos, pero el nombre se borró de la pantalla.


El REPRESENTANTE ALTERNO DE LA ARGENTINA:  Gracias, señor Presidente.  Había desistido en esa instancia porque pensé que el Secretario General iba a intervenir.


Simplemente, pensaba acordar con su propuesta.  Creo que en la primera instancia correspondería contar con las intervenciones, tal cual fueron manifestadas en estas sesiones.  Luego de ello, sí, acordar una suerte de resumen, de informe como dice Venezuela, porque no nos debemos olvidar que, efectivamente, en Santiago de Chile ha tenido lugar esta conmemoración en la que se ha llegado a una declaración de la que han participado nuestros Cancilleres.  De manera que creo que lo nuestro debería tener más un enfoque de informe, solamente.  

Gracias.


El PRESIDENTE:  Gracias.  Me trae a cuenta el señor Representante de la Argentina que, en efecto, el mandato de la resolución es a este Consejo.  En Valparaíso, Chile, tuvo lugar una conmemoración muy importante que no podemos marginar pero que, sin embargo, tampoco podemos hacerla parte del informe, porque el mandato recayó sobre este Consejo y sus deliberaciones.  

Quiero ofrecerle la palabra al distinguido Embajador Moncada, de Nicaragua.


El REPRESENTANTE PERMANENTE DE NICARAGUA:  Gracias, señor Presidente.


Solo quisiera referirme a una cuestión de procedimiento, señor Presidente.  Creo que el punto de partida es ver realmente el mandato de la Asamblea, para no irnos ni más allá ni más acá.  Ese mandato sería el punto de partida.  Ha habido un diálogo, puntos de vista, planteamientos; y me parece que la Secretaría va a jugar un papel importante en cuanto a consolidar esos puntos de vista, los criterios, por muy encontrados que sean o por muy contradictorios que pudieran ser, de los diferentes países que hicieron su planteamiento.  Una vez elaborado ese consolidado, en sus partes medulares, esenciales, la Secretaría entrará a distribuirlo a los miembros del Consejo, con tiempo, de forma tal que las diferentes representaciones puedan leerlo y elaborar también sus observaciones a ese consolidado, sin que vaya más allá el efecto jurídico-administrativo –por llamarlo de alguna manera– de ese documento, que no tiene otro propósito que recoger el producto, el resultado, los puntos de vista de un diálogo que fue mandatado y que no tiene mayores efectos.

Gracias, señor Presidente.


El PRESIDENTE:  Gracias, señor Embajador.  Le ofrezco la palabra a la distinguida Embajadora Lomellin, de los Estados Unidos.


La REPRESENTANTE PERMANENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS:  Thank you, Mr. Chair.  

Just to agree with the statements made by the speakers that preceded me, I think it would be very helpful for the Secretariat to put together a document that really highlights the recommendations made by delegations throughout this process so that then we can begin to analyze what is doable.


As far as the comments made by our foreign ministers in Chile, although I agree with you, sir, that it is not part of the deliberations of the Permanent Council, perhaps that could be distributed as an informational document to guide our thinking.  After all, we respond to them and they are, in effect, our bosses.  So if we have their guidance as a tool as we go through the recommendations made here in this body, it would be very helpful.  

Thank you, sir.


El PRESIDENTE:  Gracias, señora Embajadora.  El señor Secretario General tiene el uso de la palabra.


El SECRETARIO GENERAL:  Yo creo que en realidad se acaba de decir algo que yo quería sugerir respecto de Santiago.  Sí, efectivamente, la de Valparaíso fue una ceremonia vinculada a las actividades de celebración de la Carta pero ahí los principales Representantes de nuestros países en materia de política exterior hicieron declaraciones formales que, ciertamente, no deberían ser excluidas.  La propuesta de la Embajadora Lomellin me parece lo más razonable:  que esos documentos, que son documentos fundamentales, se adjunten a las actas de la presente sesión.


Se podría hacer lo que ha dicho acá el Representante de México, que plantea incorporar una parte importante en el debate, pero la verdad es que es necesario que se tengan en cuenta esas declaraciones que probablemente fueron hasta más formales que las que se hicieron aquí en el Consejo.


Respecto al diálogo del Consejo, solamente quiero decir lo siguiente.  Entiendo que el diálogo tiene un propósito, consistente en hacer propuestas para mejorar la aplicación de la Carta Democrática Interamericana.  A eso se refiere.  Por lo tanto, creo que no tiene absolutamente nada de negativo poner las propuestas que se hicieron en blanco y negro, por si algunos países quieren tomarlas para presentar proyectos de resolución adicionales ante la Asamblea General o en el ámbito que corresponda.  Naturalmente, me imagino que imperará la regla del consenso y quedará claro quien está de acuerdo y quien no está de acuerdo con esa propuesta.  

Yo realmente no he podido estar en todas las reuniones ni en todo momento, pero sí he leído la mayor parte de las actas y he escuchado la mayor parte de las intervenciones. Y, ciertamente, sería una lastima que esto se agotara en que nos juntamos a dialogar, dialogamos y esto se termina.  No.  Nosotros tenemos la obligación, a mi juicio, de presentar un informe a la Asamblea General, tal como se señaló, antes del 31 de diciembre.  Yo espero, además, que podamos ver esos textos y presentarlos.  

Como siempre ocurre en estas situaciones, cada uno de nuestros gobiernos decidirá qué proposiciones toma, si las lleva adelante, dialogará con los otros gobiernos, algunos países presentarán proyectos de resolución; eso es lo que corresponde, diría yo.  

A mi me parece que sería muy adecuado concluir con un acta completa que recoja lo que se ha dicho aquí y con una síntesis de todas las propuestas.


El PRESIDENTE:  Gracias, señor Secretario.  Habida cuenta de los comentarios que han sido vertidos por las distintas Delegaciones y por usted mismo a lo largo de la presente sesión, propongo lo siguiente:


En el entendido que la Secretaría General pueda producir el documento que acopie todas las intervenciones hechas en relación a este diálogo, y que este documento pueda ser transmitido a las delegaciones en un plazo no mayor de una semana, esta presidencia podría presentarlo como informe preliminar con base en el cual el Consejo podría volver a discutir qué hacer con las propuestas que de ahí emanen.  Ese procedimiento nos queda abierto porque, ciertamente, como lo señalaba el señor Secretario General, todas las delegaciones estarán en posición de presentar, incluso, proyectos de resolución orientados al próximo período de sesiones de la Asamblea General en relación a este tema.


El inventario de ideas tiene que ser presentado, no cabe duda.  Con base en él podríamos definir después qué hacer, si se convierte en un informe o si las delegaciones tienen alguna inclinación o favorecen alguna posición determinada.  Pero primero tomemos nota objetiva de todo lo que se ha dicho, de todo lo que ha transcurrido en este Consejo en cuanto al diálogo y después, tal vez en una sesión informal, como lo propone el distinguido Embajador del Perú, podamos arribar a alguna acción consecuente con ese diálogo. Si así lo aceptaran las delegaciones, ese sería el procedimiento.  Aprobado.


Por cierto, mucho agradeceré que todas las intervenciones del día de hoy y las que no fueron suministradas con anterioridad, se hagan llegar en forma electrónica a la Secretaria; eso nos facilitará no solo la celeridad sino la fidelidad en la presentación de ese informe.  
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